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14010. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Rincón, Arriagada, Chahin, Lorenzini, Ojeda, Schilling, Tarud, Teillier y Torres, y de la diputada señora Hernando, que “Elimina el carácter reservado de disposiciones legales promulgadas entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990, y dispone su publicación”. (boletín N° 10118-07)


14311. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Monsalve, Andrade, Espinoza, don Fidel, Melo, Rocafull y Soto, y de las diputadas señoras Álvarez, Cicardini y Pacheco, que “Extiende el plazo contemplado en el artículo 4° de la ley N°20.816 para hacer efectiva la renuncia que habilita, a determinados funcionarios del sector salud, a acceder a la bonificación por retiro voluntario y bonificación adicional de la ley N° 20.612”. (boletín N° 10119-11)


14412. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Sabag, Auth, Flores, Fuentes, Ojeda, Pérez, don Leopoldo; Rathgeb, Verdugo y Walker, y de la diputada señora Sepúlveda, que “Declara el 4 de septiembre de cada año como día nacional del vino”. (boletín N° 10120-24)


14513. Informe de la participación de las diputadas señoras Fernández, Nogueira y Pascal, y del diputado señor Urrutia, don Ignacio, en el Consejo de Administración y Reunión del Grupo de Mujeres Parlamentarias de ParlAmericas, sobre el Plan de Acción para prevenir el acoso y la violencia política contra las Mujeres, entre los días 10 al 14 de junio de 2015, en Argentina.



VII. OTROS DOCUMENTOS DE LA CUENTA.


1.
Comunicaciones:

-
Del diputado señor Godoy por la cual justifica su inasistencia a la sesión del día 11 de junio de 2015 por actividades propias de la labor parlamentaria. 


-
De la diputada señora Nogueira por la cual comunica su inasistencia a la sesión de hoy, 16 de junio, por impedimento grave. 


-
De la diputada señora Carvajal por la cual justifica su inasistencia a la sesión de hoy, 16 de junio, por impedimento grave. 


-
Del diputado señor Gahona por la cual justifica su inasistencia a la sesión de hoy, 16 de junio, por actividades propias de la labor parlamentaria. 


-
Del jefe de bancada de diputados de la Unión Demócrata Independiente por la cual se informa que el diputado señor Macaya reemplazará al diputado señor Urrutia, don Osvaldo, en la Comisión de Hacienda. 


-
Del jefe de bancada de diputados de la Unión Demócrata Independiente por la cual se informa que el diputado señor Urrutia, don Osvaldo, reemplazará al diputado señor Lavín en la Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano. 


2.
Licencia médica:

-
Otorgada al diputado señor Espejo por la cual acredita que debió permanecer en reposo por un plazo de un (1) día, a contar del 11 de junio de 2015 en curso. 


3.
Oficio:

-
Del Grupo Interparlamentario Chileno-Keniata por el cual informa que procedió a constituirse y a elegir como presidente al señor diputado Flores, don Iván. 



Respuestas a Oficios



Ministerio de Interior

-
Diputada Carvajal doña Loreto, Informar sobre el destino que en definitiva tendrán ocho inmuebles fiscales de la localidad de Monte Águila, que habitan en calidad de arrendatarios funcionarios de la municipalidad de Cabrero; y, asimismo, respecto del oficio remitido a estos funcionarios el año 2006, en el que se les planteaba la posibilidad de adquirir las viviendas. (1939 al 8524). (1939 al 8524).



Ministerio de Relaciones Exteriores


-
Diputado Bellolio, Remitir los estudios de equilibrio general mencionados por US. en la sesión especial celebrada en esta Cámara el día de ayer martes 19 de mayo, con el objeto de analizar la tramitación del Acuerdo Transpacífico de Libre Comercio (conocido como TPP por su sigla en inglés). (3561 al 8851). (3561 al 8851).



Ministerio de Economía, Fomento y Turismo



Diputado Jarpa, Informe a esta Cámara sobre la posibilidad de generar nuevas estadísticas que permitan a los diversos sectores turísticos de la provincia de Ñuble contar con análisis para mejorar las políticas públicas respectivas. (3459 al 8035). (3459 al 8035).


-
Diputada Provoste doña Yasna, Informe sobre la posibilidad de realizar, en las zonas afectadas por las recientes inundaciones y aluviones, un análisis de las aguas y especies marinas de consumo humano a fin de verificar si se encuentran contaminadas (3460 al 7766). (3460 al 7766).


-
Diputado Espinoza don Fidel, Posibilidad de disponer una asignación de recursos para ayudar a los micros, pequeños y medianos empresarios de la Región de Los Lagos afectados por la erupción del volcán Calbuco, especialmente para apoyar a quienes se dedican al turismo. (3461 al 8511). (3461 al 8511).


-
Diputado Espinoza don Fidel, Informe sobre la conformación del denominado Nodo de Fomento a la Exportación por parte de la Corporación de Fomento de la Producción en la Región de Los Lagos (6576 al 7817). (6576 al 7817).



Ministerio de Hacienda


-
Diputado Robles, Factibilidad de acoger la demanda de la Mesa del Sector Público de la Región de Atacama para calificarla como zona extrema. (1477 al 2278). (1477 al 2278).


-
Diputado Robles, Reitera oficio 2.278. (1477 al 6579). (1477 al 6579).


-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Contratos vigentes de arrendamiento y de comodato en que su institución participa como arrendadora o arrendataria y como comodante o comodataria, con las especificaciones que precisan. (1480 al 8238). (1480 al 8238).

-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Contratos vigentes de arrendamiento y de comodato en que su institución participa como arrendadora o arrendataria y como comodante o comodataria, con las especificaciones que precisan. (1480 al 8254). (1480 al 8254).


-
Diputada Nogueira doña Claudia, Informar sobre la factibilidad de eliminar definitivamente los cobros por giros de dinero y consulta de saldos desde la llamada cuenta vista Rut del Banco del Estado de Chile. (1482 al 8889). (1482 al 8889).


-
Diputado Rincón, Considerar el la ley de Presupuestos del Sector Público correspondiente al año 2016 un aumento de los recursos asignados a Gendarmería de Chile, con el fin de aumentar los centros de apoyo para la integración social (CAIS) a más de uno por región, desde Arica a Punta Arenas. (1485 al 921). (1485 al 921).


-
Diputado Squella, Informe sobre la nómina de deudores fiscales sujetos a embargo en la Región de Valparaíso durante el periodo comprendido entre los años 2014 y 2015. (2636 al 7927). (2636 al 7927).


-
Proyecto de Resolución 232, “Solicitar a S.E. la Presidenta de la República inyectar recursos vía franquicia Sence u otros planes laborales destinados a jóvenes y mujeres trabajadoras agrícolas de temporada o permanentes en la provincia de Ñúble, VIII Región. (1487). 1487.


-
Proyecto de Resolución 234, “Solicitar a S.E. la Presidenta de la República, la creación de una unidad de desintoxicación hospitalaria en la ciudad de Antofagasta para tratamientos de desintoxicación y rehabilitación por consumo de drogas y alcohol para adolescente que incluya a jóvenes infractores de la ley N° 20.084” (1601). 1601.


-
Diputado Pérez don Leopoldo, Informar sobre la situación de las obras del centro de justicia de la provincia de Cordillera. (4526 al 7531). (4526 al 7531).


-
Diputado Squella, Partida de nacimiento, certificados de los matrimonios válidamente celebrados a la fecha, con individualización de sus cónyuges y la fecha de su celebración; y, certificado de defunción del señor Gabino del Carmen Figueroa Espinoza, cédula nacional de identidad número 14.840.278-1, en los términos que se indican en la solicitud adjunta. (90 al 4304). (90 al 4304).



Ministerio de Defensa Nacional

-
Diputado Boric, Compromisos adquiridos en la reunión efectuada el día 4 de mayo del año 2015, sobre la necesidad de sugerir a la Armada de Chile incorporar la ruta Memorias Isla Dawson como parte del proyecto Patrimonio de Defensa. (2402 al 8575). (2402 al 8575).



Ministerio de Obras Públicas

-
Diputado Jaramillo, Disponer que se corrijan a la brevedad las deficiencias en los estudios de presupuestos de los proyectos de infraestructura de salud en la Región de Los Ríos. (1573 al 903). (1573 al 903).



Ministerio de Agricultura

-
Diputado Letelier, Colaborar en la creación, conformación y articulación, bajo la dirección y dependencia del Ministerio de Agricultura, de una unidad específica que trate integralmente el problema de la apicultura en Chile, unificando y orientando coordinadamente las acciones y medidas que impulsan el Servicio Agrícola y Ganadero (SAG), el Instituto de Desarrollo Agropecuario (INDAP) y la Corporación Nacional Forestal (Conaf), sin perjuicio de otros servicios que se estime competentes, que tenga por tareas, entre otras, proponer, aprobar y ejecutar un protocolo que determine la elaboración de un plan de calendarización de fumigaciones regionales, que aporte información y permita la fiscalización en el uso de pesticidas cerca de predios dedicados a la producción apícola. (432 al 808). (432al 808).



Ministerio de Bienes Nacionales

-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Contratos vigentes de arrendamiento y de comodato en que su institución participa como arrendadora o arrendataria y como comodante o comodataria, con las especificaciones que precisan. (1421 al 8282). (1421 al 8282).


-
Diputado Squella, Naturaleza jurídica, propiedad y administración de los terrenos que se individualizan en la solicitud adjunta, correspondientes a áreas verdes cerradas sin acceso al público, cuya mantención correspondería a la Municipalidad de Quilpué. Asimismo, adjunte los documentos de inscripción vigentes y los demás que fueren pertinentes al caso. (280 al 5935). (280 al 5935).


-
Diputada Hoffmann doña María José, Informe a esta Cámara sobre los terrenos fiscales existentes en la comuna de El Tabo que cuentan con urbanización y puedan ser entregados en comodato a la junta de vecinos Las Golondrinas de la comuna de San Antonio. (2858 al 8802). (2858 al 8802).


-
Diputado Squella, Naturaleza jurídica de los inmuebles y terrenos ubicados en la Región de Valparaíso, con indicación e individualización de los bienes privados, públicos y nacionales de uso público, existentes en los sectores que se indican en la solicitud adjunta. (6504 al 5238). (6504 al 5238).



Ministerio de Trabajo y Previsión Social

-
Diputado Monckeberg don Cristián, Posibilidad de disponer una fiscalización al Restaurant El Toro SAP, ubicado en Calle Loreto 33, comuna de Recoleta, por presuntos incumplimientos a las leyes laborales, remitiendo los resultados de la misma. (287 al 6685). (287 al 6685).


-
Diputado Fuenzalida, Pensiones y su causa legal que recibe la señora Margarita Soto Acevedo. (33543 al 8908). (33543 al 8908).



Ministerio de Salud

-
Diputado Trisotti, Planes de sanitización y desratización para la eliminación de vectores u otras medidas destinadas a la eliminación de plagas, en las unidades vecinales que indica de la comuna de Alto Hospicio. (1590 al 7954). (1590 al 7954).


-
Diputado Melo, Informe sobre los Fondos Concursables del año 2015, indicando fecha de postulación, requisitos, condiciones, contacto y demás información que considere relevante. (1591 al 7393). (1591 al 7393).


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Posibilidad de realizar una evaluación al procedimiento utilizado por la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez para determinar el porcentaje de discapacidad de los postulantes a pensión, como el caso del señor José Luis Castro Orellana. (1593 al 8161). (1593 al 8161).


-
Diputado Berger, Informar sobre el plan preventivo y de contingencia para reforzar la atención primaria y de urgencia en la Región de Los Ríos, con el propósito de enfrentar de buena forma las denominadas “enfermedades de invierno”; y, además, respecto de las acciones que emprenderá en Ministerio de Salud, a través de sus reparticiones en esa región, para abordar las emergencias sanitarias que eventualmente ocurrirán en el invierno, en el sector Beneficencia - Bertolotto, en Valdivia, a causa de las inundaciones. (1596 al 8110). (1596 al 8110).


-
Diputado Verdugo, Informe a esta Cámara sobre el procedimiento de fiscalización a los establecimientos de larga estadía para adultos mayores y, además, remitir los resultados de los 218 sumarios de fiscalización del año 2013 en la Región Metropolitana, a 236 establecimientos de larga estadía para adultos mayores (1598 al 7667). (1598 al 7667).


-
Diputado Sandoval, Plan de inversiones contemplado a desarrollar en la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, desagregado por comunas, incluyendo el mejoramiento a ejecutar en Postas, Consultorios y Hospitales. Asimismo, precise la inversión a implementar, su prioridad, incluyendo un cuadro comparativo respecto a lo desarrollado en la administración anterior, en los términos que se indican en la solicitud adjunta. (1600 al 5228). (1600 al 5228).


-
Diputado Sandoval, Plan de inversiones contemplado a desarrollar en la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, desagregado por comunas, incluyendo el mejoramiento a ejecutar en Postas, Consultorios y Hospitales. Asimismo, precise la inversión a implementar, su prioridad, incluyendo un cuadro comparativo respecto a lo desarrollado en la administración anterior, en los términos que se indican en la solicitud adjunta. (1600 al 5232). (1600 al 5232).


-
Diputado Verdugo, Estado de avance y calendarización del proyecto de construcción de centros de salud familiar en las comunas de Longaví, Colbún, Constitución, Linares y Retiro de la Región del Maule, anunciado por S. E. la Presidenta de la República en la cuenta al país del estado administrativo y político de la Nación del 21 de mayo de 2014. (1602 al 7983). (1602 al 7983).


-
Diputado Paulsen, Estado de avance de la inversión hospitalaria que se encuentra en ejecución en la Región de La Araucanía, remitiendo la nómina de obras en construcción, el porcentaje de avance y la fecha propuesta para la recepción definitiva. Asimismo, solicita copia del plan de trabajo propuesto a la Secretaría Regional Ministerial y al Servicio de Salud de La Araucanía para el año 2014. (1603 al 894). (1603 al 894).


-
Diputado Santana, Informe a esta Cámara sobre el estado de avance en la construcción de nuevos servicios de atención primaria de urgencia de alta resolución en la Región de Los Lagos. (1604 al 7674). (1604 al 7674).


-
Diputado Santana, Informe a esta Cámara sobre el estado de avance en la construcción de nuevos servicios de atención primaria de urgencia de alta resolución en la Región de Los Lagos. (1604 al 7675). (1604 al 7675).


-
Proyecto de Resolución 234, “Solicitar a S.E. la Presidenta de la República, la creación de una unidad de desintoxicación hospitalaria en la ciudad de Antofagasta para tratamientos de desintoxicación y rehabilitación por consumo de drogas y alcohol para adolescente que incluya a jóvenes infractores de la ley N° 20.084” (1601). 1601.


-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Contratos vigentes de arrendamiento y de comodato en que su institución participa como arrendadora o arrendataria y como comodante o comodataria, con las especificaciones que precisan. (752 al 8237). (752 al 8237).


-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Contratos vigentes de arrendamiento y de comodato en que su institución participa como arrendadora o arrendataria y como comodante o comodataria, con las especificaciones que precisan. (752 al 8275). (752 al 8275).



Ministerio de Vivienda y Urbanismo

-
Diputado Squella, Situación del Comité Vivienda Ruka Antu de la comuna de Villa Alemana, remitiendo copia de todos los antecedentes del proyecto de construcción de viviendas a las que postulan sus integrantes. (3425 al 542). (3425 al 542).


-
Diputado Squella, Estado de tramitación del Proyecto de mejoramiento programa de vialidad urbana del troncal Viña del Mar - Quilpué, indicando el número de expropiaciones realizadas, individualizando los propietarios afectados, en los términos de la solicitud adjunta. (3502 al 5470). (3502 al 5470).



Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones

-
Diputada Cicardini doña Daniella, Disponer la pronta tramitación y resolución de los reclamos que han interpuesto en la Subsecretaría de Telecomunicaciones los usuarios de la empresa Movistar en la Región de Atacama, con motivo de los cobros por el servicio de telefonía fija y de internet en lugares donde tales servicios se encuentran interrumpidos o son entregados de manera intermitente y deficiente, luego de la catástrofe climática que afectó a la región en marzo pasado; y, por otra parte, la aplicación e implementación de medidas administrativas más generales, que se ocupen de esta situación, y entreguen certeza y seguridad a miles de usuarios de la región, que no sólo se han visto enfrentados a esta gran emergencia, sino que ahora deben asumir cobros eventualmente indebidos. (6548 al 1043). (6548 al 1043).


-
Diputado Meza, Incentivar la implementación de una mayor cantidad de radios comunitarias en los sectores rurales de la Región de La Araucanía, procurar el mejoramiento de las señales de telecomunicaciones en la misma zona, y considerar la posibilidad que la Subsecretaría de Telecomunicaciones instale en esos lugares un sistema gratuito de llamadas de emergencia para los dirigentes sociales previamente inscritos. (6796 al 791). (6796 al 791).



Ministerio Secretaría General de la Presidencia

-
Diputado Van Rysselberghe, Remitir información, relacionada con la omisión de las leyes aprobadas durante el periodo presidencial del ex presidente de la República Sebastián Piñera Echenique, en la página web del Ministerio Secretaria General de la Presidencia de la República. (1140 al 8179). (1140al 8179).



Ministerio Medio Ambiente

-
Diputado Urrutia don Ignacio, Estado en que se encuentra el proyecto Central Termoeléctrica Los Robles de la comuna de Constitución, Región del Maule y, en el evento de encontrarse caducada la autorización, si la empresa a cargo ha presentado una nueva solicitud. (150924 al 8655). (150924 al 8655).


-
Diputado Soto, informe a esta Cámara sobre las razones por las cuales el plan de descontaminación de Santiago, que restringe el uso de chimeneas a leña, solamente se aplica en el sector sur hasta la comuna de San Bernardo. (152220 al 8134). (152220 al 8134).


-
Diputado Rathgeb, Informar sobre el estado de avance del plan para el cierre de los vertederos de residuos domiciliarios en la Región de La Araucanía, v. gr. Boyeco, en Temuco y el vertedero de la ciudad de Traiguén; y, además, para que, si lo tiene a bien, disponga que se fiscalicen los vertederos clandestinos y micro basurales existentes en la mencionada región. (183 al 8537). (183 al 8537).


-
Diputada Cicardini doña Daniella, Estudios realizados en las comunas de Diego de Almagro y Chañaral, Región de Atacama, que den cuenta de los niveles de contaminación en dichas comunas. (395 al 6796). (395 al 6796).



Servicios

-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Contratos vigentes de arrendamiento y de comodato en que su institución participa como arrendadora o arrendataria y como comodante o comodataria, con las especificaciones que precisan. (2759 al 8328). (2759 al 8328).


-
Diputado Edwards, Informe sobre las posibles irregularidades en la Dirección Regional del Instituto de Desarrollo Agropecuario de la Araucanía. (30988 al 7933). (30988 al 7933).


-
Diputado Hernández, Situación del crédito otorgado por la Caja de Compensación Los Andes a la señora Erica Medina Monsalve, en los términos que plantea en la solicitud que se adjunta. (33595 al 4978). (33595 al 4978).


-
Diputado Squella, Informe a esta Cámara acerca de la resolución adoptada por vuestra Seremía, respecto a las presentaciones efectuadas por la junta de vecinos “La Ramayana” de Olmué, con fechas 8 de marzo de 2012 y 13 de mayo de 2014, respectivamente, ambas referidas a una solicitud de fiscalización de terreno del sector ruta F-10G km. 12 y 1, cercano al complejo turístico Santa Teresa, con señalamiento de la fecha y oportunidad en que tendrá lugar la fiscalización requerida. (796 al 6668). (796 al 6668).



Varios

-
Diputado Squella, Informar sobre si la señora María Isabel Aranda Espejo, domiciliada en la comuna de Viña del Mar, es beneficiaria del denominado “bono por hijo” y, en caso de ser efectivo, indique la fecha, monto y forma de su pago; y, además, si existe un número de cuenta destinado al depósito del beneficio a su favor. (11916 al 8640). (11916 al 8640).


-
Diputado Boric, Informe a esta Cámara sobre los resultados de la investigación administrativa realizada contra el Cabo Segundo Ivar Barría Álvarez, condenado por el delito de violencia innecesaria causando lesiones graves al Presidente de la Unión de Reporteros Gráficos y Camarógrafos de Chile, en 2008, y cualquier otra investigación que se haya realizado a dicho funcionario (664 al 8139). (664 al 8139).


-
Diputado Santana, Informe sobre las medidas adoptadas en relación a la fiscalización de la nave Marbella IV por parte de la lancha patrullera LSR 4420 de la Capitanía del Puerto de Melinka. (6855 al 7916). (6855 al 7916).


-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Contratos vigentes de arrendamiento y de comodato en que su institución participa como arrendadora o arrendataria y como comodante o comodataria, con las especificaciones que precisan. (7338 al 8347). (7338 al 8347).


-
Diputado Squella, Informe a esta Cámara acerca de la solución adoptada respecto de los casos denunciados contra la Caja de Compensación Los Héroes, referidos a los créditos contratados por personas de la tercera edad, con señalamiento del acuerdo al que se hubiere arribado con vuestra Superintendencia y, además, la posibilidad que tienen los deudores de solicitar la condonación o rebaja de la deuda ante la Caja de Compensación respectiva. (7883 al 6670). (7883 al 6670).



Ministerio de Salud

-
Diputado Santana, Remita la información detallada en la petición adjunta, relacionada con el estado de avance y calendarización de los proyectos de salud familiar en las comunas de Dalcahue y Chonchi. (1758 al 7464). (1758 al 7464).



Municipalidades

-
Diputada Fernández doña Maya, Existencia de un plan a corto plazo para el aumento de contendedores de desechos domiciliarios en el sector de la Villa Rebeca Matte, especialmente en la esquina del jardín infantil “Tierra de Niños”, ubicado en calle Nueva Uno N° 1626. (1331 al 8625). (1331 al 8625).


-
Diputado Lavín, Remita a esta Cámara el plano regulador de la comuna de Maipú, con especial detalle de la zona de Vespucio con El Descanso, detallando los lugares en que está autorizada la construcción en altura. (54 al 8835). (54 al 8835).


-
Diputado Morano, Fiscalizaciones que se han efectuado para asegurar el uso de los estacionamientos reservados para discapacitados. (940 al 8774). (940 al 8774).


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Remita a esta Cámara copia de la ordenanza municipal de la comuna de Coyhaique, relativa a la concesión del Servicio de Parquímetros. (958 al 8494). (958 al 8494).


VIII. 
PETICIONES DE OFICIO. ARTÍCULOS 9° Y 9° A DE LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL.

-
Diputado Monsalve, Informe a esta Cámara sobre el real estado del procedimiento administrativo llevado a cabo por Carabineros de Chile contra el ex Cabo Primero señor Manuel Flores Catrinao. (9223 de 10/06/2015). A varios.


-
Diputado Rathgeb, Informe a esta Cámara si el inmueble ubicado en la ciudad de Traiguén, Región de La Araucanía, en Calle Balmaceda esquina Bulnes, pertenece a la Dirección de Vialidad. (9224 de 10/06/2015). A Ministerio de Bienes Nacionales.


-
Diputado Rathgeb, Informe a esta Cámara si el inmueble ubicado en la ciudad de Traiguén, Región de La Araucanía, en Calle Balmaceda esquina Bulnes, pertenece a la Dirección de Vialidad. (9225 de 10/06/2015). A secretario regional ministerial de Bienes Nacionales de La Araucanía.


-
Diputado Rocafull, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con el avance en las conversaciones con la Excma. Corte Suprema, para solucionar el problema que presentan las normas que regulan la custodia o guardia de documentos en el Archivero Judicial de la Región de Arica y Parinacota. (9226 de 10/06/2015). A ministra de Justicia.


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informe a esta Cámara sobre los motivos que impidieron otorgar a la menor Consuelo Gutiérrez Castro de la comuna de Pichidegua, el computador según el programa “yo elijo mi pc”. (9230 de 10/06/2015). A Ministerio de Educación.


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informe a esta Cámara sobrela posibilidad de realizar una nueva encuesta de Ficha de Protección Social al señor Luis Arturo Ahumada Ortiz. (9235 de 10/06/2015). A Ministerio de Desarrollo Social.


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informe a esta Cámara la posibilidad de realizar una nueva evaluación a la situación que afecta a la señora Nasira Cornejo Vergara por el no pago y rechazo de sus licencias médicas. (9238 de 10/06/2015). A varios.


-
Diputado Silva, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con el estudio de inclusión laboral de personas en situación de discapacidad desde el año 2014 a la fecha. (9242 de 10/06/2015). A Ministerio de Desarrollo Social.


-
Diputado Silva, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con el estudio de inclusión laboral de personas en situación de discapacidad desde el año 2014 a la fecha. (9245 de 10/06/2015). A Ministerio de Trabajo y Previsión Social.


-
Diputado Silva, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con el proyecto del gobierno que busca crear la Subsecretaria de Discapacidad. (9259 de 10/06/2015). A Ministerio de Desarrollo Social.


-
Diputado Urrutia don Ignacio, Informe a esta Cámara sobre la posibilidad de realizar un estudio de factibilidad de construcción de un puente a la altura del sector Yiyahue con el fin de lograr la conexión de las comunas de Parral y Retiro. (9263 de 10/06/2015). A Ministerio de Obras Públicas.


-
Diputado Urrutia don Ignacio, informe a esta Cámara sobre la posibilidad de disponer recursos para la limpieza del Estero Parral, especialmente en la Ruta 5 hacia el Este. (9264 de 10/06/2015). A director nacional de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas.


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informe a esta Cámara la posibilidad de incorporar a la señora Guadalupe de las Mercedes Bustamante Ortega de la comuna de San Vicente, en algún programa especial que le permita recuperar su sonrisa. (9265 de 10/06/2015). A directora nacional de la Fundación de Promoción y Desarrollo de la Mujer.


-
Diputado Jaramillo, Reiterar oficio N° 8116 de fecha 16 de abril de 2015, por las razones que expone en la solicitud que se acompaña. (9266 de 10/06/2015). A Ministerio de Desarrollo Social.


-
Diputado Jaramillo, Remita esta corporación, la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con las mejoras realizadas al Centro de Detención Preventiva de la comuna de La Unión, Capital Regional de la provincia de Ranco. (9267 de 10/06/2015). A ministra de Justicia.


-
Diputado Jaramillo, Remita a esta corporación, la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con la propiedad del predio de 50 hectáreas ubicado en Rio Chico, sector Caupolicán, comuna de Futrono, Región de Los Lagos, solicitada durante años por el señor Luis Osvaldo Ríos. (9268 de 10/06/2015). A Ministerio de Bienes Nacionales.


-
Diputado Jaramillo, Informe a esta Cámara sobre la inversión del año 2015 para la compra de un bien raíz que reúna las condiciones para la instalación de las oficinas de la Policía de Investigaciones de Chile en la comuna de La Unión. (9269 de 10/06/2015). A director general de la Policía de Investigaciones de Chile.


-
Diputado Jaramillo, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con los beneficios que la ley otorga a los exonerados políticos cuya nómina se acompaña. (9270 de 10/06/2015). A Ministerio de Interior.


-
Diputado Jaramillo, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con los beneficios que la ley otorga a los exonerados políticos cuya nómina se acompaña. (9271 de 10/06/2015). A Ministerio de Interior.


-
Diputada Turres doña Marisol, Informe a esta Cámara sobre la fiscalización a los trabajos y aplicación de medidas correctivas para brindar la seguridad necesaria a los usuarios de la ruta V85 en la comuna de Calbuco. (9272 de 10/06/2015). A Ministerio de Obras Públicas.


-
Diputada Turres doña Marisol, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con la situación que enfrenta la comuna de Calbuco, frente a la recolección de residuos sólidos domiciliarios en sectores insulares como Isla Tabón, Quenu, Chidhuapi, Huapi-Abtao, Huar y Queullin. (9273 de 10/06/2015). A contralor general (s) de la república.


-
Diputada Fernández doña Maya, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con los puntos de reciclaje y contenedores de basura en la comuna de Ñuñoa. (9274 de 10/06/2015). A municipalidades.


-
Diputada Fernández doña Maya, Informe a esta Cámara sobre el estado en que se encuentra la instalación de alarmas comunicatorias en casas de la comuna de Ñuñoa. (9275 de 10/06/2015). A municipalidades.


-
Diputada Fernández doña Maya, Informe a esta Cámara sobre la posibilidad de actualizar el listado de organizaciones funcionales y juntas de vecinos en la página web del Servicio de Registro Civil e Identificación. (9276 de 10/06/2015). A municipalidades.


-
Diputado Sandoval, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con la posibilidad de elaborar un proyecto de construcción de un puente menor o la instalación de uno mecano para mejorar la accesibilidad al comité Aguas Frescas de la localidad de Villa Mañihuales de la comuna de Coyhaique. (9277 de 10/06/2015). A gobernadora provincial de Aysén.


-
Diputado Sandoval, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con la posibilidad de elaborar un proyecto de construcción de un puente menor o la instalación de uno mecano para mejorar la accesibilidad al comité Aguas Frescas de la localidad de Villa Mañihuales de la comuna de Coyhaique. (9278 de 10/06/2015). A municipalidades.


-
Diputado Sandoval, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con la posibilidad de elaborar un proyecto de construcción de un puente menor o la instalación de uno mecano para mejorar la accesibilidad al comité Aguas Frescas de la localidad de Villa Mañihuales de la comuna de Coyhaique. (9279 de 10/06/2015). A Ministerio de Obras Públicas.


-
Diputado Sandoval, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con la posibilidad de elaborar un proyecto de construcción de un puente menor o la instalación de uno mecano para mejorar la accesibilidad al comité Aguas Frescas de la localidad de Villa Mañihuales de la comuna de Coyhaique. (9280 de 10/06/2015). A secretario regional ministerial de Obras Públicas de la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo. 


-
Diputado Sandoval, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con el Programa de Pavimentos Participativos aplicado en la calle Arturo Prat de la localidad de Villa Mañihuales. (9281 de 10/06/2015). a municipalidades.


-
Diputado Sandoval, Remita esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con el Programa de Pavimentos participativos aplicado en la calle Arturo Prat de la localidad de Villa Mañihuales. (9282 de 10/06/2015). A Ministerio de Vivienda y Urbanismo.


-
Diputado Sandoval, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con el Programa de Pavimentos participativos aplicado en la calle Arturo Prat de la localidad de Villa Mañihuales. (9283 de 10/06/2015). A secretario regional ministerial de Vivienda y Urbanización de la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo.


-
Diputada Hoffmann doña María José, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con la compra de 6,7 hectáreas en la comuna de El Tabo que Realizo la Organización Sociedad de Veraneantes de Camping de Llolleo, con recursos fiscales entregados por la Empresa Portuaria San Antonio del año 2012, para la construcción de 343 cabañas. (9336 de 11/06/2015). A Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.


-
Diputada Hoffmann doña María José, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con la compra de 6,7 hectáreas en la comuna de El Tabo, que realizó la organización Sociedad de Veraneantes de Camping de Llolleo, con recursos fiscales entregados por la Empresa Portuaria San Antonio del año 2012, para la construcción de 343 cabañas. (9337 de 11/06/2015). A ministra de Justicia.


-
Diputada Hoffmann doña María José, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con la compra de 6,7 hectáreas en la comuna de El Tabo, que realizó la organización Sociedad de Veraneantes de Camping de Llolleo, con recursos fiscales entregados por la Empresa Portuaria San Antonio del año 2012, para la construcción de 343 cabañas. (9338 de 11/06/2015). A contralor general (s) de la república.


-
Diputado Espinosa don Marcos, Informe a esta Cámara sobre la existencia de datos actualizados relacionados con el análisis de la composición química y calidad del suministro de agua portable en la Región de Antofagasta, específicamente en las provincias de Losa y Tocopilla. (9339 de 11/06/2015). A varios.


-
Diputado Edwards, Diputada Núñez doña Paulina, Remita a esta Cámara el listado de personas jurídicas o naturales, con o sin fines de lucro, que han realizado asesorías de índole comunicacional o prestado servicios de estudio y análisis a la Corporación Nacional del Cobre de Chile. (9340 de 11/06/2015). A presidente del directorio de Corporación Nacional del Cobre.


-
Diputado Edwards, Diputada Núñez doña Paulina, Diputado Rathgeb, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta relacionada con las asesorías que habrían prestado las personas jurídicas que se indican, a la Corporación Nacional del Cobre de Chile, entre los años 1990 y 2015 (9341 de 11/06/2015). A presidente del directorio de Corporación Nacional del Cobre.


-
Diputada Girardi doña Cristina, Informe a esta Cámara sobre la posibilidad de instalar un nuevo cuartel o un retén móvil de la Policía de Investigaciones de Chile en la población El Montijo de Cerro Navia. (9342 de 11/06/2015). A Ministerio de Interior.


-
Diputado García don René Manuel, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con el proceso de tramitación para el cambio de uso del suelo en el Km 2,5 del camino al Volcán Villarrica. (9343 de 11/06/2015). A Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanización de La Araucanía.


-
Diputado García don René Manuel, Remita esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con el estado en que se encuentra la instalación de sirenas para alertar sobre emergencias volcánicas en el sector de 3 esquinas hasta El Claro. (9344 de 11/06/2015). A alcalde de la Municipalidad de Pucón.


-
Diputado García don René Manuel, Informe a esta Cámara sobre la posibilidad de constatar el desnivel en el camino del Pasaje Villarrica con el acceso a la Población Nuestra Señora del Carmen. (9345 de 11/06/2015). A director de Vialidad de la Región de La Araucanía.


-
Diputado García don René Manuel, Informe a esta Cámara sobre la posibilidad de iniciar una investigación por las eventuales irregularidades en que estarían involucrados funcionarios de la Dirección de Vialidad de la Región de la Araucanía. (9346 de 11/06/2015). A Ministerio de Obras Públicas.


-
Diputado Rocafull, Informe a esta Cámara sobre la existencia de alguna solicitud de pronunciamiento por parte de Zofri S.A., respecto de la posibilidad de venta del Parque Chacalluta de la comuna de Arica, al gobierno regional de Arica y Parinacota. (9347 de 11/06/2015). A presidente del concejo directivo del Sistema de Empresas Públicas.


-
Diputado Rathgeb, Remita a esta Cámara el listado de proveedores de agua potable, sus contactos y sus estados de pago, en la provincia de Malleco. (9354 de 12/06/2015). A intendencias.


-
Diputado Farías, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con la plaza pública ubicada en las calles Fabriciano González Urzúa esquina Codornices de la comuna de Macul, que alberga a un grupo de personas en situación de calle. (9355 de 12/06/2015). A alcalde de la Municipalidad de Macul.


-
Diputado Farías, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con la adopción de medidas que contribuyan a solucionar los problemas de iluminación en la plaza pública ubicada en calle Los Copihues, entre los pasajes Industria y Comercio de la comuna de San Joaquín. (9356 de 12/06/2015). A alcalde de la Municipalidad de San Joaquín.


-
Diputado Venegas don Mario, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con las dificultades que afectan a un grupo de parceleros de la Colonia Manuel Rodríguez de Angol para pagar sus contribuciones. (9357de 12/06/2015). A Ministerio de Agricultura.


-
Diputada Molina doña Andrea, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada la existencia de algún proyecto que contemple la creación de dependencias transitorias dignas para las funcionarias del Centro de Detención Preventiva de Quillota. (9358 de 12/06/2015). A director regional de Gendarmería de Valparaíso.


-
Diputada Molina doña Andrea, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada la existencia de algún proyecto que contemple la creación de dependencias transitorias dignas para las funcionarias del Centro de Detención Preventiva de Quillota. (9359 de 12/06/2015). A Secretaría Regional Ministerial de Justicia de Valparaíso.


-
Diputada Molina doña Andrea, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con la ampliación del Sistema Troncal de Electricidad al Sistema Interconectado Central (9360 de 12/06/2015). A Ministerio de Energía.


-
Diputado Jarpa, Remita a esta Cámara antecedentes contractuales del embalse Chillan, ex embalse La Esperanza que se constituirá con aguas del río Chillan, en el sector Los Pellines de la comuna de Pinto. (9361 de 12/06/2015). A Ministerio de Obras Públicas.


-
Diputado Jarpa, Remita a esta Cámara antecedentes contractuales del embalse Chillan, ex embalse La Esperanza, que se constituirá con aguas del río Chillan, en el sector Los Pellines de la comuna de Pinto. (9362 de 12/06/2015). A secretaria ejecutiva (s) de la Comisión Nacional de Riesgo.


-
Diputado Jarpa, Remita a esta Cámara antecedentes contractuales del embalse Chillan, ex embalse La Esperanza, que se constituirá con aguas del río Chillan, en el sector Los Pellines de la comuna de Pinto. (9363 de 12/06/2015). A Ministerio de Agricultura.


-
Diputado Edwards, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con las organizaciones territoriales y funcionales de su comuna, indicando su individualización y fondos a los que han postulado. (9364 de 12/06/2015). A alcalde de la Municipalidad de Padre Las Casas.


-
Diputado Edwards, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con las organizaciones territoriales y funcionales de su comuna, indicando la individualización y fondos a los que han postulado. (9365 de 12/06/2015). A alcalde de la Municipalidad de Toltén.


-
Diputado Edwards, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con las organizaciones territoriales y funcionales de su comuna, indicando la individualización y fondos a los que han postulado. (9366 de 12/06/2015). A alcalde de la Municipalidad de Curarrehue.


-
Diputado Edwards, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con las organizaciones territoriales y funcionales de su comuna, indicando su individualización y fondos a los que han postulado. (9367 de 12/06/2015). A alcalde de la Municipalidad de Cunco.


-
Diputado Edwards, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con las organizaciones territoriales y funcionales de su comuna, indicando la individualización y fondos a los que han postulado. (9368 de 12/06/2015). A alcalde de la Municipalidad de Villarrica.


-
Diputado Edwards, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con las organizaciones territoriales y funcionales de su comuna, indicando la individualización y fondos a los que han postulado. (9369 de 12/06/2015). A alcalde de la Municipalidad de Loncoche.


-
Diputada Hoffmann doña María José, Informe a esta Cámara sobre el tratamiento que recibe el menor Jesús Riquelme Meza para la queratojuntivitis alérgica y el síndrome de Silver Rousse, e indicar el abastecimiento de fármacos para el tratamiento. (9370 de 12/06/2015). A Ministerio de Salud.


-
Diputada Hoffmann doña María José, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con eventuales problemas en el servicio de transporte que conecta la ciudad de Algarrobo con las de Casablanca y Valparaíso. (9371 de 12/06/2015). A Secretaría Regional Ministerial de Transporte de Valparaíso.


-
Diputado Gahona, Informe a esta Cámara sobre el estado de la solicitud de regularización de títulos de dominio N° 16973 de fecha 15 de mayo de 2014 presentada por la junta de vecinos Victoria La Viñita, y la fecha de los procedimientos de medición de terrenos. (9372 de 12/06/2015). A Secretaría Regional Ministerial de Bienes Nacionales de Coquimbo.


-
Diputado Gahona, Informe a esta Cámara sobre el estado de la solicitud de regularización de títulos de dominio N° 16973 de fecha 15 de mayo de 2014 a nombre de la junta de vecinos Victoria La Viñita, y la fecha de los procedimientos de medición de los terrenos. (9373 de 12/06/2015). A Ministerio de Bienes Nacionales.


-
Diputado Gahona, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con la mantención del camino principal del sector La Viñita en la comuna de Vicuña. (9374 de 12/06/2015). A director regional de la Dirección de Vialidad de Coquimbo.


-
Diputada Hernando doña Marcela, Informe a esta Cámara sobre la posibilidad de fiscalizar la emisión de ruidos molestos que generan las faenas en Antofagasta Terminal Internacional y precisar el tipo de carros y carga que los producen. (9375 de 12/06/2015). A varios.


-
Diputado Espinoza don Fidel, Remita a esta Cámara el cronograma definitivo contemplado por esa cartera para la elaboración e implementación de los reglamentos de la ley N° 20.422. (9376 de 12/06/2015). A Ministerio de Desarrollo Social.


-
Diputado Espinoza don Fidel, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con la situación del señor Eduardo Huenteo Zambrano, quien ha sido desvinculado como asesor técnico SAT, tras someterse a una evaluación y no obtener la calificación mínima de 5.0 (9377 de 15/06/2015). A servicios.


-
Diputada Núñez doña Paulina, Remita a esta Cámara copia de las memorias, desde el año 1990, de los fundaciones Corporación Tiempo 2000, Fundación Tiempos Nuevos, Centro de Estudios para el Desarrollo, Fundación Chile, Fundación Nacional del Deporte, Fundación Chile, Corporación Justicia y Democracia y Fundación Eduardo Frei Montalva. (9378 de 15/06/2015). A Ministerio de Justicia.


-
Diputada Núñez doña Paulina, Remita a esta Cámara a información detallada en la solicitud que se acompaña, relacionadas con los programas y pautas de fiscalización que se realizan a la Corporación Nacional del Cobre de Chile. (9379 de 15/06/2015). A vicepresidente ejecutivo de la Comisión Nacional del Cobre de Chile.


-
Diputado Ward, Diputado Coloma, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con los contratos celebrados durante el año 2014, entre la Empresa Nacional del Petróleo y personas jurídicas, adjuntando copia de los contratos anexos, si los hubiere. Asimismo, se envíen informes de todos los gastos incurridos para actividades anexas a su giro. (9380 de 15/06/2015). A presidente del directorio de la Empresa Nacional de Petróleo de Chile.


-
Diputado Soto, Remita a esta Cámara todos los antecedentes disponibles en relación con el exonerado político señor Nelson del Carmen Donoso Galleguillos. (9381 de 15/06/2015). A jefe de la Oficina de Exonerados Políticos del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.


-
Diputado Rincón, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con la situación actual de los menores José Ignacio Latorre Díaz, Ian Alonso Latorre Díaz y Constanza Latorre Díaz, respecto del cuidado personal negado a sus progenitores. (9382 de 15/06/2015). A Ministerio de Justicia.


-
Diputado Rincón, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con la situación actual de los menores José Ignacio Latorre Díaz, Ian Alonso Latorre Díaz y Constanza Latorre Díaz, respecto del cuidado personal negado a sus progenitores. (9383 de 15/06/2015). A ministra de Justicia.


-
Diputado Rincón, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con la situación actual de los menores José Ignacio Latorre Díaz, Ian Alonso Latorre Díaz y Constanza Latorre Díaz, respecto del cuidado personal negado a sus progenitores. (9384 de 15/06/2015). A director regional del Servicio Nacional de Menores de Valparaíso.


-
Diputada Hoffmann doña María José, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con la posibilidad de nombrar a un responsable directo, con las capacidades profesionales, para liderar el proyecto de normalización del Hospital Claudio Vicuña de San Antonio, y dotar del personal necesario al Servicio de Salud respectivo para que su proyecto de normalización avance con los tiempos establecidos en el cronograma. (9389 de 15/06/2015). A Ministerio de Salud.

I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (114)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Aguiló Melo, Sergio
IND
VII
37

Álvarez Vera, Jenny
PS
X
58

Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo
UDI
VII
38

Andrade Lara, Osvaldo
PS
RM
29

Arriagada Macaya, Claudio
DC
RM
25

Auth Stewart, Pepe
PPD
RM
20

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bellolio Avaria, Jaime
UDI
RM
30

Berger Fett, Bernardo
RN
XIV
53

Boric Font, Gabriel
IND
XII
60

Browne Urrejola, Pedro
RN
RM
28

Campos Jara, Cristián
PPD
VIII
43

Cariola Oliva, Karol
PC
RM
19

Carmona Soto, Lautaro
PC
III
5

Castro González, Juan Luis
PS
VI
32

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Chahin Valenzuela, Fuad
DC
IX
49

Chávez Velásquez, Marcelo
DC
VIII
45

Cicardini Milla, Daniella
IND
III
5

Coloma Álamos, Juan Antonio
UDI
RM
31

Cornejo González, Aldo
DC
V
13

De Mussy Hiriart, Felipe
UDI
X
56

Edwards Silva, José Manuel
RN
IX
51

Espejo Yaksic, Sergio
DC
VI
35

Espinosa Monardes, Marcos
PRSD
II
3

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Farcas Guendelman, Daniel
PPD
RM
17

Farías Ponce, Ramón
PPD
RM
25

Fernández Allende, Maya
PS
RM
21

Flores García, Iván
DC
XIV
53

Fuentes Castillo, Iván
IND
XI
59

Fuenzalida Figueroa, Gonzalo
RN
XIV
54

Girardi Lavín, Cristina
PPD
RM
18

Godoy Ibáñez, Joaquín
RN
V
13

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Gutiérrez Gálvez, Hugo
PC
I
2

Gutiérrez Pino, Romilio
UDI
VII
39

Hasbún Selume, Gustavo
UDI
RM
26

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hernando Pérez, Marcela
PRSD
II
4

Hoffmann Opazo, María José
UDI
V
15

Jackson Drago, Giorgio
IND
RM
22

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
XIV
54

Jarpa Wevar, Carlos
PRSD
VIII
41

Jiménez Fuentes, Tucapel
PPD
RM
27

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
24

Kast Sommerhoff, Felipe
IND
RM
22

Kort Garriga, Issa
UDI
VI
32

Lavín León, Joaquín
UDI
RM
20

Lemus Aracena, Luis
PS
IV
9

León Ramírez, Roberto
DC
VII
36

Letelier Norambuena, Felipe
PPD
VI
33

Lorenzini Basso, Pablo
DC
VII
38

Macaya Danús, Javier
UDI
VI
34

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Melo Contreras, Daniel
PS
RM
27

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Mirosevic Verdugo, Vlado
Liberal de Chile
XV
1

Molina Oliva, Andrea
UDI
V
10

Monckeberg Bruner, Cristián
RN
RM
23

Monckeberg Díaz, Nicolás
RN
RM
18

Monsalve Benavides, Manuel
PS
VIII
46

Morales Muñoz, Celso
UDI
VII
36

Morano Cornejo, Juan Enrique
DC
XII
60

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Núñez Arancibia, Daniel
PC
IV
8

Núñez Lozano, Marco Antonio
PPD
V
11

Núñez Urrutia, Paulina
RN
II
4

Ojeda Uribe, Sergio
DC
X
55

Ortiz Novoa, José Miguel
DC
VIII
44

Pacheco Rivas, Clemira
PS
VIII
45

Pascal Allende, Denise
PS
RM
31

Paulsen Kehr, Diego
RN
IX
49

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lahsen, Leopoldo
RN
RM
29

Pilowsky Greene, Jaime
DC
RM
24

Poblete Zapata, Roberto
IND.
VIII
47

Provoste Campillay, Yasna
DC
III
6

Rathgeb Schifferli, Jorge
RN
IX
48

Rincón González, Ricardo
DC
VI
33

Rivas Sánchez, Gaspar
RN
V
11

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rocafull López, Luis
PS
XV
1

Rubilar Barahona, Karla
RN
RM
17

Sabag Villalobos, Jorge
DC
VIII
42

Sabat Fernández, Marcela
RN
RM
21

Saffirio Espinoza, René
DC
IX
50

Saldívar Auger, Raúl
PS
IV
7

Sandoval Plaza, David
UDI
XI
59

Santana Tirachini, Alejandro
RN
X
58

Schilling Rodríguez, Marcelo
PS
V
12

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
IND
VI
34

Silber Romo, Gabriel
DC
RM
16

Silva Méndez, Ernesto
UDI
RM
23

Soto Ferrada, Leonardo
PS
RM
30

Squella Ovalle, Arturo
UDI
V
12

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Teillier del Valle, Guillermo
PC
RM
28

Torres Jeldes, Víctor
DC
V
15

Trisotti Martínez, Renzo
UDI
I
2

Tuma Zedán, Joaquín
PPD
IX
51

Turres Figueroa, Marisol
UDI
X
57

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Urízar Muñoz, Christian
PS
V
10

Urrutia Bonilla, Ignacio
UDI
VII
40

Urrutia Soto, Osvaldo
UDI
V
14

Vallejo Dowling, Camila
PC
RM
26

Vallespín López, Patricio
DC
X
57

Van Rysselberghe Herrera, Enrique
UDI
VIII
44

Venegas Cárdenas, Mario
DC
IX
48

Verdugo Soto, Germán
RN
VII
37

Walker Prieto, Matías
DC
IV
8

Ward Edwards, Felipe
UDI
II
3

-Concurrieron, además, la ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González; la ministra secretaria general de la Presidencia subrogante, señora Patricia Silva Meléndez, y el ministro de Hacienda, señor Rodrigo Valdés Pulido.

-Se contó con la asistencia, también, del subsecretario del Ministerio del Trabajo, don Francisco Díaz Verdugo.

-No estuvieron presentes por encontrarse con impedimento grave, las diputadas señoras Loreto Carvajal Ambiado, Claudia Nogueira Fernández y el diputado señor René Manuel García García.-
II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 11.10 horas.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- El acta de la sesión 28ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 29ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.

-El señor ROJAS (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.

ACUERDOS DE LOS COMITÉS

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- El señor Secretario va a dar lectura a los acuerdos de los Comités.

El señor LANDEROS (Secretario).- Reunidos los jefes de los Comités Parlamentarios bajo la presidencia del diputado señor Marco Antonio Núñez, acordaron por unanimidad lo siguiente:

1. Fijar las tablas de las sesiones ordinarias de la semana, documento que se encuentra a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados en sus pupitres electrónicos, de conformidad con el artículo 108 del Reglamento.

2. En relación con el proyecto de acuerdo entre Chile y la Unión Europea, que crea un marco de participación en las operaciones de gestión de crisis (boletín N° 9967-10), limitar el uso de la palabra hasta cuatro discursos de cuatro minutos cada uno.

3. Escuchar la cuenta de la señora contralora general de la República subrogante, en virtud del convenio firmado entre la Cámara de Diputados y el organismo contralor, al término del Orden del Día de la sesión del 7 de julio, por hasta treinta minutos.

4. Realizar un homenaje a la Pérgola de las Flores, después del tiempo de votaciones, el miércoles 8 de julio, con la intervención, hasta por tres minutos, de un diputado por bancada.

5. Tratar bajo la modalidad de Fácil Despacho, el proyecto de ley que declara feriado el 10 de agosto de cada año para la Región de Tarapacá, con motivo de la fiesta de San Lorenzo (boletín N° 9677-06), en la sesión del jueves 2 de julio, y

6. Rendir homenaje, en la sesión del 18 de agosto de 2015, inmediatamente después del tiempo de votaciones, al diario regional El Rancagüino, con motivo de su 100º aniversario y con la intervención, por hasta tres minutos, de un diputado por bancada.

-o-

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Ofrezco la palabra sobre la Cuenta.

Tiene la palabra el diputado Matías Walker.

El señor WALKER.- Señor Presidente, estamos citados a sesión especial de Sala mañana en la tarde para continuar el tratamiento del proyecto que moderniza el sistema de relaciones laborales. Quiero saber si las comisiones, sobre todo las que deben tratar proyectos con urgencia calificada de “suma”, también podrán sesionar mañana en la tarde.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- El señor Secretario va a indicar lo que dispone el Reglamento sobre ese punto.

El señor LANDEROS (Secretario).- Señor Presidente, mañana podrán sesionar, por una hora, las comisiones que están citadas en el primer bloque, esto es desde las 15.00 a las 16.00 horas. A partir de las 16.00 horas, las señoras diputadas y los señores diputados deberán concurrir a la Sala para dar quorum.

Las sesiones de comisiones citadas entre las 16.00 y las 19.30 horas estarán suspendidas. Lo mismo ocurrirá con las sesiones citadas después de las 19.00 horas, en las que la comisión respectiva no alcance a tener, durante una hora, Orden del Día. Solo se exceptúan de lo anterior aquellas comisiones que deban tratar proyectos con urgencia calificada de “suma” o de “discusión inmediata”. 

-o-

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Sobre la Cuenta, tiene la palabra el diputado Patricio Melero.

El señor MELERO.- Señor Presidente, en el punto 2, letra a), de la Cuenta, su excelencia la Presidenta de la República hace presente la urgencia “suma” para tratar el proyecto que moderniza el sistema de relaciones laborales, introduciendo modificaciones al Código del Trabajo. 

Por su intermedio, señor Presidente, quiero que la señora ministra del Trabajo nos diga qué razón tiene el gobierno para calificar con urgencia “suma” un proyecto de ley que la Cámara acordó despachar esta semana, en sesiones de hoy y de mañana, que no sea otra que impedir el derecho de los parlamentarios a presentar indicaciones. La calificación de “suma” restringe a que solo se admitan a discusión y votación las indicaciones que, rechazadas por la comisión, sean renovadas con las firmas de treinta diputados que incluyan, a lo menos, a tres jefes de Comités. 

Me parece que de esa forma se afecta el debido tratamiento democrático de esta reforma.

Por ello, solicito que la señora ministra nos diga la razón que ha tenido el gobierno para calificar de “suma” la urgencia de un proyecto que -reitero- se acordó que fuera despachado esta semana.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Se ha tomado debida nota de su consulta, señor diputado.

Como Presidente de la Corporación, me parece que su pregunta es muy importante y forma parte del debate. Le propongo que la haga libremente cuando intervenga en el tratamiento del proyecto. 

El señor MELERO.- Señor Presidente, libremente he hecho ejercicio de mi derecho a petición. De manera que mi consulta ya está formulada para que la señora ministra la responda.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Ha quedado formulada su pregunta, señor diputado. Estoy seguro de que la señora ministra, aquí presente, en su momento y con gusto le dará respuesta.

V. ORDEN DEL DÍA

MODIFICACIÓN DEL CÓDIGO DEL TRABAJO EN MATERIA DE RELACIONES LABORALES (Primer trámite constitucional. Boletín N° 9835-13)

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en mensaje, que moderniza el sistema de relaciones laborales, introduciendo modificaciones al Código del Trabajo.

Hago presente a la Sala que de conformidad con los acuerdos de los Comités adoptados el jueves 11 de junio, para la discusión de este proyecto se destinarán tres horas distribuidas proporcionalmente entre las bancadas.

La petición de votación separada y la renovación de indicaciones se podrán formular hasta las 18.00 horas de hoy.

Se ha distribuido a cada uno de los jefes de Comités la información sobre la cantidad de minutos y segundos, por sesión, que corresponde a cada bancada. Por tanto, pido a las diputadas y a los diputados que se informen respecto del total del tiempo disponible para intervenir durante las tres sesiones en que se tratará esta iniciativa.

Diputados informantes de las comisiones de Trabajo y Seguridad Social, y de Hacienda, son los señores Lautaro Carmona y Alejandro Santana, respectivamente.

Antecedentes:

-Mensaje, sesión 110ª de la legislatura 362ª, en 6 de enero de 2015. Documentos de la Cuenta N° 1.

-Informe de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, sesión 30ª de la presente legislatura, en 3 de junio de 2015. Documentos de la Cuenta N° 14.

-Informe de la Comisión de Hacienda, sesión 35ª de la presente legislatura, en 11 de junio de 2015. Documentos de la Cuenta N° 13.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado informante de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social. 

El señor CARMONA (de pie).- Señor Presidente, por su intermedio, saludo a la ministra de Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón, y al subsecretario de esa cartera, señor Francisco Díaz. 

En nombre de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, paso a informar sobre el proyecto de ley, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, que moderniza el sistema de relaciones laborales, introduciendo modificaciones al Código del Trabajo, iniciado en mensaje de su excelencia la Presidenta de la República, contenido en el boletín 
N° 9835-13, con urgencia calificada de “simple”.

El proyecto que la Comisión de Trabajo y Seguridad Social somete a vuestro conocimiento apunta a modificar el Código del Trabajo en el ámbito de los derechos colectivos, con el objeto de modernizar el sistema de relaciones laborales, en pro de garantizar un adecuado equilibrio entre las partes y con pleno respeto a la libertad sindical, conforme a los convenios internacionales que Chile mantiene vigentes.

Según lo señala el mensaje que acompaña el presente proyecto de ley, en las sociedades modernas la democracia no se limita al ejercicio de las libertades civiles y políticas, sino que comporta el ejercicio pleno de los derechos económicos, sociales y culturales, entre los que se encuentran las libertades sindicales con fines redistributivos. 

La organización de los trabajadores en sindicatos y órganos superiores de representación es fundamental para formular propuestas destinadas al mejoramiento de sus condiciones de empleo y de vida, así como el acceso a los frutos del crecimiento económico de las empresas. 

Agrega que una dimensión significativa de esta iniciativa modernizadora del sistema de relaciones laborales chileno dice relación con su sentido democratizador. Esto es consistente con el interés creciente de los ciudadanos, que esperan poder participar de manera más abierta y propositiva en los temas que les interesan y que finalmente les afectan.

Añade que la existencia y respeto de los derechos colectivos de los trabajadores permite una regulación institucional de las tensiones y conflictos que, naturalmente, se presentan en el ámbito laboral, encauzando su solución conforme a las reglas legales y con pleno reconocimiento de los derechos fundamentales de todas las partes. De este modo, se evita la proliferación de conflictos inorgánicos, que se producen justamente cuando los mecanismos institucionales no son adecuados.

Expresa, asimismo, que el diálogo social en la empresa y, particularmente, en la negociación colectiva, son, en consecuencia, esenciales para el crecimiento, productividad y desarrollo de empresas socialmente sustentables. 

La negociación colectiva es una herramienta de participación y de reconocimiento social de los trabajadores y sus organizaciones sindicales, pero también de administración, porque permite a las empresas apoyarse en los sindicatos para poner en práctica una gestión satisfactoria de los recursos humanos, lo que favorece finalmente la calidad de los productos que vende o de los servicios que presta y, en general, mejora su productividad. 

En este sentido, añade el mensaje, la negociación colectiva es un instrumento clave para promover la no discriminación y la igualdad, incluida la igualdad de remuneraciones entre hombres y mujeres por un trabajo de igual valor, dado que integra al mundo del trabajo la garantía de los derechos fundamentales en el campo laboral para todo el colectivo, a fin de lograr que más productividad redunde en una mayor equidad, promoviendo así más justicia social.

Manifiesta que la experiencia de los países donde los niveles de sindicalización son mayores y la negociación colectiva está más desarrollada indica que, bajo estas condiciones, donde al interior de la empresa se privilegian los espacios de diálogo y colaboración entre trabajadores y empleadores, se pueden establecer acuerdos de mutuo beneficio sobre un amplio espectro de materias, tales como políticas de conciliación de vida laboral y familiar, pactos de beneficios asociados al cumplimiento de metas de productividad, organización de regímenes de jornada más flexibles, descansos, políticas de capacitación, entre otras. 

En nuestro país, señala, lamentablemente existe contundente evidencia de que las relaciones laborales están caracterizadas por la falta de confianza y de colaboración, y por el escaso diálogo que existe entre los actores de la relación laboral. A ello se suma un ordenamiento legal que contiene un modelo de organización del trabajo y de relaciones laborales que limita significativamente los espacios de negociación y entendimiento. 

Expresa que pese a las innegables ventajas que tiene un esquema regulatorio que promueva y facilite el diálogo social de los actores, a través de la negociación colectiva y teniendo como interlocutor al actor sindical, nuestro ordenamiento legal presenta múltiples trabas y dificultades para que estos procesos se puedan desarrollar de manera constructiva, principalmente porque no garantiza ni promueve correctamente la igualdad entre las partes, lo que trasunta una profunda desconfianza en la capacidad de estas para organizarse y colaborar mutuamente. 

A lo anterior, añade, se suma que las normas que actualmente regulan la negociación colectiva son extremadamente formales y rígidas, y, más que fomentar los acuerdos, los obstaculizan. La experiencia histórica indica que mientras más asimetría y rigidez procedimental exista en la negociación colectiva, más intervendrá el Estado para garantizar la tutela de la parte más débil de la relación laboral. Además, proliferarán regulaciones particulares para sectores específicos, lo que dificultará la adaptación a los cambios que se requieran, en función de las especificidades de cada sector. 

En contraste, mientras mayor equilibrio exista entre las partes de la relación laboral, con sindicatos más robustos y representativos, mayor autonomía podrá concederse a las partes, con el fin de lograr acuerdos simétricos y beneficiosos que permitan que tanto a las empresas como a los trabajadores les vaya bien. Esto es lo propio de una economía moderna y es lo que buscamos para Chile.

Este proyecto de ley constituye una oportunidad para generar una cultura de diálogo y de colaboración estratégica entre los actores. Las relaciones laborales modernas se basan en el respeto mutuo y en el reconocimiento de la contraparte como un interlocutor legítimo que debe ser respetado en su dignidad y derechos. El diálogo permanente, la colaboración, la buena fe, más allá de las legítimas diferencias, todo ello con miras a la búsqueda conjunta de mejores condiciones laborales y productividad, es una lógica constructiva y de mutuo beneficio, que es la que esperamos que, con este proyecto, logre permear nuestra institucionalidad e introduzca una efectiva modernización del sistema de relaciones laborales para nuestro país.

Avanzar por esta senda permitirá establecer un equilibrio entre el respeto de los derechos y la conciencia de los deberes, y, en consecuencia, un compromiso común y recíproco de los trabajadores y de los empleadores respecto del destino de la empresa. 

Subraya que para la materialización de las aspiraciones precedentes es fundamental que garanticemos adecuadamente, en los términos prescritos por los convenios N° 87 y N° 98 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), la libertad sindical. 

La libertad sindical, agrega, comprende la organización de los trabajadores y empleadores, así como la acción colectiva que supone el ejercicio de los derechos destinados a la determinación común de las condiciones del empleo y de la autotutela destinada a la solución de los conflictos colectivos a través del ejercicio del derecho de huelga. 

A continuación, el mensaje señala que entre los antecedentes que se han considerado para la presentación de este proyecto de ley, destaca la baja cobertura de la negociación colectiva. En efecto, en 2013, ella alcanzó apenas el 8,1 por ciento de los asalariados del sector privado bajo la modalidad reglada, y el 2 por ciento, bajo la modalidad no reglada. Esto significa que la enorme mayoría de los trabajadores y trabajadoras chilenos quedan fuera de la posibilidad de negociar colectivamente sus salarios y sus condiciones laborales. 

Hace presente que mientras no se avance en el fortalecimiento de los derechos colectivos del trabajo, las condiciones estructurales para la reproducción de la desigualdad permanecerán, lo que minará los esfuerzos que se están haciendo en otras áreas para hacer de Chile un país más justo y cohesionado.

Otra de las consideraciones tenidas a la vista, añade, son las observaciones de la Organización Internacional del Trabajo. Al respecto, hace presente que diversos pronunciamientos de los órganos de control de la OIT hacen referencia a las condiciones restrictivas que contiene la actual legislación en relación con el debido reconocimiento y con la regulación de los derechos asociados a la libertad sindical. 

Objetivo del proyecto.

En atención a las consideraciones señaladas, el objetivo de esta iniciativa legal apunta al desarrollo de relaciones laborales modernas, justas y equilibradas entre las partes, en las que predomine el diálogo y el acuerdo, y en las que se combinen objetivos de equidad, de eficiencia y de productividad.

Para avanzar en esos propósitos, el proyecto de ley amplía y mejora la negociación colectiva para que pueda ser ejercida por más trabajadores, bajo mecanismos que faciliten los acuerdos con sus empleadores, en la perspectiva de favorecer un espacio de diálogo institucionalizado al interior de las empresas. Junto con ello, se enriquecen los contenidos y la calidad de esos procesos. 

El fortalecimiento de los sindicatos implica reconocerles titularidad para los fines de la negociación. Se promueve que sus acuerdos puedan ser extensivos a otros trabajadores de la empresa, a través de mecanismos que no constituyan prácticas antisindicales.

En la actualidad, el ordenamiento normativo laboral en materia de derechos colectivos establece un conjunto de instituciones que, en lo sustantivo, deja en una posición muy asimétrica a las partes para negociar colectivamente. 

En consecuencia, el proyecto de ley tiende a nivelar las condiciones institucionales de la relación laboral, de manera que trabajadores y empleadores puedan negociar con igualdad de medios al interior de la empresa, potenciando la confianza, la colaboración estratégica y, también, buscando una mejor distribución de las ganancias de productividad. De esta manera, se busca instalar una lógica virtuosa donde se concilien mayor equidad, mayor productividad y mayor paz social.

Esta iniciativa legal también busca legitimar un sistema institucional que permita procesar el conflicto laboral al interior de las empresas, mediante la generación de un procedimiento que contenga un conjunto de incentivos destinados a promover el diálogo directo entre las partes, el acuerdo y mecanismos pacíficos de resolución de controversias.

Las legítimas diferencias y aspiraciones de las partes deben ser encauzadas en un marco de respeto y juridicidad. Aquellas conductas que se desvíen de este cauce serán sancionadas en forma específica, particularmente aquellas que representen un ejercicio violento del derecho a huelga.

Junto con lo anterior, cabe resaltar que, para una adecuada y efectiva implementación de los cambios propuestos, se fortalecerá la capacidad operativa de la Dirección del Trabajo, a fin de que pueda desarrollar a cabalidad las nuevas funciones que se le asignan, especialmente las relativas a la solución de controversias, la asistencia técnica a las partes y la calificación de los servicios mínimos.

En aras del tiempo, no me referiré en detalle al contenido del proyecto. Sin perjuicio de ello, solo cabe enunciar que este aborda, entre otras materias, las siguientes:

1. Ampliación de la cobertura de la negociación colectiva a trabajadores que hoy están excluidos de ejercer este derecho.

Se encuentran en esta situación los trabajadores sujetos a contrato de aprendizaje y otros.

2. Titularidad sindical.

Se reconocerá al sindicato como sujeto único de la negociación colectiva reglada, en representación de sus afiliados.

El sindicato podrá, en cualquier tiempo, ser parte de procesos de negociación directa con el empleador, esto es, titularidad sindical para la negociación colectiva no reglada. 

El trabajador amparado por un instrumento colectivo negociado a través de un sindicato podrá modificar su afiliación sindical, pero permanecerá vinculado a dicho instrumento colectivo hasta el término de su vigencia.

Los beneficios negociados por un sindicato y establecidos en un instrumento colectivo se aplicarán a todos los trabajadores que se afilien al sindicato con posterioridad a la negociación. El trabajador sindicalizado tendrá derecho a los beneficios que se devenguen a partir de la comunicación al empleador de su afiliación. 

Las partes dispondrán de la facultad de extender los beneficios de un instrumento negociado a trabajadores sin afiliación sindical, en la medida en que se cuente con el acuerdo del trabajador al que se le extiende y con el pago por parte de este de la totalidad de la cuota sindical respectiva. En este caso, la extensión se regirá por los términos del acuerdo. 

En caso de no lograrse este acuerdo, se sancionará como práctica antisindical otorgar beneficios iguales a los pactados en instrumentos colectivos a trabajadores no afiliados a la organización que ocupen cargos o desempeñen funciones similares.

En general, se mantendrá el reconocimiento de modalidades de negociación de carácter voluntario a todo tipo de organizaciones sindicales. El proyecto se refiere a la negociación no reglada, a través de la cual, en cualquier momento y sin restricciones de ninguna naturaleza, podrán iniciarse negociaciones directas y sin sujeción a normas de procedimiento entre uno o más empleadores y una o más organizaciones sindicales, destinadas a convenir condiciones comunes de trabajo y remuneraciones.

Asimismo, se regula un procedimiento reglado especial de negociación colectiva vinculante para el empleador, para las organizaciones que afilien a trabajadores eventuales y a los contratados para desempeñar exclusivamente una determinada obra o faena transitoria.

3. Ampliación del derecho a información de los sindicatos, con la finalidad de mejorar la calidad de las negociaciones y de la relación empresa-sindicatos.

En el caso de la mediana y de la gran empresa, estará comprendida por el valor actualizado de beneficios que forman parte del contrato colectivo vigente; la planilla actualizada de remuneraciones de los trabajadores afectos a la negociación; los costos globales de la mano de obra -número de trabajadores totales de la empresa- y la política futura de inversiones de la empresa que no tenga, a juicio del empleador, carácter de confidencial. 

También se considera información sobre igualdad de remuneraciones entre hombres y mujeres, la que, en todo caso, deberá proporcionarse con carácter general y de manera innominada.

Para las pequeñas y microempresas se establece una regulación especial destinada a hacerse cargo de sus particularidades. En general, solo estarán obligadas a entregar la información de que dispongan sobre su situación financiera y aquella específica con la que cuenten para la negociación. Con todo, y con el ánimo de facilitar a este segmento de empresas el cumplimiento de esta obligación, se les faculta a solicitar asistencia a la Inspección del Trabajo y que este organismo solicite, a su vez, información sobre la actividad o rubro al Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, a fin de que puedan disponer de información complementaria y comparativa del sector de que se trate.

4. Simplificación del procedimiento de negociación colectiva reglada. 

El actual procedimiento reglado de negociación colectiva limita las opciones de diálogo directo entre las partes, y hace prevalecer las formas procedimentales por sobre los actos sustantivos. Por lo anterior, este se simplifica, y reconoce el principio de buena fe del procedimiento, esto es, el deber de las partes de cumplir con las obligaciones y plazos previstos, sin poner obstáculos que limiten sus opciones de entendimiento. 

5. Equilibrio de las partes en el proceso negociador: derecho a huelga.

Con el objeto de que la huelga sea un instrumento eficaz que permita a las partes llegar a un acuerdo que resulte favorable para todos los intervinientes en el proceso de negociación y se logren equilibrar las posiciones de los actores, acogiendo los principios de libertad sindical impulsados por la OIT, se eliminará la facultad del empleador de reemplazar los puestos de trabajo con trabajadores propios o externos de la empresa, lo que es consistente con la actual jurisprudencia de la Corte Suprema.

De conformidad con lo dispuesto en el número 16° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, se regula un procedimiento para la calificación de las empresas en las que no se puede ejercer el derecho a huelga, que mejora sustantivamente el actual procedimiento, pues permite el principio de bilateralidad, y faculta a las partes a hacer valer sus alegaciones ante la autoridad, mediante un nuevo procedimiento judicial de carácter especial ante la Corte de Apelaciones, la que deberá pronunciarse sobre la procedencia o improcedencia de aquella calificación.

Se establece un procedimiento eficaz de arbitraje obligatorio, gratuito para los trabajadores de las empresas que no pueden ejercer el derecho a huelga y las empresas de menor tamaño, a cargo de un cuerpo arbitral que se caracterizará por la diversidad, experiencia, prestigio e independencia de sus miembros.

Se consagra el deber de la organización sindical de proveer el personal necesario para cumplir los “servicios mínimos”, es decir, aquellos estrictamente necesarios para proteger los bienes e instalaciones de la empresa y prevenir accidentes, así como garantizar la prestación de servicios de utilidad pública, la atención de necesidades básicas de la población, incluidas las relacionadas con la vida, la seguridad o la salud de las personas, y para garantizar la prevención de daños ambientales o sanitarios.

La atención de los servicios mínimos no implicará restar eficacia al ejercicio del derecho a huelga y deberá realizarse a través de uno o más equipos de emergencia dispuestos por los trabajadores involucrados en el proceso de negociación.

En general, se privilegia que la calificación de los servicios mínimos pueda ser concordada por las partes en forma previa a la negociación. A falta de acuerdo, resolverá la Inspección del Trabajo, previa fiscalización y con informes técnicos de organismos públicos y privados. La resolución será reclamable ante un tribunal del trabajo a través del procedimiento monitorio.

Solo en el caso de que los trabajadores no cumplan con atender los servicios mínimos previamente concordados o regulados por la autoridad competente, la empresa podrá tomar las medidas necesarias para atenderlos, hecho que será certificado por la Dirección del Trabajo. 

6. Piso de la negociación.

La negociación colectiva debe propender a que las partes desarrollen un proceso amplio e informado de diálogo, sobre la base de las condiciones actuales y futuras de la empresa, en la perspectiva de asegurar mejores condiciones laborales y remuneracionales para los trabajadores en un marco de sustentabilidad. 

Lo anterior supone que las partes actúen de buena fe y con responsabilidad, buscando acuerdos de mutuo beneficio.

Desde esta perspectiva, se introducen modificaciones destinadas a consolidar los resultados del proceso de negociación colectiva anterior en materia de beneficios remuneracionales, como el piso del instrumento colectivo que surja del nuevo proceso negociador. Se busca que las partes concentren su diálogo en el mejoramiento de las condiciones remuneracionales futuras y no en asegurar la continuidad de lo obtenido en el proceso anterior. En este contexto, se establece que la respuesta del empleador no pueda contener estipulaciones menores, en materia de remuneraciones y beneficios permanentes, a las vigentes al momento de la negociación. 

En el caso de no existir instrumento colectivo vigente, el piso de la negociación lo constituye la respuesta del empleador. Con todo, la propuesta del empleador no podrá contener beneficios remuneracionales inferiores a los que de manera regular y periódica haya otorgado a los trabajadores que represente el sindicato.

Se entienden excluidas de las estipulaciones que conforman el piso de la negociación la reajustabilidad pactada, el incremento real pactado en el contrato vigente, los pactos sobre condiciones especiales de trabajo y lo que generalmente se conoce como bono de término de negociación. 

Con todo, después de presentada la respuesta del empleador, las partes podrán, atendida la situación económica de la empresa, negociar modificaciones a las estipulaciones contenidas en el piso de la negociación. A través de estas modificaciones podrán eliminar, disminuir, sustituir, conmutar o incorporar beneficios.

7. Ampliación de materias de la negociación colectiva.

La negociación colectiva debe permitir que los actores de la relación laboral puedan acordar todas las materias que son de interés común, e imponer los límites necesarios para que dichos acuerdos no signifiquen vulneración o afectación de sus derechos fundamentales. En la medida en que las partes posean una posición equivalente, la legislación debe posibilitar un marco de diálogo y entendimiento amplio, sin establecer obstáculos para el ejercicio de la voluntad colectiva.

Una economía abierta y competitiva requiere que las empresas tengan capacidad de adaptarse a un entorno que impone desafíos crecientes en materia de productividad y competitividad. Para enfrenar estos desafíos, las empresas deben contar con las herramientas necesarias para adecuarse a los ciclos productivos, actuando con oportunidad y eficacia. Estos ajustes no pueden sino emanar del entendimiento entre los trabajadores y las empresas, en un marco de diálogo y colaboración.

En consecuencia, se busca reconocer una amplia libertad y autonomía a las partes para negociar y establecer acuerdos sobre otras materias propias de la organización del trabajo, más allá de las condiciones comunes de trabajo y las condiciones remuneracionales. De esta forma se eliminan las restricciones que actualmente existen respecto de los temas que pueden ser objeto de la negociación colectiva, por lo que se propone facultar a las partes para negociar pactos sobre condiciones especiales de trabajo en las empresas en que exista una afiliación sindical relevante.

La afiliación sindical que se exigirá en régimen, para estos efectos, será igual o superior al 30 por ciento del total de los trabajadores de la empresa. 

Cada sindicato representará a sus afiliados en la negociación de pactos sobre condiciones especiales de trabajo, y estos solo podrán aplicarse a los trabajadores de la empresa que formen parte de los sindicatos que negociaron el acuerdo.

Con todo, el empleador podrá convenir aplicar los pactos concordados con los sindicatos a trabajadores sin afiliación sindical, con aprobación de la Dirección del Trabajo, salvo que el porcentaje de acuerdo supere el 50 por ciento, en cuyo caso el pacto podrá extenderse al conjunto de los trabajadores de la empresa. 

Los pactos sobre condiciones especiales de trabajo podrán referirse a distribución de la jornada y descansos, al establecimiento de bolsas de horas extraordinarias, a la regulación y retribución de tiempos destinados a preparación para trabajar, así como a jornada pasiva.
Sin restricciones de ninguna especie, las negociaciones también podrán considerar acuerdos de conciliación de trabajo y vida familiar, planes de igualdad de oportunidades, constitución y mantención de servicios de bienestar, acuerdos para la capacitación y reconversión productiva, y mecanismos de resolución de controversias, entre otros.

Las nuevas materias enriquecerán la negociación, y podrán ser negociadas, ya sea a través del procedimiento de negociación colectiva reglada o bajo la modalidad de negociación no reglada.

Los pactos sobre condiciones especiales de trabajo deberán ser registrados por el empleador en la respectiva Inspección del Trabajo, la que fiscalizará su ejecución y cumplimiento.

8. Horas de trabajo sindical.

9. Modificaciones sustantivas al sistema de mediación y arbitraje.

10. Igualdad de oportunidades de la trabajadora para integrarse a la comisión negociadora sindical.

11. Modificaciones al Título Preliminar, Libro I y Libro III del Código del Trabajo, en concordancia con las enmiendas introducidas a los derechos colectivos anteriormente enunciados.

En su discusión general, vuestra comisión contó con la presencia de todas las autoridades del Ministerio del Trabajo y Previsión Social; de numerosos invitados que representaron a las más diversas organizaciones empresariales y sindicales; de representantes de centros de estudio y de expertos en Derecho Laboral, cuya nómina y testimonios se encuentran contenidos en el informe que los colegas tienen en su poder.

El proyecto en informe fue aprobado en general, en sesión ordinaria de 17 de marzo de 2015, con el voto favorable de la diputada señora Denise Pascal y de los diputados señores Osvaldo Andrade, Cristián Campos, Lautaro Carmona, Tucapel Jiménez, René Saffirio y Patricio Vallespín.

Votaron en contra los diputados señores Ramón Barros, Gabriel Boric, Felipe de Mussy, Patricio Melero, Cristián Monckeberg y Nicolás Monckeberg.

Por su parte, en sesión ordinaria de 14 de abril del año en curso, la comisión inició la discusión en particular del proyecto, y adoptó respecto de sus numerales y articulado los acuerdos que se señalan en el informe aludido y respecto de los cuales no haré mención en aras del tiempo.

Finalmente, a juicio de vuestra comisión los artículos 361, 402, 403, 404, 405 y 406, del número 28) del texto propuesto en este informe revisten el carácter de normas orgánicas constitucionales, puesto que modifican la organización y atribuciones de los tribunales de justicia.

Asimismo, a juicio de la comisión, los artículos 395, 398 y 399 del número 28) del artículo 1°, y los artículos 2°, 3°, 4°, 5° y 6° permanentes del texto propuesto requirieron ser objeto de estudio por la Comisión de Hacienda, por incidir en materias presupuestarias o financieras del Estado.

Es todo cuanto puedo informar.

He dicho.

-Aplausos.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado informante de la Comisión de Hacienda.

El señor SANTANA (de pie).- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Hacienda, paso a informar sobre el proyecto de ley que moderniza el sistema de relaciones laborales, introduciendo modificaciones al Código del Trabajo, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, con urgencia calificada de “simple”, y de conformidad con el artículo 226 del Reglamento de la Corporación.

Al tenor de lo informado por la comisión técnica, las normas de competencia de la Comisión de Hacienda son los artículos 395, 398 y 399 del número 28) del artículo 1°, y artículos 2°, 3°, 4°, 5° y 6° permanentes, cuyo contenido es el siguiente:

Como explicó mi antecesor, el artículo 1° introduce en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2002, del Ministerio del Trabajo, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Código del Trabajo, una serie de modificaciones, entre las cuales se encuentran las contenidas en su número 28), que sustituye el Libro IV “De la negociación colectiva”.

En este número se encuentran los artículos 395, 398 y 399, de competencia de esta comisión, los cuales se hallan insertos en la nueva regulación que el proyecto realiza respecto del arbitraje.

El artículo 395, denominado “De la remuneración de los árbitros”, dispone que esta será determinada por el arancel que anualmente fije la Dirección del Trabajo para el año siguiente, la que será de costo fiscal, salvo en el evento de que el procedimiento arbitral afecte a una gran empresa, en cuyo caso el costo deberá ser asumido por esta.

El artículo 398 (reglas generales) señala las funciones que corresponderán a la Dirección del Trabajo en relación con los árbitros. En tal sentido, tendrá a su cargo tanto la revisión del cumplimiento y mantención de los requisitos de quienes postulen a incorporarse en el Registro Nacional de Árbitros, como el pago de los honorarios correspondientes a las remuneraciones de los integrantes del Tribunal Arbitral, cuando corresponda.

El artículo 399 (contrato del árbitro) establece: “Constituido el Tribunal Arbitral, la Dirección del Trabajo suscribirá con cada uno de sus integrantes un contrato de prestación de servicios a honorarios, en el cual se especificará que estos se pagarán contra la entrega del fallo arbitral correspondiente, dentro del plazo máximo permitido.”.

El artículo 2° crea el Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas, administrado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que reemplaza al Programa Escuela de Formación Sindical.

El fondo tendrá como objeto apoyar financieramente proyectos de formación sindical y acciones de promoción, programas o actividades que propendan a establecer relaciones colaborativas entre empresa y organizaciones sindicales. 

Los recursos del fondo serán asignados por dicha Subsecretaría mediante concursos públicos, previa propuesta del Comité de Selección, el que estará integrado por un representante de la Subsecretaría del Trabajo, un representante de la Dirección del Trabajo, un representante del Ministerio de Hacienda, dos representantes del mundo sindical y dos representantes del mundo empresarial.

Un reglamento dictado a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, suscrito también por el ministro de Hacienda, establecerá las normas de administración y operación del fondo, criterios de adjudicación de los recursos, reglas de nombramiento y funcionamiento del comité de selección y las demás que sean necesarias para su implementación.

El artículo 3° complementa la norma anterior y señala los rubros que constituirán el Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas.

Así, en primer lugar, se indica que estará constituido por lo siguiente: el aporte que se contemple anualmente en la Ley de Presupuestos; las multas pagadas por prácticas desleales y antisindicales; las donaciones que se le hagan, y las herencias y legados que acepte, a través de la Subsecretaría del Trabajo, con beneficio de inventario -dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten; las donaciones no requerirán del trámite de insinuación-; los aportes que se reciban por vía de cooperación internacional a cualquier título; y los demás recursos que perciba por otros conceptos.

El artículo 4° dispone que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta futura ley durante el año presupuestario de su entrada en vigencia, se financiará con cargo a los recursos del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público.

En los años siguientes, se financiará con cargo a los recursos que anualmente contemple la Ley de Presupuestos. 

El artículo 5° intercala en el artículo 6° de la Ley N° 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios, un inciso tercero, nuevo, mediante el cual se establece una prioridad en las licitaciones o contrataciones periódicas para la prestación de servicios habituales, a las empresas que mantengan vigentes convenios colectivos con las organizaciones sindicales representativas de sus trabajadores o que les hagan aplicables a estos, convenios colectivos acordados por otros empleadores u organizaciones gremiales de empleadores, suscritos de conformidad a las reglas del Título X del Libro IV del Código del Trabajo.

El artículo 6° agrega una letra g), nueva, que incorpora al artículo 46 de la ley N° 19.518, que fija un nuevo Estatuto de Capacitación y Empleo, del siguiente tenor:

“g) Ejecución de acciones de capacitación destinadas a trabajadores de empresas de menor tamaño que mantengan vigentes o apliquen convenios colectivos a sus trabajadores, siempre que se trate de aquellos suscritos conforme a las reglas del Título X del Libro IV del Código del Trabajo.”. Estas serán pagadas con cargo al Fondo de Capacitación y Empleo.

En relación con los alcances presupuestarios de la iniciativa, el informe financiero sustitutivo N° 75, de 8 de junio de 2015, señala que el costo fiscal anual del proyecto de ley asciende a 3.939.640.000 pesos, por los siguientes conceptos:

a) Creación de un Fondo de Formación Sindical y de Relaciones Colaborativas por 2.143 millones de pesos, que reemplazará al actual Programa de Escuela de Formación Sindical, por lo cual el costo fiscal adicional asociado a este nuevo fondo asciende a 1.140 millones de pesos. 

b) Por concepto de la realización de las nuevas acciones de apoyo a las MYPE que deberá desarrollar la Dirección del Trabajo, se deberá fortalecer a este servicio con diecinueve profesionales, para que cumpla con las nuevas obligaciones que le asigna el proyecto de ley, lo que representa un costo fiscal anual de 371 millones de pesos. 

c) Por concepto de los estudios con los que deberá contar la Dirección del Trabajo en el evento de que deba resolver diferencias en torno al concepto de servicios mínimos, y que serán encargados para cada uno de los sesenta subsectores económicos informados por el INE a la División de Estadísticas de la ONU, de acuerdo a la Clasificación Industrial Internacional Uniforme (CIIU), el costo ascenderá a 1.800 millones de pesos, con un costo promedio unitario de 30 millones de pesos.

d) En materia de mediaciones, cuyo aumento se estima en 10 por ciento, se obtiene un mayor costo fiscal de 97.500.000 pesos. 

e) En relación con los arbitrajes, se considera el costo fiscal asociado al uso del arbitraje para el ciento por ciento de las empresas actualmente afectas al artículo 384 del Código del Trabajo -aproximadamente cien empresas-, y se utilizan los aranceles por árbitro, según tamaño de la empresa, de acuerdo a la resolución exenta N° 172, de 2012, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo. Se consideran tres árbitros de cargo fiscal para el caso de las microempresas y de las pequeñas y medianas empresas, y dos árbitros en el caso de las grandes empresas. De esta manera, el costo fiscal asciende a 370 millones pesos.

f) En materia de capacitación, se estima que 292 trabajadores involucrados en proyectos de negociación colectiva, presentados por federaciones de sindicatos, accederán a cursos de capacitación de 150 horas con un valor/hora de 3.679 pesos. Por lo anterior, el costo fiscal de la capacitación de estos trabajadores asciende a 161.140.000 pesos. 

En consideración al mérito del proyecto y a sus fundamentos, la comisión aprobó las normas de su competencia por la mayoría de sus integrantes presentes y recomienda su aprobación del mismo modo a la Sala.

Es todo cuanto puedo informar.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- En discusión el proyecto.

Tiene la palabra la ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón.

La señora RINCÓN, doña Ximena (ministra del Trabajo y Previsión Social) [de pie].- Señor Presidente, en primer lugar, por su intermedio, saludo a los dirigentes sindicales de diferentes organizaciones y a los representantes de la Central Unitaria de Trabajadores que nos acompañan en las tribunas.

(Aplausos)

Nuestro país ha avanzado mucho durante las últimas décadas en ámbitos como la superación de la pobreza, el crecimiento económico, el acceso al empleo y el desarrollo de un sistema de protección social. Sin embargo, nuestro patrón de crecimiento se ha caracterizado por una marcada desigualdad. Según las últimas mediciones de la OCDE, Chile tiene la peor distribución del ingreso entre los 34 países que la integran.

De acuerdo con nuestro diagnóstico, existen dos importantes factores que son causa de la inequidad en Chile. Por un lado, un sistema tributario regresivo, y por otro, posibilidades diferenciadas, según estrato socio-económico, para acceder a una educación de calidad. Esto ha llevado a nuestro gobierno a impulsar reformas estructurales en estas materias.

Otra de las causas estructurales de la desigualdad en Chile deriva del funcionamiento asimétrico del mercado laboral. Lo anterior es particularmente relevante, porque en el mundo del trabajo, en cuanto a las oportunidades laborales, la retribución que se recibe y la calidad del empleo, se juega el bienestar de las personas y de sus familias. En el mundo del trabajo se define el estándar de vida de una sociedad y se establecen los niveles de productividad y de competitividad de las empresas. Por eso podemos afirmar de diversas maneras que la calidad del trabajo define la calidad de una sociedad.

En los últimos años se ha ido configurando un mercado laboral cada vez más heterogéneo y con crecientes niveles de segmentación, lo que contribuye a mantener y acrecentar las desigualdades sociales. 

Las desigualdades en el mercado laboral se expresan en las bajas tasas de participación laboral de determinados grupos, mujeres, jóvenes y trabajadores con poca calificación; en la creación de empleo precario, trabajo informal y sin protección social, y en las profundas brechas salariales que se producen, respecto de las cuales la gran mayoría de los trabajadores asalariados presenta una baja participación en la distribución de la renta que se obtiene en el proceso productivo, lo que demuestra una escasa valorización del trabajo. 

La principal muestra de la desigualdad de ingresos que se genera en el mercado laboral se expresa en que un número importante de hogares y de personas que se encuentran en situación de pobreza corresponde a trabajadores. Aun más, se trata de trabajadores dependientes y formales, lo que implica que tienen contrato de trabajo y seguridad social. Según la encuesta Casen, el 70 por ciento de los pobres en Chile son trabajadores.

Lo anterior significa que el empleo no es una opción suficiente para que los hogares superen su condición de pobreza.

A lo señalado se suma el hecho de que las relaciones laborales se desarrollan en un entorno de desconfianza y de confrontación entre los actores sociales, unido a un marco restrictivo para el ejercicio de los derechos colectivos del trabajo.

Nuestro actual sistema de relaciones laborales limita las capacidades de las partes para negociar y para procesar el conflicto. Además, genera un severo desbalance entre los actores de la relación laboral, pues inclina la balanza en favor de los empleadores. 

De igual modo, el actual modelo de organización del trabajo impone rigideces a las partes y no contempla mecanismos que permitan adecuar la regulación a los cambios que devienen de los ciclos económicos y de la nueva estructura productiva, especialmente en una economía tan abierta al mundo como la nuestra. 

Sin lugar a dudas, Chile necesita dar un salto y modernizar su modelo de relaciones laborales. Si no somos capaces de enfrentar estos desafíos, nuestro potencial de desarrollo y de crecimiento se verá afectado. La desigualdad y la falta de cohesión social limitan las posibilidades de expansión y desarrollo de los países. 

Superar la desigualdad no es solo un imperativo ético, social y político, sino también una exigencia para fortalecer el crecimiento económico y alcanzar el tan anhelado desarrollo. 

Modernización de las relaciones laborales.

En este escenario resulta indispensable avanzar hacia un nuevo equilibrio en la posición de los actores de la relación laboral: trabajadores y empleadores; generar espacios efectivos de diálogo, de acuerdo y de colaboración, y compatibilizar las necesidades que derivan del dinamismo, la competitividad y la productividad de las empresas en la economía global, con relaciones laborales en las que exista una justa distribución de la renta. 

Se trata de combinar virtuosamente aumentos en los salarios y mejoras en las condiciones laborales de los trabajadores, con incrementos sostenidos en la productividad laboral.

Para equilibrar la posición de los actores y desarrollar un diálogo social efectivo, apostamos por impulsar las relaciones colectivas de trabajo, lo que significa ampliar y mejorar la negociación colectiva y fortalecer la acción sindical.

La negociación colectiva permite hacerse cargo de los déficits de confianza que existen entre los actores sociales, promueve la capacidad de las partes para establecer acuerdos sobre la base del diálogo y la cooperación, disminuye los niveles de confrontación, anticipa y previene los conflictos, mejora la productividad de las empresas y contribuye a optimizar la distribución de los frutos del trabajo. 

Nuestro país presenta una baja tasa de sindicalización, pues solo alcanza el 14,2 por ciento. Para revertir esta situación es necesario establecer un adecuado modelo de incentivos que promueva y fortalezca la sindicalización. 

Estamos convencidos de que es bueno para Chile el desarrollo de un movimiento sindical moderno y de calidad, con capacidad de generar propuestas e incidir en la vida de las personas, de los trabajadores y de las empresas.

El proceso. 

La modernización de nuestro sistema de relaciones laborales exigía emprender un proceso de reforma dotado de amplia legitimidad social y política, para lo cual era indispensable un intenso proceso de trabajo prelegislativo.

Durante 2014, el equipo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, liderado por mi antecesora, la entonces ministra Javiera Blanco, y por el subsecretario aquí presente, señor Francisco Díaz, desarrolló un proceso de diálogo con todos los actores sociales y políticos relevantes. Esta reforma fue construida de cara a la ciudadanía. Nadie puede alegar sorpresa en los contenidos de ella, dado que fueron ampliamente discutidos y socializados. 

En el marco del trabajo prelegislativo se desarrollaron más de cien encuentros y reuniones con actores sociales y políticos. Este proceso concluyó en diciembre de 2014, con la presentación del proyecto de ley que moderniza el sistema de relaciones laborales en nuestro país.

A partir de enero de 2015, y por más de cinco meses, la Cámara de Diputados discutió el proyecto de ley. La Comisión de Trabajo y Seguridad Social de la Cámara recibió más de sesenta audiencias, que incluyeron a organizaciones sindicales y gremiales, expertos, abogados laboralistas, académicos, exministros y diversos actores vinculados al mundo del trabajo. 

Hemos tenido un debate intenso y profundo, que fue realizado con madurez y responsabilidad y que se hace cargo de los desafíos del mundo del trabajo. Esta discusión habla de la responsabilidad del Congreso Nacional y prestigia la acción política.

He sido parte de este debate en el último mes. Agradezco el nivel y ánimo que he observado en cada uno de los integrantes de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, presidida por el diputado Lautaro Carmona, al igual que el trabajo serio y responsable llevado a cabo por la Comisión de Hacienda de la Cámara.

Como gobierno, queremos agradecer muy profundamente la altura y la profundidad con la que la Cámara de Diputados ha desarrollado esta discusión. Independientemente de las posiciones que cada uno tenga frente a la reforma laboral y sus contenidos, nadie puede dudar de la seriedad, profundidad y dedicación con la que se ha enfrentado este debate. Esa es la mejor manera de prestigiar la actividad política.

Contenidos del proyecto de ley.

El proyecto de ley que hoy debate la honorable Cámara de Diputados reforma los aspectos clave que conforman los tres pilares de la libertad sindical.

En primer lugar, esta iniciativa legal establece la titularidad del sindicato en los procesos de negociación colectiva. Junto con ello, dispone la extensión automática de los beneficios negociados a los trabajadores que se sindicalizan con posterioridad y se regula la extensión pactada de beneficios a los trabajadores no sindicalizados. 

Además, contiene instrumentos destinados a potenciar los programas de formación sindical y a promover el desarrollo de estas organizaciones a través de la creación de un fondo público de formación sindical y de relaciones laborales colaborativas.

En segundo lugar, la iniciativa busca ampliar la cobertura y las materias que se pueden negociar colectivamente, haciendo de la negociación un proceso más técnico e informado, donde las partes alcancen acuerdos de mutuo beneficio, en que se concilie mayor equidad con mayor productividad. 

La propuesta legal ofrece herramientas que permiten a los trabajadores y empleadores ajustar la organización del trabajo a una nueva realidad productiva del país y del mundo, permitiendo esquemas más flexibles de organización de las jornadas de trabajo y su distribución, adaptados a los ciclos productivos y a las estacionalidades propias que existen en algunos sectores económicos, en la medida en que dicho ajuste surja como resultado de la negociación y del acuerdo entre los actores. La herramienta propuesta para estos fines son los pactos sobre condiciones especiales de trabajo.

En tercer lugar, el proyecto de ley avanza en el reconocimiento y ampliación del derecho a huelga efectiva. La figura de “reemplazo de trabajadores durante la huelga”, que actualmente existe en nuestra legislación, viola los principios de la libertad sindical consagrados en el Convenio N° 87 de la OIT, ratificado por nuestro país.

A través de esta iniciativa legal enmendamos esa anomalía, no solo por coherencia normativa, sino porque se trata de un tema de justicia, ya que una huelga con reemplazo de trabajadores tiene mínimas posibilidades de ser efectiva como elemento de contrapeso al momento de negociar.

En este punto es necesario ser claros. No es posible mantener un orden laboral que restrinja a tal nivel el ejercicio del derecho a huelga, que lo convierta en una herramienta completamente ineficaz. Un justo equilibrio de las partes en el proceso negociador implica establecer un derecho a huelga efectiva.

Nuestra convicción es que solo con sindicatos fuertes y representativos y con condiciones institucionales que permitan una negociación colectiva más equilibrada, Chile podrá corregir la inequidad que se genera en la distribución primaria del ingreso. 

Muchos de estos avances son posibles como resultado de los acuerdos alcanzados en el último tiempo a través del diálogo desarrollado entre los actores sociales, representados por la Central Unitaria de Trabajadores y la Confederación de la Producción y del Comercio.

En este sentido, es importante destacar el valor que como gobierno asignamos al diálogo social tripartito. El Acuerdo de Voluntades de 2012, suscrito entre la CUT y la CPC, es una clara expresión de los resultados que se pueden alcanzar con el diálogo y el entendimiento entre los actores sociales.

Es por ello que estamos convencidos de que la negociación entre los actores del mundo del trabajo reduce la conflictividad, mejora la paz social y, como resultado de ello, se incrementa la productividad. 

Tal como lo hemos expresado a lo largo del debate, como gobierno tenemos la convicción de que nuestro país necesita avanzar hacia relaciones laborales modernas, justas y equilibradas. Debemos saldar la deuda que tenemos con el mundo del trabajo, mejorando y ampliando la negociación colectiva y fortaleciendo la acción y participación sindical. 

Al respecto, el proyecto de ley que moderniza el sistema de relaciones laborales es una oportunidad para crear nuevos espacios de diálogo social y construir confianza entre trabajadores y empleadores. Es también una oportunidad para fomentar el empleo y la productividad, al permitir que trabajadores y empleadores establezcan acuerdos para ajustar los ciclos productivos a su propia realidad. Finalmente, es una oportunidad para que los resultados del proceso productivo se distribuyan en forma más equitativa.

Los ejes principales de esta propuesta legislativa fueron anunciados en el programa de gobierno. Sus contenidos fueron socializados y debatidos con un amplio número de actores y han sido objeto de un profundo análisis en dos comisiones de la Cámara. Estamos convencidos de que presentamos al Congreso Nacional una propuesta seria y equilibrada. 

Durante el trámite legislativo, escuchamos distintas preocupaciones e inquietudes respecto de algunas de las normas e instituciones propuestas. Nos animó el propósito de elaborar una legislación que tuviera el mayor nivel de legitimidad social y política. 

En función de lo anterior, como gobierno presentamos un conjunto de indicaciones orientadas a perfeccionar esta iniciativa legal, muchas de las cuales recogieron propuestas de los propios diputados, como consta a los miembros de las comisiones. De esta forma, el gobierno demostró estar abierto a escuchar, debatir, convencer y también rectificar. El proyecto es mucho mejor hoy gracias al aporte de los diputados y diputadas que participaron activamente en este debate. Muchas gracias a todos y cada uno de ellos.

Los invito a sumarse activamente a este debate, ya que, como gobierno, tenemos la profunda certeza de que este es un buen proyecto para el país, pues logra conciliar los tres objetivos centrales mencionados por el presidente de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social: mejor participación de la riqueza creada en común, mayor productividad y paz social.

Finalmente, por intermedio del señor Presidente, respondo a la consulta del diputado y amigo señor Patricio Melero, que hemos usado los instrumentos que la honorable Cámara de Diputados se ha dado, pues creemos que treinta y cinco años es un tiempo suficiente y que los trabajadores de Chile quieren ver este debate ahora.

He dicho.

-Aplausos.

El señor NÚÑEZ, don marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra la diputada señora Andrea Molina.

La señora MOLINA (doña Andrea).- Señor Presidente, por su intermedio, saludo a los representantes de los sindicatos que nos acompañan en las tribunas.


Señor Presidente, es evidente que Chile necesita una reforma laboral. Nadie podría negarse a eso, porque el trabajo es, sin duda, uno de los aspectos más importantes en la vida de una persona, básicamente porque es donde pasamos la mayor parte de nuestro tiempo y donde existen oportunidades reales de progreso.

Quienes estamos en terreno, sabemos que muchos chilenos se sienten tratados con mucha desigualdad y desprotegidos, porque trabajan de sol a sol por un sueldo que no les alcanza para llegar a fin de mes, y lo peor de todo es que no tienen tiempo para descansar, disfrutar de su familia o hacer lo que quieran. Esta es una realidad.

(Aplausos)

Por lo tanto, ¿cuál es la aspiración de todo chileno o chilena? Tener un trabajo digno y decente, es decir, de calidad. Cuando hablo de “calidad”, me refiero a remuneraciones justas, respeto a los derechos laborales, seguridad y capacitación, protección en casos de cesantía y relaciones laborales más justas.

El gobierno ha sido majadero en señalar que con su reforma se avanza en crear más oportunidades para todos y que toma en cuenta a los distintos actores del mundo del trabajo. Sin duda alguna, lo hace en muchos aspectos. Sin embargo, me pregunto si con este proyecto que estamos discutiendo ¿generamos más y mejores empleos para todos? ¿Se revierte la baja participación y el alto desempleo de mujeres y jóvenes, sobre todo de los más vulnerables? ¿Disminuiremos las diferencias que existen entre las remuneraciones de hombres y de mujeres? ¿Cómo esta reforma logrará mayor crecimiento, más trabajo y cambio en la distribución del ingreso?

No veo cómo el proyecto puede solucionar todas mis inquietudes, ya que aborda el tema laboral en forma muy parcial, principalmente porque excluye a los trabajadores más vulnerables, por lo que difícilmente podremos lograr en el mediano plazo la equidad que buscamos.

Sin duda alguna, la reforma que estamos analizando es importante, pero es más bien una reforma sindical, lo que me parece bien, ya que no estamos en contra de los sindicatos. Es más, estamos a favor de que los sindicatos y los trabajadores tengan herramientas para poder mejorar sus condiciones laborales. Por ejemplo, es muy importante la incorporación obligatoria de las mujeres dirigentes en las directivas sindicales y en los procesos de negociación. ¡Bienvenidas, ya era hora! ¡Eso es positivo!

Sin embargo, en la práctica, la iniciativa no afecta a más del 30 por ciento de los trabajadores que están sindicalizados, pero excluye la situación de los trabajadores informales, independientes, de los cesantes o de quienes no tienen la posibilidad de sindicalizarse, especialmente los que trabajan en la pequeña y microempresa. En consecuencia, es completamente insuficiente.

Además, nuevamente nos encontramos con que el Senado realizará las modificaciones necesarias a una reforma, lo que es lamentable, porque una vez más sentimos que para el Ejecutivo somos un buzón. En la Cámara se presentaron muchas indicaciones y modificaciones a la iniciativa, pero el Ejecutivo no las tomó en cuenta. Es más, esta se ha convertido en una técnica constante, que no queremos que se repita.

Quiero hacer una especial mención a los trabajadores del sector público, en particular a los a honorarios, quienes también quedan fuera de esta reforma. Sé que la respuesta del Ejecutivo será que no es el foco de la iniciativa y que se presentarán otros proyectos para mejorar sus condiciones laborales; no obstante, lo cierto es que este era el momento para incorporar a todos los trabajadores que necesitan de una verdadera reforma laboral. Por ejemplo, se debe incorporar a las mujeres y a los más vulnerables. 

En consecuencia, creo que nos quedamos cortos cuando queremos hablar de calidad, de justicia, de dignidad e inclusión en esta reforma laboral.

He dicho.

-Aplausos.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor René Saffirio.

El señor SAFFIRIO.- Señor Presidente, me referiré a dos temas: el principio de la libertad y el derecho a huelga. Posteriormente, el diputado Patricio Vallespín, en nombre de la bancada de la Democracia Cristiana, hablará de otras materias vinculadas al proyecto de ley.

Consideraciones políticas generales.

Voy a hacer referencia a ocho enunciados respecto del principio de libertad.

El principio de libertad, reconocido en la Constitución Política de la República y en los tratados internacionales, considera tres pilares fundamentales: el derecho a la negociación colectiva, la libertad de sindicalización y el derecho a la huelga.

En este sentido, el proyecto del gobierno busca robustecer y ampliar el ejercicio de esos derechos.

Algunos aspectos a destacar.

En primer lugar, las agrupaciones de trabajadores que tienen carácter permanente, los sindicatos, promueven, aquí y en cualquier lugar del mundo, la cohesión y la integración social.

En segundo lugar, los sindicatos son estructuras de participación de los trabajadores en la toma de decisiones y operan como mecanismos democratizadores de las relaciones laborales. El proyecto de ley robustece los sindicatos porque fomenta y facilita sus actividades propias.

En tercer lugar, las asociaciones de trabajadores generan efectos sociales y políticos indirectos y relevantes, incluso respecto de quienes que no están sindicalizados. Ese es otro de los efectos importantes del proyecto.

En cuarto lugar, las uniones de trabajadores buscan desarticular las asimetrías en los poderes de negociación dentro de la relación laboral. El proyecto de ley busca consolidar específicamente la esencia del derecho del trabajo, cual es hacer una relación equilibrada de aquella que es en su esencia desequilibrada, que es el vínculo entre el empleador y el trabajador.

Quienes hemos tenido la fortuna de estudiar derecho, sabemos que la esencia del derecho laboral busca hacer un vínculo equilibrado de una relación desequilibrada, a través de un derecho de carácter proteccionista, tal como el que estamos debatiendo.

En quinto lugar, la negociación colectiva es un mecanismo de reconocimiento social del trabajador, pero que también opera como un dispositivo de administración y de gestión de recursos humanos.

En sexto lugar, los sindicatos y la negociación colectiva potencian la autonomía de los cuerpos intermedios, lo que está establecido en nuestra propia Constitución Política de la República.

En séptimo lugar, el fortalecimiento de los derechos laborales colectivos implica introducir herramientas que permitan la mejora de las condiciones estructurales de la relación laboral, a fin de que el empoderamiento del trabajador colectivamente representado logre condiciones que atenúen las desigualdades en la distribución de los ingresos en Chile, que tanto dolor está causando en nuestra sociedad.

En octavo lugar, las relaciones laborales modernas se basan en el respeto mutuo. El reconocimiento de la contraparte como un interlocutor legítimo, que debe además ser respetado en su dignidad y derechos. El proyecto avanza precisamente en esa dirección.

En definitiva, basado en estas consideraciones, las modificaciones propuestas por el Ejecutivo al régimen laboral buscan instalar una lógica virtuosa entre trabajador y empleador, que concilie la equidad, la productividad y la paz social.

El segundo tema que abordaré es el del derecho efectivo a huelga.

Primera afirmación: la huelga es un derecho humano que permite equilibrar y armonizar la relación entre empleador y trabajador.

(Aplausos)

La huelga es una facultad de los trabajadores para hacer valer sus pretensiones colectivas legítimas, amparada por diversos instrumentos internacionales que versan sobre derechos humanos, como el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, particularmente la letra d) de su artículo 8, así como por los convenios de la Organización Internacional del Trabajo, en especial el 87 y el 98, y por nuestra Constitución Política, en el inciso segundo de su artículo 5°, y especialmente por la garantía establecida en el número 16° de su artículo 19.

La iniciativa en debate elimina la facultad de los empleadores de reemplazar a los trabajadores en huelga mientras esta subsista, lo que constituye un verdadero mecanismo legal de boicot al ejercicio efectivo de este derecho de los trabajadores, ya que impide que la huelga genere su efecto paralizante. La modificación propuesta busca acabar con este obstáculo al ejercicio pleno del derecho.

Concluyo mi intervención diciendo que, a través de esta iniciativa, promovemos un país que no solo sea viable desde el punto de vista económico, sino también en el que las personas sean valoradas en razón de su condición humana y no del patrimonio que posean.

Señor Presidente, esta anhelada aspiración de todos nosotros tiene un nombre: justicia.

En consecuencia, anuncio que votaré a favor el proyecto en el momento que corresponda.

He dicho.

-Aplausos

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- En el tiempo de la bancada del Partido Socialista de Chile, tiene la palabra el diputado señor Luis Rocafull.

El señor ROCAFULL.- Señor Presidente, a los trabajadores y a las trabajadoras de nuestro país nada se les ha regalado. Cada paso avanzado, cada logro alcanzado por ellos obedece a años de lucha, de represión, de persecución, de amenazas; pero también a años de solidaridad, de unidad y de convicciones para alcanzar un mejor trato y una distribución justa de lo que se obtiene en los procesos de producción y de entrega de servicios.

Nadie regaló nada a los miles de hombres, mujeres y niños que bajaron desde la pampa salitrera hasta Iquique. A los desripiadores, barreteros, chancadores, cocineras, nada se les regaló en el desierto más seco del mundo; a sus voces enronquecidas por los gritos de demanda se les contestó con metralla.

Lo mismo sucedió a los campesinos y mapuches de Ránquil en 1934, cuando levantaron sus voces contra los abusos de los patrones y la usurpación de sus territorios para entregárselos a 15.000 colonos extranjeros y a grandes hacendados nacionales.

Obreros, campesinos, pescadores, trabajadores y trabajadoras fueron consolidando sus organizaciones y entendiendo su rol fundamental en la sociedad. Así se hicieron fuertes, tal vez demasiado para quienes mandaron a disparar en Iquique o en Ránquil, y para sus oscuros herederos, quienes, amenazados en sus privilegios, respondieron como lo hacen siempre: con asesinatos, persecuciones, amedrentamientos.

Se hicieron tan fuertes los trabajadores, que lograron elegir un gobierno que hizo de sus derechos una razón fundamental de la administración estatal. Pero eso, según el poder del dinero, había que terminarlo; había que terminar con la unidad de los trabajadores, con la sindicalización; había que minimizar, atomizar, dividir la organización sindical.

Por eso, los trabajadores y las trabajadoras tienen más claro que nunca que la sindicalización es el único camino para hacer valer sus derechos.

Ahora los empresarios deben entender que la sindicalización también permite, como sucede en muchos países, que los trabajadores, en forma organizada y participativa, pueden transformarse en protagonistas del desarrollo de las empresas; deben entender que si ellos, para favorecer el crecimiento, protección y desarrollo de sus empresas y negocios, pueden organizarse en consorcios, sociedades de fomento, de comercio y de producción, no pueden oponerse a que los trabajadores y las trabajadoras tenga la misma iniciativa, el mismo objetivo, la misma necesidad de organizarse para defender sus derechos. Negarse a ello es volver al oscurantismo, a la negación de la vida y de la libertad; es volver a la dictadura.

Espero que no sea esa la idea final de quienes se asustan por la organización sindical.

Lamentablemente, estas diferencias no permiten que el hemiciclo despache buenos proyectos sobre la materia. Al final, terminamos negociando respecto de garantías constitucionales que ni siquiera deberían ser materia de discusión, sino aceptadas categóricamente como derechos sociales.

Los cambios que exige la sociedad son un procedimiento de negociación colectiva que sea único y por rama, con mínima intervención estatal, con el derecho a huelga como un método de presión consagrado constitucionalmente y con servicios mínimos taxativamente establecidos.

Nuestro país no crecerá mientras el empresariado no comprenda que los sindicatos son el medio más legítimo de representación de los intereses de los trabajadores y que la negociación colectiva es un sistema equilibrado de discusión de dichos intereses. Puede que aumente el PIB, pero solo nos estaremos mintiendo, porque ese índice no representa en forma alguna el bienestar, el crecimiento y la justicia social.

Este diputado prefiere vivir en un país que crece al 2 por ciento anual, pero replica y distribuye su riqueza entre todos los habitantes de la nación, a crecer a una tasa de 5 por ciento para llenar solo los bolsillos de unos pocos.

El proyecto en discusión no es lo mejor -hay que decirlo claramente-, pero es lo que hoy pudimos alcanzar. No obstante, marca el inicio de la recuperación de los derechos sociales y laborales perdidos en 1973.

En el proceso de tramitación de esta iniciativa ha quedado claro que las organizaciones de trabajadores están más preparadas que nunca para debatir, participar y exigir que el Estado garantice como corresponde los derechos de todos los trabajadores y trabajadoras de Chile.

He dicho.

-Aplausos.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Nicolás Monckeberg.

El señor MONCKEBERG (don Nicolás).- Señor Presidente, el diputado socialista que acaba de intervenir terminó diciendo que prefería que nuestro país creciera al 2 por ciento, pero con una mejor distribución del ingreso. Ahí está la razón por la cual estamos discutiendo esta reforma.

En efecto, al diputado le faltó explicar que cuando el país crece al 2 por ciento, el salario de los trabajadores sigue creciendo al 2, al 3, al 4 o al 5 por ciento, mientras que el empleo de quienes votan por él gracias a discursos como ese, cae en igual proporción; es decir, sube el desempleo.

La demagogia genera algunos votos, pero lo que más produce es desilusión, desencanto. Si el número de ciudadanos que rechazan esta reforma laboral es el doble de los que la aprueban, se debe precisamente a que la gente se cansó de la demagogia.

Estamos discutiendo esta reforma en un país que dejó de crear empleos o en el que los empleos los está creando solo el Estado; en un país en el que la calidad del empleo se vino al suelo, al punto de que los trabajadores sin contrato subieron al doble y los sin previsión aumentaron cuatro veces en un año; sin embargo, se sigue con los mismos discursos.

Señor Presidente, desde hace dos años las remuneraciones venían creciendo a un promedio de 4 por ciento, pero hoy lo hacen a menos 2 por ciento. Además, nuestro mercado laboral sigue siendo poco inclusivo.

En materia de capacitación, las cifras son vergonzosas. Hoy se capacita, en promedio, a un trabajador cada ocho años y medio, y solo el 8 por ciento de los trabajadores con enseñanza media recibe dinero para ese fin. No obstante, el gobierno paralizó la tramitación de todos los proyectos que la administración anterior ingresó para mejorar el Sence. ¡Y seguimos con los mismos discursos demagógicos!

¡Muy pocos chilenos negocian colectivamente! Ese es nuestro talón de Aquiles. Mientras en los países de la OCDE, con los que nos comparamos, el 45 por ciento negocia colectivamente, en Chile lo hace menos del 13 por ciento. Sin embargo, la reforma laboral no se hace cargo de ninguno de los puntos que he mencionado.

Me referiré a otros que aborda la iniciativa.

El proyecto establece la titularidad sindical, lo que significa que solo el sindicato podrá negociar colectivamente, sin importar de qué sindicato se trate, es decir, independientemente de si tiene alta representatividad al interior de la empresa, si tiene presencia en varias regiones y si representa a trabajadores de distintas áreas de la empresa. Nada de eso importa. Por ejemplo, el 65 por ciento de los 158 dirigentes sindicales registrados en Alsacia, empresa operadora del Transantiago, no representa a ningún afiliado; pero eso no tiene importancia para obtener titularidad sindical, lo que, a su vez, les permite votar en las elecciones de los sindicatos de trabajadores con derecho a voto.

Lo anterior prueba que en el proyecto no se hizo ningún análisis en profundidad sobre esa materia.

En consecuencia, al día siguiente de la entrada en vigencia de la reforma laboral, menos trabajadores tendrán derecho a negociar colectivamente, porque se exige obligatoriamente estar afiliado a un sindicato para hacerlo.

Entonces, ¿de qué trata la defensa de los trabajadores? La dignidad y la libertad del trabajador, ¿solo tienen valor en la medida en que esté afiliado a un sindicato? El trabajador que decide libremente no afiliarse por cualquier motivo, entre otros porque el sindicato de su empresa es solo de papel, ¿no merece respeto y resguardo legal? ¿Acaso ese trabajador no tiene dignidad y no debemos protegerlo? El proyecto nada señala al respecto.

En segundo lugar, ¿a quién le puede parecer justo que dos trabajadores que desempeñan exactamente la misma labor en una empresa, reciban distintos beneficios y sueldos, solo porque uno decidió afiliarse al sindicato y el otro prefirió no hacerlo? Francamente, no hay explicación alguna para eso. Lo que corresponde en justicia es que el trabajador no afiliado al sindicato reciba el mismo beneficio que percibe el que decidió afiliarse. Sin embargo, el proyecto dispone que se calificará como práctica antisindical extender el beneficio obtenido a un trabajador no afiliado al sindicato.

¿De qué se trata esto? ¿De defender al sindicato per se o al trabajador? Les aseguro que lo que corresponde éticamente es defender ante todo al trabajador. Eso significa reconocer su libertad para afiliarse a un sindicato; pero también debe reconocérsela si decide no hacerlo, por los motivos que estime conveniente.

El derecho a huelga es una facultad de los trabajadores. En consecuencia, ellos pueden delegarla para que se ejerza a través de un sindicato. 

En consecuencia, ¿es justo obligar a un trabajador a ir a una huelga contra su voluntad, más allá del tiempo razonable y sin recibir remuneración alguna, solo porque el dirigente sindical decide por él? En ninguna etapa de la huelga se permite que el trabajador diga: “No puedo seguir la huelga en estas condiciones; no estoy de acuerdo”. Se le desconoce ese derecho. Este es de los pocos mandatos irrevocables que tendrá nuestra legislación.

Resulta que a quienes defendemos a los trabajadores, quieren hacernos creer que estos no tienen derecho a decidir por sí mismos. Se los trata como personas de segunda clase, incapaces de determinar cuándo irse a huelga y cuándo abandonarla. 

Señor Presidente, quiero ser enfático respecto de la posición de mi partido. Nosotros sí creemos que se puede terminar con el reemplazo de trabajadores en la huelga. Pero hay una condición que es clave y de sentido común, cual es que el reemplazo en la huelga no afecte a los trabajadores que no tienen vinculación alguna con ella, ya sea porque tenían contrato colectivo vigente o porque no fueron parte de la misma. Esto no lo digo yo, sino la OIT en distintos pronunciamientos. 

Sin embargo, mediante el proyecto se pretende terminar ideológicamente y de la peor forma con el reemplazo de los trabajadores en huelga, lo que afectará de paso a los trabajadores que nada tengan que ver con ella.

Entre hoy y mañana tendremos tiempo para abordar en detalle la iniciativa. 

Lamentablemente, la reforma laboral contiene muchos errores que afectan directamente a los trabajadores. Quiero ser enfático al decir que no es mala porque afectará a los empresarios, sino porque perjudicará a los trabajadores de nuestro país.

El escándalo más grave de la situación laboral en Chile es que el 54 por ciento de los jóvenes más ricos encuentra trabajo, pero solo el 5 por ciento de los jóvenes de las familias más pobres lo consiguen. ¡Eso es desigualdad! ¡Ese es un escándalo! Pero nada hace la reforma para revertirlo.

Por otra parte, el 68 por ciento de los hombres son parte del mercado laboral, pero apenas el 44 por ciento de las mujeres forma parte de él. No obstante, nada hace la reforma para terminar con ese escándalo.

La reforma no representa a la mayoría de los trabajadores. Es más, es rechazada por la mayoría de los trabajadores de Chile.

-Manifestaciones en las tribunas.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Pido silencio en las tribunas.

Continúa con la palabra el diputado Nicolás Monckeberg.

El señor MONCKEBERG (don Nicolás).- Señor Presidente, a algunos les gusta hablar de legitimidad respecto de otras reformas. También se ha sostenido que el Parlamento no tendría legitimidad para tal o cual cosa.

Señor Presidente, si somos realmente transparentes y democráticos, debemos reconocer que si existe una reforma que carece de representatividad es la que hoy estamos discutiendo, porque la inmensa mayoría de los trabajadores ya se han manifestado en su contra. El gobierno ha debido darse vueltas de carnero en forma vergonzosa, ha debido cambiar de posición en forma brusca porque solo escucha a una organización.

No deslegitimo a la Central Unitaria de Trabajadores (CUT), porque es un sindicato; pero es uno. Existen muchos otros que no piensan como la CUT, pero no se los escucha.

Señor Presidente, hace cinco meses el gobierno defendió públicamente, en canales de televisión y a través de la ministra Javiera Blanco, el artículo que establecía que la huelga debe ser ejercida pacíficamente y la sanción correspondiente en caso de que se vulnerara dicho precepto. No leeré los argumentos que esgrimió la señora Blanco para defender esa norma, porque no está presente. Pero sorprende que los haya cambiado radicalmente en solo cinco meses. Ese cambio de opinión solo es explicable desde la irracionalidad. ¡Nadie puede, en cinco meses, pensar exactamente lo contrario respecto de un tema! Lo mismo hizo en relación con varias materias importantes.

El proyecto despachado por la Comisión de Trabajo es peor que el que ingresó. Lamentablemente, el gobierno deberá explicar muchos de los referidos cambios.

Quiero expresar que nuestra convicción es que Chile necesita una reforma laboral, pero que no esté secuestrada por un grupo de trabajadores que no representa a la inmensa mayoría de la fuerza laboral de nuestro país. Deseo que la reforma laboral se haga cargo de la gran desigualdad e injusticia que afectan a muchos trabajadores en Chile; pero el gobierno actúa secuestrado por la CUT.

-Manifestaciones en las tribunas.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Recuerdo a los asistentes a las tribunas que serán desalojados si hacen manifestaciones. 
El diputado señor Nicolás Monckeberg puede continuar con su intervención.

El señor MONCKEBERG (don Nicolás).- Señor Presidente, cuando hago referencia a estos cambios de actitud inexplicables, la conclusión es muy simple: el gobierno actúa secuestrado por la CUT. Cuando uno observa a quién representa la CUT, que tiene poder para lograr el cambio de ministros, para impedir que se nombre a un subsecretario del Trabajo y para que la ministra del Trabajo tenga que cambiar de opinión en menos de cinco meses, uno se da cuenta que representa a una minoría de trabajadores de Chile, por lo que no resulta explicable el poder que tiene, porque la inmensa mayoría de los trabajadores de Chile decidió libremente no afiliarse a la CUT; sin embargo, el gobierno se pone de rodillas ante dicha organización.

Creo francamente que no hay legitimidad para jugar y transar con el derecho de los trabajadores de Chile.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, por su intermedio saludo a la señora ministra del Trabajo, al señor subsecretario de esa cartera y, muy especialmente, a quienes nos acompañan en las tribunas, que son firmes luchadores por para lograr un mañana distinto. Ellos representan a los “secuestrados”, los trabajadores de Chile.

(Aplausos en las tribunas)

Y, por ellos, aquí también hay luchadores. 

Sin duda que los informes que nos han entregado nuestros colegas de las comisiones de Trabajo y de Hacienda, y el interesante aporte de la señora ministra del Trabajo, nos permiten tener una visión acerca de lo traumática y ardua que ha resultado la tramitación del proyecto en las comisiones especializadas. No se esperaba algo menor respecto de una iniciativa de esta envergadura, que ha sido y sigue siendo criticada por muchos. ¿A quiénes afecta? Todos lo sabemos. Y ha sido tratada como un retroceso en materia de derechos de los trabajadores. ¡Qué vergüenza! Lo que queremos para los trabajadores no es vergüenza, sino dignidad. 

Por eso estamos a favor de esta reforma laboral patrocinada por el gobierno de la señora Michelle Bachelet.

Señor Presidente, estamos en el siglo XXI. Queremos que todo Chile viva mejor. Por eso existe esta reforma; por eso, pido que no la dañen, por favor. Piensen en Chile.

Quiero resaltar tres puntos que me parecen interesantes del actual proyecto.

El primero dice relación con la llamada titularidad sindical, que no es otra cosa que afirmar que solo pueden favorecerse con los resultados de la negociación colectiva los trabajadores que pertenecen a la organización sindical que negoció, y que los trabajadores que están fuera de ella solo podrán acceder a esos beneficios cuando se afilien al respectivo sindicato. Con ello se evita la propagación de la práctica antisindical que hoy existe, y que el empleador haga efectivos los beneficios a todos los trabajadores cuando termine la negociación, como ocurre en la actualidad, lo que desincentiva la afiliación de los trabajadores a los sindicatos. 

Valoramos este punto, especialmente porque es parte del respeto que se merecen quienes construyen un país que hoy no es de todos, pero que esperamos que se transforme mañana en un Chile de todos.

Un segundo aspecto que creo que se debe rescatar es la prohibición del reemplazo de los trabajadores en huelga. Esta práctica, como se ha visto en las últimas huelgas en Santiago, tiende a provocar enfrentamientos. Además, al verse frustrado el objetivo de la huelga, muchas veces se sale del marco de la empresa y se afectan actividades de otros trabajadores y de la ciudadanía en general. 

La contraprestación a esta huelga sin reemplazo obliga a mantener servicios mínimos, cuyo alcance y contenido lo explicó el diputado informante de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, señor Lautaro Carmona.

Como tercer punto quiero destacar el hecho, por haberlo conocido muy de cerca, de que las empresas, especialmente las grandes, deben poner a disposición de los sindicatos la información contable relevante, a fin de que estos puedan negociar informadamente, no como ahora, que los trabajadores prácticamente negocian a ciegas respecto de la marcha de las empresas y de sus tremendas utilidades, porque, seamos claros, Chile es de unos pocos. Por eso estamos con esta reforma. 

Señor Presidente, el proyecto nos vuelve a la realidad, cual es que los trabajadores que ayer tuvieron todas estas garantías, hoy no las tienen. El gobierno de facto de la dictadura sepultó todos esos beneficios. Han pasado cuarenta años, pero recién hoy tenemos mayoría. 

Estamos luchando para que la iniciativa se transforme en una realidad. Con toda seguridad, creo que será aprobada por unanimidad, porque es de justicia y porque los trabajadores de Chile merecen más.

He dicho.

-Aplausos en las tribunas.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Lautaro Carmona.

El señor CARMONA.- Señor Presidente, antes de reivindicar algunos temas de fondo que contiene esta reforma, la cual califico como estructural respecto del modelo implantado a sangre y fuego por la dictadura, que incluye el plan laboral de José Piñera, establecido en 1979, en el que, tal como opinan algunos colegas de la oposición, era opcional si se podía estar o no sindicalizado, creo que es necesario hacerse cargo de la herencia de la dictadura que aún contiene la legislación chilena, en particular la legislación laboral. 

Como los trabajadores nunca han pedido ventajas, y siempre han luchado en función de una limpia conciencia respecto de los intereses y derechos de los que han sido privados por quienes ostentan el poder económico, el mérito de este debate es principalmente de los trabajadores organizados en sindicatos, de los trabajadores representados en federaciones y en centrales, principalmente la Central Unitaria de Trabajadores. Ahí está el mérito principal. Por ello, saludo a quienes los representan, que se encuentran en las tribunas, en el entendido de que están haciendo un acto de consecuencia.

(Aplausos)

Como dije, esta es una reforma estructural que, a mi juicio, la historia describirá también como histórica, porque, de suyo, constituye una reforma profundamente democrática, democratizadora y de justicia social. 

Los trabajadores, en un diálogo directo con los empleadores, con conocimiento de causa del estado de la empresa, por la información que debe entregar obligatoriamente el empleador, podrán acordar mejores condiciones salariales y de vida, desde el punto de vista laboral y para sus familias. Sobre esa base, se va a lograr el mejoramiento justo y necesario en esas condiciones y se va a atentar contra algo que parece divino e intocable: la brecha vergonzosa de la desigualdad, que tiene concentrada la riqueza en un puñado de “enviados” por no sé quién, que parece intocable, porque si se pretende tocar “desestabiliza” al país.

No, señores; el país se desestabiliza cuando se margina a sectores, cuando no se integra, cuando se excluye a los trabajadores de la riqueza que ellos mismos producen a nivel nacional. 

Por eso en esta reforma es tan importante la titularidad del sindicato, para que no sea el empleador el que elija, a dedo, un grupo negociador e imponga a todos los trabajadores las condiciones, a la medida del empleador, en que deben trabajar hacia el futuro. La titularidad sindical la quitó José Piñera. 

¡Vamos a ver si es tan insignificante el sindicalismo una vez que esta futura ley se empiece a aplicar! ¡Vamos a ver cuánto va a crecer el sindicalismo cuando los trabajadores sientan que es un instrumento eficaz y que a través de la negociación logran los propósitos justos que se proponen y que benefician a la mayoría!

Algunos dicen que producirá desempleo y creará desajustes desde el punto de vista de la economía del país. Que los trabajadores reciban un sueldo digno no puede atentar contra la vida en sociedad. Lo que sí atenta contra la sociedad es la concentración de la riqueza y la exclusión.

Ese diálogo será factible y vinculante, puesto que existirá un real derecho a huelga y no una frase folclórica que al final siempre era burlada de mil maneras por el empleador. Un derecho a huelga sin reemplazo del puesto de trabajo que verdaderamente sea un mecanismo de presión para que el empleador responda. ¿Por qué se tendría que calificar este mecanismo de presión como violento o no violento, pacífico o no pacífico? En absoluto. Este derecho a huelga es exactamente lo que es porque siempre el empleador o el patrón han necesitado mecanismos de presión para responder a las peticiones de mejoras salariales. Así ha ocurrido en la historia; no es un invento de hoy.

Por ello, si revisamos la titularidad, el derecho a huelga, los elementos que van complementando, incluidos los pactos de adaptabilidad, podemos concluir -lo digo desde nuestra mirada y lo dijimos en las conversaciones con el gobierno y en la comisión- que la iniciativa es perfectible. Es posible mejorar la legislación, pero será la propia lucha de los trabajadores la que va a contribuir a poner estos temas, una vez más, en la agenda del debate, que considere, por ejemplo, un piso salarial que incluya el IPC para futuras negociaciones, la negociación a nivel ramal, a nivel de federaciones y confederaciones, que multiplicaría la sindicalización y los beneficiados por este tipo de negociación, dada la nueva legislación.

Personalmente, espero que se reponga un punto, que estaba presente en el proyecto del Ejecutivo y era un compromiso de los parlamentarios de la Nueva Mayoría con el gobierno, que supuestamente no se afectaría. Me refiero a la gradualidad para llegar, en régimen, recién al cuarto año, a aplicar pactos de adaptabilidad con sindicatos con 30 por ciento de afiliación. 

Muchos se preguntan por qué hay gradualidad. Es necesaria la gradualidad, porque la legislación de José Piñera debilitó los sindicatos y es necesario fortalecerlos. Se dice que esta no es una reforma laboral de los trabajadores y de los sindicatos. ¡Sí, señores, es de los sindicatos, porque fueron los realmente asaltados y afectados por la legislación laboral del tiempo de dictadura! Por eso, si se cree que ese diálogo tiene que tener las proporciones exactas, se debe fortalecer los sindicatos.

Espero que en el debate que se realice en el Senado o en los próximos pasos que siga el proyecto, el compromiso del Ejecutivo se mantenga en que la globalidad de 60 por ciento a 30 por ciento en régimen sea la norma que definitivamente sea promulgada. 

Espero que así sea y, desde esa perspectiva, igualmente valoramos esta reforma como un gran paso conquistado por los trabajadores, encabezado, a honra nuestra, por el gobierno de la Nueva Mayoría, que dirige la Presidenta Michelle Bachelet.

He dicho.

-Aplausos.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra la diputada señora Marcela Hernando. 

La señora HERNANDO (doña Marcela).- Señor Presidente, todos mis antecesores, incluidos los diputados informantes y la señora ministra, han hecho referencia a que en la base de esta reforma se encuentra la desigualdad como uno de los principales problemas del país.

Me atrevo a decir que la desigualdad es el problema más importante que enfrenta Chile. “Los verdaderos sueldos de Chile” es el nombre de una investigación que realizaron durante 2014 los economistas Gonzalo Durán y Marco Kremerman, de la Pontificia Universidad Católica de Chile, que fue conocida en enero de este año. Entre sus conclusiones destacan que el 70 por ciento de los trabajadores chilenos gana menos de 426.000 pesos.

Se podría pensar que este alto porcentaje de trabajadores realiza su actividad laboral en la pequeña y microempresa. Sin embargo, cuando nos concentramos en los ocupados asalariados que están bajo este umbral de 426.000 pesos, se puede apreciar que 38,4 por ciento de ellos pertenece a la gran empresa y 17,3 por ciento, a la mediana empresa. Es decir, el 55,7 por ciento de los asalariados en Chile que gana menos de 426.000 pesos líquido trabaja en empresas de mayor tamaño.

Las cifras encienden las alarmas y van a la par de una deficiente distribución de ingresos y de los altos niveles de endeudamiento que enfrentan los chilenos, pues la nuestra es la deuda per cápita más alta de América Latina. 

Históricamente, en nuestro país los sindicatos y cooperativas cumplieron una importante función en el proceso de incorporación política, basados en el modelo del Código del Trabajo de 1931, que desapareció con la dictadura de 1973 y que fue reemplazado por el plan laboral de 1979, que es la base del modelo actual.

La dictadura disolvió estas estructuras intermedias, con consecuencias evidentes sobre la cultura política ciudadana. Por ejemplo, se prohibió una negociación más allá del nivel de la empresa; se excluyó de la negociación colectiva a los trabajadores con contrato de aprendizaje, a los de la construcción, a los de obras o faenas de temporada, a los que tienen responsabilidades administrativas o directivas, y a los del servicio público, entre otros. 

Se permitió el reemplazo de huelguistas, evitando la paralización efectiva, y se impidió que los nuevos afiliados sindicales recibieran los beneficios adquiridos anteriormente por el sindicato. 

La actual normativa, herencia del plan laboral de 1979, no pudo modificarse sustantivamente durante la transición a la democracia. 

Si Chile quiere convertirse en una sociedad con mayor equilibrio en materia económica y social, es imperativo que aborde esta deuda pendiente con los trabajadores, que en nuestro país totalizan 7.105.000 personas. De ellas, casi 4 millones tienen ingresos menores a 300.000 pesos líquidos, lo que equivale al 53,5 por ciento de los trabajadores chilenos, y el 56 por ciento, aproximadamente, de los asalariados en Chile gana menos de 426.000 pesos líquido y trabaja en las empresas de mayor tamaño. 

Aun más, cuando se analizan estos ingresos a la luz del poder adquisitivo y hablamos de paridad de poder de compra, nuestro país tiene la mediana salarial más baja, incluso, más baja que Bulgaria, Rumania y Letonia.

De acuerdo al informe de la OCDE de 2014, el 27,8 por ciento de las personas que viven en Chile reporta que sus ingresos no alcanzan para comprar alimentos. Algunos dicen que no es que se pague mal el factor trabajo, sino que este es poco productivo. Definitivamente, esto no es cierto. Lo que sucede es que en Chile el factor capital recibe mayor pago que el que corresponde de acuerdo a la contribución que hace a la generación de ingresos. 

La debilidad de los derechos colectivos de nuestro país puede apreciarse a partir de indicadores clave. En Chile, solo uno de cada seis trabajadores y trabajadoras pertenece a un sindicato, que es la institución de representación clásica encargada de velar por los derechos colectivos de aquellos.

Por otra parte, las condiciones normativas que rigen la huelga en Chile hacen que esta legítima herramienta de acción de los trabajadores no cumpla su función reequilibradora de la relación laboral en los hechos y no actúe como un factor de presión que mejore la condición negociadora de los trabajadores. Su desnaturalización la ha hecho prácticamente irrelevante.

Si bien es cierto a este proyecto le faltan elementos, esta reforma será un avance innegable, al hacer posible el ejercicio efectivo del derecho fundamental de los trabajadores a negociar con sus empleadores. En un plano de igualdad y con amplitud de facultades, se podrán alcanzar acuerdos sobre remuneraciones, organización de las jornadas de trabajo, distribución de esta, descansos, mecanismos de compensación y demás condiciones laborales. Esta reforma establecerá acuerdos sobre la base del diálogo, la cooperación y la buena fe, que disminuirá la confrontación, mejorará la productividad y generará mecanismos efectivos para lograr una mejor distribución de los frutos del trabajo. 

Estoy convencida de que esta reforma no solo será un aporte a la productividad, sino también al crecimiento y al desarrollo integral del país. Por ello, no cabe duda de que tendrá el apoyo que nuestro país necesita. 

Por supuesto, la bancada radical votará favorablemente este proyecto.

He dicho.

-Aplausos.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Patricio Melero.

El señor MELERO.- Señor Presidente, en primer lugar, saludo al ministro de Hacienda, señor Rodrigo Valdés; a la ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón; a la ministra secretaria general de la Presidencia subrogante, señora Patricia Silva; al subsecretario del Trabajo, Francisco Díaz; a la máxima dirigencia de la Central Unitaria de Trabajadores y a los diferentes representantes de sindicatos.

Hace seis meses iniciamos la discusión de esta reforma laboral. En ese minuto, la ciudadanía estaba dividida prácticamente en iguales porcentajes a favor y en contra de esta, en una proporción de 37 a 35. Han transcurrido seis meses, de los cuales cinco han sido de debate con una amplia difusión ante la opinión pública, y hoy la reforma laboral tiene un rechazo de 50 por ciento y una adhesión de solo 28 por ciento, según la misma encuesta.

En ese entonces, la Presidenta Michelle Bachelet gozaba de un alto apoyo ciudadano y de un menor rechazo. Hoy, en cambio, tiene 24 por ciento de aprobación y 65 por ciento de rechazo. Por su parte, su gabinete, encargado de impulsar estas reformas, tiene solo 18 por ciento de aprobación y 69 de rechazo.

¿Qué sucede en Chile? ¿Qué hace que las tres reformas emblemáticas del gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet: la tributaria, la educacional y la laboral, hayan llegado al peak del rechazo ciudadano? ¿Está equivocada la opinión pública chilena? ¿Están equivocados los trabajadores chilenos o falta información y difusión de parte del gobierno? Creo que la esencia del problema es que el gobierno de la Nueva Mayoría parte, en este y en otros proyectos de ley, con un diagnóstico equivocado, con un voluntarismo político y con una excesiva ideologización que los lleva a impulsar y a aprobar reformas -como, probablemente, lo veremos mañana- en la misma proporción, pero al revés, de la opinión ciudadana.

Me pregunto si es bueno que una reforma que va a afectar al mundo del trabajo tenga tan bajo nivel de consenso. Todo el sector empleador, desde la pequeña y mediana empresa hasta las grandes empresas, le ven más reparos que beneficios.

En palabras de la CUT, si esta reforma no tiene más reformas, entonces será un retroceso. Por otro lado, otras organizaciones de trabajadores también están disconformes con ella. 

Concordemos en que esta no es la gran reforma laboral que Chile necesita, que parta con un consenso mínimo, porque hoy no existe. Eso no es bueno para la estabilidad política, social y económica del país.

¿Por qué parte mal? Porque, además del rechazo ciudadano, comienza con un diagnóstico equivocado.

En ese sentido, tanto la Encuesta Nacional del Bicentenario, de la Universidad Católica y Adimark, como la última Encuesta Laboral de Chile (Encla), de 2011, nos dicen que cerca del 2 por ciento de los trabajadores percibe falta de diálogo de la empresa (Encla 2011). En cambio, el 72 por ciento de los trabajadores tiene confianza en su empresa, y el 78 por ciento percibe una actitud positiva o neutra de la empresa en la negociación (encuesta de la Universidad Católica y Adimark). Los trabajadores tienen una percepción positiva sobre el resultado de la negociación, porque 70 por ciento lo califica como bueno o muy bueno, según la encuesta Encla de 2011.

El crecimiento de la economía en los últimos treinta años es muy similar al de la masa salarial. En Chile, las remuneraciones han crecido por sobre el Producto Interno Bruto.

El 53 por ciento de los trabajadores prefiere ser emprendedor. El 80 por ciento disfruta lo que realiza. En cambio, solo el 5 por ciento de los trabajadores percibe una actitud negativa de la empresa, y el 1,7 por ciento advierte un conflicto frecuente en su empresa.

Asimismo, el 67 por ciento está de acuerdo con la extensión de los beneficios de la negociación, que justamente esta ley en proyecto impide que se haga si no llegan a un acuerdo los trabajadores y los empleadores. El 61 por ciento piensa que el trabajador debe poder elegir libremente sobre su opción de afiliación sindical; sin embargo, este proyecto establece la titularidad sindical y hace, sin duda, una sindicalización encubierta y obligatoria de los trabajadores de Chile, lo que afecta un derecho tan importante como la libertad del trabajador a no querer sindicalizarse, porque no le interesa, porque no está de acuerdo con la directiva o, sencillamente, porque quiere mantenerse independiente de una organización de esta naturaleza.

Finalmente, la última encuesta CEP, la más reputada de todas, señala que el 70 por ciento está de acuerdo con una mayor flexibilidad de la jornada.

No obstante, nada de esto se toma en cuenta en la elaboración del proyecto. Todo es rigidizar, menos flexibilidad, titularidad sindical para unos pocos y la obligación de pertenecer a un sindicato si se quieren obtener los beneficios.

Entonces, esta es una reforma laboral que comienza, en su esencia, mal planteada, porque va en contra del sentir ciudadano y del diagnóstico que tiene la sociedad.

Cuando lo que prima es el voluntarismo político, la ideología o el cumplimiento a ciegas de un programa de gobierno, entonces no se sorprendan del enorme rechazo ciudadano que están recibiendo. Por lo demás, 50 por ciento está en contra de esta reforma y solo 28 por ciento la apoya.

Invito a reflexionar sobre el país que estamos construyendo. Nada me gustaría más que se hicieran realidad todas las virtudes que ustedes le ven a esta reforma: que haya más equidad, más crecimiento, más empleo y más productividad.

Requerido sobre esta pregunta en la Comisión de Hacienda, no fue posible que el ministro de Hacienda nos diera una respuesta categórica respecto de si creía, realmente, que esta reforma laboral fuera a fortalecer la productividad, el crecimiento y el empleo en Chile. No lo contestó porque simplemente no lo sabe. 

¡Miren las cifras, honorables diputados: todos los indicadores económicos y sociales del país están cayendo! La productividad cayó, el crecimiento es cero y la importación de bienes de capital, de tractores y de camionetas, que se utilizan para trabajar y dar trabajo, también cae. Las exportaciones y las importaciones caen. El desempleo se mantiene, pero disfrazado con una curiosidad tremenda: 260.000 trabajadores en Chile dicen ahora que no quieren trabajar. ¡No trabajan porque no tienen empleo! El empleo de las mujeres también cae, y cada día los jóvenes encuentran menos alternativas de trabajo. Sin embargo, el voluntarismo político y de la ideología parece poder más que el sentido común. ¡Y por Dios que le falta sentido común a nuestro país en las horas que estamos viviendo!

Veamos específicamente algunos puntos de esta reforma que me preocupan. 

El primer concepto es que se trata de una reforma sindical a la negociación colectiva bien pensada para una economía cerrada, pero mal pensada para una economía abierta. Quizás es una reforma para los años 60 o 70, para las líneas de producción tradicionales, para los trabajadores que entraban a una empresa y hacían carrera en ella por treinta o cuarenta años. Nuestros padres decían: “Soy empleado bancario” o “soy empleado ferroviario”. Entraban jóvenes y jubilaban en la misma empresa; pero el siglo XXI es muy distinto. No es el siglo del empleo, sino de la empleabilidad, del que busca destrezas y capacitarse para encontrar nuevas fuentes de trabajo. 

Por eso en Chile la permanencia promedio en el empleo es de siete años. La antigua carrera laboral en una sola empresa no existe. ¡Hablen con los jóvenes de Chile! Quieren cambiarse de trabajo y buscar mejores alternativas, así como capacitarse, estudiar y trabajar. Las mujeres quieren criar hijos y trabajar. ¿Dónde están en esta reforma los incentivos a la contratación de mujeres? Tenemos bajos estándares de empleabilidad de las mujeres, de 46 o 47 por ciento. ¡Cero incentivo a la contratación de mujeres!

¿Dónde están los incentivos a la contratación de los jóvenes, que tienen las más altas tasas de cesantía? Cero incentivo para los jóvenes.

¿Dónde están las alternativas de trabajo para los que tienen capacidades diferentes? Cero alternativas.

¿Dónde están las alternativas de trabajo para nuestros adultos mayores que quieren prolongar, como lo hicieron hace cuatro o cinco años, el período de trabajo más allá de la edad de jubilación o reinsertarse en el trabajo porque las jubilaciones son miserables? Cero incentivos también para ellos.

Entonces, esta no es una reforma del siglo XXI, sino de las economías cerradas del siglo XX: poca flexibilidad y cero adaptabilidad, lo que no se compadece con la realidad de la sociedad actual, que es dinámica y busca más empleabilidad y mejores empleos.

El tema de la titularidad sindical tiene varios defectos. Primero, obliga al trabajador a sindicalizarse si quiere recibir los beneficios de la negociación. Me gustarían sindicatos capaces de seducir, de capturar y de dar buenas razones a los trabajadores para que se afilien y no obligarlos por la vía de acogerse a los beneficios que se negocian.

La titularidad sindical es una obligatoriedad encubierta que afecta el derecho esencial de un trabajador a pertenecer o no a un sindicato. Pero no es solo eso. Un diputado señaló que, en un principio, va a genera mayor sindicalización. No se extrañen de que, a la vuelta de algunos años, pasemos del 15 al 30 por ciento de sindicalización en el país.

El señor ORTIZ.- ¡Antes!

El señor MELERO.- El diputado Ortiz dice que ello ocurrirá antes. Ojalá que sea así. Pero me pregunto si esa mayor sindicalización realmente será consecuencia de un acto propio, de la independencia y de la decisión del trabajador de querer hacerlo o será producto de una obligación para obtener el beneficio. 

Ahora, desde el punto de vista de la equidad -que tanto les preocupa a algunos-, se va a ir produciendo una situación que considero no deseable: que en materia de distribución de las remuneraciones, progresivamente estas van a ir más hacia los sindicalizados, lo que producirá un desequilibrio. Será más oneroso tener empleados formales que informales. Por consiguiente, al inicio se va a producir un alza en las remuneraciones, pero después se producirá mayor igualdad en remuneraciones, porque no van a seguir creciendo en el tiempo. Adentro de las empresas se va a producir una situación odiosa entre los sindicalizados y los no sindicalizados, lo que, obviamente, será un factor de conflicto.

¿Qué va a pasar? Que la titularidad sindical puede llevar a que, en empresas grandes con más de un sindicato, las condiciones laborales de toda la empresa terminen siendo determinadas por el sindicato más grande, a pesar de que las distintas áreas pueden ser radicalmente diferentes. Se apuesta al promedio, pero no al incentivo, no al estímulo al trabajador que hace bien su trabajo, sino al sindicato más grande que negocia en una empresa.

A concsecuencia de la titularidad sindical, se va a producir un incentivo evidente a remunerar por productividad promedio entre trabajadores y dentro del ciclo, riesgo de prácticas antisindicales y piso mínimo. Sin posibilidad de que el empleador premie el esfuerzo individual, se dañan los incentivos a la eficiencia laboral y cae la productividad.

En materia de fin del reemplazo en huelga, quiero ser claro en señalar que me parece que la huelga es esencial en la relación entre trabajadores y empresarios; es un derecho que está en todos los códigos del trabajo y me parece fundamental su existencia. Reconozco que me habría gustado hacerle más difícil el reemplazo al empleador, que prohibírselo totalmente.

(Manifestaciones en las tribunas)

Pienso que, así como hoy tiene que pagar una multa de 4 UTM por cada trabajador que reemplaza, habría sido mejor elevar esa multa a 8 UTM o dar un plazo más difícil; en fin, se ha optado por el no reemplazo.

¿Saben qué pasará? Los quiero invitar a un minuto de reflexión, para que se pongan no solo en la perspectiva del trabajador, sino también en la del empleador…

-Manifestaciones en las tribunas.
El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- ¡Silencio en las tribunas, por favor!

Puede continuar, diputado Melero.

El señor MELERO.- Señor Presidente, si hay algo que hemos aprendido quienes hemos tenido el privilegio de ir a la Organización Internacional del Trabajo (OIT) es que todos los acuerdos que se adoptan en esa organización consideran tres partes: trabajadores, empleadores y gobierno. En la OIT no se puede aprobar nada que no tenga el apoyo de esas tres partes. 

Quiero invitarlos a reflexionar. Piensen en un mediano empresario -no en las grandes empresas ni en los más ricos, que se defienden solos- o en una mediana empresa de cien trabajadores.

El señor ESPINOZA (don Fidel).- ¡Corpesca!

El señor MELERO.- Diputado Fidel Espinoza, si quiere hablar de aportes, le cuento que el Partido Socialista fue el que recibió más plata de Soquimich.

¡Si quiere sacar cuentas de aportes, podemos hablar de eso!

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Diputado Melero, diríjase a la Mesa.

El señor MELERO.- ¡Señor Presidente, mire qué paradoja! El yerno de Pinochet y la empresa SQM -capturada por el Estado, según la izquierda- fueron los que más plata le dieron a la izquierda chilena. Me gustaría que solucionaran ese conflicto ético. En todo caso, ese no es el tema en discusión.

Quiero volver al ejemplo de la mediana empresa. A ese empleador que arriesga un capital, que debe vender, que debe competir y que quiere buenas condiciones laborales para sus trabajadores, hoy lo entregamos amarrado de manos a una situación compleja. Si le hacen una huelga, no podrá reemplazar trabajadores. Si después de quince días un trabajador quiere descolgarse de la huelga, no podrá hacerlo, porque se prohíbe el descuelgue. Si el trabajador dice que quiere volver a trabajar porque tiene que alimentar a sus hijos, se le dirá que no puede descolgarse de la huelga después de quince días. 

El empleador debe competir, entregar sus productos, respetar los derechos de sus consumidores y llevar adelante la empresa, pero le dicen: “Ahora solo tiene que negociar con el sindicato”. Si el empleador pregunta por los grupos negociadores, le dirán: “Se acabaron, señor. Ahora, simplemente, debe negociar con el sindicato”. 

Entonces, es muy difícil.

(Aplausos)

Aplaudan lo que hoy ocurre, porque estoy seguro de que el día de mañana nos vamos a lamentar. Tengo la certeza absoluta de que esta reforma laboral terminará afectando negativamente la productividad, el empleo y el crecimiento, porque parte de un diagnóstico equivocado.

(Manifestaciones en las tribunas)

También quiero abordar un aspecto que fue parte de las conversaciones. Me refiero a la nueva redacción de los servicios mínimos. 

Reconozco que en la nueva redacción se avanzó respecto de la inicial. El único contrapeso que existe para que no se paralice el país es que las organizaciones de trabajadores deben asegurar determinados servicios mínimos. El gobierno, probablemente con la intermediación…

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Señor diputado, se ha cumplido el tiempo definido por su bancada.

El señor MELERO.- Señor Presidente, mi bancada me ha autorizado para seguir con el uso de la palabra.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Muy bien, señor diputado. 

Puede continuar con el uso de la palabra.

El señor MELERO.- En lo que respecta a los servicios mínimos, la redacción final es mucho mejor para proteger los bienes e instalaciones de las empresas y atender las necesidades básicas de la población.

Pero tengo una preocupación: creo que, con el tiempo, el tema se va a judicializar, porque se amplía de forma tan sustancial la definición de servicios mínimos que, al final, más que constituirse en un mecanismo eficaz, terminará por generar jurisprudencia en los tribunales.

Por otra parte, quiero abordar una situación que, dadas las indicaciones del gobierno, considero un franco retroceso: la sanción a los sindicatos cuando se producen acciones violentas por parte de los trabajadores en huelga.

Miren lo que ocurrió la semana pasada con una de las líneas del Transantiago: los trabajadores en huelga han destruido más de quinientos buses. ¿Escucharon bien? Rayaron y rompieron ventanas; en resumen, destruyeron parcial o totalmente quinientos buses del Transantiago.

El gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet, con decisión, en la primera reforma laboral, dijo que las huelgas debían ser pacíficas. El gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet dijo, además, que el uso de la violencia y de la fuerza era una conducta antisindical. Sin embargo, un grupo de dirigentes manifestó que eso era criminalizar la acción sindical.

Después de haber leído ayer, en el diario La Segunda, declaraciones afortunadas del senador Juan Pablo Letelier, los invito a la reflexión y a abrirse a este tema. Tan importante como el derecho a huelga es que ello se haga en forma pacífica, porque, al final, lo que no debemos hacer es destruir el patrimonio de una industria, el patrimonio de todos los chilenos o comprometer gravemente al resto de la ciudadanía con serias dificultades producto de acciones violentas que van contra la esencia de las huelgas, que siempre deben desarrollarse de manera pacífica.

Aprendamos de la evidencia empírica. Desgraciadamente, Chile hoy está más violento y más intolerante. Las huelgas y los paros ilegales son el pan nuestro de cada día, y la violencia se ejerce sin contrapeso.

Por consiguiente, creo que se ha producido un franco retroceso en esta materia. Espero que las prácticas antisindicales y la restitución del proceso pacífico sean incluidas en el honorable Senado.

Tenía muchas cosas más por decir, pero terminaré mi intervención con el tema de la adaptabilidad.

Parece ser que los conceptos “adaptabilidad” y “flexibilidad” han sido demonizados, al punto de que no se pueden plantear en una discusión.

Al comienzo de mi intervención destaqué lo importante que es que, en el Chile del siglo XXI, las empresas tengan criterios de adaptabilidad respecto de la situación de tantos jóvenes, mujeres, especialmente dueñas de casa, que permitan a los sindicatos negociar no solo salarios, sino también jornadas de trabajo y otras cuestiones que les faciliten la adaptación a las condiciones de trabajo.

Con los diputados Osvaldo Andrade y Tucapel Jiménez, más los de la Alianza, logramos rechazar el artículo quinto transitorio, que establecía un quorum del 60 por ciento para que hubiera adaptabilidad, hasta un piso de 30 por ciento. Lo rechazamos transversalmente, y me alegro de que, al menos en ese punto, exista una visión más amplia. 

Sé que tanto al ministro de Hacienda como a la ministra del Trabajo y Previsión Social les preocupa que haya dinamismo. Por primera vez, en más de un año, hemos recuperado el discurso de la importancia del crecimiento económico del país. 

¡Por favor, honorable Cámara! ¡La madre de la clase media chilena es el crecimiento económico! Si no hay crecimiento, no hay trabajo; si no hay crecimiento, no hay oportunidades. Es ahí donde hay que poner el eje: en el crecimiento y en la productividad. Me alegro de que el ministro de Hacienda haya incorporado lo que él ha llamado un reequilibrio de esta reforma laboral, y haya dicho no a la negociación por rama, no a la indexación del IPC en la negociación, y haya planteado derechamente la importancia del crecimiento económico.

Por eso la adaptabilidad es tan importante. Seamos coherentes: si ahora estamos exigiendo 30 por ciento de acuerdo del sindicato para que haya adaptabilidad, ¿por qué no exigir a los sindicatos un quorum mínimo de representación? ¿Por qué exigimos 5 o 10 por ciento a los trabajadores para poder tener un sindicato y negociar por todos, pero para tener adaptabilidad exigimos 30 por ciento? Debería haber coherencia: 30 y 30 para todos. Igualdad para adaptarse; igualdad para negociar. Pero eso no se puede. Todo esto va en una dirección incorrecta.

Agradezco los cambios realizados por el gobierno en algunas materias. Respecto de lo que no logramos en la Cámara, espero que se pueda avanzar en el Senado.

Ahora bien, la opinión de la CUT es relevante e importante, y la respeto; no la comparto, pero la respeto, y me sentaré a conversar con sus dirigentes cada vez que sea necesario. La organización de los sindicatos es muy importante; pero nosotros tenemos una responsabilidad mayor: el bien común general de la nación, y de este debate tenemos que rescatar una reforma laboral que sea la reforma del siglo XXI; que tenga criterios de flexibilidad, de adaptabilidad, de derechos de los trabajadores, de negociación colectiva, de sindicatos fuertes, pero no impuestos, sino libremente generados por sus trabajadores; que entregue oportunidades de trabajo a las mujeres que lo necesitan, a los jóvenes que no lo tienen, a los 600.000 chilenos cesantes, a los millones de chilenos informales. 

Esa debe ser nuestra preocupación esencial, pero creo que esta reforma no va en esa dirección. Hago el esfuerzo por encontrarle más virtudes, pero le encuentro más defectos, razón por la cual voy a votar en contra.

He dicho.

-Manifestaciones en las tribunas. 

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- ¡Silencio en las tribunas!

Debo recordar a los asistentes a las tribunas que, de acuerdo al Reglamento, deben guardar silencio.

En el tiempo de la bancada del Partido Demócrata Cristiano, tiene la palabra el diputado señor Patricio Vallespín.

El señor VALLESPÍN.- Señor Presidente, hoy estamos analizando un proyecto importante para el desarrollo inclusivo de Chile. Esa es la verdad, más allá de que los parlamentarios de la derecha, como el diputado Melero, se esfuercen en argumentar que esta reforma no sirve a Chile, que es mala para los trabajadores, que afectará el crecimiento económico, que generará desempleo y nos traerá todas las penas del infierno.

Pero lo cierto es que toda su argumentación esconde una verdad absoluta y es un mal pretexto para disimular lo obvio: no quieren cambiar nada en materia de derechos colectivos, porque prefieren que los trabajadores sigan teniendo miedo a organizarse para defender sus derechos. ¡Esa es la verdad!

(Aplausos)

Sería bueno que el diputado Melero citara otras encuestas, como el estudio de la denominada “Comisión Meller”, que establece que a más del 60 por ciento de los trabajadores consultados les gustaría organizarse si existieran mayores derechos y no hubiera represalias por parte de los empresarios. Eso también lo dicen estudios serios en la materia. Por eso, siempre hay que ver la realidad tal cual es, y no solo argumentar lo que a uno le conviene.

En este sentido, la verdad es que, desde la recuperación de la democracia, hemos avanzado mucho en materia de democratización, como también en el ámbito laboral, en cuanto a derechos individuales de los trabajadores, e instalamos derechos fundamentales en las relaciones laborales. Pero también hay que ser sinceros y reconocer que, aunque hemos tenido avances en cuanto a derechos individuales, no se ha visto el mismo nivel de desarrollo en lo que respecta a los derechos colectivos. En los últimos 35 años no habíamos sido capaces de traer al Congreso Nacional, para un debate serio y con altura de miras, la discusión sobre un nuevo pacto en las relaciones laborales entre trabajadores y empleadores, pensado en el bien de los trabajadores.

Este nuevo pacto no solo es necesario dadas las añejas estructuras que nos rigen, sino fundamentalmente porque esas mismas estructuras nos han significado encarnar uno de los mayores lastres de nuestra sociedad: tenemos la tasa más alta de desigualdad entre los países de la OCDE, con los cuales tanto nos gusta compararnos.

¿Qué nos señalan las cifras? Que desde hace décadas somos el país de la OCDE que presenta mayor grado de desigualdad. En parte, esa deuda de nuestra sociedad se debe a las precarias y obsoletas normas de derecho colectivo que tiene nuestro país. Por eso estamos legislando para perfeccionar y mejorar los derechos colectivos de los trabajadores.

Quienes quieren continuar con el plan laboral de José Piñera y se oponen a legislar sobre esta materia, buscan perpetuar la desigualdad que ello ha generado. ¿Y quiénes son ellos? Nuestros colegas de derecha.

Esta situación estructural no nos permite avanzar como sociedad, limita nuestras posibilidades de crecimiento, hace sentir a nuestros compatriotas que sus esfuerzos no son compensados con un criterio de justicia y hace surgir el resentimiento y la conflictividad social y laboral. A la larga, esta situación enturbia el clima de inversión y se convierte en un lastre para el crecimiento de Chile. No es efectivo que la reforma laboral detenga el crecimiento del país; lo que sí es cierto es que, si no mejoramos las condiciones de derechos colectivos, el crecimiento en Chile nunca va a ser inclusivo.

Entendemos que la necesidad de fortalecer los derechos colectivos y de modernizar las relaciones laborales es fruto de un largo debate en el país. El informe de la “Comisión Meller” entregó muchas sugerencias, muchas de las cuales han sido incorporadas a este proyecto presentado por el gobierno de la Nueva Mayoría.

Porque hoy estamos en condiciones de avanzar y porque tenemos la convicción de que el país necesita dar un salto en la calidad de sus relaciones laborales y saldar una deuda con los trabajadores es que hoy estamos discutiendo este proyecto de ley, que inició su tramitación en enero de este año.

Nadie puede sostener que estamos sorprendiendo a algún actor del mundo empresarial o laboral con la presentación de este proyecto ni con el debate que se ha generado, pues sus ejes principales ya fueron anunciados en el programa de gobierno de la Nueva Mayoría y gran parte de sus contenidos han sido socializados y debatidos por un amplio ámbito de actores incumbentes en esta discusión. 

La apertura a un mundo más civilizado en materia de relaciones laborales nos ha revelado graves incumplimientos en el ámbito de los derechos colectivos, que tienen su origen en normas heredadas de la dictadura. 

El Código del Trabajo escasamente cumple hoy con los instrumentos internacionales ratificados por Chile en cuanto a derechos colectivos. Las observaciones de los órganos de control de la OIT han sido muy severas con nuestro país y señalan que estamos incumpliendo normas internacionales al amparar un sistema de relaciones laborales que permite la convivencia entre sindicatos y grupos espurios de trabajadores, como hoy ocurre con los grupos negociadores. Esta situación provoca que amplios sectores de trabajadores no tengan derecho a la negociación colectiva o se perpetúe un sistema que impide el derecho efectivo a huelga al establecer el reemplazo de los trabajadores en huelga por parte del empleador, pagando una suma de dinero o permitiendo el descuelgue de trabajadores en huelga. Se escudan estas graves faltas en un falso disfraz de libertad sindical. El diputado René Saffirio expresó exactamente lo que significa la libertad sindical, pero con relaciones laborales equilibradas y pensando en los trabajadores.

Este proyecto supera ampliamente esas faltas a las normas internacionales, así como a otras más, y lo hace al prohibir la convivencia de grupos negociadores con los sindicatos en las empresas en que estos existen. Por ello, establece que solo el sindicato podrá negociar, lo que dará certeza, estabilidad y permanencia a las relaciones laborales al interior de la empresa. No se trata de grupos que solo se juntan para un fin en particular, sino de una organización, el sindicato, que siempre está preocupado del bienestar de los trabajadores.

La iniciativa también amplía el derecho a negociar a quienes hoy el Código del Trabajo les prohíbe hacerlo, como los trabajadores por obra o faena transitoria, los trabajadores aprendices y buena parte de los trabajadores llamados eufemísticamente “de confianza”. Además, durante la huelga, prohíbe y establece como práctica desleal el reemplazo de trabajadores por parte del empleador. Adicionalmente, hay mejoras sustanciales en el procedimiento de negociación colectiva, se perfeccionan los instrumentos de mediación, se incorpora un real y efectivo derecho de información para los sindicatos y se establece un piso de negociación que pondrá a nuestras normas a la altura de una legislación que cumple con los estándares internacionales. Ojalá esto nos permita acercarnos a los estándares de la OCDE, con el fin de llegar, por lo menos, al 60 por ciento de cobertura de la negociación colectiva.

Este proyecto también se hace cargo de una proyección a futuro para nuestro país. Esta legislación debe servir a trabajadores y a empleadores para enfrentar las próximas décadas, de relaciones laborales complejas, porque van a existir incertidumbres en el mercado del trabajo. Vamos a tener un espacio de mayor equilibrio para que los trabajadores organizados en sindicatos puedan, sin temor, negociar colectivamente. 

Por eso, pediré votación separada del artículo quinto transitorio del proyecto, ya que considero que hay que avanzar gradualmente en los contratos de condiciones especiales. En ese sentido, este proyecto aporta de verdad para que los trabajadores, a través de su organización representativa, que es el sindicato, puedan negociar en mejores condiciones.

He dicho.

-Aplausos.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Roberto Poblete.

El señor POBLETE.- Señor Presidente, en primer lugar, saludo a todos los dirigentes sindicales y a los trabajadores presentes en las tribunas.

En el programa de la Presidenta Michelle Bachelet existen reformas que son de la máxima importancia para el destino de los millones de trabajadores que hoy mueven a Chile, como, por ejemplo, la que estamos discutiendo, que introduce modificaciones al Código del Trabajo. Esta reforma busca morigerar en algo los efectos feroces del código laboral neoliberal heredado de la dictadura, que dejó, entre muchas otras pérdidas, sin derecho a huelga efectiva a todos los trabajadores del país, quienes han sido el puntal sobre el cual se ha construido el país moderno que tenemos hoy. 

Basta hacer una retrospectiva. En el presente hay cientos de miles de trabajadores sin mayores derechos laborales que los que brinda un débil Código del Trabajo, los cuales han sido obligados a cotizar en las administradoras de fondos de pensiones, las que han acumulado cientos de miles de millones de dólares y han contribuido a formar un gigantesco mercado de capitales que invierte en las más diversas empresas, que renta formidablemente para sus dueños, pero que, sin embargo, entrega pensiones de hambre a miles de chilenas y de chilenos. Si no fuera por el pilar solidario implementado en el anterior gobierno de nuestra Presidenta, la catástrofe previsional en la primera gran masa de pensionados del sistema de AFP sería total. 

Otro tanto ocurre con las isapres, que han acumulado inmensas ganancias con altas cotizaciones, pero que no se reflejan en las prestaciones de salud que los chilenos necesitan. Ellas buscan jóvenes de altos ingresos y sin siniestralidad, pero dejan afuera a embarazadas, ancianos y niños, salvo que les paguen altísimos planes de salud. Asimismo, modifican unilateralmente los contratos de prestación de servicios de salud, entre otras tantas cosas. Si no fuera porque los tribunales de Chile han ido corrigiendo los enormes abusos que cometen, estaríamos en el peor de los mundos en materia de salud privada.

Por eso, el que hoy nuevamente busquemos corregir las enormes inequidades que nos dejó por herencia el Código del Trabajo de 1980 no solo nos debe llenar de alegría y de esperanza, sino que además nos pone un desafío enorme, cual es recuperar el tranco modernizador, pero a la vez reformista, que Chile necesita. 

Por eso, nos debe mover a orgullo la idea fundamental de este proyecto, que es actualizar nuestro sistema de relaciones laborales para garantizar un adecuado equilibrio entre las partes, con pleno respeto a la libertad sindical, tan vapuleada en nuestro ordenamiento jurídico. A pesar de los errores, de las dificultades y de todas las campañas políticas y comunicacionales que tengamos en contra, vamos avanzando.

Hoy, en un Chile del siglo XXI, la democracia no puede estar limitada al ejercicio de las libertades civiles y políticas; también conlleva el compromiso de todas y de todos para el ejercicio pleno de los derechos económicos, sociales y culturales, entre los que se encuentran las libertades sindicales. 

La organización de los trabajadores en sindicatos y órganos superiores de representación es fundamental para formular propuestas destinadas a participar de los frutos del crecimiento económico de las empresas. Además, es la manera inteligente y contemporánea de conseguir una sociedad más justa, solidaria e igualitaria.

Por más de treinta años nuestro país ha vivido con una mordaza sindical para evitar la proliferación de conflictos. Esa política de evitar conflictos por la vía de taparlos, negando derechos universales, solo esconde mecanismos institucionales no adecuados para su resolución acertada, democrática y justa, ya que los conflictos recrudecen de igual forma, proliferando el descontento y la sensación de impunidad entre los trabajadores que ven cómo sus demandas y sus peticiones son palabras sin valor que carecen de todo poder negociador.

El contrato social debe reconocer toda la gama de derechos sindicales, pues el bien común pasa, sin duda alguna, por el bienestar de los trabajadores, y este se cimienta en la mejora de las condiciones de trabajo y de vida de la población. Es parte legítima del pacto social admitir la diversidad de intereses, la redistribución del producto económico y la solución de los conflictos y de las controversias con pleno respeto de los derechos fundamentales.

Por eso celebramos que se nos plantee, como cuerpo legislador, una ampliación de la cobertura de la negociación colectiva a trabajadores que hoy están excluidos de ejercer ese derecho, eliminando parte de las prohibiciones y exclusiones que hoy existen. Lo mismo respecto de los trabajadores sujetos a contrato de aprendizaje.

Argumentos, razones y buenas intenciones sobran. Es el momento de pensar en los trabajadores, de entender al Chile constructor de su futuro. Es, quizá, el instante de que la patria mire hacia adentro, preocupándose del futuro de sus habitantes.

He dicho.

-Aplausos.

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- Tiene la palabra, hasta por cuatro minutos, el diputado Bernardo Berger.

El señor BERGER.- Señor Presidente, quiero saludar a la ministra del Trabajo y Previsión Social, al subsecretario del Trabajo, a las y los colegas y a quienes nos acompañan en la tribuna.

Me preocupa la evolución que ha tenido esta reforma, al igual como ha ocurrido con la educacional y la tributaria. Todos estábamos de acuerdo en generar cambios beneficiosos en el país para acortar las brechas de desigualdad. El problema está en que, a la hora de entrar al área chica, vemos que lo presentado por el Ejecutivo al Congreso Nacional tiene poco o nada que ver con el espíritu de transformación que anhela el país.

Particularmente en la reforma laboral, el Ejecutivo, una vez más, elude los temas de fondo y en vez de generar una batería de modificaciones que apunten a mejorar las relaciones laborales entre empleador y trabajador, sin herir el crecimiento económico, la inversión y el empleo, presenta una iniciativa acéfala y extraña, que, finalmente, termina atentando contra el empleo, que es precisamente lo que hay que proteger.

Me preocupa la falta de matices, diferenciaciones y reconocimientos a los diferentes campos productivos, cuyas realidades en materia laboral son absolutamente distintas. En especial me inquieta sobremanera el problema que se va a generar en el sector de la construcción. Cabe mencionar que del total de la inversión que realizan todos los sectores productivos del país, el 64 por ciento se destina a construcción. Por lo tanto, no es un tema menor y nos invita a estar atentos, porque se trata de un área sensible a las variaciones del mercado y a las políticas públicas erráticas, que es lo que sucede en este caso.

La reforma laboral, tal cual está planteada hoy, significa, por ejemplo, no reconocer que la construcción en Chile emplea al porcentaje de la población con menor acceso a la educación, y, por consiguiente, con menor nivel de especialización. Capta al que busca trabajo por primera vez, sin tener un nivel de formación que lo avale. Las cifras indican que uno de cada tres trabajadores de la construcción nunca estudió o solo cuenta con educación primaria.

Otra variable es que este proyecto desconoce la forma de vinculación laboral que existe hoy entre empleador y trabajador. Es sabido que existe un porcentaje importante de microempresas y microemprendimientos que son contratados por periodos muy breves y puntuales -por obra o faena-, alimentando la relación de carácter contractual transitorio que termina por satisfacer las necesidades de construcción del país.

Esta reforma, según información oficial de la Cámara Chilena de la Construcción, afectará a microempresas y pymes que emplean al 81 por ciento de los trabajadores del sector, los cuales tienen una muy baja posibilidad de reconversión laboral y de incorporarse a otras áreas productivas de la economía. 

Este proyecto de ley discrimina entre trabajadores sindicalizados y no sindicalizados, dejando a estos últimos supeditados a las decisiones de los primeros. Se privilegia a una minoría en desmedro de una mayoría que no necesariamente se siente interpretada. Dado lo anterior, el proyecto incentiva artificialmente la sindicalización.

La iniciativa significa un claro desincentivo a la contratación de trabajadores y un fuerte estímulo al uso de la tecnología. 

Señor Presidente, insisto, a esta reforma, al igual que a otras, le faltó no una, sino varias vueltas de tuerca para responder realmente a lo que Chile necesita en materia laboral, sin afectar a los trabajadores, a las pymes, al crecimiento, a la inversión y, en definitiva, al empleo.

Creo que una vez más estamos corriendo serio riesgo de que este proyecto impacte negativamente en las relaciones laborales en lugar de favorecerlas. Lo peor de todo es que no ataca el problema de fondo, cual es la desigualdad en Chile.

He dicho. 

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Pepe Auth.

El señor AUTH.- Señor Presidente, comparto la observación del diputado Patricio Melero, en el sentido de que esta debió ser una reforma del siglo XX. Claro que el diputado Melero no señaló, a renglón seguido, que la razón por la que no se llevó a cabo en esa época se debió, en primer lugar, a diecisiete años de una dictadura feroz y, en segundo lugar, a una Alianza por Chile sobrerrepresentada en este Parlamento, que impidió cualquier reforma laboral imaginable.

En segundo lugar, disiento del diputado Melero respecto de su diagnóstico, porque arranca de la idea de que los trabajadores son seres que están esperando condiciones para destrozar al empresario y el desarrollo empresarial. Eso me hace pensar que no le han servido de nada las frecuentes visitas anuales a la OIT, donde se ha encontrado con un desarrollo empresarial moderno, que acepta la existencia de sindicatos poderosos con derecho efectivo a huelga, y con una distribución de los excedentes de la producción mucho más justa. 

Ahora bien, a mi juicio, hay tres instrumentos principales para reducir la desigualdad, objetivo principal de este gobierno. Primero, mayor solidaridad tributaria -en ese sentido, llevamos a cabo una reforma que consiste en que los que tienen más, paguen proporcionalmente más-; segundo, inversión en oportunidades igualitarias en educación, y tercero, reducción del desequilibrio entre el capital y el trabajo, con el fin de que la distribución de los excedentes de la producción sea mucho más justa. La Presidenta Bachelet y el gobierno de la Nueva Mayoría están cumpliendo sus compromisos en estas tres materias.

Los voceros del empresariado han expresado acá temor ante una sociedad más igualitaria. La paz social, el desarrollo y la felicidad individual son mayores en sociedades con menos diferencias sociales; es un hecho de la causa. Si comparamos empresas con sindicatos con empresas sin sindicatos, todos los factores de desarrollo empresarial son mejores en las primeras.

Siento -imagino que es un sentimiento compartido, por lo menos en estas bancadas del Parlamento- que estamos pagando una deuda de muchos años. Desde 1990 hemos gobernado 21 de 25 años. Con todo, las tasas de sindicalización y las tasas de negociación colectiva son demasiado similares a las de 1989, último año de la dictadura. ¿Por qué? Porque no pudimos ni tuvimos el coraje de tocar los nervios que explican que no se haya desarrollado el sindicalismo y que se haya restringido la negociación colectiva al punto que observamos hoy. Ahora estamos tocando esos nervios. 

El primero de ellos es la sindicalización. Al respecto, me pregunto qué incentivo tiene un trabajador para afiliarse a un sindicato. Todavía existe persecución sindical. Eso lo saben los compañeros que nos acompañan en las tribunas.

(Aplausos)

Todavía hay persecución sindical y todavía en los trabajadores hay temor de afiliarse a un sindicato. ¿Qué incentivo puede existir para afiliarse a un sindicato si basta con conformar un grupo negociador ocasional para negociar con el empresariado? ¡Eso no existe en ninguna parte del mundo! Al menos no existe en los países que integran la OIT. Para eso existen los sindicatos, actores estables y duraderos que cuentan con programas, plataformas y rinden cuenta de su gestión.

¿Qué incentivo puede haber para afiliarse a un sindicato si sin pagar cuotas, sin comprometerse, sin asistir a reuniones, sin correr ningún riesgo, los trabajadores no sindicalizados reciben por extensión los beneficios sancionados por el empresario? ¿Cómo pretendemos tener un país con más sindicalización si no establecemos la titularidad sindical?

Por eso les digo a las bancadas de enfrente que asuman su contradicción. ¿Quieren un país con menos sindicalización o no quieren titularidad sindical?

Mañana, a la hora de la votación, la línea divisoria va a separar a quienes prefieren empresas sin sindicatos o con sindicatos débiles, de los que pensamos que todos los trabajadores deben estar sindicalizados y tener derecho a huelga efectiva; a quienes pensamos que el desarrollo y la paz social son duraderos cuando se amplían los derechos sociales, de los voceros de un empresariado que quiere mantener la relación tremendamente asimétrica que hoy existe entre el trabajo y el capital.

He dicho.

-Aplausos.

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Gaspar Rivas.

El señor RIVAS.- Señor Presidente, se supone que cualquier persona bien intencionada y bien nacida debe estar a favor de una reforma laboral que otorgue derechos más justos a los trabajadores. Desgraciadamente, esta reforma, más que laboral, es empresarial, porque no está beneficiando a los trabajadores, sino a los empresarios.

¿Es un invento mío? Para nada. El pasado 1° de mayo, sin plegarse a la marcha de la CUT y del gobierno, marcharon miles de trabajadores que saben que esta reforma los va a perjudicar. Obviamente, esa marcha fue totalmente invisibilizada por el gobierno y por la prensa.

Aquí, la derecha y la izquierda están trabajando absolutamente unidas. Los empresarios gritaron y patalearon, porque tienen que hacer su show. La derecha va a decir que aquí se va a afectar el crecimiento económico y el empleo. Hace rato que no me compro ese cuento. ¡Basta ya de crecimiento económico hecho a costillas de los trabajadores! 

Por su parte, la izquierda también está traicionando las justas reivindicaciones de los trabajadores. Ya bien lo decía el poeta Nicanor Parra: la derecha y la izquierda unidas jamás serán vencidas. Mientras la derecha explota a los trabajadores, la izquierda les miente y los engaña.

¿Cómo puede ser buena una reforma si no considera a casi tres millones de trabajadores que forman parte de las pymes? Además, establece que las huelgas deben ser pacíficas. Un dirigente sindical que se para frente a un bus que trae a quienes reemplazarán a los trabajadores en huelga, por el solo hecho de hacerlo, puede perder el fuero. Luego ese dirigente denunciará ese hecho como práctica antisindical. ¿Y qué pasa con los rompehuelgas? Los rompehuelgas los deben poner los propios sindicatos, con lo cual se “autoaserruchan” el piso.

¿Qué ocurre con los convenios colectivos, que fue un arma del plan laboral de Piñera? Aquí no son tocados.

¿Qué pasa con la negociación por rama? No será concedida a los sindicatos. ¿Y con el pacto de adaptabilidad? El sindicato con los trabajadores pueden pactar una jornada de trabajo incluso más alta que la legal. 

Por lo tanto, no puedo estar de acuerdo con esta farsa antiobrera. 

Quiero dar un mensaje a los trabajadores: únanse; sean hoy más hermanos que nunca, porque la lucha de los trabajadores, la lucha de la clase trabajadora es lo único que les permitirá acceder a las justas reivindicaciones que defienden con dignidad. Rebélense; salgan a la calle; marchen en contra de esta estafa.

Los están engañando; no es una reforma laboral, es una reforma empresarial.

¡La derecha y la izquierda unidas jamás serán vencidas!

Votaré en contra este proyecto de ley.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Sergio Aguiló.

El señor AGUILÓ.- Señor Presidente, a comienzos de este año estuvo en Chile uno de los economistas más famosos del mundo. Me refiero al francés Thomas Piketty, quien ha realizado importantísimos análisis acerca de la distribución de la riqueza en el mundo. Sobre el particular ha dicho que, de las distintas formas de medirla, hay un parámetro que radiografía muy bien las sociedades. Se trata de aquel que mide cuánto se lleva el 1 por ciento más rico de la población.

De acuerdo a ese parámetro, Piketty señaló que Chile es el país más desigual del mundo. No dijo que fuera uno de los diez países más ricos del mundo, ni tampoco uno de los diez países más desiguales del mundo, sino -repito- el más desigual de la Tierra, donde el uno por ciento más rico de la población se lleva el 35 por ciento de todo lo que produce el país.

Entonces, cómo no va a ser importante una reforma laboral que le dé posibilidades de negociación colectiva y organización sindical a los trabajadores de Chile.

Quiero detenerme en una paradoja.

En paralelo estamos estudiando una iniciativa para, por fin, terminar con los aportes reservados dirigidos a quienes quieran ser candidatos a cargos de representación popular. Hay una relación directa entre los aportes reservados que recibe el 1 por ciento más rico y la forma en que se va a votar este proyecto. Señor Presidente, le aseguro que ninguno de los candidatos que recibieron sobre 100 millones de pesos va a votar a favor de la reforma laboral. Es más, todos los que recibieron más de 100 millones de pesos de ese uno por ciento más rico van a votar en contra de la reforma laboral. Me refiero a quienes aparecen en la lista oficial entregada por el Servel.

El diputado Nicolás Monckeberg decía que este gobierno está secuestrado por la CUT. ¿Sabe usted cuál es la verdad? Que este Parlamento tiene al menos la mitad de sus parlamentarios secuestrados por el gran empresariado nacional, por lo que aspiro a que, de una vez por todas, este Parlamento esté libre de influencias y libre de empresarios, y tengamos, alguna vez, parlamentarios que puedan mirar a la cara a la gente.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- En el tiempo de la Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el diputado señor Jaime Bellolio.

El señor BELLOLIO.- Señor Presidente, en ocasiones pareciera que estuviéramos en un documental de los años 60 o 70, en ese mundo monocromático en donde o estás conmigo y crees exactamente lo que yo pienso, o tengo que anularte. Quienes no nacimos en esa época, sino en los 80, no lo vemos así.

Tal como ha ocurrido en el debate de otros proyectos de ley, escuchamos discursos grandilocuentes sobre las maravillas y virtudes de esta iniciativa, que casi pareciera haber sido escrita por ángeles. Otros hablan de cómo con este cambio ahora sí tendremos derechos laborales, como si en los últimos 25 años todo hubiera estado mal y, por ende, deberíamos derrumbar todo para volver a construir, pero con las antiguas y fracasadas utopías, esas que viven de la desconfianza, del conflicto, de la deshumanización.

Hace muchos años, James Madison escribió en El Federalista que si los hombres fueran ángeles, el gobierno no sería necesario, y si los ángeles fueran a gobernar a los hombres, los controles externos o internos no serían necesarios.

Ya casi da vergüenza decirlo, pero, obviamente, no somos ángeles ni, por supuesto, estamos gobernados por ellos. Entonces, necesitamos reglas claras que reconozcan y protejan nuestros derechos. Por cierto, este proyecto no es ninguna maravilla ni menos angelical.

Soy de los que creen que la Constitución y las leyes se originan para reconocer nuestros derechos, poner límites al poder del Estado y que exista equilibrio de poderes. De ahí se deduce que sí es necesaria una regulación de la legítima negociación entre los trabajadores y quienes dirigen las empresas, porque debe haber un adecuado equilibrio para que dicha negociación sea justa.

Por lo mismo, son de gran valor los sindicatos, la negociación colectiva y el derecho a huelga; pero de ello no se deduce que cualquier regulación sea buena o que cualquier cosa que se nos ocurra beneficiará a los trabajadores, en especial las grandes proclamas que hemos escuchado, que son completamente vacías, como la lógica del conflicto profundo, de la lucha de clases, de casi una guerra al interior de cada empresa, porque es precisamente esa lógica la que demuele, la que detiene, la que perjudica a los trabajadores.

Valoro profundamente las organizaciones libres de personas, más aún cuando tienen un fin específico, como ocurre con los sindicatos, cuyo objetivo es velar por el bienestar de los trabajadores a los que representan, aunque esto le molesta mucho a un grupo de personas: a quienes quieren utilizar a los sindicatos como instrumentos partidistas, a quienes quieren utilizar a los trabajadores, en vez de velar por sus derechos y su bienestar.

La lógica del conflicto profundo es, además, equivocada. Los trabajadores y las empresas se necesitan mutuamente. Esto es casi obvio, porque si no hay empresas, difícilmente habrá sindicatos; si no hay un justo equilibrio, se perjudica a los trabajadores o se perjudica a la empresa y, por lo tanto, a los mismos trabajadores. Una empresa no puede existir sin su trabajo.

Aquí se ha dicho que no importa cuánto crezcamos, que solo hay que redistribuir. Esa es la lógica de la mediocridad, del retroceso, fracasada en el mundo entero. Por eso considero que lo que se plantea es una reforma retro.

Es claro que la sociedad ha cambiado y que muchas empresas no han entendido o no se han ajustado a los nuevos tiempos. No basta con maximizar la última línea en el corto plazo, sino que debemos pensar en un crecimiento sostenible y sustentable, que mire el mediano y el largo plazo, que cree valor en vez de solo acumular.

Así, la preocupación por el medio ambiente, por los trabajadores, por la familia de los trabajadores, por el barrio en donde se encuentra, por la sociedad en la cual se enmarca, no es responsabilidad social empresarial; es parte de la esencia de la empresa.

Por lo tanto, sí debemos ajustar nuestras reglas laborales, pero atendiendo el equilibrio y la modernidad; el futuro, no el pasado.

Se ha dicho además que con este proyecto de ley Chile se pone al día respecto de los tratados internacionales que ha suscrito. Sin embargo, el pasado fin de semana el profesor Hernán Salinas nos recordó que la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos establecen el derecho a asociarse libremente con fines sindicales. La Declaración Universal de Derechos Humanos establece que nadie podrá ser obligado a pertenecer a una asociación. Por otra parte, el Protocolo de San Salvador, adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de derechos económicos, sociales y culturales, declara que nadie podrá ser obligado a pertenecer a un sindicato. Y por si fuera poco, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha expresado que la libertad de asociación supone que cada persona pueda determinar, sin coacción alguna, si desea o no formar parte de una asociación.

El profesor Salinas agregó que este proyecto de reforma laboral limita la negociación colectiva a los sindicatos cuando ellos existan en una empresa, e impide que los beneficios obtenidos por estos en dicha negociación sean traspasados a los trabajadores no sindicalizados. Ello vulnera, en opinión del profesor Salinas, la esencia del derecho a la libertad sindical y la libertad de asociación. Además, entra en contradicción con principios fundamentales del derecho internacional en materia de no discriminación e igualdad ante la ley.

Vivimos un momento de crisis de poder, con instituciones que no responden como deben. A eso se suma que hay quienes plantean que hay que “retroexcavar” Chile, que hay que terminar con el progreso alcanzado a la fecha y, por lo tanto, que todas las reformas que se hagan deben ser revolucionarias, en vez de evolucionarias. En vez de evolucionar, quieren ir a lo retro. Eso ha afectado el crecimiento, la capacidad del Estado de poner foco en los más vulnerables. No creceremos más de 2,5 por ciento, se están perdiendo empleos, baja la inversión, las expectativas se desploman.

Señor Presidente, ¿necesitamos nuevas y mejores leyes laborales que protejan a los trabajadores, establezcan un justo equilibrio y miren hacia el futuro? Por supuesto que sí, pero esta no es esa ley.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor José Miguel Ortiz.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, el gobierno de la Nueva Mayoría se comprometió a nivelar la cancha en el ámbito laboral, promoviendo un proyecto de ley que fortalezca la negociación colectiva en las empresas y donde el sindicato tenga la titularidad de la negociación reglada de las condiciones de trabajo.

Las relaciones laborales en nuestro país presentan una fuerte asimetría, pues el empleador saca la mejor parte y la situación de los trabajadores, en un alto porcentaje, es de alta precariedad. Por ejemplo, en lo salarial, el 75 por ciento de la fuerza laboral del país, nuestra patria, gana menos de 520.000 pesos mensuales.

Modernizar las relaciones laborales es apostar a que haya más negociación y diálogo en las empresas, para que puedan pactarse mejores contratos colectivos, que las ganancias en productividad se traspasen a salarios y que predomine una nueva cultura laboral, con más cooperación que conflicto.

Estos razonables objetivos de una legislación laboral moderna fueron desestimados por los gremios empresariales, que descalificaron el proyecto de ley gubernamental desde el primer día, cuestionando el mayor protagonismo de los sindicatos. Su principal crítica es que se trata de una reforma prosindical que no se preocupa por fomentar más empleos. 

No es casualidad, entonces, que nuestros colegas de la UDI que integran la Comisión de Hacienda toquen siempre el tema de la productividad, olvidándose de los trabajadores.

Claramente al empresariado y a los ejecutivos de empresas no les gustan los sindicatos ni que los trabajadores se organicen para negociar contratos colectivos de trabajo; al contrario, este seudoempresariado moderno, como no quiere sindicatos, prefiere a los trabajadores atomizados en grupos negociadores, sin peso en el mundo social y menos con poder de representación en las empresas.

Nuestro empresariado debiera aprender de los países desarrollados, donde la negociación colectiva y la presencia de organizaciones sindicales importantes son parte del paisaje de una sociedad moderna y más productiva.

No se puede alcanzar un desarrollo más inclusivo sin innovaciones en las empresas en un marco de acuerdo y diálogo con los sindicatos, como plantean los pactos de adaptabilidad que promueve el proyecto en debate. Nunca alcanzaremos el estatus de país desarrollado con una clase empresarial que desconfía y busca anular a los sindicatos.

Las empresas más innovadoras son aquellas en las que hay inversión en capital humano, los trabajadores están en permanente capacitación, los salarios crecen según la productividad alcanzada y en las que se cuenta con negociación colectiva reglada entre empleadores y sindicatos.

El sindicalismo también tiene una enorme responsabilidad en orden a generar los liderazgos que repotencien la acción sindical por la vía del diálogo con quienes corresponde.

La nueva legislación potenciará el rol de las mujeres en el sindicalismo, ya que establece el deber de que estén representadas en las directivas sindicales. 

Hay que ser muy claros: estamos en presencia de un proyecto de ley de reforma laboral que quiere hacer justicia en muchos ámbitos.

Hoy, no más del 12 por ciento de los trabajadores está sindicalizado. ¿Por qué no lo está el resto? Precisamente, porque hay empresarios que no lo quieren.

Necesitamos sindicatos fuertes; necesitamos que esta iniciativa se promulgue como ley de la república; necesitamos una visión moderna, del siglo XXI, para hacer justicia en estas materias.

Al sacar adelante la reforma laboral daremos cumplimiento a los compromisos del programa de la Presidenta Michelle Bachelet.

He dicho.

-Aplausos.
El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada Denise Pascal.

La señora PASCAL (doña Denise).- Señor Presidente, esta mañana hemos escuchado a los representantes de la oposición, en especial de la UDI, sostener que la reforma laboral prácticamente va a destruir la economía de nuestro país. Pero el propósito del proyecto busca todo lo contrario: establecer relaciones laborales modernas, justas y equilibradas entre las partes, en las que predomine el diálogo, el acuerdo combinado y los objetivos de equidad, de eficiencia y de productividad.

Desde esa perspectiva, si existe equilibrio entre el trabajador y el empresario durante la negociación, la empresa podrá desarrollarse mejor, pues no cabe duda de que cuando los trabajadores están tranquilos y contentos, producen mucho más. En consecuencia, la empresa producirá más y la economía de nuestro país crecerá.

El diputado Patricio Melero dijo que en la Comisión de Trabajo, a la cual pertenezco, logramos que del concepto “huelga pacífica” se eliminara el término “pacífica”. Considero que ese cambio constituye un gran avance en orden a creer en los trabajadores y trabajadoras de nuestro país, en sus capacidades para sostener una conversación con los empresarios al mismo nivel y desarrollar la huelga de manera responsable. 

No hay duda de que si los empresarios tratan mal a sus trabajadores, la respuesta será negativa. Por lo tanto, sigo insistiendo, no necesitamos explicitar que la huelga debe realizarse “pacíficamente” y agregar otros términos para que los trabajadores y trabajadoras de nuestro país se desarrollen en un mismo nivel con los empresarios y lograr que las empresas respondan.

Sostuve que no hay sindicalización en Chile y la razón es clara: hay temor entre los trabajadores. ¡Hay terror entre los trabajadores! Por ejemplo, en mi zona, la empresa Agro Tantehue está despidiendo de diez en diez a los trabajadores sindicalizados, porque en dos meses más se iniciará el proceso de negociación colectiva de Agrosuper. Para debilitar a los sindicatos, ¿qué mejor que desvincular a los sindicalizados y dejar a los que no lo están?

El proyecto se convertirá en una ley clara que nos permitirá recuperar lo que teníamos antes de la dictadura: sindicatos fuertes capaces de pararse a un mismo nivel frente a los empresarios. En consecuencia, los trabajadores se desarrollarán, como antaño, amparados en la continuidad laboral.

Por su intermedio, señor Presidente, quiero decir al señor Patricio Melero que hoy no hay continuidad laboral, porque los empresarios no quieren, pues no les conviene que los trabajadores se capaciten para obtener mejores puestos en sus empresas. La idea es mantener a los trabajadores minimizados. Pese a lo descrito, cabe mencionar que en estos años hemos avanzado en empoderar a los trabajadores y trabajadoras de nuestro país.

Los últimos siete meses nos dedicamos a trabajar en el proyecto en debate, escuchándolos a todos, mirándonos a las caras, mirando a los empresarios de diferentes niveles, a los sindicatos y a los trabajadores. A pesar de que queríamos que el proyecto incorporara aún más avances, sabemos que, dada la coyuntura actual, se debía ceder en algunos aspectos.

Estamos avanzando en una reforma que, pese a que a nosotros, a los trabajadores de nuestro país y a la Central Unitaria de Trabajadores no nos satisface ciento por ciento, sin duda dará fuerza a los sindicatos. La reforma permitirá que la sindicalización crezca y que, por tanto, se genere una mejor distribución de las ganancias por productividad.

La reforma también nos ha permitido avanzar en materia de equidad de género. Se ha posicionado la idea de que, además de más y mejor diálogo social y de negociaciones colectivas, se requiere incorporar mecanismos y medidas relativos al género, con el fin de consolidar un trabajo justo y equitativo entre los hombres y las mujeres de nuestro país.

En ese sentido, el proyecto moderniza los sistemas de relaciones laborales. A partir del análisis realizado en la Comisión de Trabajo, quedó en evidencia que existe un amplio consenso entre los actores sociales respecto de que es necesario aumentar la participación femenina en las organizaciones sindicales. La mirada de género debe existir en todos los niveles de nuestro país y, por ello, establecimos requisitos porcentuales en las organizaciones sindicales. La idea es que en toda negociación colectiva participe, a lo menos, una mujer. De esa manera, se otorgará a la equidad de género la debida perspectiva que las trabajadoras chilenas queremos.

Ojalá hubiera contando con más minutos para explicar, de una manera más amplia, la discusión que se generó en la Comisión de Trabajo y, también, para compartir con los trabajadores que hoy están presenciando la sesión, la tónica de las discusiones que hubo en dicha instancia. El debate que se generó me recordó a aquel dictador que dijo: “En Chile no se mueve una hoja sin que yo lo sepa”. 

¡Señores de la derecha: hoy los trabajadores mueven sus manos porque sabemos que vamos a cambiar el país! ¡Los trabajadores recuperarán los derechos que tuvieron antes y los ejercerán en el futuro!

He dicho.

-Aplausos.
El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- Señora diputada, el minuto extra que utilizó será descontado de las próximas intervenciones de su bancada.

Tiene la palabra el diputado Cristián Monckeberg.

El señor MONCKEBERG (don Cristián).- Señor Presidente, la reforma laboral que hoy discutimos y que tramitamos por bastantes meses en la Comisión de Trabajo, apunta a tres ejes fundamentales: fortalecer la negociación colectiva, a través del otorgamiento de facultades exclusivas a los sindicatos; poner fin al reemplazo en la huelga y fortalecer las organizaciones sindicales.

Me parece muy bien y muy legítimo que el gobierno impulse una reforma que trate las materias mencionadas y que, además, tenga magnitud y profundidad, independientemente de que no la compartamos.

Asimismo, sé que los argumentos han sido sólidos en uno y en otro lado. Sin embargo, el hecho de que se recurra a la figura del dictador quiere decir que los argumentos se están cayendo a pedazos, lo cual habla muy mal o no muy bien de quienes quieren defender esta reforma desde un punto de vista argumentativo, para fomentar y proteger los derechos de los trabajadores. Cuando se hace alusión a figuras históricas, independientemente de si son del gusto del orador, claramente no se apunta a defender el fondo o el camino que se pretende establecer a través de la reforma, la cual más que laboral es sindical.

En definitiva, la reforma propuesta por el Ejecutivo, en el afán de satisfacer los requerimientos de las organizaciones sindicales, solo se hace cargo de una parte de lo que queríamos abordar, a saber, el fortalecimiento de la sindicalización, y deja sin respuesta otros aspectos que consideramos muy importantes y que los hicimos presentes en la comisión. Me refiero a incentivar y potenciar el empleo, a mejorar la calidad y la estabilidad de las plazas laborales y a favorecer el ingreso al mundo laboral de miles y miles de personas que en la actualidad han perdido el trabajo o no han accedido a él. 

En ese sentido, espero que en la tarde la directora del Instituto Nacional de Estadísticas dé explicaciones relativamente válidas sobre por qué en la realización de la Encuesta Nacional de Empleo se responsabiliza de la tasa de desempleo a las personas que declararon “no tener deseos de trabajar”, lo que al parecer no era así. 

Repito, habríamos querido que la reforma recogiera la necesidad de incorporar al mundo del trabajo a miles de personas, principalmente mujeres y jóvenes.

No podemos desconocer que existen bajas tasas de sindicalización. Si ello es culpa del dictador, de José Piñera, de las actuales normativas en el mundo del trabajo o de los veinticinco años de gobiernos de la Concertación, que no fue capaz de afrontar esa realidad, no lo sé. Lo que sí está claro es que existe 15 por ciento de trabajadores sindicalizados y que un porcentaje altísimo no lo está. Algo está pasando. Echarle la culpa exclusivamente a las prácticas antisindicales no me parece adecuado. 

También hay un tema de fondo, del cual los sindicatos se tienen que hacer cargo, que dice relación con la calidad y la eficacia de las organizaciones sindicales. Un trabajador que ingresa a una empresa, ¿quiere formar parte de un sindicato? Ahí está la duda. Esos son los temas que hay que evaluar. Desde las tribunas se escucha: “No, porque los echan”. Está bien; puede ser. Hay diferentes razones; pero los trabajadores no quieren formar parte masivamente de las organizaciones sindicales. 

A través del proyecto, ¿vamos a lograr obligatoriamente que las personas formen parte de los sindicatos? Al parecer, sí, porque a través de una fórmula jurídica se va a obligar a ello. ¿Es esa la manera en que las personas participen activamente en los sindicatos y estén contentas y conformes con la labor que van a realizar las organizaciones sindicales respecto de la defensa de los derechos de los trabajadores? Tengo mis dudas. No sé a qué atribuirlo todavía. Algunos culpan al dictador o a José Piñera; otros, como yo, a la gestión de los gobiernos de la Concertación, los que podrían haber corregido esta situación, pero no lo hicieron, pese a que necesitaban solo mayoría simple para aprobar las normas pertinentes para ello.

El debate me parece legítimo, muy justo, pero hay temas que faltan.

Así como se ha planteado fuertemente empoderar a los sindicatos y a los trabajadores, me habría encantado que el gobierno de la Nueva Mayoría, o la Presidenta de la República, hubiera asumido el compromiso -como lo hizo el gobierno anterior- de generar nuevos empleos, lo cual es muy necesario. Esa es la otra mitad de la historia que echamos de menos.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Concluyó su tiempo, señor diputado.

El señor MONCKEBERG (don Cristián).- Señora Presidenta, me restan siete minutos correspondientes a mi bancada, porque el diputado señor Gonzalo Fuenzalida renunció a su tiempo.

Repito, el gobierno desea sacar adelante este proyecto, relacionado con el fortalecimiento de los sindicatos, las organizaciones sindicales y los derechos de los trabajadores. Sin embargo, echo de menos el compromiso con la creación y el fortalecimiento de nuevos puestos de trabajo, mejor mano de obra y mejores remuneraciones, tal como ocurrió durante el gobierno anterior. Ese era el compromiso que echábamos de menos, y era importante que estuviera presente en la discusión.

Según recuerdo, todas las reformas laborales han contado con una gran adhesión ciudadana. Esta, por el contrario, ha contado con la más baja adhesión ciudadana, traducida en 28 o 30 por ciento de respaldo. Algo nos dice que el mundo del trabajo y la ciudadanía no están conformes con esta reforma.

Sería injusto decir que el gobierno no ha hecho su pega: la ha hecho; ha tenido dos ministras empoderadas. Se reconoce su trabajo. Hemos hecho una serie de planteamientos. Muy pocos se recogieron. Eso nos llevó a rechazar la reforma. Hubo muchas normas que votamos a favor, porque consideramos que era importante avanzar en determinadas materias. Pero, en general, el proyecto en su conjunto, como planteamiento para mejorar la calidad de vida de las personas a través de normas laborales, no es el más adecuado.

Renovación Nacional no está conforme con la reforma. Por lo tanto, no está disponible para seguir avanzando en ella.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Tucapel Jiménez.

El señor JIMÉNEZ.- Señora Presidenta, en primer lugar, quiero saludar al señor subsecretario del Trabajo y hacer un reconocimiento a la labor de la exministra del Trabajo, señora Javiera Blanco; también a la gestión de la actual ministra del ramo, señora Ximena Rincón.

Comenzamos a ponernos al día con nuestros trabajadores. Hay muchas personas que piensan que con esta reforma laboral se acaba la agenda laboral. Sin embargo, hay muchos temas pendientes que debemos abordar en la Comisión de Trabajo. 

Decía que estamos comenzando a ponernos al día con uno de los mayores problemas de Chile. Creo que la unanimidad o la mayoría de los diputados presentes están de acuerdo respecto de la desigualdad existente en nuestro país. La desigualdad ha sido la herida abierta de Chile. Esa situación afecta a nuestros compatriotas en el ámbito de la salud, de la educación y del trabajo.

Amarga es la experiencia que viven nuestros trabajadores y trabajadoras cuando se enteran de que las pensiones que van a recibir ni siquiera alcanzan el monto del sueldo mínimo. El 1 por ciento más rico de la población concentra el 31 por ciento de los ingresos del país. Esa es desigualdad pura. 

Con esta iniciativa -no lo digo yo, sino los informes de la OIT-, comienza a ponerse fin al problema de la desigualdad, porque los trabajadores, empoderados y unidos con fuerza, contarán con mejores condiciones laborales y percibirán mejores sueldos.

Es bueno hacer un poco de historia.

Si hay un personaje que le ha hecho daño a nuestro país es José Piñera. No solo nos dejó un sistema de pensiones que hoy todo el país señala que hay que modificarlo, porque no entrega las pensiones que merecen nuestros adultos mayores, sino que además nos legó el famoso plan laboral. ¿Qué buscaba ese plan? Primero, que la huelga no fuera efectiva al disponer el reemplazo de los trabajadores en huelga. El objetivo de una huelga es siempre detener la producción. Hoy, con el reemplazo, ello no es posible. Estas prácticas se traducen en las famosas tocatas fuera de las empresas, en las que los trabajadores, con tambores, protestan y meten ruido, pero la producción no se detiene. 

En segundo lugar, el plan laboral reservó la negociación colectiva solo a nivel de empresas. También incluyó a los famosos grupos negociadores. Esa es más o menos la historia del plan laboral, que ha debilitado a nuestro movimiento sindical. 

Recordando los datos de la desigualdad en Chile y los pilares del plan laboral de José Piñera, es posible señalar que la actual situación laboral está directamente relacionada con el profundo desequilibrio existente entre los trabajadores y los empleadores a la hora de sentarse a la mesa a discutir sobre mejores condiciones en esta materia. Por eso insisto en que la unidad hace la fuerza y en que los trabajadores unidos y empoderados pueden lograr mejores condiciones salariales y laborales. 

Cuando digo que la mejor herramienta para luchar contra la desigualdad -sin mencionar la educación y el crecimiento económico- es la negociación colectiva -para ello debe haber sindicatos fuertes y trabajadores organizados- es porque la realidad así lo ha demostrado y la OIT lo ha corroborado en varios informes.

Tanto creo en los sindicatos fuertes, empoderados, grandes y unidos, que en 2007, con el entonces diputado Álvaro Escobar presentamos un proyecto de sindicalización automática. Estábamos convencidos de que era la mejor manera de fortalecer los sindicatos, y también una buena forma para que los propios trabajadores, sentados a una mesa con los empleadores, pudieran negociar sus condiciones y sus salarios, a fin de tener una mejor calidad de vida. Hoy, eso no se hizo realidad, pero lo de la titularidad es mejor. ¿Qué dice nuestro proyecto? Habla de la titularidad sindical. 


Al respecto -por supuesto-, hemos escuchado a nuestros colegas de oposición decir que esto es una sindicalización automática encubierta. Con el mismo argumento, uno podría decir que lo que existe hoy es justamente una desmotivación sindical encubierta, porque cuando los empresarios extienden un beneficio -muchos hacen eso de buena fe-, podemos pensar que lo hacen porque efectivamente quieren extenderlo; pero también podemos pensar que su única motivación es que los trabajadores no se sindicalicen. Porque es muy distinto que un trabajador se quede sentado en su escritorio y que el 10 por ciento de los trabajadores, los sindicalizados, se sacrifique, se lleve el desgaste, los despidos, los descuentos, y que además los beneficios que ese 10 por ciento consiga le lleguen también a aquel. La situación es muy diferente para el sindicato si sigue siendo pequeño, porque cuando tenga que negociar a futuro, los beneficios que consiga esa asociación, que representa al 10 por ciento, serán mucho menores que si se tratara de un sindicato que representa al 70 o al 80 por ciento. 

Eso es, en definitiva, el fin de los beneficios. 

Respecto del fin al reemplazo en huelga, ya dijimos el significado que eso tiene. En este punto hay que hacer una defensa de los dirigentes sindicales, porque se dijo mucho en la comisión que lo único que quieren ellos en este país es la huelga, y no es así. La huelga es el último instrumento, el último recurso que tienen los dirigentes sindicales. Nadie quiere llegar a la huelga, pero cuando eso sucede, lo que se tiene que conseguir, el objetivo principal, es parar la producción. No existe otro mecanismo; si no, no tiene ningún sentido.

Tal como lo expresó el subsecretario, y se lo copio, quiero decir que el piso de la negociación es superimportante. Cuando se le pregunta a un sindicato cómo le fue en la última negociación colectiva, sus integrantes siempre responden: “Nos fue superbién; mantuvimos lo que teníamos.”. Eso no puede seguir así, y cambia con la presente iniciativa.

Por último, tengo la esperanza de que los empresarios se sumen al proyecto, porque no solo beneficia a los trabajadores, sino también a la empresa. Cuando hay trabajadores contentos, trabajando en buenas condiciones, con buenos sueldos, la producción, por supuesto, aumenta, lo cual va en directo beneficio no solo de los trabajadores, sino también de la empresa y del país.

He dicho.

-Aplausos.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Felipe de Mussy.

El señor DE MUSSY.- Señora Presidenta, por su intermedio, saludo a la ministra del Trabajo y al ministro de Hacienda -desgraciadamente no se encuentran presentes en la Sala en este momento; imagino que están en otra reunión-, y les agradezco el haber estado aquí. 

Obviamente, también saludo al subsecretario del Trabajo, quien sigue estoicamente en este hemiciclo y con quien compartimos varias sesiones de la comisión. 

Fueron cinco meses de debate, cinco meses de conversación, cinco meses de un trabajo bastante intenso. 

Quiero hacer la diferencia respecto de cómo fue la discusión de la reforma tributaria. Creo que vale la pena recordarlo, porque de alguna u otra manera dicha reforma fue, literalmente, una aplanadora que prácticamente no escuchó a nadie. En esta iniciativa por lo menos siento que se escuchó y que se conversaron muchos temas en profundidad, lo cual considero que hay felicitar y agradecer.

Además, quiero agradecer la participación de los diputados oficialistas y de oposición, como también a la exministra del Trabajo y hoy ministra de Justicia, Javiera Blanco, porque la verdad es que fue un bonito trabajo el realizado.

Escuchamos a bastantes personas, pero, digamos las cosas como son, desgraciadamente el Ejecutivo tomó muy poco de los diálogos efectuados con diferentes personas, dirigentes y representantes de distintos sectores.

Claramente, Chile avanza hacia el desarrollo, lo que es bueno; no hay que tener susto de avanzar hacia el desarrollo, porque, manifiestamente, este trae bienestar. Sin embargo, el desarrollo no puede ser la meta única -eso está claro-; debe ir acompañado de temas sociales profundos. 

Chile -digamos las cosas como son- ha luchado y está triunfando contra la erradicación de la pobreza y la extrema pobreza. Creo que a veces nos olvidamos de esos logros. Décadas atrás, los niños corrían sin zapatos por las calles, y había desnutrición y malnutrición en nuestro país. Hoy, eso prácticamente no se vive. 

Pero, por otro lado, hay que ser realistas: Chile es un país desigual. Sí, es un país desigual, y distintos índices, como el de Gini, el 10/10, el 20/20, demuestran efectivamente que es uno de los más desiguales del mundo. Ese es un tema que debemos trabajar.

Obviamente, el mundo laboral es fundamental en ese aspecto. Los trabajadores que se sacan la mugre trabajando, muchas veces más de 45 horas semanales, y que gastan gran cantidad de horas en movilizarse, como sucede en mi región, y qué decir en Santiago, con el Transantiago, se merecen tener la posibilidad de una vida digna, de soñar y de que esos sueños se cumplan para ellos y para sus familias.

Claramente, una reforma laboral es fundamental en ese sentido. 

Personalmente, trabajé en una reforma laboral. Posteriormente, ella se convirtió en una reforma de partido, y terminó siendo una reforma de oposición, que entregamos a la entonces ministra Blanco.

Es esencial avanzar en esa línea. 

Nuestra propuesta de reforma laboral no solo abarcaba materias relacionadas con la negociación colectiva, sino que también mejoraba la empleabilidad de las mujeres y los jóvenes. Ojo, porque lo que más critica la OCDE a nuestro país es que hoy las mujeres y los jóvenes no pueden encontrar trabajo, por la rigidez del mercado laboral para ellos.

También dijimos -es algo que aprovecho de celebrar- que hoy el mayor y peor empleador del país es el Estado, por lo que en nuestra reforma propusimos que se acabaran los funcionarios a honorarios. La Presidenta Michelle Bachelet hizo un anuncio en ese sentido para los trabajadores del gobierno central, lo que considero positivo y es algo en lo cual debemos avanzar y hacer que se cumpla. Espero que la iniciativa se extienda también a los funcionarios de las municipalidades y de todos los servicios que no forman parte del gobierno central. 

Asimismo, propusimos una reforma a la Dirección del Trabajo. 

Quiero manifestar que esta reforma laboral -así se ha dicho; yo también lo he hecho- es una reforma sindical y de negociación colectiva. Pero no lo expreso en forma peyorativa, sino que, por el contrario, creo que es algo positivo en lo que se tiene que avanzar. 

Esta reforma laboral solo afectará de manera directa al 30 por ciento de los trabajadores. Al otro 70 por ciento no, porque son trabajadores independientes, trabajadores por cuenta propia, trabajadores de pequeñas o microempresas que no pueden formar sindicatos.

En consecuencia, se trata de una reforma enfocada básicamente en los sindicatos y en la negociación colectiva. ¿Tiene algo de negativo? Para nada. Pero sí, digamos las cosas claras, hay prioridades que no se están abordando en ella, como el tema de las mujeres y de los jóvenes. 

Existe una agenda laboral de gobierno. Esperemos que avance rápidamente y que de alguna manera tenga igual fuerza y la misma importancia que está teniendo la presente reforma.

Creo que la meta es más o menos similar, y de corazón pienso que debemos tener más y mejores sindicatos, pero que el camino es otro. 

Simplemente para derribar algunos mitos, la Encuesta Laboral Encla 2011 (página 243) señala que solo el 5,3 por ciento de los trabajadores consultados dicen que no ingresan a un sindicato por “Actitud negativa de la empresa”. No lo digo yo, sino la encuesta Encla.

Además, la opción “Otras y no sabe” figura con el 5,7 por ciento. Si asumimos que todas las personas que no saben respondieron así porque también reciben presiones de su empleador, estaremos hablando de solo el 11 por ciento de trabajadores. Eso no es poco, pero no es la razón principal por la que los trabajadores no ingresan a un sindicato.

Obviamente, hay empresas y empresarios que abusan, pero a este respecto también digamos las cosas como son: hay muchas empresas y empresarios que hacen un muy buen trabajo, como también muchos dirigentes sociales y sindicales que realizan un muy buen trabajo, y otros que, desgraciadamente, no lo hacen. La verdad es que esto no es blanco o negro, razón por la cual debemos trabajar unidos para poder avanzar.

Hay varios puntos que no son positivos, como la titularidad sindical, respecto de la cual podremos hablar mañana; el “descuelgue” de la huelga, que también podremos abordar mañana. Pero quiero detenerme en un aspecto: la extensión de beneficios. Yo peleé para que ojalá la extensión de beneficios fuera automática, y -¡ojo!- tomando en cuenta el problema de los polizones. 

Si hoy nuestro país tiene una tasa de sindicalización de alrededor del 14 por ciento, y la existente entre los países de la OCDE es de cerca de 16 por ciento -nuevamente-, sinceremos la discusión: no estamos muy por debajo del promedio de los países del mundo, y en particular de los que integran la OCDE. Eso no significa que las cifras nos deben dejar contentos; pero -otra vez- digamos las cosas como son: no estamos muy alejados del promedio.

Sí existe un problema, que es el que personalmente más me preocupa, y que les debería preocupar a todos los trabajadores, cual es la cobertura de la negociación colectiva, o sea, la cantidad de trabajadores que reciben los beneficios, que en Chile es de 8 por ciento, mientras que en los países de la OCDE alcanza el 60 por ciento o más. 

Al respecto, la gran pregunta es: ¿Obligamos de forma directa o no directa, forzosa o no forzosa a que los trabajadores se unan a un sindicato, o vemos la posibilidad también de la extensión automática de beneficios, pagando los costos que significa el que un trabajador probablemente no haya arriesgado y gastado tiempo en una negociación? Esta es una de las formas en que muchos países de la OCDE han hecho que los beneficios puedan llegar a más y más trabajadores.

Por su intermedio, señora Presidenta, les digo a los dirigentes sindicales que nos acompañan en las tribunas que si ese trabajador que no quiere estar en el sindicato por diferentes motivos, sabe que el beneficio que le va a llegar no es consecuencia de su negociación directa con el empleador, sino que surge de la negociación de esos dirigentes sindicales, créanme que finalmente se van a terminar fortaleciendo más de lo que lo están haciendo ahora.

Simplemente, quiero manifestar que esta reforma laboral no es la que Chile necesita. ¿Contiene temas importantes? Sí.

Asimismo, con todo el respeto que merecen la CUT y cada una de las organizaciones que la componen (federaciones y confederaciones), quiero expresar lo siguiente: 

Hoy la fuerza laboral es de alrededor de ocho millones y medio de trabajadores, y, según tengo entendido, la multisindical tiene alrededor de 700.000 afiliados. Si descontamos a los trabajadores que pertenecen al sistema público, a quienes esta reforma laboral no afecta, que a nivel nacional son alrededor de 500.000, la representatividad de la CUT, es decir, los trabajadores privados que se verán afectados por la reforma, es de aproximadamente 3,5 por ciento. ¿Importante? Sí; pero no son los únicos actores relevantes en esta discusión. 

Por último, expreso al subsecretario que los temas señalados son importantísimos y que debemos discutirlos y avanzar en ellos. 

Crean que en mí tienen a una persona que piensa que los sindicatos deben ser más y mejores; pero, desgraciadamente, siento que el camino que ha elegido el gobierno no es el perfecto, y además hemos dejado de lado a gente tan importante como las mujeres y los jóvenes.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra la diputada señora Yasna Provoste.

La señora PROVOSTE (doña Yasna).- Señora Presidenta, por su intermedio, quiero saludar tanto a los dirigentes sindicales, quienes nos acompañan estoicamente en las tribunas en esta jornada que iniciamos hoy, que, por cierto, es muy importante para nuestro país, como al subsecretario del Trabajo, presente en la Sala. 

(Aplausos)

Durante el transcurso de la historia, el trabajo humano se ha caracterizado por ser aquel espacio en el que las estructuras de inequidad y segregación ejemplifican sus argumentos. Es en dicho ambiente donde las sociedades se juegan los retrocesos o los avances en cuanto a igualdad y a desarrollo equitativo. Hoy, con esta reforma, estamos en el camino de los avances en esa materia.

Así, la permanente tensión -ella también se ha expresado en este debate- entre capital y trabajo fue resuelta hace siglos por un acuerdo trascendental para el porvenir social de diversas comunidades. Fue una decisión política, pero también democrática, la que determinó intervenir una relación que para algunos era naturalmente privada, en favor de una parte; y no por cualquier razón, sino por la especial condición de vulnerabilidad en la que se encontraban los trabajadores y trabajadoras. 

Lo anterior tiene mucha relevancia respecto de lo que hoy discutimos, por cuanto la reforma laboral no es consecuencia de una casualidad o de una coyuntura política, sino, sin duda, la materialización de un objetivo político fundamental que tenemos como gobierno y coalición, el cual implica despejar las barreras de la injusticia y de la inequidad en las que, hasta hoy, las estructuras económicas y jurídicas no han dado una respuesta adecuada. 

Durante largos períodos de la historia se intentó circunscribir al sindicato a la mera agitación social, como si este fuera un proceso indeseado en el desarrollo nacional. Pero no solo eso: luego se le despojó jurídica y culturalmente de sus valores transversales y humanitarios, que sobrepasan las exigencias materiales en el seno de una empresa y que, sin duda, se conjugan en los amplios anhelos de una sociedad distinta, solidaria, fraterna y comunitaria, en la que el trabajo no sea concebido como una mercancía cualquiera, sino como el lugar donde el ser humano materializa la dignidad ajena, la familiar y la propia.

El plan laboral del que nos habló el diputado Tucapel Jiménez, que fue parte de aquella noche oscura que vivió nuestro país, no es solo un conjunto de normas estructurales que respondían a determinado concepto de desarrollo, sino mucho más que eso: es claramente la expresión misma de un ideario cultural muy particular, que hasta hoy cumple sus articulados efecto. Es decir, el aniquilamiento de las estructuras sindicales fue parte de un exterminio mucho mayor, que tuvo que ver con el tejido social que Chile venía construyendo desde el año 1964. 

Es así como un proceso cultural de corte individualista y material, comprendió también un diseño institucional normativo que, a punta de fuerza supuestamente jurídica, dinamitó el desarrollo sindical.

Por ello, este debate es mucho más serio, y así lo han entendido las grandes democracias modernas, en las que, implacablemente, reinan la estabilidad institucional, el crecimiento y, sin duda alguna, los derechos de sus trabajadores. 

Al respecto, el primer triunfo del movimiento obrero fue introducir al sindicato como un elemento insustituible en toda discusión sobre el desarrollo nacional. De esa forma, el debate que hoy mantenemos no tiene solo que ver con el sindicalismo, sino más bien con el desarrollo.

Debemos comprender, de una vez por todas, que el sindicalismo es un antecedente de la productividad y del crecimiento económico. La experiencia comparada da cuenta de que los índices de desigualdad tienden a la baja en espacios donde los derechos colectivos de los trabajadores tienen mayor eficacia y cobertura.

En esta oportunidad quiero felicitar a la ministra del Trabajo, Ximena Rincón, y también la contribución que hizo la hoy exministra de dicha cartera, Javiera Blanco. 

Hoy comenzamos a desintegrar el plan laboral de los años 80. No obstante, hay quienes señalan que con esta reforma se pondrá en riesgo el crecimiento económico. Me hubiera gustado responderle -hoy su presencia está muy disminuida en el hemiciclo- a la bancada que sostiene eso, que se resiste a entender que el proyecto que discutimos es para modernizar las relaciones laborales. Ellos no quieren la reforma, no les gusta la existencia de trabajadores organizados. Creo que lo que más les duele es que efectivamente hoy comenzamos a desintegrar un plan laboral que excluía a lo más esencial de nuestra sociedad: los trabajadores.

En memoria de María Rozas, de Manuel Bustos y de Clotario Blest, anuncio nuestro voto favorable a esta reforma laboral.

He dicho.

-Aplausos.
La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra la diputada señorita Jenny Álvarez.

La señorita ÁLVAREZ (doña Jenny).- Señora Presidenta, por su intermedio, saludo a la ministra del Trabajo, señora Ximena Rincón, y al subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz.

Asimismo, saludo y reconozco el esfuerzo realizado por los diputados y las diputadas que forman parte de la Comisión de Trabajo, por su disposición de escuchar a los trabajadores y a las trabajadoras de nuestro país, instancia que también les dio la oportunidad de participar a los dirigentes sindicales de la industria del salmón de la zona que represento: su presidente, Javier Ugarte; su secretario, John Hurtado, y el presidente de la Central Unitaria de Trabajadores de la provincia de Chiloé, César Navarro, quienes plantearon sus inquietudes en materias laborales.

Estoy convencida de que esta es la forma en que los países progresan: cuando todos los actores son capaces de sentarse a la mesa, como se ha dado en la discusión de esta tan importante reforma laboral que hoy discutimos.

Eso es reconocer que todos somos parte y que todos contribuimos al crecimiento de nuestro país. Por lo mismo, es de justicia que todos recibamos el fruto, los beneficios del desarrollo, y no siempre solo un grupo privilegiado.

Sin duda alguna, el proyecto en comento apunta en esa dirección. El resultado neto de las nuevas normas que a través de esta reforma se incorporan al Código del Trabajo es que cuando entre en vigencia la ley habrá una mejor negociación colectiva y existirán los incentivos para tener organizaciones sindicales más fuertes. De eso se trata. 

Un Chile más justo e igualitario también se construye desde la empresa, cuando existe más equilibrio entre trabajadores y empleadores.

Ciertamente, este proyecto avanza a pasos agigantados en materia de titularidad sindical, en extensión de derechos, en la ampliación de la cobertura y las materias de la negociación colectiva, en la simplificación de los procedimientos y en el establecimiento del piso de la negociación colectiva, como lo dio a conocer el diputado señor Lautaro Carmona en su informe.

Con todos esos avances iremos acortando la distancia que nos separa de aquellos países con los que nos gusta compararnos en muchos planos, pero con los cuales mantenemos una importante diferencia en el ámbito laboral.

Valoro especialmente la igualdad de oportunidades que consagra la iniciativa en materia de género, estableciendo la presencia de una representante femenina en la comisión negociadora y una cuota de mujeres en las organizaciones sindicales de, al menos, 30 por ciento, un progreso impensable hasta hace algunos años.

Sin perjuicio de reconocer todos esos adelantos, echo de menos haber avanzado de verdad en la negociación colectiva supraempresa, en la negociación colectiva por rama. En el mundo desarrollado, donde la riqueza se distribuye con mayor justicia y existen mayores niveles de cohesión social, la negociación por rama es una conquista histórica. En el caso de Chile, ni siquiera se trata de algo nuevo, sino de una conquista que los trabajadores perdieron en la dictadura de Pinochet.

También echo de menos haber considerado en este proyecto a los funcionarios municipales, a los trabajadores de la salud y a miles de trabajadores del Estado que se desempeñan a honorarios; pero confío en que, más temprano que tarde, podamos abordar en profundidad el estatuto de esos trabajadores y hacerles extensible el derecho a la negociación colectiva, tal como lo consagra la OIT.

Siempre tendremos la sensación de que no avanzamos todo lo que quisiéramos para contar con una legislación moderna y saldar la deuda que tenemos con los trabajadores de nuestro país. Sin embargo, este proyecto da importantes pasos hacia adelante, que no debemos relativizar ni subvalorar.

Más allá de las ausencias, quiero valorar lo que sí contiene este proyecto, porque es bueno para los trabajadores y para Chile. Lo expreso, pensando en los trabajadores de mi región, por ejemplo, en los tripulantes embarcados, que tienen una realidad diferente. Al respecto, es necesario negociar de manera mucho más adecuada la jornada de trabajo, porque hoy, cada vez que hay problemas, quien termina pagando el costo siempre es el trabajador.

También pienso en los trabajadores del salmón. Todos conocemos la enorme riqueza que ha generado y genera este producto del mar para Chile: exportaciones por alrededor 3.000 millones de dólares. 

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Ha terminado su tiempo, señora diputada.

La señora ÁLVAREZ (doña Jenny).- Chile tiene las mejores condiciones climáticas y de productividad en el mundo, lo que permite tener un producto de excelencia.

La libra de salmón chileno en un supermercado de Nueva York vale lo mismo que la libra de salmón escocés o noruego. Sin embargo, ¿por qué al trabajador chileno le pagamos menos? ¿Acaso su labor vale menos que la del trabajador escocés o noruego? ¡No! Esa es una injusticia que debemos enfrentar. Se trata de distribuir la riqueza, y para ello es crucial tener sindicatos que negocien en mejores condiciones…

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Señorita diputada, ha terminado el tiempo que le entregó su bancada.

-Aplausos.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Cristián Campos.

El señor CAMPOS.- Señora Presidenta, por su intermedio, quiero saludar a la ministra Ximena Rincón, quien en un mes se ha instalado en el Ministerio del Trabajo y ha hecho propia esta reforma, siguiendo el trabajo realizado con anterioridad por la entonces ministra Javiera Blanco. Asimismo, al subsecretario del Trabajo, el único sobreviviente del equipo inicial del gobierno de la Presidenta Bachelet, a quien también aprovecho de saludar, porque cumplió con el cuarto pilar programático ofrecido por ella a la ciudadanía: la reforma laboral. 

Ahora, esta reforma no fue hecha al azar, sino que es el fruto de una serie de reformas y de las 17 leyes que se han implantado en el segundo gobierno de la Presidenta Bachelet. Al respecto, cabe recordar la ley corta portuaria, la nueva ley de trabajadoras de casa particular, la nueva ley que regula la jornada laboral de los trabajadores del comercio (aumenta descanso dominical).

En ese sentido, aprovecho de saludar también a los trabajadores y al sindicato de Lider, quienes, gracias a dos leyes -la que regula la jornada laboral de los trabajadores del comercio y la del multirrut-, hoy están negociando como uno solo. 

(Aplausos)

Ello, gracias a la voluntad política, no al azar. La Presidenta Michelle Bachelet cumplió con esas leyes, y, por cierto, hoy esos trabajadores están gozando de ese beneficio, no como una paleteada, sino de pleno derecho. Eso fue establecido en este gobierno. 

Así, hago un llamado a esos trabajadores a seguir unidos para darle cuerpo a lo realizado por la Presidenta Bachelet durante todos estos meses.

Por otra parte, el proyecto que nos ocupa contiene aspectos fundamentales. 

Luego de escuchar el discurso de algunos colegas, solo me queda preguntar cómo votaron la idea de legislar en la Comisión de Trabajo. La votaron en contra. 

Por lo tanto, muchos elementos de la iniciativa que se pueden rescatar como positivos no fueron sancionados en el mismo sentido en la instancia. Pero no importa; creemos que hoy en realidad podemos ponernos de acuerdo y hacer una buena reforma para el país y para los trabajadores.

¿Quedaron algunos aspectos pendientes? Por cierto que sí: la negociación colectiva en el sector público. ¿Cuál fue la respuesta frente a eso? Una mesa de trabajo instalada, que en los próximos meses se traducirá en una batería de proyectos por medio de los cuales, efectivamente, dicha negociación será una realidad.

Lo mismo respecto de las empresas estratégicas, como lo señaló el sindicato de Asmar en la propia comisión. ¿Para qué? Para que la negociación colectiva sea un derecho instalado también en esas empresas.

Eso quiere decir que hay un ánimo por avanzar.

Por eso, la reforma tiene al menos algunos aspectos que son sumamente positivos para el equilibrio de la cancha: 

Piso de la negociación. 

Como bien lo señaló el diputado Jiménez, se establecerá un piso para seguir avanzando a partir de lo obtenido en la negociación colectiva anterior, a los efectos de no retroceder y llegar al punto en que las empresas y los sindicatos se pongan de acuerdo en obtener como beneficio lo alcanzado en el anterior proceso. Eso será parte del pasado.

El derecho a huelga efectiva.

Qué elemento más moderno es el que hoy la huelga sea algo efectivo y no se abuse con el reemplazo de los trabajadores en huelga. Por fin los trabajadores podrán utilizar, como último elemento, la huelga efectiva para poder sentarse a negociar y a aportar en las mejoras de la empresa, pero que, por cierto, esa rentabilidad también les llegue a ellos.

El reconocimiento de la titularidad sindical: el ADN de este proyecto. 

Nunca más los trabajadores que se quedan en sus escritorios mirando la negociación desde lejos obtendrán los mismos beneficios logrados por quienes participaron en la negociación colectiva, o, por lo menos, quedará establecido que el sindicato podrá autorizar la extensión de esos beneficios para ellos.

Los servicios mínimos, un avance que quedó establecido acorde con un estándar internacional. Qué mejor que esa medida, que podrá garantizar que, al menos, por motivos muy justificados, la producción de la empresa seguirá adelante para la entrega de servicios que la ciudadanía requiere.

Ministra, a través de usted felicito a la Presidenta Bachelet y a su equipo. Ojalá podamos seguir avanzando en los asuntos que se encuentran pendientes. Estoy seguro de que en el Senado este cuarto pilar del programa de gobierno no se moverá mucho, pues usted dio su palabra de que de la Cámara de Diputados saldría un proyecto robusto, como el que estamos tramitando, cuya votación llevaremos a cabo mañana.

He dicho.

-Aplausos.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, el diputado señor Fuad Chahin.

El señor CHAHIN.- Señora Presidenta, ocuparé menos tiempo del que se me asignó, para que mi colega Juan Morano también pueda intervenir. 

Quiero referirme a aspectos más generales, porque los elementos concretos que contiene el proyecto fueron brillantemente expuestos por René Saffirio y Patricio Vallespín, miembros de la Comisión de Trabajo.

Este debate no lo estamos haciendo en cualquier momento, sino en un instante en que quienes nos encontramos en este hemiciclo no gozamos precisamente del prestigio y del reconocimiento que corresponde o que debería corresponder a un sistema democrático. En ese sentido, hoy tenemos una oportunidad importante para poder dar claras señales de coherencia y de consecuencia.

¿En cuántos debates en esta Sala, de un sector y de otro, hemos planteado que la gran deuda que tenemos como país es el combate directo a la desigualdad, a la injusticia social, que nos duelen? Sin embargo, cuando debemos discutir proyectos concretos que tienen que hacerse cargo de ese desafío, hay algunos que, con esfuerzos enormes, intentan justificar su voto en contra, como creyendo todavía que solo el crecimiento económico o que únicamente las políticas sociales son capaces de corregir la tremenda brecha de desigualdad, que nos duele y que tiene rostro humano, cuando en realidad lo que tenemos que hacer son cambios estructurales que nos permitan pasar a un modelo de desarrollo más humano. 

Para cumplir dicho objetivo, el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), en 2004 nos decía que era fundamental corregir la estructura de poder en nuestro país.

En este caso, lo que estamos haciendo con el proyecto es corregir de alguna manera la tremenda desigualdad de poder entre el capital y el trabajo, la enorme desigualdad entre empleador y trabajador, lo cual nos demuestra que para avanzar no solo se requiere mayor reconocimiento de derechos individuales de los trabajadores, sino también fortalecer verdaderamente los derechos colectivos. 

Por eso son importantes el piso mínimo, la titularidad sindical, la provisión de servicios mínimos y el reemplazo, para tener un efectivo derecho a huelga.

Para nosotros, los democratacristianos, eso es mucho más importante, porque justamente nuestro partido nace de la doctrina social de la Iglesia, de las encíclicas, como la Rerum Novarum, que no fueron otra cosa sino el reconocimiento y la defensa apasionada del derecho inalienable al trabajo digno del ser humano.

De esa manera, también creemos que es fundamental reconocer que en esta relación, en esta muchas veces -por llamarla de alguna manera- antinomia entre capital y trabajo, por definición, por lógica, el trabajo debe tener una preeminencia. Por lo mismo, es fundamental entonces entregarles a los trabajadores las herramientas para que puedan defender colectivamente sus derechos y entender que una empresa no tiene que ser el lugar donde predomine el poder del capital, sino una comunidad en la que puedan desarrollarse las personas en igualdad de condiciones.

De algún modo, esta reforma laboral no solo mejora las condiciones del trabajo, sino que además le hace bien al alma de Chile, para que nos podamos mirar con igualdad y reconocernos como seres humanos que tienen la misma dignidad e iguales derechos.

Por eso, para nosotros, los democratacristianos, esto no es solo un tema económico-social, sino también filosófico, que tiene que ver con la concepción de la persona, del ser humano. 

Por lo mismo, con mucho entusiasmo anuncio que vamos a apoyar la presente reforma.

He dicho.

-Aplausos.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra la diputada señorita Daniella Cicardini.

La señorita CICARDINI (doña Daniella).- Señora Presidenta, tal como señala el programa de gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet, existe un compromiso que hemos asumido todos los parlamentarios de la Nueva Mayoría en torno a la gran meta de la derrota de la desigualdad.

Con ese rumbo trazado, sería imposible no abordar la desigualdad que hoy existe en un ámbito fundamental y prioritario como es el mundo del trabajo, ya que para nadie es desconocido que en nuestro país hay una asimetría entre la posición, siempre dominante, del empleador, versus la del trabajador, que se encuentra en un plano permanente de inferioridad y de desigualad evidentes. 

Esa asimetría la encontramos en una realidad cotidiana, que se observa en la gran cantidad de situaciones de abuso en las relaciones laborales de ayer y de hoy, las que, con el paso del tiempo, en algunos casos, se han agudizado, lo cual se ve reflejado en el aumento, en las últimas décadas, del fenómeno de la tercerización del empleo, la desprotección y la precarización laborales.

Al igual que la desigualdad, ello también tiene un origen claro y conocido, como es el de los nefastos cambios en nuestra legislación laboral implementados en la época de la dictadura, que la convirtieron en una legislación proempleador con el pretexto de que las normas existentes hasta ese entonces eran más bien propias de un modelo marxista y que se debía privilegiar el empleo, pretexto que sigue siendo hasta hoy una de las excusas preferidas y uno de los miedos y de las banderas de lucha que continúan agitando hasta la fecha aquellos que quieren perpetuar esa condición de precariedad y desprotección de los trabajadores y trabajadoras de Chile.

Por todo lo anterior, era y es necesario avanzar hacia una visión humana en la que el trabajo sea la fuente de desarrollo personal y de calidad de vida y en la cual el trabajador no sea visto solo como un engranaje más o como simple “capital”, sino como el factor fundamental que mueve el país, y que por ello merece el respeto a sus derechos y condiciones laborales dignas.

En ese sentido, quiero recordar a los colegas que ya iniciamos ese camino con la aprobación en el Congreso Nacional de medidas como la eliminación del multirrut, que se prestaba para abusos y prácticas antisindicales, y hoy lo continuamos con la discusión de este proyecto de ley que moderniza el sistema de relaciones laborales, introduciendo modificaciones al Código del Trabajo, que, a través de sus pilares -la titularidad sindical, el piso mínimo de negociación y la eliminación del reemplazo de trabajadores en huelga-, busca fortalecer la organización de los trabajadores y nivelar finalmente la cancha para ambos lados: empleador y empleado.

Quiero hacer notar que cuando hablamos de “nivelar” o de “igualar” no buscamos ni más ni menos que eso, es decir, el equilibrio en la relación entre el trabajador y el empleador, ya que esta reforma no es en contra de los empleadores o empresarios del país.

La manera de lograr ese emparejamiento de las condiciones es fortaleciendo la organización y la unidad de los trabajadores, para equiparar el poder negociador de la empresa. Hablar de este proyecto es, entonces, hablar de un paso importante para devolver algo de dignidad a los trabajadores.

Por ejemplo, con las modificaciones propuestas en la iniciativa veremos por fin el término de ciertas prácticas, como la formación de grupos negociadores que responden solo a los intereses de las empresas. 

Quienes provenimos de regiones mineras, como la de Atacama, a uno de cuyos distritos represento, donde la tercerización es aún más evidente, hemos sido testigos de cómo el empleador, con el solo ánimo de debilitar la posición de la organización sindical de su empresa, ofrece en los procesos de negociación tratos por separado a grupos de trabajadores, quienes, por temor a ser despedidos, o bien por el poco interés de participar en la organización, aceptan tales ofrecimientos, lo que, en la práctica, desincentiva la participación y, por ende, debilita la labor sindical.

Atendido el hecho de que me queda muy poco tiempo para intervenir, solo quiero ratificar el compromiso de la bancada socialista de seguir trabajando y de apoyar esta reforma, que, a mi juicio, es un paso muy relevante en materia laboral. 

Por eso, como manifesté, no podemos sino celebrar, apoyar y aprobar esta iniciativa de ley como un gran paso para los trabajadores de nuestro país y señalarla como un logro importante en el objetivo permanente de avanzar hacia mejores salarios y condiciones laborales dignas, humanas y justas que todo trabajador y trabajadora de Chile merece.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra la diputada señora Alejandra Sepúlveda.

La señora SEPÚLVEDA (doña Alejandra).- Señora Presidenta, por su intermedio, quiero saludar a la ministra y al subsecretario del Trabajo, como también al ministro de Hacienda, quien hasta hace unos minutos se encontraba en la Sala.

Asimismo, quiero señalar que este proyecto viene a saldar una deuda que teníamos con el mundo laboral, entendiendo que no se trata de una reforma completa al sistema laboral. Lo conversamos en algún minuto con la entonces ministra del Trabajo, Javiera Blanco. La idea era cómo a partir del fortalecimiento de la negociación colectiva se comenzaría a armar un rompecabezas que nos posibilitara lograr una reforma propiamente tal que finalmente nos permitiera decir que estamos al día con los trabajadores. 

Creo que esta es ya una discusión añeja entre un sector y otro. Si no, ¿cómo podemos abordar inteligentemente, con una mirada de este siglo, la manera de lograr una relación laboral en la que no solo uno gane, esto es, “equilibrar la cancha” para que ambos sectores puedan jugar, pero al mismo tiempo fortalecerse? 

Cuando converso con los trabajadores, cada vez más me doy cuenta de que ellos quieren cuidar su fuente laboral, todo lo relativo al empresario y lo que está ocurriendo en la empresa. Pero, sin duda, esa legítima posibilidad que posee el trabajador de cuidar su empleo debe tener una contraparte: que el empleador sepa, sienta y sea capaz de reflexionar y de aceptar que necesita también a sus trabajadores; trabajadores empoderados, creativos, con la capacidad de hacerle entender, en igualdad de condiciones, cuáles son los problemas de su empresa en materia laboral, para solucionarlos.

Espero que se comprenda que la negociación colectiva que propone el proyecto tiene como objetivo la construcción de una mejor forma de relacionar el mundo de los trabajadores con el mundo de los empresarios.

Por fin -reitero- se está saldando una deuda en cuanto a cómo equilibrar la cancha en términos del fortalecimiento de la institucionalidad laboral, de manera de contar con un sector sindical potente y valorado. Esto se vincula con el desarrollo de las empresas existente en muchos países de la OECD, que tienen sindicatos importantes, lo que les ha permitido un crecimiento armónico y equilibrado.

He estado cerca de varios sindicatos, como el de Agrosuper, de la Sexta Región, o el de la Junaeb, que en su mayoría están integrados por mujeres.

Por eso, nos alegra que este proyecto -por decirlo de alguna manera- tape los distintos orificios que tenía la negociación colectiva. Sin duda, el reconocimiento de la titularidad sindical es un avance tremendo, pues se terminan los grupos negociadores, que, francamente, son una forma elegante de romper los sindicatos y de disminuir su fuerza.

También me alegra lo relativo a la extensión de los beneficios de la negociación colectiva -proceso llevado en conjunto entre trabajadores y empresario- a todos los trabajadores, en la medida en que se sindicalicen, que paguen sus cuotas.

Quiero reconocer el esfuerzo permanente que el mundo sindical ha hecho de manera histórica en nuestro país. Cabe destacar la tremenda fortaleza que han tenido los dirigentes sindicales para que hoy esta reforma se encuentre en trámite en el Congreso Nacional. Estamos hablando de una reforma importante, potente y que espero que vaya acompañada de capacitación continua y de un mejoramiento a la Dirección del Trabajo, institución que presenta grandes debilidades.

A modo de ejemplo, en la Sexta Región el servicio no tiene ni siquiera un vehículo para que sus funcionarios puedan fiscalizar en terreno si se está cumpliendo la normativa laboral. De hecho, un fiscalizador llegó a mi hogar en su propio vehículo y en un horario que no correspondía a verificar las condiciones laborales de mi trabajadora de casa particular.

Por lo tanto, existe una precariedad enorme en la Dirección del Trabajo, que debería ser una institución superpotente, más aún ahora que queremos fortalecer la normativa laboral y, en ella, a los sindicatos en el proceso de negociación colectiva.

Por último, recién almorcé con representantes de la Asociación Nacional de Funcionarios de Indap, quienes estuvieron escuchando esta discusión. Ellos me preguntaron cuándo venía el proyecto de negociación colectiva para el sector público. 

Al respecto, debo decir que el Estado es el mayor empleador que existe en el país, y exhibe permanentemente niveles altos de contratación; por tanto, no cabe duda de que tenemos una deuda importantísima con los funcionarios.

En ese sentido, le pido a la señora ministra abordar el problema de los trabajadores a honorarios y a contrata en el sector público y lo relativo a los programas de mejoramiento de gestión (PMG), que no son acordes con los objetivos para los cuales fueron creados. Ello, para que efectivamente se consagre el derecho a la negociación colectiva para los funcionarios.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Juan Enrique Morano.

El señor MORANO.- Señora Presidenta, saludo a la ministra Ximena Rincón, al subsecretario del Trabajo y, especialmente, a los trabajadores y a los dirigentes sindicales que nos acompañan en las tribunas.

Debieron transcurrir veinticinco años de democracia para poder reformar de verdad el Código del Trabajo. Sin embargo, hoy, con sorpresa, hemos escuchado lo que han planteado los mismos que sistemáticamente en esta Sala se han opuesto, y aún se oponen, a todo cambio en pro de la justicia social, la equidad y la mejor distribución de los ingresos.

Me habría gustado responderles a los diputados Melero, Bellolio, Monckeberg y De Mussy, pero ya no se encuentran en este hemiciclo.

Necesitamos una organización sindical verdaderamente fuerte en el país para que de verdad se pueda negociar colectivamente, porque lo que tenemos es de una asimetría atroz.

Hemos sido testigos de cómo cientos de trabajadores terminan las supuestas negociaciones laborales derrotados y humillados en casos como el del casino Dreams, de Punta Arenas, o deben suspenderlas, frustrados, como sucedió en la minera Caserones. 

Hablo aquí en recuerdo de María Rozas, de Manuel Bustos, de Clotario Blest y de mi abuelo materno, Manuel Cornejo, fallecido dirigente obrero de Magallanes.

Los agoreros no cesan: ayer nos decían que con la reforma tributaria llegaría el desastre, que el desempleo crecería en forma exponencial. Pero como eso no ha ocurrido, majaderamente insisten en una supuesta crisis económica. No quieren señalar que las dificultades que se viven son consecuencia de una crisis internacional, de la pérdida de confianza, de la evasión tributaria de grandes empresas y de casos como Penta y Soquimich, entre otros.

Hoy, la bestia del averno tiene otro nombre: reforma laboral. Nos amenazan con que aumentará el desempleo, que caerá el crecimiento. Eso no nos hará vacilar. 

Digamos la verdad: lo único que esta reforma traerá es un poco más de justicia social, y permitirá una negociación laboral algo más pareja entre empresas y trabajadores. No todos los empresarios se oponen o demonizan esta reforma. Algunos de ellos han señalado: “la reforma laboral no puede ni debe separarnos.”.

Por último, no puedo sino decir que en esto hay cuatro mujeres vitales: Ximena Rincón, Javiera Blanco, Bárbara Figueroa y, sin duda, la más importante, Michelle Bachelet.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 15.26 horas.

GUILLERMO CUMMING DÍAZ,

Jefe suplente de la Redacción de Sesiones.
VI. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1. Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, que “Aprueba el Protocolo de Enmienda del Acuerdo de Marrakech por el que se establece la Organización Mundial del Comercio (OMC), adoptado por Decisión del Consejo General de ésta, el 27 de noviembre de 2014, en Ginebra, Suiza, que incorpora el Acuerdo sobre Facilitación del Comercio a su Anexo 1A”. (boletín N° 10121-10)

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo el honor de someter a vuestra consideración el Protocolo de Enmienda del Acuerdo de Marrakech por el que se establece la Organización Mundial del Comercio (OMC), adoptado por Decisión del Consejo General de ésta, el 27 de noviembre de 2014, en Ginebra, Suiza, que incorpora el Acuerdo sobre Facilitación del Comercio a su Anexo 1A.

I. ANTECEDENTES

1. Acuerdo de Marrakech

El decreto supremo Nº 16, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 5 de enero de 1995, publicado en el Diario Oficial el 17 de mayo del mismo año, promulgó el “Acuerdo de Marrakech”, por el que se establece la Organización Mundial del Comercio (OMC), y los Acuerdos Anexos que se indican. Así, Chile se incorporó como un país Miembro de esta organización.

El señalado Acuerdo consta de 16 artículos y 4 anexos. De estos últimos, el primero se desglosa, a su vez, en tres partes: 1A, 1B y 1C; el segundo corresponde al “Entendimiento sobre Solución de Diferencias”; el tercero al “Mecanismo de Examen de las Políticas Comerciales”; y el cuarto a los “Acuerdos Comerciales Plurilaterales”, en donde se incluyen cuatro Acuerdos, de los cuales sólo dos se encuentran vigentes. 

Respecto al contenido del primer anexo, el Anexo 1A corresponde a los “Acuerdos Multilaterales sobre el Comercio de Mercancías”, y comprende trece Acuerdos; el Anexo 1B al “Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (AGCS)”; y Anexo 1C, por último, al “Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio (Adpic)”.

Ahora bien, cabe destacar que la OMC constituye el marco institucional multilateral para el desarrollo de las relaciones comerciales entre sus Miembros. 

De acuerdo a lo señalado en el artículo III del Acuerdo de Marrakech, las principales funciones de esta organización son facilitar la aplicación, administración y funcionamiento de los Acuerdos Comerciales Multilaterales y favorecer la consecución de sus objetivos, siendo también el marco para la aplicación, administración y funcionamiento de los Acuerdos Comerciales Plurilaterales; servir de foro para las negociaciones comerciales entre sus Miembros; administrar el Entendimiento relativo a las normas y procedimientos por los que se rige la solución de diferencias; administrar el Mecanismo de Examen de las Políticas Comerciales de los Miembros; y cooperar con el Fondo Monetario Internacional y con el Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento, y sus organismos conexos.

En cuanto a la estructura de la OMC, cabe consignar que su órgano decisorio de más alto nivel es la Conferencia Ministerial, compuesta por representantes de todos sus Miembros. Esta conferencia se reúne habitualmente cada dos años, con el propósito de adoptar decisiones sobre todos los asuntos comprendidos en los Acuerdos ya mencionados.

Asimismo, se encuentra el Consejo General, el cual desempeña las funciones de la Conferencia Ministerial durante los intervalos entre las reuniones de ésta. El Consejo General se reúne también para desempeñar las funciones del Órgano de Solución de Diferencias y del Órgano de Examen de las Políticas Comerciales.

Además, bajo la dependencia del Consejo General, se encuentran establecidos los siguientes Consejos: el Consejo del Comercio de Mercancías, el Consejo del Comercio de Servicios y el Consejo de los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual.

2. Declaraciones Ministeriales de Doha y de Hong Kong relativas a la Facilitación del Comercio

En 1996, durante la Conferencia Ministerial de Singapur, nace la idea de explorar la simplificación de los procedimientos que se relacionan con el comercio. 

Luego, la Declaración Ministerial de Doha, de 20 de noviembre de 2001, recoge este punto al establecer, en su párrafo 27, lo siguiente:

“Reconociendo los argumentos en favor de agilizar aún más el movimiento, el despacho de aduana y la puesta en circulación de mercancías, incluidas las mercancías en tránsito, y la necesidad de potenciar la asistencia técnica y la creación de capacidad en esta esfera, convenimos en que después del quinto período de sesiones de la Conferencia Ministerial se celebrarán negociaciones sobre la base de una decisión que se ha de adoptar, por consenso explícito, en ese período de sesiones respecto de las modalidades de las negociaciones. En el período que transcurra hasta el quinto período de sesiones, el Consejo del Comercio de Mercancías examinará y, según proceda, aclarará y mejorará los aspectos pertinentes de los 
artículos V, VIII y X del GATT de 1994 e identificará las necesidades y prioridades de los Miembros, en particular los que son países en desarrollo y menos adelantados, en materia de facilitación del comercio. Nos comprometemos a asegurar la asistencia técnica y el apoyo a la creación de capacidad adecuados en esta esfera”.

De esta forma, el 1 de agosto de 2004 se inician formalmente las negociaciones sobre Facilitación del Comercio, cuando los Miembros en sesión del Consejo General, unánimemente, establecen el denominado “Paquete de Julio”, fijándose como base sus modalidades o aspectos de negociación. 

Así, considerando los principios establecidos en el párrafo 27 de la Declaración de Doha, se comienza a trabajar para aclarar y mejorar los artículos V (Libertad de tránsito), VIII (Derechos y formalidades referentes a la importación y a la exportación) y X (Publicación y aplicación de los reglamentos comerciales) del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994 (GATT). También, se incluye dentro de las negociaciones el reforzar la asistencia técnica y la creación de capacidad en estas materias, mejorando efectivamente la colaboración entre las autoridades aduaneras y las relacionadas con la facilitación del comercio, y el cumplimiento de los procedimientos aduaneros. Asimismo, los resultados “tendrán plenamente en cuenta el principio del trato especial y diferenciado para los países en desarrollo y menos adelantados”, pues estos países no estarían obligados “a realizar inversiones en proyectos de infraestructura que superen sus posibilidades”.

Siguiendo esta línea, el 12 de octubre de 2004 se establece un “Grupo de Negociación sobre la Facilitación del Comercio”, bajo el alero del Comité de Negociaciones Comerciales, que a su vez rinde cuenta al Consejo General de la OMC. 

Igualmente, durante la Conferencia Ministerial de Hong Kong, de 2005, los Miembros aprueban una Declaración que refuerza lo que Doha ya había propugnado, señalando, en el párrafo 33 de ésta, lo siguiente: 

“Recordamos y reafirmamos el mandato y las modalidades para las negociaciones sobre la facilitación del comercio que figuran en el Anexo D de la Decisión adoptada por el Consejo General el 1º de agosto de 2004. Tomamos nota con reconocimiento del informe del Grupo de Negociación, adjunto en el Anexo E del presente documento, así como de las observaciones acerca de ese informe formuladas por nuestras delegaciones, que figuran en el documento TN/TF/M/11. Hacemos nuestras las recomendaciones contenidas en los párrafos 3, 4, 5, 6 y 7 del informe”.

De esta manera, el Grupo de Negociación fue abordando el trabajo encomendado sobre la base de las propuestas que los Miembros presentaron, entre los años 2005 y 2009, en cada uno de los temas relacionados, lo que conformó un texto base para las negociaciones. Pese a que las negociaciones multilaterales de la Ronda de Doha experimentaron un severo estancamiento, el Grupo de Negociación sobre Facilitación del Comercio continuó sus trabajos, profundizándolos durante los años 2012 y 2013, para la sistematización de un texto que fue reuniendo consensos, hasta su aceptación definitiva durante la Novena Conferencia Ministerial de la OMC, en Bali, Indonesia, a fines de 2013, donde los Miembros convienen una Declaración Ministerial sobre el Acuerdo de Facilitación del Comercio.

3. Declaración Ministerial de Bali y el Protocolo que Enmienda el Acuerdo de Marrakech por el que se Establece la Organización Mundial del Comercio (OMC)

a. Comité Preparatorio sobre Facilitación del Comercio

En la Novena Conferencia Ministerial de la OMC, en Bali, y según lo dispuesto por la Decisión Ministerial allí adoptada el 7 de diciembre 2013, los Ministros concluyeron la negociación del Acuerdo sobre Facilitación del Comercio, incorporando su texto completo en aquella Decisión.

Asimismo, los Ministros encomendaron a un Comité Preparatorio sobre Facilitación del Comercio (el “Comité Preparatorio”), bajo la dependencia del Consejo General de la OMC, ocuparse de la entrada en vigor del Acuerdo sobre Facilitación del Comercio y su adecuado funcionamiento. En concreto, el Comité tuvo por tarea realizar un examen jurídico para introducir rectificaciones formales que no tuviesen por objeto afectar la sustancia del texto acordado, recibir las notificaciones de los Miembros en desarrollo sobre la asunción de compromisos en categoría A, y elaborar el Protocolo de Enmienda (“el Protocolo”), para la incorporación del Acuerdo de Facilitación del Comercio en el Anexo 1A del Acuerdo de la OMC.

Así, la Declaración Ministerial de Bali sobre Facilitación del Comercio acordó que el Consejo General se reuniría, a más tardar, el 31 de Julio de 2014 para anexar los compromisos en categoría A, que los Miembros notificarían, de manera de adoptar el Protocolo en la mencionada fecha, para su entrada en vigor de acuerdo con lo estipulado en el párrafo 3 del Artículo X del Acuerdo de Marrakech, que señala: 

“Las enmiendas de las disposiciones del presente Acuerdo o de los Acuerdos Comerciales Multilaterales de los Anexos 1A y 1C no comprendidas entre las enumeradas en los párrafos 2 y 6, que por su naturaleza puedan alterar los derechos y obligaciones de los Miembros, surtirán efecto para los Miembros que las hayan aceptado tras su aceptación por dos tercios de los Miembros, y después, para cada uno de los demás Miembros, tras su aceptación por él. La Conferencia Ministerial podrá decidir, por mayoría de tres cuartos de los Miembros, que una enmienda hecha efectiva en virtud del presente párrafo es de tal naturaleza que todo Miembro que no la haya aceptado dentro del plazo fijado en cada caso por la Conferencia Ministerial podrá retirarse de la OMC o seguir siendo Miembro con el consentimiento de la Conferencia Ministerial”.

b. Adopción del Protocolo

La revisión legal del texto definitivo del Acuerdo sobre Facilitación de Comercio finalizó en julio del año 2014, sin embargo, no se produjo el consenso entre los Miembros de la OMC al 31 de julio de 2014, que constituía el plazo dispuesto en la Decisión Ministerial de Bali para que se adoptara el Protocolo de Enmienda para incorporar formalmente el Acuerdo sobre Facilitación de Comercio al Acuerdo de Marrakech. Posteriormente, los Miembros, atendiendo el enfático llamado del Director de la Organización, Sr. Roberto Azevêdo, retoman las negociaciones para alcanzar los objetivos acordados durante la última Conferencia Ministerial del 2013 y, luego de intensas conversaciones entre los Miembros para superar el impasse producido, el 27 de noviembre 2014, durante la sesión del Consejo General, se adopta finalmente el Protocolo de Enmienda que conlleva la inserción del Acuerdo sobre Facilitación del Comercio en el Anexo 1A del Acuerdo de Marrakech. 

4. Importancia de la ratificación del Protocolo que Enmienda el Acuerdo de Marrakech

Para que este Protocolo entre en vigor, se requiere que dos tercios de los Miembros de la OMC lo ratifiquen.

La aceptación del Protocolo será una importante señal del compromiso de nuestro país con el sistema multilateral de comercio, al contribuir a la entrada en vigor de una reforma sustancial a los Acuerdos de la OMC. Asimismo, al hacerlo, Chile respaldará el indiscutido consenso respecto al avance en los temas de la Ronda de Doha para el Desarrollo. En concreto, la puesta en vigencia del Acuerdo sobre Facilitación del Comercio ayudará a los intereses exportadores chilenos, gracias a la formalización de un mecanismo multilateral, cuya asunción de compromisos habilitará procedimientos más expeditos para el acceso de los productos nacionales en otros mercados y a que cualquier traba o inconveniente generado por medidas adoptadas por otros Miembros podrá ser discutido directamente en el foro de la OMC.

Es preciso señalar, asimismo, que el Acuerdo sobre Facilitación del Comercio comprende un número importante de obligaciones internacionales, en materias aduaneras, que ya se encuentran implementadas en Chile. No obstante, existen algunas disposiciones que implican modificaciones en los procesos internos del Servicio Nacional de Aduanas y de otros organismos del Estado que intervienen en la frontera en materia de importación y exportación de mercancías. En este entendido, la ratificación de este Acuerdo nos confiere una base legal para efectos de realizar aquellos cambios normativos o estructurales, con la finalidad de dar cumplimiento en su totalidad a las obligaciones establecidas en dicho Acuerdo.

Es importante destacar que, en este contexto, el Acuerdo sobre Facilitación de Comercio quedará incorporado dentro del Anexo 1A del Acuerdo de Marrakech.

II. ESTRUCTURA DEL PROTOCOLO

El Protocolo de Enmienda del Acuerdo de Marrakech por el que se establece la Organización Mundial del Comercio se estructura sobre la base de seis disposiciones y un Anexo denominado “Acuerdo sobre Facilitación del Comercio”, el que, a su vez, se encuentra dividido en tres Secciones y 24 Artículos. 

III. CONTENIDO DEL ACUERDO SOBRE FACILITACIÓN DE COMERCIO

La Sección I del Acuerdo sobre Facilitación del Comercio establece normas obligatorias sujetas a solución de controversias, que harán más expeditos los trámites de exportación e importación. Con ello, se dará mayor transparencia y previsibilidad a las normas y procedimientos de las aduanas, considerando disposiciones sobre resoluciones anticipadas, procedimientos de revisión y apelación, implementación de ventanilla única para trámites aduaneros, reforzamiento de la libertad de tránsito de mercancías, admisión temporal de bienes, manejo de mercancías rechazadas, entre otras materias. Además, el Acuerdo incluye disposiciones sobre cooperación aduanera, otorgando un marco jurídico multilateral para el intercambio de información entre las administraciones aduaneras, cuestión clave para la gestión de riesgo y el control efectivo del comercio internacional.

En definitiva, se trata de dotar al comercio multilateral de un marco jurídico vinculante que, además de la transparencia y previsibilidad, establezca mecanismos que ayuden a exportadores e importadores a dar cumplimiento oportuno a sus obligaciones, disponiendo de instrumentos que faciliten las operaciones de comercio exterior legítimas.

Para nuestro país, que hoy cuenta con la casi totalidad de su comercio internacional cubierto por acuerdos preferenciales que eliminaron las barreras arancelarias, este Acuerdo de Facilitación constituye un medio para lograr un paso más avanzado en el acceso de las exportaciones chilenas a los mercados externos, pues consigna diversos compromisos internacionales que apuntan a una mayor expedición de las mercancías a su llegada a los países de destino, de modo que no se impongan otras restricciones distintas de las arancelarias.

Cabe hacer presente que las normas del presente Acuerdo de Facilitación se complementan con el proceso de modernización del Servicio Nacional de Aduanas, actualmente en curso.

En relación con la Sección II, por su parte, cabe destacar que, en consonancia con los objetivos de la Ronda de Doha para el Desarrollo, ésta consagra el trato especial y diferenciado en favor de países en desarrollo y países menos adelantados.

Dicha Sección comprende tres categorías de disposiciones, respecto de las que solamente los países en desarrollo podrán seleccionar, según su necesidad:

1. Categoría A. Se refiere a aquellas disposiciones del Acuerdo que el Miembro designa para que se apliquen con la entrada en vigencia de éste o, en el caso de un país Miembro menos adelantado, en el plazo de un año contado a partir de la entrada en vigor.

2. Categoría B. Se trata de aquellas disposiciones del Acuerdo que el Miembro designa para ser aplicadas en una fecha posterior a un período de transición después de la entrada en vigencia del Acuerdo.

3. Categoría C. Son aquellas disposiciones del Acuerdo que el Miembro designa para ser aplicadas en una fecha posterior a un período de transición después de la entrada en vigencia del Acuerdo, y que requieren la adquisición de la capacidad de aplicación mediante la prestación de asistencia y apoyo para la creación de capacidad.

Con fecha 23 de julio de 2014, Chile notificó ante el Comité Preparatorio sobre Facilitación del Comercio que todas las disposiciones contenidas en la Sección I del Acuerdo quedan incluidas dentro de los compromisos de la Categoría A, desde la entrada en vigor del Acuerdo, con la sola excepción del Artículo 7.7 “Medidas de facilitación del comercio para los operadores autorizados”.

Por último, la Sección III del Acuerdo de Facilitación del Comercio establece disposiciones institucionales y finales. En el marco de aquellas finalidades, el nuevo Acuerdo de la OMC prevé la creación de un Comité de Facilitación del Comercio, abierto a la participación de todos los Miembros, así como el establecimiento o designación, por parte de cada Miembro, de un Comité Nacional de Facilitación del Comercio. Para tales efectos, se estima pertinente que sea designado el actual Consejo Aduanero Público Privado, creado mediante Resolución N° 5.992, de 2012, del Servicio Nacional de Aduanas, como entidad encargada de asumir aquel rol.

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente proyecto de acuerdo.

PROYECTO DE ACUERDO:

“ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébase el Protocolo de Enmienda del Acuerdo de Marrakech por el que se establece la Organización Mundial del Comercio (OMC), adoptado por Decisión del Consejo General de ésta, el 27 de noviembre de 2014, en Ginebra, Suiza, que incorpora el Acuerdo sobre Facilitación del Comercio a su Anexo 1A.”.

Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; HERALDO 
MUÑOZ VALENZUELA, Ministro de Relaciones Exteriores; RODRIGO VALDÉS 
PULIDO, Ministro de Hacienda”.
Informe Financiero
Protocolo de enmienda del Acuerdo de Marrakech, que establece la Organización Mundial de Comercio, adoptado en Finebra, el 27 de noviembre de 2014, incorporando el Acuerdo de Facilitación del Comercio

(Mensaje N° 157-363)
I. Antecedentes

El acuerdo sobre Facilitación del Comercio, incorporado dentro del Anexo 1A del Acuerdo de Marrakech, establece, para los miembros de la OMC, normas obligatorias que harán más expeditos los trámites de exportación e importación, con una mayor transparencia y previsibilidad de las normas y procedimientos de las Aduanas.

Incluye también una sección que regula la cooperación aduanera, otorgando un marco jurídico multilateral para el intercambio de información entre las administraciones aduaneras, cuestión clave para la gestión de riesgo y el control efectivo del comercio internacional.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuestos Fiscal

La ratificación de este acuerdo no involucra compromiso financiero adicional alguno, ni la modificación en la cuota o contribución de Chile a la OMC, por lo que su efecto sobre el presupuesto fiscal es nulo.

(Fdo.): SERGIO GRANADOS AGUILAR, Director de Presupuestos”.

2. Mensaje de S.E. el Viceresidenté de la República, que “Aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Consejo Federal Suizo relativo a la readmisión de personas en situaciones irregulares (Acuerdo de Readmisión) y su Protocolo, suscrito en Santiago, Chile, el 23 de noviembre de 2006”.
(boletín N° 10122-10)

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo el honor de someter a vuestra consideración el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Consejo Federal Suizo relativo a la readmisión de personas en situaciones irregulares (Acuerdo de Readmisión), y su Protocolo, suscrito en Santiago, Chile, el 23 de noviembre de 2006.

I. ANTECEDENTES

Con el ánimo de facilitar la cooperación entre las Partes y en el marco de los esfuerzos internacionales para prevenir la migración ilegal o irregular, el propósito del presente Acuerdo de Readmisión es garantizar una mejor aplicación de las disposiciones nacionales sobre la circulación de personas, en el marco del respeto a los derechos y garantías otorgados por las leyes y reglamentos vigentes.

Mediante Nota N°038, de 22 de mayo de 2007, la Embajada de Suiza informó a nuestro Ministerio de Relaciones Exteriores sobre el cumplimiento de los procedimientos constitucionales necesarios en su país para la entrada en vigor del Acuerdo.

Cabe señalar, además, que ya existe un acuerdo vigente con Francia, relativo a la readmisión de personas en situación irregular, suscrito el 23 de junio de 1995, y publicado en el Diario Oficial el 6 de mayo de 1998.

II. ESTRUCTURA Y CONTENIDO DEL ACUERDO

El Acuerdo de Readmisión con el Consejo Federal Suizo se estructura sobre la base de un Preámbulo, que contiene el propósito que animó a las Partes a suscribirlo; 6 capítulos, donde se despliegan los 19 artículos que contienen sus disposiciones normativas; y un Protocolo sobre su aplicación.

Tanto en su texto como en el de su Protocolo, el Acuerdo de Readmisión regula las materias que señalaremos a continuación.

1. Readmisión de nacionales de las Partes

Tanto Chile como el Consejo Federal Suizo readmitirán en su territorio a la persona que no cumpla o haya dejado de cumplir los requisitos vigentes de entrada o residencia en el territorio de la otra Parte, a requerimiento de esta y sin formalidades, siempre que se pruebe o se presuma, de modo verosímil, que la persona en cuestión posee la nacionalidad de la Parte requerida. En las mismas condiciones, la Parte requirente readmitirá a dicha persona en caso que, por pruebas posteriores, se demuestre que no poseía esta nacionalidad en el momento de su salida del territorio de la Parte requirente.

La solicitud de readmisión deberá ser enviada directamente a la autoridad competente de la otra Parte y contar con los datos relativos a la identidad de la persona y con los elementos que permitan probar o presumir su nacionalidad.

La nacionalidad se entenderá acreditada, en el caso de personas chilenas, con la presentación del correspondiente pasaporte, cédula de identidad o cualquier otro documento de viaje, todos válidos. En el caso de personas suizas, por su parte, la nacionalidad se acreditará con la presentación del respectivo pasaporte, cédula de identidad, certificado provisional de identidad o libreta de familia que haga mención a su lugar de origen, también todos válidos.

Asimismo, la nacionalidad se presumirá cuando se presente alguno de los documentos requeridos para acreditarla, caducados, o algún documento emitido por las autoridades de la Parte requerida que permitan identificar a la persona, entre otros.

Cuando se presuma la nacionalidad, la Misión Diplomática o la Oficina Consular de la Parte requerida expedirá sin demora un documento de viaje válido para el retorno de la persona, a menos que existan dudas sobre los elementos de dan pie a la presunción, o no existan estos. En este caso, se le realizará una entrevista a la persona. De comprobarse así la nacionalidad, se deberá expedir el documento de viaje a más tardar dentro de los 6 días siguientes a la solicitud.

2. Readmisión de nacionales de terceros Estados

Una Parte readmitirá en su territorio al nacional de un tercer país que no cumpla o haya dejado de cumplir con las condiciones vigentes de entrada o de permanencia aplicables en el territorio de la otra Parte, a requerimiento de esta y sin formalidades, siempre que ese nacional disponga de un visado o de una autorización de permanencia vigente, del tipo que sea, expedida por la Parte requerida. Igualmente, la Parte requirente readmitirá al señalado nacional cuando, como consecuencia de comprobaciones ulteriores, se determine que no cumplía las condiciones previstas en el momento de su salida del territorio de la Parte requirente.

La solicitud de readmisión del nacional de un tercer Estado deberá ser enviada directamente a la autoridad competente de la otra Parte y contener datos relativos a su identidad y nacionalidad, y los elementos que permitan probar o constatar su entrada o estadía en el territorio de la Parte requerida.

La entrada o estadía se constatará a través de la revisión del correspondiente sello de entrada o salida u otras indicaciones de los documentos de viaje o identidad; del permiso de estadía o autorización de residencia, caducados hace menos de 6 meses; o del visado caducado hace menos de 6 meses.

Asimismo, la entrada o estadía podrá presumirse mediante la presentación de un documento expedido por las autoridades competentes de la Parte requerida, del permiso de residencia caducado hace más de 6 meses o de facturas de hotel, entre otros.

Es importante destacar también que la obligación de readmisión no será procedente respecto a las siguientes personas:

a. Nacional de un tercer Estado que tenga una frontera común con la Parte requirente.

b. Nacional de un tercer Estado quien, a su entrada a territorio de la Parte requirente, esté en posesión de un visado que no sea de tránsito o de un permiso de residencia, a menos que la Parte requerida haya expedido un visado o una autorización de permanencia por un plazo más largo y esté todavía vigente.

c. Nacional de un tercer Estado que permanezca en el territorio de la Parte requirente desde hace más de seis meses.

d. Nacional de un tercer Estado al que la Parte requirente haya reconocido el estatuto de refugiado por aplicación de la Convención de Ginebra del 28 de julio de 1951 sobre Estatuto de los Refugiados, en su forma modificada por el Protocolo de Nueva York del 31 de enero de 1967, sobre Estatuto de los Refugiados.

e. Nacional de un tercer Estado que haya sido efectivamente expulsado por la Parte requerida a su país de origen o a un tercer Estado, a condición de que no haya entrado en el territorio de la Parte requirente después de haber permanecido regularmente en territorio de la Parte requerida, con posterioridad a la ejecución de la medida de expulsión.

3. Tránsito

Cada Parte, previa solicitud escrita de la otra, autorizará el tránsito por su territorio de los nacionales de terceros Estados, con o sin escolta, objeto de una decisión de expulsión o de prohibición de entrada emitida por la Parte solicitante de tránsito, cuando la admisión por parte del Estado de destino u otros posibles Estados de tránsito esté garantizada. La Parte solicitante de tránsito garantizará a la otra Parte que la persona cuyo tránsito está autorizado posee un título de transporte y un documento de viaje válido para el Estado de destino. Este tránsito se efectuará por vía aérea.

La Parte solicitante será responsable del nacional del tercer Estado hasta que llegue a su destino final. Si la entrada al otro Estado no pudiese ser ejecutada, será readmitido a su territorio.

La solicitud de tránsito se transmitirá directamente entre las autoridades competentes de las Partes y deberá contener los datos relativos a la identidad y nacionalidad de la persona en cuestión, la fecha del viaje, número del vuelo, hora de llegada al aeropuerto de tránsito, hora y fecha de partida hacia el país de destino, documentos de viaje y motivos de la solicitud.

Igualmente, la solicitud de tránsito deberá ser denegada cuando el nacional del tercer Estado corra riesgo de ser perseguido en uno de los Estados de tránsito o en el Estado de destino por razón de su raza, religión, nacionalidad, pertenencia a un determinado grupo social o por sus opiniones políticas; o de ser acusado o condenado por un tribunal penal en el Estado de destino por hechos anteriores al tránsito. Si por comprobaciones posteriores se determina que la persona se encuentra en alguno de estos casos, puede ser devuelta a la Parte solicitante.

4. Protección de datos personales

Los datos personales transmitidos en aplicación del Acuerdo de Readmisión serán procesados y protegidos conforme a la legislación interna sobre protección de datos de cada una de las Partes y conforme a los convenios internacionales aplicables en la materia que ambas Partes hayan suscrito.

Esta información solamente podrá referirse a los datos personales de la persona cuya readmisión o tránsito se solicita, o a los datos de sus familiares en caso de ser necesario; su cédula de identidad, pasaporte u otros documentos de identidad o viaje; otros datos necesarios para su identificación; los lugares de estadía y el itinerario del viaje; y/o las autorizaciones de residencia, permanencia o los visados expedidos en el extranjero.

Dentro de este marco, los datos transmitidos entre las Partes como consecuencia de este Acuerdo de Readmisión solo podrán ser utilizados para el fin en este previsto. Asimismo, cada Parte comunicará, a solicitud de la otra, el uso que les dará a los datos personales.

Del mismo modo, los datos personales comunicados por una Parte podrán ser procesados por las autoridades competentes de la otra y no podrán ser comunicados a terceras autoridades del Estado, sin previa autorización escrita a la Parte que los comunicó.

La Parte requirente se asegurará de la exactitud de los datos a transmitir, de la necesidad y de la adecuación a su objetivo. En caso de hayan sido transmitidos datos falsos, el destinatario será avisado inmediatamente y tendrá la obligación de rectificar o destruir dichos datos.

La persona objeto del procedimiento, si así lo solicita, será informada sobre sus datos personales y sobre la utilización prevista, conforme a las condiciones establecidas por la legislación interna de la Parte a la que le solicita la información.

Los datos personales transmitidos se conservarán mientras subsista el objetivo para el que han sido comunicados.

Cada Parte contratante protegerá los datos personales comunicados con el fin de evitar un acceso no autorizado, modificaciones abusivas y comunicaciones prohibidas.

5. Disposiciones generales

Finalmente, el Acuerdo de Readmisión trata distintas materias de general aplicación, destacando las siguientes:

a. Los gastos de transporte serán de cargo de la Parte requirente o solicitante hasta el punto de ingreso al territorio de la respectiva personal al Estado de destino. Asimismo, serán de su cargo los gastos de su regreso.

b. Los gastos adelantados por la Parte requerida o solicitada serán reembolsados por la Parte requirente, en un plazo de 60 día, contado desde la recepción de la respectiva factura.

c. Las autoridades competentes de ambas Partes cooperarán entre sí y se consultarán cada vez que sea necesario para la aplicación del Acuerdo de Readmisión.

d. Las controversias sobre la aplicación o interpretación de las disposiciones del Acuerdo de Readmisión se resolverán directamente entre las Partes por la vía diplomática. Si la controversia no se resolviere de este modo, las Partes podrán solicitar reuniones de expertos de ambos Gobiernos.

e. A partir de la entrada vigencia del presente Acuerdo, las Partes contratantes se intercambiarán dentro de 60 días una lista con los datos de las autoridades competentes para tramitar las solicitudes de readmisión o tránsito, al igual que una lista de los aeropuertos que se puedan utilizar para la readmisión o el tránsito de los extranjeros. Del mismo modo se comunicarán las modificaciones a estos.

f. Las disposiciones del Acuerdo de Admisión no afectarán a las obligaciones de las Partes resultantes de la aplicación de la Convención de Ginebra del 28 de julio de 1951 relativa al Estatuto de los Refugiados, en su forma modificada por el Protocolo de Nueva York del 31 de Enero de 1967, sobre el Estatuto de Refugiados; de los Acuerdos vigentes para las Partes en el ámbito de la protección de los Derechos Humanos, en particular el Pacto de Nueva York del 19 de diciembre de 1966 sobre los Derechos Civiles y Políticos; y de los acuerdos internacionales sobre extradición.

g. El Acuerdo de Admisión se extiende igualmente para el Principado de Liechtenstein y sus nacionales, de acuerdo con los Convenios vigentes entre Suiza y Liechtenstein.

h. El Acuerdo de Readmisión tendrá una duración indefinida. Sin perjuicio de ello, cada Parte contratante podrá denunciarlo con noventa días de antelación. La denuncia se notificará por vía diplomática y producirá efectos, igualmente, respecto del Principado de Liechtenstein.

i. Cada una de las Partes contratantes podrá suspender la aplicación de todo o parte del presente Acuerdo por razones de orden público, salud y la seguridad pública. Deberá notificar de la suspensión inmediatamente a la otra Parte por vía diplomática. La suspensión entrará en vigor el primer día del mes siguiente a la fecha de la notificación a la otra Parte.

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente proyecto de acuerdo.

PROYECTO DE ACUERDO:


“ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébase el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Consejo Federal Suizo relativo a la readmisión de personas en situaciones irregulares (Acuerdo de Readmisión) y su Protocolo, suscrito en Santiago, Chile, el 23 de noviembre de 2006.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): JORGE BURGOS VARELA, Vicepresidente de la República; MAHMUD ALEUY PEÑA Y LILLO, Ministro del Interior y Seguridad Pública (S); EDGARDO 
RIVEROS MARÍN, Ministro de Relaciones Exteriores (S)”.
3. Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, que “Aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de la India en Materia de Cooperación en la Exploración y Utilización del Espacio
Ultraterrestre con Fines Pacíficos, suscrito en Nueva Delhi, India,
el 17 de marzo de 2009”. (boletín N° 10123-10)

“Honorable Cámara de Diputados:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de la India en Materia de Cooperación en la Exploración y Utilización del Espacio Ultraterrestre con Fines Pacíficos, suscrito en Nueva Delhi, India, el 17 de marzo de 2009.

I. ESTRUCTURA DEL ACUERDO

El presente Acuerdo consta de un Preámbulo y once artículos.

En el Preámbulo las Partes manifiestan los propósitos que las animaron a suscribir el Acuerdo y destacan la relevancia del desarrollo bilateral en la exploración y utilización del espacio ultraterrestre con fines pacíficos, esperando con ello contribuir a su desarrollo económico y social.

En el articulado, a su vez, se despliegan las normas que conforman el cuerpo principal y dispositivo del Acuerdo.

II. PRINCIPALES DISPOSICIONES DEL ACUERDO

El objetivo de este instrumento es fijar un Acuerdo marco destinado a establecer las bases jurídicas para la consecución de los objetivos comunes de las Partes en la exploración y utilización del espacio ultraterrestre con fines pacíficos (artículo I).

Las áreas de cooperación, a su vez, incluirán la exploración del espacio ultraterrestre, los servicios de lanzamiento, el intercambio de especialistas e información científica y tecnológica, el derecho espacial, entre otras (artículo II).

Respecto a las organizaciones ejecutoras encargadas del desarrollo y ejecución de la cooperación, por un lado será la Organización de Investigación Espacial de la India; y, por otro, la Agencia Chilena del Espacio, que en la actualidad corresponde a la Comisión Asesora Presidencial denominada Consejo de Ministros para el Desarrollo Digital y Espacial, creada mediante decreto supremo N° 148, de 9 de octubre de 2013 (artículo III).

En cuanto a los aspectos organizacionales de cooperación, las Partes elaborarán un programa de largo plazo que contenga las instrucciones de la actividad conjunta. Además, celebrarán acuerdos o protocolos adicionales para los efectos de determinar las condiciones de los programas y proyectos específicos de cooperación, su ejecución, las obligaciones organizacionales y financieras, la protección legal y el ejercicio de los derechos de propiedad intelectual que emanen o deriven de este Acuerdo. Igualmente, para realizar la cooperación, las Partes nominarán a sus representantes e, igualmente, podrán crear grupos de trabajo para elaborar propuestas sobre la forma que adoptará la cooperación (artículo IV).

En relación al intercambio de información, necesario para lograr los propósitos y objetivos del Acuerdo, las Partes deberán mantenerse informadas sobre los principales avances en sus programas espaciales nacionales, garantizando en forma oportuna y recíproca el acceso a los resultados de las investigaciones científicas conjuntas emprendidas en el ámbito del presente instrumento. También, las Partes garantizarán que la distribución, publicación o intercambio de información con un tercero sólo se realizará previo consentimiento de la otra Parte (artículo V).

Asimismo, los trabajos llevados a cabo en virtud del Acuerdo deben ser financiados por las Partes, teniendo en consideración sus normas y procedimientos nacionales vigentes en sus respectivos Estados y dentro de los límites de los recursos disponibles. Del mismo modo, los proyectos y trabajos conjuntos, mutuamente acordados por las Partes, podrán llevarse a cabo en el marco del Acuerdo y dependiendo del tipo y campo de actividad, estos proyectos podrán ser de naturaleza comercial o no comercial. Los proyectos conjuntos no comerciales se realizarán sin pagos mutuos y los proyectos conjuntos comerciales se realizarán sobre la base de acuerdos o contratos adicionales celebrados por mutuo acuerdo de las Partes (artículo VI).

Cabe destacar que, además, las Partes se comprometen a proveer protección legal y asegurar los derechos de propiedad intelectual de acuerdo con la legislación vigente en sus respectivos Estados. A su vez, las personas naturales y jurídicas de una Parte gozarán en el territorio de la otra Parte de los mismos derechos y privilegios con respecto a la protección de la propiedad industrial y de los mismos recursos legales que en virtud de la legislación de la última Parte, le asistan o puedan asistir a sus propias personas naturales o jurídicas. Finalmente, todo derecho de propiedad intelectual que emane de las actividades de cooperación conjunta, realizadas en virtud del Acuerdo, pertenecerá conjuntamente a las organizaciones ejecutivas designadas por las Partes y las materias relacionadas con el uso y explotación de tales derechos deberán ser determinadas por acuerdos adicionales celebrados entre estas (artículo VII). 

Por último, en relación a las responsabilidades, los acuerdos y protocolos adicionales celebrados por las Partes deberán contener el detalle de los términos y condiciones relativos a la ejecución de los proyectos o actividades asumidos en ellos, incluidos los derechos, obligaciones y responsabilidades de las Partes (artículo VIII).

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente proyecto de acuerdo.

PROYECTO DE ACUERDO:

“ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébase el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de la India en Materia de Cooperación en la Exploración y Utilización del Espacio Ultraterrestre con Fines Pacíficos, suscrito en Nueva Delhi, India, el 17 de marzo de 2009.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; HERALDO 
MUÑOZ VALENZUELA, Ministro de Relaciones Exteriores; ANDRÉS GÓMEZ-LOBO ECHENIQUE, Ministro de Transportes y Telecomunicaciones”.
4. Oficio de S.E. la Presidenta de la República. (boletín N° 9835-13)

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley que Moderniza el sistema de relaciones laborales, introduciendo modificaciones al Código del Trabajo. (boletín N° 9835-13)


Al mismo tiempo, y en uso de la facultad que me confiere el artículo 74 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; PATRICIA SILVA MELÉNDEZ, Ministra Secretaria General de la Presidencia (S)”.
5. Oficio de S.E. la Presidenta de la República. (boletín N° 10055-07)

“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 74 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de Reforma constitucional que otorga autonomía constitucional al Servicio Electoral. (boletín N° 10055-07).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; PATRICIA SILVA MELÉNDEZ, Ministra Secretaria General de la Presidencia (S)”.
6. Oficio de S. E. la Presidenta de la República. (boletín N° 9119-18)

“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de mis facultades constitucionales, vengo en retirar las indicaciones formuladas en mensaje N° 447-362 de 28 de octubre de 2014, y formular las siguientes indicaciones al proyecto de ley del rubro, a fin de que sean consideradas durante la discusión del mismo en el seno de esa H. Corporación:

AL ARTÍCULO SEGUNDO


1) Para sustituir los artículos 1° al 26 de la Ley de Adopción que se propone por los siguientes:

“Título I

Disposiciones generales
Artículo 1°.- Adopción. La adopción tiene por objeto velar por el interés superior del adoptado, y amparar su derecho a vivir y desarrollarse en el seno de una familia que le brinde afecto y le procure los cuidados tendientes a satisfacer sus necesidades espirituales y materiales.

La adopción confiere al adoptado el estado civil de hija o hijo respecto del o de los adoptantes en los casos y con los requisitos que la presente ley establece.

Artículo 2°.- Definiciones. Para los efectos de la presente ley, se entenderá por:

a) Niña, niño: Todo ser humano que no ha cumplido los 14 años de edad. 

b) Adolescente: Todo ser humano desde los 14 años hasta que cumpla los 18 años de edad. 

c) Servicio: Servicio Nacional de Menores.

d) Registro Civil: Servicio de Registro Civil e Identificación.

e) Cuidado Adecuado: Situación en la que las necesidades físicas, emocionales, espirituales, intelectuales y sociales básicas de la niña, niño o adolescente son satisfechas por sus cuidadores, promoviendo su desarrollo en consonancia con la evolución de sus facultades.

Artículo 3°.- Características y legislación aplicable. La adopción es una medida de orden público, pura y simple e irrevocable, sin perjuicio de la acción de nulidad que pueda deducirse en su contra. 

En su constitución y efectos se tendrán en consideración las normas de esta ley y todos los derechos y garantías reconocidos por la Constitución Política de la República y leyes nacionales, la Convención Sobre los Derechos del Niño, los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes y toda otra normativa internacional aprobada por organizaciones de las que el Estado de Chile forma parte y que desarrolle garantías o directrices de aplicación de los derechos del niño, niña y adolescente.

En cuanto a su tramitación, en lo no previsto por esta ley, le serán aplicables las disposiciones contenidas en el Título III de la Ley N° 19.968.

Artículo 4°.- Adopción nacional e internacional. La adopción puede ser nacional o internacional. 

La adopción es nacional si la niña, niño o adolescente a ser adoptado y el o los solicitantes de la adopción tienen su residencia permanente en Chile al momento de presentar la solicitud. La adopción nacional siempre se constituirá en Chile. 

La adopción es internacional si la niña, niño o adolescente a ser adoptado tiene su residencia habitual en un Estado, denominado Estado de origen, y los solicitantes de la adopción tienen su residencia habitual en otro Estado, denominado Estado de recepción, al cual va a ser trasladado la niña, niño o adolescente. De esta clase de adopción se trata en el Título V.

Para los efectos de lo dispuesto en el Convenio de la Haya, de 1993, relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en Materia de Adopción Internacional, la autoridad central en materia de adopción internacional es el Servicio.

Artículo 5°.- Programa de adopción. Es el conjunto de actividades destinadas a restablecer el derecho de la niña, niño o adolescente a vivir en una familia idónea. Para tales efectos, se desarrollarán los subprogramas que sean necesarios para dar cumplimiento a los objetivos de la presente ley.

Los programas de adopción serán diseñados y ejecutados por el Servicio, y por los organismos acreditados ante éste. Los subprogramas de adopción se determinarán y regularán en el reglamento de la presente ley.

El financiamiento de los programas de adopción se regirá por las disposiciones contenidas en la Ley N° 20.032 y su Reglamento.

Artículo 6°.- Organismos acreditados nacionales y autorizados extranjeros. Son organismos acreditados nacionales las corporaciones o fundaciones que, cumpliendo los requisitos dispuestos para la ejecución de programas de adopción, son reconocidos en esta calidad por resolución fundada del Director Nacional del Servicio.

Dicha acreditación se otorgará únicamente a corporaciones o fundaciones que tengan entre su objeto la asistencia, cuidado o protección de niñas, niños o adolescentes, demuestren competencia técnica y profesional para ejecutar programas de adopción, y sean dirigidas por personas idóneas.

Son organismos autorizados extranjeros aquéllos que, con el objeto de actuar como intermediarios en materia de adopción internacional de niñas, niños y adolescentes residentes en Chile, han sido autorizados por el organismo competente del Estado al que pertenecen y por el Servicio. 

Dicha autorización se otorgará a instituciones sin fines de lucro, en las condiciones y dentro de los límites fijados por las autoridades competentes del Estado que lo haya acreditado, que sean dirigidos y administrados por personas cualificadas por su formación o experiencia para actuar en el ámbito de la adopción internacional y que estén sometidos al control de las autoridades competentes de dicho Estado, en cuanto a su composición, funcionamiento y situación financiera.

El reglamento de la presente ley regulará el procedimiento para la concesión, denegación, suspensión, revocación, y renovación de la acreditación o autorización del organismo, según corresponda, la que se dispondrá por resolución fundada del Director Nacional del Servicio.

Artículo 7°.- Facultad de hacerse parte. El Servicio y los organismos acreditados nacionales podrán hacerse parte en todos los asuntos que regula esta ley, en defensa de los derechos de la niña, niño o adolescente. Esta facultad podrá ejercerse hasta que produzca efectos la adopción y, con posterioridad, sólo para intervenir en el juicio de nulidad de la misma.

Artículo 8°.- Registros. El Servicio deberá mantener, a lo menos, los siguientes registros: 

a) Registro de personas declaradas adoptables;

b) Registro de matrimonios y personas declaradas idóneas para la adopción de una niña, niño o adolescente, distinguiendo entre aquellas que tengan residencia en Chile y las que residan en el extranjero.

c) Registro de adopciones otorgadas.

Los registros deberán ser actualizados permanentemente. Sus características y funcionamiento se regularán en el reglamento de esta ley.

Artículo 9°.- Adopción de niñas, niños y adolescentes con necesidades especiales. Se entenderá por niñas, niños y adolescentes con necesidades especiales a quienes por su discapacidad, género, etnia, religión, cultura, origen u otro elemento requieran una protección reforzada por parte del Estado para la satisfacción de sus derechos.

El Estado deberá promover la adopción de niñas, niños y adolescentes con necesidades especiales, desarrollando las medidas adecuadas para tales efectos.

Título II

Principios
Artículo 10.- Interés superior de la niña, niño y adolescente. El interés superior de la niña, niño y adolescente es el principio rector y, en consecuencia, obligatorio de todo procedimiento relacionado con la adopción. 

El interés superior de la niña, niño y adolescente debe considerarse en la resolución de conflictos de derechos, en la determinación de las políticas públicas en la materia y en toda resolución judicial y administrativa concerniente a la adopción de las niñas, niños y adolescentes.

Artículo 11. No discriminación. Para efectos de la presente ley, se entenderá por discriminación arbitraria toda distinción, exclusión o restricción que carezca de justificación razonable, efectuada por agentes del Estado o particulares, y que cause privación, perturbación o amenaza en el ejercicio legítimo de los derechos fundamentales establecidos en la Constitución Política de la República o en los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, en particular cuando se funden en motivos tales como la raza o etnia, la nacionalidad, la situación socioeconómica, el idioma, la ideología u opinión política, la religión o creencia, la sindicación o participación en organizaciones gremiales o la falta de ellas, el género, la orientación sexual y la identidad de género, el estado civil, la edad, la filiación, la apariencia personal y la enfermedad o discapacidad.

Artículo 12.- Derecho a ser oído. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a ser oídos en todos los asuntos que les afecten, debiendo considerar sus opiniones atendiendo a su edad y a su grado de madurez. 

Tratándose de un adolescente, será necesario que éste asienta expresamente ante el juez durante el procedimiento de adoptabilidad, en relación con la posibilidad de ser adoptado y, en el curso del procedimiento de adopción, respecto de la solicitud presentada por el o los interesados. En caso de negativa del adolescente el procedimiento no podrá continuar.

En caso de negativa de la niña o niño, o cuando el adolescente no manifieste su voluntad, excepcionalmente el juez podrá, por resolución fundada, ordenar que continúe el procedimiento, dejando constancia de los motivos invocados por la niña, niño o adolescente, si los hubiere, debiendo haber oído al curador ad litem.

En todos los procedimientos que regula la presente ley, las niñas, niños y adolescentes deberán contar con un curador ad litem que represente sus derechos.

Artículo 13. Derecho de la niña, niño y adolescente a vivir en familia. Toda niña, niño y adolescente tiene derecho a crecer en un entorno que le permita su desarrollo integral, preferentemente dentro de su familia de origen. 

El Estado deberá adoptar las medidas necesarias para hacer efectivo este derecho, otorgando protección social a las familias que viven en entornos o circunstancias que dificultan el cuidado adecuado de las niñas, niños o adolescentes. 

En aquellos casos en que la familia se encuentre imposibilitada de ejercer el cuidado adecuado, aun habiendo recibido el apoyo por parte del Estado, se determinará judicialmente la procedencia de un cuidado alternativo, preferentemente familiar.

Artículo 14.- Subsidiariedad de la adopción. La adopción es una institución de carácter subsidiario, que tiene por objeto restituir a las niñas, niños y adolescentes privados de cuidado adecuado, su derecho a vivir en una familia.

La adopción sólo procederá en aquellos casos en que se acredite judicialmente la imposibilidad de disponer de otras medidas que permitan la permanencia de la niña, niño o adolescente con su familia de origen.

Artículo 15.- Derecho a conocer los orígenes. Las personas que han sido adoptadas tienen derecho a conocer sus orígenes con el debido asesoramiento, de acuerdo a lo establecido en esta ley.

Para tal efecto, el Estado a través del Registro Civil garantizará la conservación de la información relativa a la identidad de la familia de origen y demás antecedentes vinculados a la adopción.

Artículo 16 Reserva. Todas las tramitaciones, tanto judiciales como administrativas, y la custodia de documentos, así como los registros a que den lugar los procedimientos que regula esta ley, serán reservadas. La autoridad administrativa y judicial deberá adoptar todas las medidas de resguardo necesarias para el estricto cumplimiento de este fin.

No obstante lo señalado en el inciso anterior, la niña, niño o adolescente o las partes podrán solicitar las certificaciones o copias necesarias para impetrar derechos que les correspondan o realizar actuaciones en beneficio de la niña, niño o adolescente que tienen bajo su cuidado.

Título III

Procedimiento de adoptabilidad

Párrafo 1°

De las causales de adoptabilidad, la competencia y el inicio del procedimiento
Artículo 17.- Causales. Podrá iniciarse el procedimiento de adoptabilidad respecto de niñas, niños o adolescentes, que vean afectado su derecho a vivir en familia por encontrarse en alguna de las siguientes situaciones:

a) Por tratarse de una niña, niño o adolescente de filiación no determinada respecto de ambos padres.

b) El abandono de la niña, niño o adolescente por parte de su padre o madre, en el caso de la adopción por integración, de conformidad a lo regulado en la presente ley. 

c) Imposibilidad de los padres y demás miembros de la familia de origen de ejercer el cuidado adecuado de la niña, niño o adolescente, determinada mediante una sentencia judicial firme en los casos y en los términos que establece la ley. Se entenderá comprendida en esta causal la renuncia al cuidado de la niña, niño o adolescente realizada por la madre, el padre o ambos, según corresponda, ante el juez con competencia en materias de familia.

No constituirá causal para la declaración judicial de adoptabilidad la falta de recursos económicos para el cuidado adecuado de la niña, niño o adolescente, ni tampoco podrá fundarse dicha declaración en motivos que constituyan discriminación arbitraria en los términos previstos en el artículo 11 de esta ley.

Artículo 18.- Competencia. Conocerá del procedimiento de adoptabilidad el juez con competencia en materias de familia del domicilio o residencia de la niña, niño o adolescente.

Se entenderá por domicilio o residencia de la niña, niño o adolescente el correspondiente a la respectiva institución si se encontrare bajo el cuidado del Servicio o de un organismo colaborador acreditado ante éste. 

Tratándose de la causal de la letra c) del artículo 17, la competencia para conocer de la adoptabilidad quedará radicada en el juez ante el cual se haya sustanciado el procedimiento excepcional de protección. 

El juez ante el cual se tramite un procedimiento de adoptabilidad de la niña, niño o adolescente, será también competente para conocer de las medidas de protección que se soliciten a su respecto.

Artículo 19.- Inicio del procedimiento. El procedimiento de adoptabilidad de una niña, niño o adolescente deberá fundarse en alguna de las causales del artículo 17 e iniciarse de oficio por el tribunal, a solicitud del Servicio, de un organismo acreditado nacional o, excepcionalmente, a requerimiento de las personas naturales que lo tengan bajo su cuidado. 

Cuando se trate de niñas, niños o adolescentes de filiación no determinada respecto de ninguno de sus progenitores, el procedimiento de adoptabilidad no podrá ser iniciado a instancia de las personas naturales que lo tengan a su cuidado. 

En las causas iniciadas o patrocinadas por organismos acreditados nacionales para desarrollar programas de adopción no procederá que el tribunal ordene que el Servicio se haga parte, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 7° de la presente ley.

Cuando el procedimiento se inicie por personas naturales, éstas deberán acompañar a la solicitud el respectivo certificado de idoneidad que los habilita a postular a la adopción de la niña, niño o adolescente de quien se trate. La falta de certificado de idoneidad o la circunstancia de encontrarse éste vencido, dará lugar a tener por no presentada la respectiva solicitud de inicio del procedimiento de adoptabilidad.

Párrafo 2°

Procedimiento Excepcional de Protección
Artículo 20.- Objeto del procedimiento. El procedimiento excepcional de protección tendrá por objeto restituir el derecho de la niña, niño o adolescente, a vivir en familia en los siguientes casos:

a) En aquellas causas de aplicación judicial de medidas de protección en las que en conformidad al artículo 74 de la Ley N° 19.968 se decrete una medida de separación de la niña, niño o adolescente de su padre, madre o de quien lo tenga bajo su cuidado.

b) En caso de renuncia al cuidado de una niña, niño o adolescente realizada por su madre, su padre o ambos, según corresponda, ante el juez con competencia en materias de familia y sin perjuicio de la medida cautelar que éste decrete.

Artículo 21.- Inicio del procedimiento. En los casos señalados en el artículo anterior, el juez con competencia en materia de familia deberá iniciar de oficio el procedimiento a que se refiere el presente párrafo.

En su primera actuación, determinará los miembros de la familia de origen, así como el o los adultos significativos de la niña, niño o adolescente que serán citados a la audiencia preliminar. Se entenderá por familia de origen los parientes consanguíneos ascendientes y colaterales hasta el sexto grado inclusive. Por adulto significativo, se comprenderá a la o las personas mayores de edad, con las cuales la niña, niño o adolescente manifieste tener una relación de confianza. Excepcionalmente, se admitirá la comparecencia de uno o más adultos significativos a la audiencia preliminar respectiva aun cuando no hayan sido notificados, debiendo acreditar el vínculo o relación de confianza que señale tener con la niña, niño o adolescente.

Para determinar a los miembros de la familia de origen de la niña, niño o adolescente, el juez solicitará al Registro Civil un certificado de vínculos familiares en el cual se les individualice.

Sin perjuicio de lo señalado en el inciso segundo, no serán citados ni admitidos como comparecientes o como parte de este procedimiento ni de ningún otro destinado a la restitución de derechos de la niña, niño o adolescente de que se trate, la persona que haya sido condenada por delitos sexuales contenidos en los artículos 361 al 375 del Código Penal o por las lesiones tipificadas en los artículos 395 a 398 del mismo cuerpo legal, cuando la víctima hubiese sido una niña, niño o adolescente.

En la actuación de que trata este artículo, el juez deberá designar el curador ad litem que defenderá los derechos de la niña, niño o adolescente.

Artículo 22.- Notificaciones. Las notificaciones se realizarán personalmente en los domicilios que el tribunal obtenga del Sistema Informático de los Tribunales de Familia y de todo otro registro público disponible, tales como el Registro Civil, el Registro Electoral o el de la Policía de Investigaciones respecto de personas nacionales o extranjeras, quienes deberán informar dichos domicilios al tribunal en el plazo máximo de 5 días corridos desde que se reciba la solicitud respectiva. Cuando la notificación deba efectuarse a personas cuya individualización o domicilio sean difíciles de determinar, el juez dispondrá que se practique por cualquier medio idóneo que garantice la debida información del notificado para el adecuado ejercicio de sus derechos.

La respectiva notificación deberá indicar la individualización de la causa, del niño, niña o adolescente, el objeto de la citación y la fecha de la audiencia preliminar.

Asimismo, todo interviniente en el proceso deberá, en su primera gestión judicial, designar un domicilio conocido dentro del territorio nacional y una forma válida de notificación. Ambas se considerarán subsistentes mientras la parte interesada no designe otras, siendo responsable de actualizarlas y comunicarlas formalmente al tribunal.

Artículo 23.- Audiencia preliminar. La audiencia preliminar se llevará a cabo en el plazo más breve posible, el que no podrá exceder de los 30 días hábiles siguientes al inicio del procedimiento. 

La audiencia se realizará con las partes que asistan y en ella se determinará quién ejercerá el cuidado personal provisorio de la niña, niño o adolescente y se dispondrá la derivación a algún programa de la oferta pública a que se refiere el artículo 24 cuando se solicite, por el plazo máximo de ocho meses. 

En caso de no asistir ninguno de los citados a la audiencia estando debidamente notificados, o que, habiendo comparecido señalen no querer hacerse cargo del cuidado de la niña, niño o adolescente y una vez que se haya escuchado a ésta o éste y a su curador, el tribunal dictará una sentencia en la que consignará dichas circunstancias y adoptará una o más de las siguientes medidas:

a) El ingreso o la mantención de la niña, niño o adolescente en un programa de acogimiento familiar por el plazo que establezca la ley;

b) El ingreso o mantención de la niña, niño o adolescente en un programa residencial, excepcionalmente y sólo cuando su interés superior lo haga necesario, por el plazo que establezca la ley;

c) El inicio de un procedimiento de adoptabilidad dentro de un plazo de 15 días hábiles contado desde que la sentencia se encuentre firme, el que se sujetará a las normas contenidas en el Párrafo 3° del Título III de la presente ley. En este caso, de forma previa deberá requerir un informe al Servicio respecto de las posibilidades que la niña, niño o adolescente tiene de ser adoptado y de las ventajas que reportaría para ella o él la adopción. Dicho informe deberá ser evacuado y remitido dentro de los 15 días hábiles siguientes a la orden emanada del tribunal.

Artículo 24.- Oferta pública de programas. El Ministerio de Desarrollo Social articulará la oferta pública de programas existentes en materia de acceso a la salud, educación, trabajo, vivienda, atención psicológica y social destinados a los niños, niñas y adolescentes, conforme a lo prescrito en el artículo 3° letra ñ) de la ley N° 20.530. Informará de ella y de su cobertura a través de sus Secretarías Regionales Ministeriales mensualmente y en forma detallada a cada juzgado con competencia en materias de familia.

Asimismo será responsable de recibir los informes y evaluaciones que dichos programas generen respecto de cada uno de los casos que se le derivan, debiendo remitirlos de forma periódica al tribunal respectivo.

Artículo 25.- Audiencia de Revisión. La audiencia de revisión se realizará en el día fijado por el tribunal en la audiencia preliminar, a la que quedarán notificados personalmente quienes hubieren participado en ella. 

Esta audiencia tendrá por objeto evaluar la medida de derivación adoptada en conformidad al artículo 23, considerando los informes emitidos por los programas respectivos, así como la opinión de la niña, niño o adolescente y de su curador. 

Estimando el juez que ha cesado la vulneración o amenaza grave de derechos de la niña, niño o adolescente, se entenderá restablecido su derecho a vivir en familia mediante una resolución que entregue el cuidado personal definitivo a algún miembro de su familia de origen o a algún adulto significativo, según corresponda.

En caso contrario, el juez dictará una sentencia y adoptará una o más de las siguientes medidas:

a) El ingreso o la mantención de la niña, niño o adolescente en un programa de acogimiento familiar por el plazo que establezca la ley;

b) El ingreso o mantención de la niña, niño o adolescente en un programa residencial, excepcionalmente y sólo cuando su interés superior lo haga necesario, por el plazo que establezca la ley;

c) El inicio de un procedimiento de adoptabilidad dentro de un plazo de 15 días hábiles contado desde que la sentencia se encuentre firme, el que se sujetará a las normas contenidas en el Párrafo 3° del Título III de la presente ley. En este caso, de forma previa deberá requerir un informe al Servicio respecto de las posibilidades que la niña, niño o adolescente tiene de ser adoptado y de las ventajas que reportaría para ella o él la adopción. Dicho informe deberá ser evacuado y remitido dentro de los 15 días hábiles siguientes a la orden emanada del tribunal.

Artículo 26.- Recursos. Las sentencias dictadas en conformidad a las reglas prescritas en este párrafo serán apelables en ambos efectos, y gozarán de preferencia para su vista y fallo.”.

2) Para suprimir los artículos 27 a 30.

Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; JAVIERA BLANCO SUÁREZ, Ministra de Justicia; MARCOS BARRAZA GÓMEZ, Ministro de Desarrollo Social”.
7. Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en el proyecto, iniciado en moción, con urgencia “simple”, que modifica el Código Orgánico de Tribunales en materia de distribución de causas
y asuntos de jurisdicción voluntaria. (boletín N° 9679-07)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, viene en informar, en segundo trámite constitucional y primero reglamentario, el proyecto de la referencia, originado en moción de la senadora señora Allende, doña Isabel y los senadores señores Araya, don Pedro; De Urresti, don Alfonso; Harboe, don Felipe y Quinteros, don Rabindranath.


Para el despacho de esta iniciativa, S.E. la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia la que ha calificado de “simple” para todos sus trámites constitucionales, motivo por el cual esta Cámara cuenta con un plazo de 30 días para afinar su tramitación, término que vence el día 2 de julio próximo por haberse dado cuenta de la urgencia en la Sala el día 2 de junio, recién pasado.


Durante el análisis de esta iniciativa la Comisión contó con la colaboración de la Ministra de Justicia, señora Javiera Blanco; del Subsecretario de Justicia, señor Ignacio Suárez; del asesor legislativo de dicha cartera de Estado, señor Felipe Rayo; de la Directora y la Secretaria General de la Asociación Nacional de Magistrados, señoras Leonor Cohen y Vania Boutaud, respectivamente, y del Director(S) de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, señor Zvonimir Koporcic.

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.


1) La idea matriz o fundamental del proyecto es la de asegurar una distribución equitativa de la carga de trabajo entre tribunales equivalentes. Para estos efectos, se erradica el actual sistema de turnos que se utiliza para distribuir las causas que ingresan a tramitación judicial en los juzgados de letras en aquellas comunas o agrupaciones de comunas que no son asiento de Corte de Apelaciones y, en su lugar, se establece un método informático de distribución, que será aplicado por el primer juzgado de letras de la respectiva comuna o agrupación de comunas.


2) Quórum de votación.


El H. Senado señaló que las dos disposiciones que integran el proyecto se relacionan con la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, en los términos del artículo 77 de la Constitución Política. Por tal razón, tienen carácter orgánico constitucional y, en consecuencia, para su aprobación requieren del voto favorable de las cuatro séptimas partes de los señores diputados en ejercicio, según lo dispone el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.


3) Normas que requieren trámite de Hacienda.


No hay.


4) Comunicación a la Corte Suprema de las disposiciones incorporadas en este trámite o que han sido objeto de modificaciones sustanciales respecto de las ya conocidas por la Corte.


Vuestra Comisión de Constitución Legislación, Justicia y Reglamento, deja constancia que no hay normas incorporadas en este trámite o que han sido objeto de modificaciones sustanciales respecto de las conocidas por dicha Corte y que fueran consultadas por el H. Senado, mediante oficio Nº 1.330/SEC/14, de fecha 4 de noviembre de 2014.


La Excma. Corte Suprema respondió, el día 6 de enero del año en curso, mediante oficio N° 124-2014.


5) El proyecto fue aprobado, en general, por unanimidad.


En sesión 104ª, de fecha 4 de junio del 2015, se aprobó en general por la unanimidad de los diputados presentes.


Votaron por la afirmativa los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Soto, don Leonardo y Trisotti, don Renzo.


6) Se designó Diputado Informante al señor Coloma, don Juan Antonio.

I. RESUMEN DE LOS FUNDAMENTOS DEL PROYECTO.


Señalan los autores de la moción que de acuerdo a las estadísticas del Poder Judicial, durante el año 2013, ingresaron 2.945.261 causas ante los tribunales de nuestro país; de éstas, 1.366.467 corresponden a materias civiles, 402.151 a cobranza laboral y previsional, 568 al antiguo sistema criminal, 545.532 a asuntos de familia, 581.712 a procesos penales y 48.831 a laborales, lo que representa una leve disminución respecto al año 2012.


Añaden que, cada uno de los procedimientos anteriores tiene una forma determinada y particular de distribución de la labor judicial entre los diversos tribunales competentes para conocer de una misma materia. En lo que respecta a aquellos asuntos que son conocidos por los Juzgados de Letras en lo Civil el Código Orgánico de Tribunales adopta dos criterios para asignar el trabajo judicial; uno es la denominada regla de la distribución que opera en aquellos juzgados que se ubican en la comuna o agrupación de comunas de una Corte de Apelaciones y se describe como aquella distribución directa que realiza el Presidente de la Corte respectiva, diariamente. En la práctica, esta labor se realiza computacionalmente y al momento de presentar una demanda o cualquier otra gestión judicial inmediatamente se asigna el tribunal y un número del rol. El otro criterio adoptado es la denominada regla del turno y que funciona en aquellos juzgados que no se ubican en la comuna o agrupación de comunas asiento de Corte de Apelaciones; este sistema implica que la distribución se realiza por turno entre los diversos juzgados competentes para conocer de una misma materia en un mismo territorio.


Mencionan que el sistema del turno es el más utilizado por las diversas legislaciones, dada su claridad y sencillez; sin embargo, adolece de un defecto y es que -en la práctica-entrega a las partes la elección del tribunal lo que, no sólo se aleja de lo deseable, sino que produce además una distribución inequitativa de la carga de trabajo entre tribunales equivalentes. Esto resulta evidente al revisar las estadísticas de ingresos de causas civiles en los juzgados letras en lo civil, a lo largo de nuestro territorio nacional. En efecto, de acuerdo a los datos proporcionados por el Poder Judicial existen, como consecuencia del señalado sistema de turno, diferencias desproporcionadas en la carga laboral que algunos juzgados deben enfrentar en relación a otro u otros de un mismo territorio jurisdiccional.


Agregan que, el siguiente cuadro evidencia inequidad en la distribución de causas producida en 14 tribunales del país que funcionan bajo la regla del turno.

	TRIBUNAL
	1°
	2°
	3°
	4°
	Diferencia (entre el más y el menos recargado)

	Juzgados de Letras de Arica
	5527
	4905
	4337
	
	1190

	Juzgados de Letras de Calama
	3729
	3678
	4916
	
	1238

	Juzgados de Letras de Copiapó
	6234
	5598
	6077
	5205
	1029

	Juzgados de Letras de Coquimbo
	3053
	1892
	4386
	
	2494

	Juzgados de Letras de Ovalle
	2469
	2890
	4065
	
	1596

	Juzgados de Letras de Quilpué
	4913
	3424
	
	
	1489

	Juzgados de Letras de Los Andes
	4153
	2691
	
	
	1462

	Juzgados de Letras de Quillota
	3511
	4255
	
	
	744

	Juzgados de Letras de San Antonio
	3050
	3639
	
	
	589

	Juzgados de Letras de San Fernando
	4101
	4839
	
	
	738

	Juzgados de Letras de Curicó

	2943
	4130
	
	
	1187

	Juzgados de Letras de Los Ángeles
	5183
	4039
	
	
	1144

	Juzgados de Letras de Coronel
	3077
	1843
	
	
	1234

	Juzgados de Letras de Osorno
	3516
	5641
	
	
	2125

	PROMEDIO DE DIFERENCIA
	
	
	
	
	1304



En ella, es posible apreciar que un ejemplo de esta distorsión tiene lugar en la ciudad dé Copiapó, donde el 4° juzgado de letras de esa comuna registra 5.205 ingresos civiles, en tanto que el 1° juzgado copiapino, el número de ingresos asciende a 6.234, es decir, 1.029 causas de diferencia entre uno y otro.


Lo anterior contrasta con la realidad de aquellos juzgados en los que opera la regla de la distribución como podemos observar en el siguiente cuadro, construido con datos proporcionados por el Poder judicial.

	Tribunal
	1°
	2°
	3°
	4°
	5°
	Promedio Diferencia

	Juzgados de Letras de Iquique
	5904
	5935
	5941
	
	
	37

	Juzgado Civil de Rancagua
	18038
	18137
	
	
	
	99

	Juzgados Civiles de Valparaíso
	3926
	3963
	3902
	3894
	3960
	69

	Juzgados Civiles de Concepción
	10883
	10626
	10603
	
	
	280

	Juzgados Civiles de Temuco
	8980
	8931
	8932
	
	
	49

	Promedio Diferencia

Total
	
	
	
	
	
	106,8



Finalmente, señalan que resulta pues evidente el contraste entre la diferencia de ingresos entre juzgados similares en los que opera la regla del turno (1.304 en promedio) y la diferencia de ingresos entre juzgados civiles similares en los que opera la regla de la distribución (106,8). Ello hace impostergable un cambio en el sistema, asegurando una más correcta y equitativa distribución de la carga laboral entre juzgados con una misma competencia territorial.

II. RESUMEN DEL CONTENIDO DEL PROYECTO APROBADO POR EL SENADO. 


El proyecto despachado por el Senado consta de un artículo único que contiene las siguientes modificaciones al Código Orgánico de Tribunales:


1. Elimina los primeros tres incisos del artículo 175 del COT, que hacen referencia al sistema de turno.


2. En su lugar propone un sistema de distribución informático idóneo que deberá aplicar la secretaría del primer juzgado de letras de las comunas o agrupaciones de comunas donde hubiere más de un juez de letras. Regla que deberá aplicarse a los asuntos en que actualmente se aplica el turno.


3. Deja vigente el inciso final de artículo 175 del COT, manteniendo con ello la actual exclusión de la regla a los juzgados de garantía, tribunales de juicio oral y juzgados de familia (artículo 118 de la ley N° 19.968, como se verá más adelante).


4. Agrega al COT un artículo transitorio de vigencia diferida de la ley, según el cual ésta entraría a regir a partir de los noventa días desde su publicación.

III. SÍNTESIS DE LA DISCUSIÓN EN LA COMISIÓN Y ACUERDOS ADOPTADOS.


1.- Discusión General.


El proyecto en informe fue aprobado, en general, por vuestra Comisión en su sesión 104ª de fecha 4 de junio del 2015, por la unanimidad de los diputados presentes.


Votaron por la afirmativa los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Soto, don Leonardo y Trisotti, don Renzo.


Durante ella, la Directora de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Leonor Cohen, expresó que comparte el contenido de esta iniciativa. Manifestó que constituye una reivindicación de todos los tribunales el que exista una similar distribución de la carga de trabajo. Los autores de la moción detectaron una desigual repartición de ella, la que se debe a que principalmente en los asuntos voluntarios, donde rige la regla del turno, los abogados eligen los tribunales que funcionan de mejor manera.


La distribución per se tampoco constituía la solución ideal. Si los abogados desean elegir tribunales en comunas asiento de Corte, no deben esperar una semana para ello, sino varias más, pero siempre cuentan con la posibilidad de optar. Por ello, en tales tribunales se nota menos la desigual repartición de la carga de trabajo.


En relación con el articulado, sostuvo que se propone incorporar en el inciso segundo del artículo 175 del Código Orgánico de Tribunales el velar por una distribución equitativa. Al respecto estimó que tal distribución equitativa debe ser una obligación de la secretaría del Primer Juzgado de Letras y no un mero principio.


El diputado señor Ceroni hizo presente que puede ocurrir que aunque se otorgue un similar número de causas a cada tribunal, la entidad o dificultad de cada una de ellas puede ser diversa, por lo que la igual repartición de la carga de trabajo puede no alcanzarse.


El diputado señor Andrade preguntó la opinión del Ejecutivo sobre la observación formulada por la Corte Suprema, en orden a otorgarle mayor operatividad a las Cortes para que en las mismas situaciones de pluralidad de tribunales en una misma comuna o agrupación de comunas y conforme a un Auto Acordado puedan disponer, en materia de demandas ejecutivas una distribución más racional, de modo que un número específico de tribunales civiles se avoquen, de acuerdo a una distribución generada en la Corte de Apelaciones, al conocimiento de estos asuntos de modo de liberar a los restantes juicios que son masivos de mínima complejidad, pero que de alguna manera alteran el debido conocimiento, en plazo razonable, de las demás cuestiones de mayor dificultad.


La señora Cohen destacó que su Asociación se ha manifestado en contra cada vez que la Corte Suprema ha pretendido regular por un auto acordado una materia que es propia de ley.


El Subsecretario de Justicia, señor Ignacio Suárez valoró la iniciativa. Su objeto es privar a las partes de la facultad de elegir el tribunal que conocerá de la causa. Junto con evitar el llamado “forum shopping” se procura hacer más eficiente el funcionamiento del sistema judicial. 


Por otra parte, efectuó las siguientes observaciones:


a) En la modificación que se efectúa al artículo 179, sugirió incorporar una referencia al artículo 175, de modo de evitar que se excluya a los tribunales que no son asiento de Corte. Si no se incorpora la referencia al artículo 175 se obligará a las personas a concurrir ante la Corte para distribuir la causa, la que se encuentra en una comuna diversa del tribunal. Para favorecer el acceso a la justicia recomendó incluir expresamente a los tribunales que no son asiento de Corte.


b) El proyecto propone incorporar una regla especial para los tribunales de Santiago, en el inciso segundo del artículo 179. Al respecto estimó que si la idea es terminar con los turnos, debe llevarse a cabo esa medida para todo Chile.


2.- Discusión Particular.

Artículo único


Los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Soto, don Leonardo y Trisotti, don Renzo, formularon indicación para:


1.- Sustituir en el numeral 1) la oración “y, en todo caso, velando por una distribución equitativa entre los distintos tribunales.”.” por la siguiente: “.En todo caso, deberá velar por una distribución equitativa entre los distintos tribunales.”.


2.- Sustituir el literal a) del numeral 2) por el siguiente:


“a) Reemplázanse, en el inciso primero, la frase inicial “No están sujetos a lo dispuesto en el artículo 176” por “Estarán sujetos a lo dispuesto en los artículos 175 y 176, según el caso”, y la palabra “ni” por la conjunción copulativa “y”.”

3.- Suprimir el literal b) del numeral 2).


Sometidos a votación el artículo único, conjuntamente con la indicación, fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Soto, don Leonardo y Trisotti, don Renzo.


Por la misma votación se sustituyó en el artículo transitorio la palabra “el” que precede a “Código Orgánico de Tribunales” por la siguiente frase: “los artículos 175 y 179 del”.

IV. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADAS POR LA COMISIÓN.


No existen artículos ni indicaciones en tal sentido.

V. TEXTO DEL PROYECTO TAL COMO QUEDARÍA EN VIRTUD DE LOS ACUERDOS ADOPTADOS POR LA COMISIÓN.


Por las razones señaladas y por las que expondrá oportunamente el señor diputado informante, esta Comisión recomienda aprobar el proyecto de conformidad al siguiente texto:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales:


1) Sustitúyense, en el artículo 175, los incisos primero, segundo y tercero por los siguientes incisos primero y segundo, pasando el actual inciso cuarto a ser tercero:


“En las comunas o agrupaciones de comunas en donde hubiere más de un juez de letras, deberá presentarse ante la secretaría del Primer Juzgado de Letras toda demanda o gestión judicial que se iniciare y que deba conocer alguno de dichos jueces, a fin de que se designe a aquel de ellos que lo hará.


Esta designación se efectuará mediante un sistema informático idóneo, asignando a cada causa un número de orden según su naturaleza. En todo caso, deberá velar por una distribución equitativa entre los distintos tribunales.”.


2) Modifícase el artículo 179, en la siguiente forma:


a) Reemplázanse, en el inciso primero, la frase inicial “No están sujetos a lo dispuesto en el artículo 176” por “Estarán sujetos a lo dispuesto en los artículos 175 y 176, según el caso”, y la palabra “ni” por la conjunción copulativa “y”.


b) Elimínase el inciso tercero.

Disposiciones transitorias


Artículo transitorio.- Las enmiendas introducidas por la presente ley en los artículos 175 y 179 del Código Orgánico de Tribunales entrarán en vigencia noventa días después de la fecha de su publicación en el Diario Oficial.”.

-o-

Tratado y acordado en sesión de fecha 4 de junio de 2015, con la asistencia de la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Cornejo, don Aldo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo (Presidente); Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.


Sala de la Comisión, a 4 de junio de 2015.


(Fdo.): JUAN PABLO GALLEGUILLOS JARA, Abogado Secretario de la Comisión”.
8. Informe de la Comisión de Vivienda, Desarrollo Urbano y Bienes Nacionales, recaído en el proyecto, iniciado en Mensaje, que “Establece facultades
especiales para el otorgamiento de concesiones marítimas y regularización
de palafitos en la Provincia de Chiloé” (boletín N° 9124-14)

“Honorable Cámara:

La Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano pasa a informar el proyecto de ley referido en el epígrafe, de origen en un mensaje de S.E. el Presidente de la República, en su primer trámite constitucional y reglamentario. 

Durante la tramitación del proyecto, la Comisión contó con la asistencia de la señora Paulina Saball, Ministra de Vivienda y Urbanismo; de los señores José Ramón Ugarte y Gonzalo Gacitúa, Asesor y Abogado de la División de Desarrollo Urbano, respectivamente; de la señora Jeannette Tapia, Asesora Legislativa y del señor Pablo Contrucci, Jefe de la División de Desarrollo Urbano, todos del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo; de los señores Víctor Osorio, Ministro de Bienes Nacionales; Nicolás Muñoz, Jefe de Asesores del Gabinete del Ministro de Defensa y Camilo Mirosevic, Jefe de la División Jurídica de la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas; Nelson Águila, Alcalde de la Municipalidad de Castro, Juan Pablo Sottolichio, Asesor Jurídico de dicha Municipalidad; Fernando Günckel, Seremi de Vivienda y Urbanismo de la Región de Los Lagos, y Gustavo Rivera, Subdirector de Presupuestos.

En sesión 5ª, de 7 de mayo de 2014, el diputado señor Fidel Espinoza, Presidente de la Comisión de la época, hizo presente que el Ministro de Bienes Nacionales le solicitó hacer un paréntesis en la tramitación de la iniciativa, a fin de efectuar una visita a Chiloé, para despejar una serie de inquietudes surgidas en relación con la fórmula propuesta para regularizar la situación de quienes habitan los palafitos. 

A petición, además, del Diputado (a) señora Álvarez y señor Santana, y del Alcalde de la comuna de Castro, propuso constituir a la Comisión en sesión especial en dicha ciudad, a objeto de recoger la opinión de sus habitantes y autoridades.

Luego de un breve debate, se acordó -por unanimidad- suspender el despacho en particular del proyecto y efectuar la visita a la comuna de Castro.

A la sesión celebrada en la ciudad de Castro, Chiloé, de fecha 23 de mayo de 2014, concurrieron especialmente invitados los señores Jorge Maldonado, Subsecretario de Bienes Nacionales; Pedro Bahamondes, Gobernador Provincial de Chiloé; Rodrigo Garate, Capitán de Fragata (LT), Gobernador Marítimo de Castro; Eduardo Carmona; Secretario Regional de Los Lagos del Ministerio de Vivienda y Urbanismo; Iván Leonhardt, Director Regional de Serviu Los Lagos; Nelson Águila, Alcalde de Castro; René Vidal, Concejal de la misma comuna; Manuel Barrientos, Presidente de la Unión Comunal de Castro; Carlos García; dirigente de la Junta de Vecinos Blanco Encalada del sector Lillo; Marcos Álvarez, Presidente de la Unidad Vecinal 12 de febrero; Víctor Sanhueza, señora Graciela Alvarez, Audilio Vargas y Nicolás Álvarez, representantes de los Palafitos de Gamboa, Lillo, Pedro Montt 1 y Pedro Montt 2, respectivamente.

En la sesión 9ª, de fecha 11 de junio de 2014, la Comisión aprobó el proyecto en particular, con la sola excepción del artículo 4° nuevo que corresponde a la indicación del Ejecutivo N° 332-363, de 12 de mayo de 2015, aprobada en la sesión 42ª, de 10 de junio de 2015.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS

1.- Ideas matrices del proyecto

-Incentivar la formalización de las ocupaciones irregulares del borde costero en la provincia de Chiloé, región de Los Lagos, consistentes en “palafitos”, que se encuentran emplazados sobre bienes nacionales de uso público, a través del régimen de concesiones marítimas, con las adecuaciones necesarias a la normativa que regula dicha materia, y 

-Facultar a los titulares de las concesiones marítimas otorgadas en virtud de este proyecto, para regularizar las edificaciones construidas antes del 31 de diciembre de 2012, cumpliendo ciertos requisitos. 

2.- Normas de quórum especial

Los artículos 4° y 5° que pasan a ser 9° y 10 del proyecto revisten el carácter de orgánico constitucionales, de acuerdo al artículo 118 de la Carta Fundamental, pues otorgan nuevas atribuciones a los municipios y, en particular, a las direcciones de obras municipales. 

3.- Trámite de Hacienda 

El artículo 3° del proyecto y el artículo 4° nuevo deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda de conformidad con el artículo 220 del Reglamento.

4.- Aprobación en general del proyecto 

La iniciativa fue aprobada en general, por unanimidad, en la sesión 119ª, de 18 de diciembre de 2013. Votaron por la afirmativa la diputada señora Claudia Nogueira y los diputados señores René Manuel García, Carlos Abel Jarpa, Juan Carlos Latorre, Iván Norambuena y Alejandro Santana (en reemplazo del diputado señor Pedro Browne). 

5.- Artículos e indicaciones rechazadas

No hay.

6.- Diputado Informante

Se designó Diputado informante al señor ESPINOZA, don FIDEL. 
II. ANTECEDENTES 

-Antecedentes de hecho

El mensaje señala que en la provincia de Chiloé, región de Los Lagos, existe un tipo de vivienda asentada sobre pilotes de madera en el mar, lagunas o canales, conocida como palafito y que, más allá del tipo de edificación, representa una manifestación cultural. En efecto, los palafitos corresponden a un recurso arquitectónico habitacional de auto construcción, con un fuerte arraigo en la historia chilota, y que responde a las necesidades y a los recursos económicos de los habitantes de la isla. Con el tiempo, los palafitos se han convertido en un verdadero estilo de vida, y es por ello que ha habido un reconocimiento de estas construcciones, considerándolas un patrimonio de Chiloé y de su cultura, íntimamente ligada a la tierra y al mar. Esta peculiaridad ha trascendido el ámbito regional, transformándose en un ícono de alcance nacional. 

Los habitantes del archipiélago han encontrado en estas edificaciones un adecuado refugio que les permite enfrentar las inclemencias climáticas y, al mismo tiempo, mantener la fundamental cercanía con el mar y las actividades relacionadas con él. Durante años han podido apreciarse los palafitos en varios puntos del borde costero de Chiloé, mereciendo especial mención las tradicionales construcciones ubicadas en los sectores de Gamboa, Pedro Montt, Pedro Montt 2° y Lillo, de la comuna de Castro, así como en la isla Mechuque, de la comuna de Quemchi, los cuales representan la manifestación más austral del mundo de la arquitectura del borde mar. 

Desde el punto de vista arquitectónico, la manera como se asientan estas construcciones sobre un suelo activo y cambiante, resolviendo de un modo notable la estabilidad que se requiere para sostener estas unidades habitables, es una manifestación del significativo esfuerzo del ser humano por mantener la cercanía con el mar. Esta característica ha permitido sustentar una particular forma de vida a lo largo de varias generaciones, utilizando maderas nativas resistentes a la acción del mar. Es digno de resaltar, en este sentido, el conocimiento ancestral respecto de las posibilidades constructivas y del comportamiento estructural de la madera que permite sustentar los palafitos. 

Por otra parte, los palafitos de Chiloé son un atractivo regional para turistas tanto nacionales como extranjeros. Su valor patrimonial es difundido en vistosas postales y réplicas a escala hechas en madera. 
Ahora bien, debido al incremento de la presión por el uso del borde costero y a la revalorización del potencial turístico de los palafitos, en la última década estas construcciones han comenzado a experimentar cambios considerables, transformando en muchos casos sus usos tradicionales, para dar paso a la actividad hotelera y gastronómica, entre otros empleos alternativos. Sin embargo, la falta de títulos jurídicos que amparen su ocupación ha dificultado tanto el desarrollo de estas actividades como la conservación de las edificaciones. 

Así, se da la situación de que los palafitos de Chiloé, no obstante ser ampliamente valorados tanto patrimonialmente como por su proyección turística, lo que ha impulsado a las autoridades a tomar medidas que apuntan a su protección y, en su caso, recuperación, no cuentan a la fecha con el suficiente resguardo jurídico, debido principalmente a que se emplazan sobre bienes nacionales de uso público cuyo dominio pertenece a la nación toda. Ello ha significado la carencia de un título jurídico específico que ampare los palafitos. 

Agrega el mensaje que este proyecto de ley se suma a otros esfuerzos emprendidos por el gobierno para mejorar las condiciones de conservación y habitabilidad de los palafitos. Cabe citar, al respecto, la iniciativa del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, materializada en la resolución exenta N° 267, de 17 de enero de 2013, en virtud de la cual se otorgaron subsidios para su reparación a través de la secretaría regional ministerial de Los Lagos. En la oportunidad se puso de relieve la importancia de procurar la protección de estas construcciones, minimizando el riesgo de que se desvirtúe su imagen o que pierdan su originalidad y autenticidad, producto de adaptaciones constructivas o adiciones de materiales efectuadas sin el correspondiente resguardo patrimonial.

-Contenido del proyecto

El artículo 1° del proyecto permite regularizar las ocupaciones irregulares del borde costero de la provincia de Chiloé mediante el otorgamiento de concesiones marítimas, de acuerdo a la Ley de Concesiones Marítimas (contenida en el decreto con fuerza de ley N° 340, de 1960, del Ministerio de Hacienda), y al reglamento de aquélla (decreto supremo N° 2, de 2005, del Ministerio de Defensa), sin perjuicio de las reglas especiales que se establecen. Para facilitar la tramitación de las concesiones, las solicitudes se consideran concesiones marítimas menores, lo cual implica la exigencia de menos requisitos y una mayor celeridad en su otorgamiento. El régimen concesional que se consagra en el articulado tiene por base la ocupación del sector efectuada por el interesado, o por otra persona en su nombre, en la actualidad y desde antes del 31 de diciembre de 2012, lo que puede acreditarse por cualquier medio legal, excluyendo únicamente la prueba testimonial. Por último, cabe destacar que las concesiones marítimas acogidas a esta ley se extienden por un plazo de 20 años. 

El artículo 2° estipula la condonación de pago de rentas y tarifas por la ocupación irregular anterior al otorgamiento de la concesión, evitando así que quienes deseen regularizar la ocupación se vean enfrentados al pago de forma retroactiva, lo que indudablemente desincentivaría la regularización. 
El artículo 3° señala que constituye causal específica de caducidad de la concesión el uso del sector para un objeto distinto del otorgado, cautelando de esta manera el correcto uso del espacio. Dicha causal se suma a las demás establecidas en el régimen general.

El artículo 4° del proyecto considera a los titulares de concesiones como propietarios para efectos de acceder a las autorizaciones y los permisos que establezcan las leyes, así como a los beneficios habitacionales y afines, tales como saneamiento sanitario, subsidios de agua potable, electricidad, etcétera. Con ello se permite a los titulares de concesiones marítimas la regularización desde el punto de vista urbanístico, y se favorece el acceso a subsidios, permitiendo así el resguardo patrimonial y la obtención de permisos y patentes comerciales para el desarrollo de actividades compatibles con estas construcciones. Sin embargo, no serán considerados propietarios para efectos de postular al subsidio habitacional para la compra de una vivienda.

Finalmente, el artículo 5° permanente prescribe que la ejecución de cualquier obra de edificación en la construcción regularizada requerirá el correspondiente permiso de la Dirección de Obras Municipales, a petición del concesionario, resguardándose que dichas obras no atenten contra la adecuada mantención y el valor arquitectónico de las edificaciones. 

El artículo primero transitorio estipula que, para acceder a los beneficios previstos en esta ley, el interesado deberá presentar la solicitud de concesión dentro del plazo de dos años, contado desde su publicación.

El artículo segundo transitorio permite a las solicitudes en trámite, presentadas con anterioridad a la publicación de la ley, acogerse a los beneficios contenidos en ella, siempre que reúnan los requisitos aquí establecidos.

A su vez, el artículo tercero transitorio faculta a los actuales titulares de concesiones marítimas que cumplan los requisitos de la ley acogerse a sus beneficios, en lo sucesivo, solicitando la modificación de la concesión vigente dentro de los dos años siguientes a la publicación de ésta.

Finalmente, el artículo cuarto transitorio precisa que las solicitudes que no cumplan con todos los requisitos establecidos en la ley, pueden tramitarse de acuerdo al régimen general. 

-Antecedentes legales

1. Normativa relacionada con el proyecto de ley:

-Decreto con fuerza de ley N° 340, de 1960, del Ministerio de Hacienda, Ley de Concesiones Marítimas. 
-Decreto supremo N° 2, de 2006, de la Subsecretaría de Marina, Reglamento sobre Concesiones Marítimas.

-Decreto supremo N° 47, de 1992, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.

-Decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, Ley General de Urbanismo y Construcciones.

-Documentos solicitados y recibidos por la Comisión

-Presentación del Colegio de Arquitectos de Chile de fecha 3 de diciembre de 2013 con comentarios y propuestas al proyecto.

-Catastro de Palafitos elaborado por el SERVIU de Los Lagos, Delegación Provincial de Chiloé.

-Informes de la BCN de fechas 27 de noviembre de 2013 y 3 de junio de 2014, sobre los Palafitos de Chiloé.

III. DISCUSIÓN GENERAL 

Los representantes del Ejecutivo, durante el Gobierno del Presidente señor Sebastián Piñera, explicaron a la Comisión que el proyecto llenaría un vacío jurídico respecto a la titularidad de derechos sobre los palafitos existentes en la provincia de Chiloé. La iniciativa legal regulariza tanto la ocupación de esos inmuebles mediante el sistema de concesiones marítimas, como las construcciones levantadas en los sitios correspondientes. El proyecto presenta, por ende, dos aristas: una, relacionada con el uso del borde costero, pues los palafitos se hallan en esa franja; mientras que la otra se vincula con la conservación del valor patrimonial de estas construcciones típicas de Chiloé. De ahí que el proyecto fuera elaborado conjuntamente por los ministerios de Defensa y de Vivienda.

Agregaron que la ocupación irregular de los palafitos ha impedido hasta ahora otorgar permisos y patentes para desarrollar proyectos turísticos en regla, y en tal sentido la figura de la concesión marítima es la más apropiada para normar esta situación. Es importante destacar que solamente a partir del otorgamiento del título de la concesión se pueden regularizar ante la dirección de obras municipales las construcciones que hay en el terreno.

El proyecto de ley sería necesario, además, porque muchos palafitos se han perdido por catástrofes naturales u otros motivos. Con el transcurso del tiempo ha cambiado el uso de los palafitos, producto del auge turístico, situación de la que hay que hacerse cargo desde el punto de vista jurídico. 

Finalmente, señalaron que para proteger la originalidad del patrimonio arquitectónico de los palafitos se exige que las ampliaciones o modificaciones de estas construcciones cuenten con una autorización de la dirección de obras municipales, basándose en ciertos parámetros que fije el Ministerio de Vivienda mediante decreto supremo.

El alcalde de Castro mencionó que existen 155 palafitos en la ciudad, ubicados principalmente en 4 sectores, estimándose que viven en ellos alrededor de 450 personas. Desde hace años el municipio ha manifestado su interés en establecer una regulación específica para esos sectores, y es así como en 2007 modificó el Plan Regulador en tal sentido, estableciendo una zona especial. No obstante los esfuerzos realizados, actualmente la mayoría de los palafitos se encuentran en una situación de desprotección legal, administrativa y patrimonial. Sólo un número reducido de sus ocupantes posee título de dominio o una concesión.

El señor Camilo Mirosevic explicó que el borde costero comprende los bienes nacionales de uso público y los bienes fiscales. Respecto a los primeros, incluyen la playa de mar y el fondo de mar. Su característica jurídica principal es que son bienes inalienables, imprescriptibles e inembargables; están excluidos del tráfico jurídico. A su vez, los bienes fiscales corresponden a los terrenos de playa, es decir, a la franja de 80 metros medida desde la línea de alta marea. 

Los palafitos son construcciones ubicadas tanto en la playa de mar como en el fondo de mar. Eventualmente su acceso puede estar situado en un terreno de playa, esto es, en un bien fiscal, pero eso no tiene incidencia en definitiva, y se entiende que están emplazados en bienes nacionales de uso público. En tal virtud, y conforme al artículo 19 N° 23 de la Constitución Política, no se puede transferir su dominio. 
Desde 1960 le corresponde al Ministerio de Defensa, y específicamente a la actual Subsecretaría para las Fuerzas Armadas, el control, fiscalización y supervigilancia de toda la costa y mar territorial, y la facultad privativa de conceder el uso particular de las playas y terrenos fiscales. De acuerdo a la normativa en vigor, las concesiones se otorgan mediante decreto supremo, sujeto a control de legalidad por parte de la Contraloría, y su duración varía entre uno y hasta por un máximo de cincuenta años en el borde costero. En la práctica, no se otorgan por más de 30 años. 

Planteó el señor Mirosevic que el proyecto busca básicamente regularizar un problema histórico de ocupación irregular de los palafitos, mediante el otorgamiento de concesiones marítimas. No obstante ser muy atendible el anhelo por solucionar el problema de la ocupación de los palafitos mediante el otorgamiento de títulos de dominio, indicó que, jurídicamente, ello no es posible tratándose de fondos de mar ni playas de mar, por su condición de bienes nacionales de uso público.

En relación a diversas consultas e inquietudes expuestas en el seno de la Comisión, señaló que los títulos de dominio otorgados antes del maremoto de 1960 se rigen por las normas del Código Civil. Precisó que no se han otorgado títulos sobre bienes nacionales de uso público al amparo del decreto ley N° 2.695, y que el actual proyecto se aplica solo a los palafitos existentes. Por último, admitió que el proyecto establece una exención del pago de rentas y tarifas únicamente durante el lapso de ocupación irregular, es decir, con efecto retroactivo; pero no rige a futuro. En todo caso, la exención que estipula el proyecto cubre un período muy amplio (hasta 60 años), y ha sido quizás el principal escollo para regularizar la ocupación de los palafitos.

El Colegio de Arquitectos a través de una presentación escrita entregada a la Comisión compartió, en general, los fundamentos del mensaje. Sin embargo, advirtió que el proyecto busca resolver un aspecto específico de la problemática asociada con los palafitos, a saber, el de la propiedad. Quedan pendientes, sin embargo, otros temas que también deben regularse, a través de diferentes cuerpos legales, como la ley de monumentos nacionales, la ley general de urbanismo y construcciones, la ley orgánica constitucional de municipalidades y la ley de rentas. 
Respecto al contenido específico del proyecto, le merece (en lo medular) los siguientes comentarios y propuestas: 1) Para efectos del otorgamiento de la concesión marítima, se beneficia solo al ocupante original, lo que plantea dificultades, pues muchas veces no se puede distinguir a tal ocupante de otro. Por ello, el Colegio de Arquitectos es partidario de que no exista restricción en cuanto al período de ocupación, de manera que haya un sistema permanente de normalización de los palafitos; 2) La duración de la concesión (20 años) es muy breve, y no alcanza a brindar seguridad jurídica a los ocupantes. Acerca de este tópico, proponen que las concesiones sean mayores, o se cree una nueva categoría especial, que brinde mayor estabilidad al concesionario, idealmente por un lapso de 100 años; 3) Por otro lado, es importante asociar el objeto de la concesión a los usos de suelo que se establecen en el Plan Regulador, de modo de evitar imprecisiones en la materia; 4) Para efecto de la regularización de las construcciones, no se consideran aquellas posteriores al 31 de diciembre de 2012, en circunstancia que deberían considerarse todas las construcciones con palafitos en los sectores que el Plan Regulador lo permita. De lo contrario, podrían generarse discontinuidades en la forma de ocupación de los palafitos. 


La diputada señora Nogueira recordó que durante la discusión general del proyecto se plantearon algunas aprensiones respecto de la duración de las concesiones marítimas; la forma de mantener la identidad patrimonial de los palafitos, pero cumpliendo con las normas de salubridad y seguridad aplicables, etcétera, todo lo cual se acordó tratar en terreno junto con el Ejecutivo y la comunidad local, constituyendo la Comisión en Chiloé.

El diputado señor Santana sostuvo que el gobierno anterior tomó la decisión de intervenir los palafitos de Castro, en el entendido de que sus dueños no podían acceder a ningún beneficio del Estado, entregándoles recursos para mejorar sus condiciones, etapa que registra ya un 75% de avance. Sin embargo, aún es necesario regularizar la propiedad de dichas construcciones por una vía de excepción que pidió acotar a la provincia de Chiloé para no dilatar más la tramitación del proyecto. Afirmó que la solución propuesta considera el otorgamiento de concesiones marítimas que deben reunir ciertas características especiales que son conocidas por todos quienes se han interesado en este asunto.

El señor Pablo Contrucci precisó que el texto del artículo 4º que pasó a ser artículo 9° reduce las exigencias para obtener un permiso de edificación o la recepción final de una obra a un mínimo que asegura ciertas condiciones básicas de habitabilidad y seguridad, debiendo el proyecto respectivo ser presentado con la firma de un profesional responsable. Por lo demás, para que una propiedad obtenga un empalme de agua potable, por ejemplo, debe contar con un permiso de edificación y viceversa, produciéndose un bucle que, de no resolverse por la vía propuesta en el caso de los palafitos, será muy difícil de superar para sus propietarios. Advirtió que, aunque hay otros lugares que podrían requerir una solución parecida, el proyecto está concebido exclusivamente para Chiloé porque allí se requiere cierta formalidad que en otras partes no es necesaria: por ejemplo, obtener patentes comerciales para instalar pequeños negocios por tratarse de una zona turística. 

El diputado señor Santana reconoció que la preocupación por regularizar los palafitos nació justamente porque se han instalado en ellos hoteles u hostales que tienen características muy interesantes y un flujo de visitantes considerable, pero hay 200 años de historia detrás de las personas que viven allí y afirma que el proyecto contempla medidas para apoyarlas principalmente a ellas y no a quienes lleguen a efectuar inversiones en el lugar. 

El señor Contrucci hizo notar que el texto de la iniciativa hace aplicables sus disposiciones a las construcciones existentes al 31 de diciembre de 2012, que por lo demás se encuentran ya identificadas, por lo que no es pensable que vaya a beneficiar a inversionistas que lleguen a construir palafitos nuevos.

El diputado señor Pilowsky compartió los fundamentos del proyecto, pero pidió conocer la opinión del Ministro de Bienes Nacionales a su respecto, como asimismo, el catastro de las construcciones que serían beneficiadas por él.

La diputada señora Nogueira explicó que, de acuerdo con un catastro realizado por la BCN, el 79% de los palafitos de Chiloé está destinado a uso habitacional exclusivo, el 15% está vinculado al turismo y el 5,6% restante es de uso comercial. En relación con los ocupantes de los palafitos, sugirió extender el plazo de las concesiones marítimas a 99 años y otorgar derecho preferente para su renovación a los sucesores de quienes las obtengan por aplicación del proyecto en trámite, además de flexibilizar la exigencia de que las edificaciones a que éste se refiere tengan un destino asimilable a los usos de suelo residencial o de equipamiento menor o básico, dado que con el tiempo podría querer cambiarse el destino del inmueble. 

El diputado señor Santana informó que son alrededor de 170 viviendas las que se beneficiarían con esta iniciativa, excluyéndose los inmuebles vinculados a la actividad comercial. Finalmente, aseveró que todos los palafitos que se pretende regularizar están plenamente identificados y cuentan con planos de ubicación y arquitectura en un registro que está en poder del Serviu regional correspondiente.

El diputado señor Urrutia, don Osvaldo, advirtió que la duración de las concesiones marítimas están vinculadas al monto de la inversión comprometida por el concesionario y que las que se otorgan a título gratuito están destinadas a la habilitación de espacios públicos, por lo que habría que analizar con la Subsecretaria para las Fuerzas Armadas si es posible destinarlas a la construcción de viviendas. De no ser así, las concesiones están sujetas al pago de rentas y tarifas que podrían resultar demasiado onerosas y más aún si quedan abiertas a la posibilidad de ser explotadas comercialmente. 

El señor Pablo Contrucci aclaró que las construcciones posteriores a diciembre de 2012 que se emplacen en el borde costero de Chiloé deberán cumplir con todas las exigencias de la LGUC y de la Ordenanza respectiva, así como con las normas generales sobre concesiones marítimas. Solo las anteriores a esa fecha tendrán trato preferencial. Sostuvo, además, que el uso del suelo no podrá cambiarse a través de los planos reguladores porque los palafitos no están situados en el territorio de la comuna respectiva, pero el proyecto contempla la posibilidad de renovar y modificar las concesiones en cuanto a su objeto.

La diputada señora Álvarez pidió aprobar el proyecto cuanto antes para satisfacer el anhelo de los habitantes de Castro de regularizar sus viviendas, muchos de los cuales las han vendido justamente por no haber podido acceder a ayudas estatales para mejorarlas, lo que ha permitido la llegada de inversionistas que las han destinado a usos comerciales. 

El señor Víctor Osorio señaló compartir los fundamentos de la iniciativa en debate, que desde el punto de vista técnico le parece pertinente y necesaria, toda vez que constituye una contribución a la comunidad de Chiloé y a la diversidad cultural del país. 

En la sesión de la Comisión celebrada en la ciudad de Castro, Chiloé, el diputado señor Fidel Espinoza hizo una breve reseña de la tramitación del proyecto, destacando los aspectos que han sido más controvertibles de éste, como son: a) la duración de las concesiones marítimas, y b) la fórmula para conceder un derecho preferente a los herederos que les permita continuar con la concesión cuando ésta termina por la muerte del concesionario.

Asimismo, destacó el anuncio de la Presidenta Bachelet sobre el proyecto que a futuro regularizará la situación de las caletas del borde costero, el cual -sostuvo- podría empalmarse con el proyecto de ley en trámite, ya que no parecen contradictorios. Afirmó que el Ministerio de Bienes Nacionales ha manifestado su disposición a incorporar los palafitos en ese plan de regularización, pero habría que esperar dos o tres años para que se haga efectivo.

El señor Pedro Bahamondes, Gobernador Provincial de Chiloé, destacó los propósitos que a su juicio debería tener el proyecto, cuales son: a) dar a los palafitos un tratamiento acorde a su naturaleza por estar emplazados en el mar interior, b) conferir a los interesados los atributos del dominio sobre las viviendas que ocupan, y c) resguardar el valor patrimonial de éstas.

El señor Nelson Aguila, Alcalde de la Municipalidad de Castro, abogó por regularizar el desorden que aqueja al borde costero de Castro, no obstante lo realizado a la fecha. Urgió una rápida solución para que opere la entrega de subsidios y así mantener el carácter habitacional de los palafitos.

La diputada señorita Cariola y el diputado señor Pilowsky enfatizaron el propósito de la Comisión de escuchar las inquietudes de la comunidad local para legislar desde su óptica.

El señor René Vidal, Concejal de Castro, manifestó que los palafitos son mayoritariamente ocupados por personas de la tercera edad y que, según su opinión, se requiere el reconocimiento de la titularidad en base a una concesión especial en cuanto a su duración; no limitar la posibilidad de suceder al titular sólo al cónyuge y los hijos, y consagrar la gratuidad de las concesiones.

El señor Manuel Barrientos, Presidente de la Unión Comunal, abogó por que el proyecto en trámite posibilite el acceso a subsidios habitacionales para el mejoramiento de los palafitos y que los beneficios que conceda se puedan transmitir a los herederos de los concesionarios.

El señor Carlos García, representante de la Junta de Vecinos Blanco Encalada, enfatizó que los habitantes de los palafitos siempre han aspirado a la entrega de títulos de dominio y no de concesiones marítimas, que son como un préstamo del Estado, preguntándose, ¿en qué situación quedarían si no se acogen a la ley de concesiones? 

El señor Rodrigo Gárate, Gobernador Marítimo de Castro, precisó que el borde costero es un bien nacional de uso público, administrado por el Ministerio de Defensa, que por razones estratégicas no se puede enajenar, y es por eso que sólo puede ser objeto de concesiones marítimas.

El señor Iván Leonhardt, Director Regional del SERVIU, planteó que el borde costero constituye la esencia de la historia de los pueblos porque desde allí nacen las ciudades. Por lo mismo, no debería discutirse si las familias que viven ancestralmente en ese espacio deben pagar una tarifa por permanecer en él. A fin de regularizar la propiedad, postuló la inclusión del borde costero en los planes reguladores comunales.

El Diputado señor Espinoza (Presidente) observó que, de acuerdo a lo expuesto, existe el ánimo de avanzar con una fórmula que dé estabilidad a los actuales ocupantes de los palafitos, que pareciera ser el régimen de concesiones, sin perjuicio que más adelante se perfeccione la titularidad de la propiedad de las viviendas, incluyéndolas en la eventual ley que regularice el borde costero.

El Concejal señor René Vidal sugirió dejar la norma sobre el derecho preferente lo más flexible posible y que sea la familia del último concesionario la que decida en último término sobre el nuevo titular, excluyendo a un tercero.

IV. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN PARTICULAR

Al retomar el análisis del articulado del proyecto el señor Nicolás Muñoz señaló que el Ministerio de Defensa tiene una opinión favorable a la regularización de los palafitos y, en ese sentido, comparte la propuesta de establecer un régimen de excepción por tiempo limitado (dos años para acogerse a él, según el artículo 1° transitorio de la iniciativa), pero sin que se altere mayormente el régimen general de concesiones marítimas (otorgando gratuidad a los residentes, por ejemplo). Tampoco es partidario, aunque este proyecto no sería el medio idóneo para ello, de “privatizar” el borde costero entregando títulos de dominio a los ocupantes de los palafitos, como se estaría proponiendo hacer en un futuro próximo.

El diputado señor Pilowsky dio a conocer una propuesta transversal que consiste, básicamente, en introducir modificaciones en el texto original del mensaje, con el propósito de permitir no sólo la regularización de los palafitos destinados a vivienda o usos compatibles, sino también la de los emprendimientos instalados en ellos conforme al régimen general de la Ley de Concesiones Marítimas. En el caso de los primeros, las concesiones tendrían una duración de 30 años, sin perjuicio del derecho preferente del titular para renovarla y del de sus herederos para adjudicarse una nueva, y no pagarían rentas ni tarifas por el periodo de ocupación irregular, como tampoco durante su vigencia. En el caso de los segundos, sólo estarían exentos del pago de las rentas por el periodo anterior a la regularización.

El señor Nicolás Muñoz señaló que el Ministerio de Defensa está satisfecho con el texto que se ha concordado e informó que el Ministro señor Burgos comunicó tal circunstancia a la Ministra Secretaria General de la Presidencia, manifestando su conformidad con la gratuidad de las concesiones que se plantea, para que en conjunto con la DIPRES se elabore la indicación correspondiente.

En consideración a lo anterior, por asentimiento unánime de sus miembros presentes, la Comisión acordó dejar sin efecto la votación particular del articulado efectuada con anterioridad, y reiniciar la misma tomando como base el texto del mensaje del Ejecutivo, dando a éste el tratamiento que se describe a continuación.

El proyecto de ley en análisis consta de cinco artículos permanentes y cuatro transitorios, que fueron objeto del siguiente tratamiento por parte de la Comisión: 
Artículo 1°

“Artículo 1°.- Las ocupaciones irregulares del borde costero de la Provincia de Chiloé consistentes en construcciones denominadas palafitos, podrán ser regularizadas mediante el otorgamiento de concesiones marítimas de conformidad con lo dispuesto por el Decreto con Fuerza de Ley N° 340, de 1960, del Ministerio de Hacienda, Ley de Concesiones Marítimas y su reglamento; o la normativa que los reemplace. Para efectos de su tramitación, las solicitudes serán consideradas concesiones marítimas menores.

Para acogerse a los beneficios establecidos en la presente ley, el solicitante deberá acreditar, por cualquier medio legal, excluyendo la prueba testimonial, que ocupa el sector, por sí o por otra persona en su nombre, en la actualidad y desde antes del 31 de diciembre de 2012. 

No será útil para tal efecto la ocupación amparada en cualquier contrato celebrado con un tercero que no importe el ánimo de enajenar o en el que se ha acordado conceder el uso y goce del inmueble o permitir dicha ocupación a título de mera tenencia, como sucede en el arrendamiento o comodato de la edificación. 

Las solicitudes de concesiones que tengan por objeto regularizar la ocupación irregular de palafitos en los términos de la presente ley se otorgarán por el plazo de veinte años y podrán ser renovadas y modificadas de conformidad con lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 340, de 1960, del Ministerio de Hacienda, Ley de Concesiones Marítimas y su reglamento, o la normativa que los reemplace. Estas solicitudes preferirán a toda otra solicitud de concesión marítima que se presente sobre el mismo sector.

Los diputados señores Espinoza, Jarpa y Pilowsky, y las diputadas señorita Cariola y señoras Álvarez y Nogueira, formularon indicación para reemplazar, en el inciso segundo, la frase “31 de diciembre de 2012” por “31 de marzo de 2014”, y para suprimir el inciso cuarto, cuyo contenido se traspasa -con modificaciones- al nuevo artículo 2°.

Su objeto es permitir la regularización de todos los palafitos existentes, pese a los cambios que hayan podido experimentar en su posesión, estructura física o destinación de uso después del catastro efectuado a fines del año 2012, además de separar la norma relativa a la duración de las concesiones marítimas que tengan por objeto dicha regularización.

Puesto en votación el artículo 1°, con la indicación precedente, fue aprobado por unanimidad, con el voto favorable de las diputadas señorita Cariola, doña Karol; señoras Álvarez, doña Jenny, y Nogueira, doña Claudia; y de los diputados señores Espinoza, don Fidel; Farcas, don Daniel; García, don René; Jarpa, don Carlos Abel; Pilowsky, don Jaime; Tuma, don Joaquín, y Urrutia, don Osvaldo.

Artículo 2°, nuevo

Los diputados señores Espinoza, Jarpa y Pilowsky, y las diputadas señorita Cariola y señoras Álvarez y Nogueira, formulan indicación para intercalar el siguiente artículo 2°, pasando el 2° original a ser artículo 3°:

“Artículo 2°.- Las solicitudes de concesiones que tengan por objeto regularizar la ocupación irregular de palafitos en los términos de la presente ley se sujetarán a las siguientes reglas:

a. Las solicitudes presentadas por personas naturales cuyo objeto sea vivienda y usos compatibles con ella, según lo definido en el artículo 162 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, tendrán una duración de 30 años y se regirán por lo dispuesto en la presente ley y, en subsidio, por lo establecido en la Ley de Concesiones Marítimas y su Reglamento.

b. Toda otra solicitud se regirá por lo dispuesto en la Ley de Concesiones Marítimas y su Reglamento, con las excepciones establecidas en los artículos 3°, 5°, 7° y 9° de la presente ley.

Estas solicitudes preferirán a toda otra solicitud de concesión marítima que se presente sobre el mismo sector y podrán ser renovadas y modificadas en conformidad con lo dispuesto en la Ley de Concesiones Marítimas y su Reglamento, o la normativa que los reemplace.”.

Su objeto es extender a treinta años la duración de las concesiones marítimas que amparen palafitos destinados a la habitación y al funcionamiento de pequeños comercios familiares, sometiendo las demás concesiones a las reglas generales sobre la materia, pero haciendo aplicables a éstas la exención del pago de rentas o tarifas por el periodo de ocupación irregular (artículo 3°), la caducidad de la concesión por cambio de objeto (artículo 5°), la atribución a los concesionarios de la calidad de propietarios para ciertos efectos (artículo 7°) y el procedimiento de regularización de las edificaciones previsto en la ley en proyecto (artículo 9°).

La diputada señora Álvarez, pese a haber suscrito la indicación, se manifestó disconforme con el plazo de 30 años contemplado en ella, pues las concesiones marítimas son un sustituto de los títulos de dominio a que aspiraban los habitantes de los palafitos. 

Los representantes del Ministerio de Defensa hicieron notar que, en el proyecto original, el plazo de duración de las concesiones era de 20 años; el mismo que se suele otorgar en el caso de los puertos conforme al régimen general, por lo que extenderlo a 30 es bastante razonable, considerando los demás beneficios de que gozarán quienes se acojan al régimen especial del proyecto en trámite y, particularmente, la gratuidad de las concesiones reguladas en ella.

Puesta en votación la indicación, fue aprobada por 9 votos a favor y 2 votos en contra. Votaron por la afirmativa las diputadas señorita Cariola, doña Karol, y señora Nogueira, doña Claudia; y los diputados señores Browne, don Pedro; Farcas, don Daniel; García, don René; Jarpa, don Carlos Abel; Pilowsky, don Jaime; Tuma, don Joaquín, y Urrutia, don Osvaldo. Votaron por la negativa la diputada señora Álvarez, doña Jenny, y el diputado señor Espinoza, don Fidel.

Artículo 2°, que pasa a ser artículo 3°

“Artículo 2°.- Las concesiones marítimas que se otorguen en conformidad con lo dispuesto en la presente ley, no pagarán las rentas y/o tarifas correspondientes al periodo de ocupación irregular.”.

Los diputados señores Espinoza, Jarpa y Pilowsky, y las diputadas señorita Cariola y señoras Álvarez y Nogueira, formulan indicación al artículo 2° original del proyecto, para agregar, a continuación de la palabra “irregular”, la frase “señalado en la Ley de Concesiones Marítimas y su Reglamento”.

Puesto en votación el artículo 2°, con la indicación precedente, fue aprobado por asentimiento unánime, pasando a ser artículo 3°. Votaron por la afirmativa las diputadas señorita Cariola, doña Karol; señoras Álvarez, doña Jenny, y Nogueira, doña Claudia; y los diputados señores Espinoza, don Fidel; Pilowsky, don Jaime, y Tuma, don Joaquín.

Artículo 4°, nuevo

El Ejecutivo formuló una indicación para agregar el siguiente artículo:

“Artículo 4°.- Las concesiones otorgadas de conformidad al literal a. del artículo 2° de la presente ley, estarán exentas del pago de las rentas y tarifas establecidas en la Ley de Concesiones Marítimas y su Reglamento.”.

El informe financiero de la Dirección de Presupuestos, de fecha 13 de mayo de 2015, dispone que la indicación no irrogará un mayor gasto fiscal.

Puesta en votación la indicación precedente fue aprobada por unanimidad con el voto favorable de los diputados (as) señorita Cariola; señora Carvajal; señor Espinoza, don Fidel; señora Fernández; señores García, Jarpa, Norambuena y Tuma.

Artículo 3°, que pasa a ser artículo 5°

“Artículo 3°.- El uso del sector para un objeto distinto del otorgado, será causal de caducidad de la concesión, sin perjuicio de las demás causales establecidas en el Decreto con Fuerza de Ley N° 340, de 1960, del Ministerio de Hacienda, Ley de Concesiones Marítimas y su reglamento, o la normativa que los reemplace.”.

Los diputados señores Espinoza, Jarpa y Pilowsky, y las diputadas señorita Cariola y señoras Álvarez y Nogueira, formularon una indicación al artículo 3° original del proyecto, para reemplazar en él la frase “el Decreto con Fuerza de Ley N° 340, de 1960, del Ministerio de Hacienda,” por el artículo gramatical “la”, y para suprimir la frase “, o la normativa que los reemplace”.

Su objeto es simplificar las referencias contenidas en el texto de la iniciativa a la Ley de Concesiones Marítimas.

Puesto en votación el artículo en comento, con la indicación, fue aprobado por asentimiento unánime, pasando a ser artículo 5°. Votaron por la afirmativa las diputadas señorita Cariola, doña Karol; señoras Álvarez, doña Jenny, y Nogueira, doña Claudia; y los diputados señores Espinoza, don Fidel; Pilowsky, don Jaime, y Tuma, don Joaquín.

Artículo 6°, nuevo

Los diputados señores Espinoza, Jarpa y Pilowsky, y las diputadas señorita Cariola y señoras Álvarez y Nogueira, formularon una indicación para incorporar el siguiente artículo:

“Artículo 6°.- En el caso de término de la concesión por muerte del concesionario, existirá un derecho preferente respecto del sector concesionado para el legitimario que designe de consuno la comunidad hereditaria acreditada mediante resolución administrativa o sentencia judicial de posesión efectiva, según corresponda.

La referida designación deberá realizarse por escritura pública o instrumento privado autorizado ante notario, en el que los integrantes de la comunidad hereditaria, en forma colectiva o individual, designen a un legitimario para el ejercicio del derecho antes señalado.

Para ejercer este derecho preferente, el interesado deberá presentar la solicitud de concesión dentro del plazo de un año contado desde la muerte del concesionario, acompañando el o los documentos de designación y la resolución administrativa o sentencia judicial de posesión efectiva.”.

Su objeto es que la sucesión del concesionario fallecido pueda, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 17 del Reglamento sobre Concesiones Marítimas (solicitar la concesión por el plazo que restaba al causante), gozar de preferencia para solicitar una nueva concesión al expirar la misma por muerte de su titular, debiendo ejercerse este derecho a través de un asignatario forzoso designado por la comunidad.

La indicación fue aprobada por asentimiento unánime, con el voto conforme de las diputadas señorita Cariola, doña Karol; señoras Álvarez, doña Jenny, y Nogueira, doña Claudia; y de los diputados señores Espinoza, don Fidel; Pilowsky, don Jaime, y Tuma, don Joaquín.

Artículo 4°, que pasa a ser artículos 7°, 8° y 9°

“Artículo 4°.- Los titulares de las concesiones marítimas otorgadas en virtud de esta ley serán considerados propietarios para efectos de autorizaciones y permisos que establezcan las leyes, así como para acceder a todos los beneficios habitacionales, saneamiento sanitario, subsidios de agua potable, electricidad y otros, cumpliendo los requisitos correspondientes. Sin embargo, no serán considerados propietarios para efectos de postular al subsidio habitacional para la compra de una vivienda.

Los titulares de las concesiones otorgadas en virtud de la presente ley podrán, en el plazo de un año contado desde la notificación del decreto supremo de concesión marítima, regularizar las edificaciones construidas antes del 31 de diciembre de 2012, en conformidad a los siguientes requisitos y procedimiento especial:

Para efectos de este procedimiento especial, se entiende por regularización el acto administrativo del Director de Obras Municipales por el cual se otorga simultáneamente el permiso de edificación y la recepción final de la edificación.

Podrá solicitarse la regularización de las edificaciones construidas antes del 31 de diciembre de 2012, cuyo destino sea asimilable a los usos de suelo residencial o de equipamiento menor o básico. Respecto a las microempresas con actividad industrial, igualmente podrán regularizarse las edificaciones, en la medida que correspondan a una actividad inofensiva, conforme a la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, cuyo texto fue fijado por el Decreto Supremo N° 47 de 1992 del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, en cuyo caso podrá asimilarse al uso de suelo equipamiento de clase comercio o servicios, previa autorización del Director de Obras Municipales cuando se acredite que no producirá molestias al vecindario.

Los interesados deberán presentar ante la Dirección de Obras Municipales respectiva, una solicitud acompañada de los siguientes documentos:

Plano de ubicación a escala 1:500.

Planos de arquitectura elaborados por un arquitecto a escala 1:50, salvo que el Director de Obras Municipales autorice una escala distinta.

Especificaciones técnicas en las que se certifique, por dicho profesional, que se cumplen las normas de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, cuyo texto fue fijado por el Decreto Supremo N° 47 de 1992 del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, referentes a condiciones de habitabilidad, las generales de seguridad y las de seguridad contra incendio, así como las normas técnicas sobre instalaciones interiores de electricidad y, cuando corresponda, de agua potable, alcantarillado y gas.

En todo caso, el Director de Obras Municipales podrá autorizar la regularización de la edificación sin hacerle aplicables las normas de habitabilidad, generales de seguridad y/o de seguridad contra incendio, en consideración al impacto que podría tener el cumplimiento de dichas normas en el valor patrimonial cultural de este tipo de construcciones, siempre que se acompañe un estudio fundado, firmado por el arquitecto, que justifique la necesidad de la excepción y que señale las condiciones contempladas para resguardar la seguridad de los ocupantes del inmueble.

Las direcciones de obras municipales, con el solo mérito de los antecedentes presentados, y acreditado el pago de los derechos municipales, procederán, dentro del plazo de ciento ochenta días a contar del ingreso de la solicitud, a la que deberán acompañarse la totalidad de los antecedentes exigidos por esta ley, a otorgar, si procediere, el correspondiente certificado de regularización.

Los derechos municipales que menciona el punto anterior, serán aquellos a que se refiere el artículo 130 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, en un porcentaje del cincuenta por ciento.

En lo referido a la aplicación de este procedimiento de regularización, los funcionarios municipales quedarán exentos de lo dispuesto en el artículo 22 del decreto con fuerza de ley Nº 458, de 1975, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, Ley General de Urbanismo y Construcciones, sobre responsabilidad de los funcionarios.”.

Los diputados señores Espinoza, Jarpa y Pilowsky, y las diputadas señorita Cariola y señoras Álvarez y Nogueira, formularon una indicación para reemplazar el artículo en comento por los siguientes:

“Artículo 7°.- Los titulares de las concesiones marítimas otorgadas en virtud de esta ley serán considerados propietarios para efectos de autorizaciones y permisos que establezcan las leyes, así como para acceder a todos los beneficios habitacionales, saneamiento sanitario, subsidios de agua potable, electricidad y otros, cumpliendo los requisitos correspondientes. 

Con todo, tendrán la obligación de permitir el acceso a otros palafitos o hacia el borde costero a través de la concesión.

Artículo 8°.- Los titulares de concesiones otorgadas en virtud de la presente ley no serán considerados propietarios para efectos de postular al subsidio habitacional para la compra de una vivienda.

No obstante, el titular de una concesión otorgada en virtud de la presente ley, una vez nominado como beneficiario de un subsidio habitacional para la compra de una vivienda, deberá optar entre mantener su derecho de concesión o aceptar dicho subsidio. En este último caso, al momento de la entrega de dicha vivienda se extinguirá su concesión de pleno derecho, sin perjuicio de poder solicitar una nueva concesión bajo las reglas generales contenidas en la Ley de Concesiones Marítimas y su Reglamento. 

Artículo 9°.- Los titulares de las concesiones otorgadas en virtud de la presente ley podrán, en el plazo de un año contado desde la notificación del decreto supremo de concesión marítima, regularizar las edificaciones construidas antes del 31 de marzo de 2014, en conformidad con los siguientes requisitos y procedimiento especial establecidos en esta ley.

Para efectos de este procedimiento especial, se entiende por regularización el acto administrativo del Director de Obras Municipales por el cual se otorga simultáneamente el permiso de edificación y la recepción final de obra.

Podrá solicitarse la regularización de las edificaciones construidas antes del 31 de marzo de 2014, cuyo destino sea asimilable a los usos de suelo residencial o de equipamiento básico.

Los interesados deberán presentar ante la Dirección de Obras Municipales respectiva, una solicitud acompañada de los siguientes documentos:

a. Plano de ubicación a escala 1:500.

b. Planos de arquitectura elaborados por un arquitecto a escala 1:50, salvo que el Director de Obras Municipales autorice una escala distinta.

c. Especificaciones técnicas en las que se certifique, por dicho profesional, que se cumplen las normas de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones referentes a condiciones de habitabilidad, estabilidad y seguridad, así como las normas técnicas sobre instalaciones interiores de electricidad y, cuando corresponda, de agua potable, alcantarillado y gas.

En todo caso, el Director de Obras Municipales podrá autorizar la regularización de la edificación sin hacerle aplicables las normas señaladas en el párrafo precedente, en consideración al impacto que podría tener el cumplimiento de dichas normas en el valor patrimonial cultural de este tipo de construcciones, siempre que se acompañe un estudio fundado, firmado por el arquitecto, que justifique la necesidad de la excepción y que señale las condiciones contempladas para resguardar la seguridad de los ocupantes del inmueble.

Las direcciones de obras municipales, con el solo mérito de los antecedentes presentados, y acreditado el pago de los derechos municipales, procederán, dentro del plazo de ciento ochenta días a contar del ingreso de la solicitud, a la que deberán acompañarse la totalidad de los antecedentes exigidos por esta ley, a otorgar, si procediere, el correspondiente certificado de regularización.

Los derechos municipales que menciona el punto anterior serán aquellos a que se refiere el artículo 130 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, en un porcentaje del cincuenta por ciento.

En lo referido a la aplicación de este procedimiento de regularización, los funcionarios municipales quedarán exentos de lo dispuesto en el artículo 22 del decreto con fuerza de ley Nº 458, de 1975, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, Ley General de Urbanismo y Construcciones, sobre responsabilidad de los funcionarios.

Con todo, en el caso de edificaciones que alberguen equipamiento, pertenecientes a las concesiones otorgadas en conformidad al artículo 2°, letra b, deberán cumplir con las normas que establezcan el Código Sanitario y sus reglamentos.”.

De este modo, la primera parte del inciso primero del artículo 4° pasa a ser artículo 7°, al que se agrega un inciso segundo que establece una servidumbre de paso en favor de los ocupantes de palafitos que no tengan acceso directo a la calle. La oración final del citado inciso primero pasa, con las adecuaciones del caso, a ser artículo 8°, al cual se agrega un inciso segundo que tiene por objeto evitar que el titular de una concesión marítima acogida a los beneficios de la ley en proyecto pueda postular a un subsidio habitacional para adquirir otra vivienda, convirtiéndose así en dueño de dos inmuebles con ayuda estatal. Los restantes incisos del primitivo artículo 4° pasan a ser artículo 9°, con algunas enmiendas formales y las siguientes modificaciones de fondo:

1. La actualización de la fecha, acorde con la establecida en el artículo 1°, que hace elegibles los palafitos para ser regularizados en conformidad a la ley en trámite.

2. La exclusión, del régimen especial de concesiones marítimas contemplado en esta ley, de las microempresas instaladas en los palafitos cuyos dueños no habitan en éstos, las cuales se regirán por lo dispuesto en el artículo 2°, letra b.

3. La inclusión de requisitos de estabilidad y seguridad más rigurosos que las condiciones generales de seguridad y seguridad contra incendios, para la regularización de las edificaciones de que trata el proyecto.

4. La sujeción a las normas del Código Sanitario, cuando corresponda, de los palafitos que alberguen los distintos tipos de equipamiento a que se refiere la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.

En relación con el artículo 8°, se debatió la conveniencia de establecer un derecho preferente -para obtener una nueva concesión- en beneficio del jefe de familia que viviere allegado en un palafito amparado por una concesión cuyo titular la perdiere por haber adquirido otra vivienda con subsidio estatal, desechándose en definitiva tal posibilidad teniendo en cuenta que lo más probable es que sean justamente los allegados quienes postulen al subsidio habitacional y, en todo caso, que al concesionario le asiste la facultad de transferir su derecho a quien elija, con permiso de la autoridad marítima, conforme a las reglas generales.

Puesto en votación separadamente el artículo 7° propuesto, fue aprobado por unanimidad, con el voto favorable de las diputadas señorita Cariola, doña Karol; señoras Álvarez, doña Jenny, y Nogueira, doña Claudia; y de los diputados señores Espinoza, don Fidel; Pilowsky, don Jaime, y Tuma, don Joaquín.

Los artículos 8° y 9° fueron aprobados por 7 votos a favor y una abstención. Votaron por la afirmativa las diputadas señoras Álvarez, doña Jenny, y Nogueira, doña Claudia; y los diputados señores Espinoza, don Fidel; Jarpa, don Carlos Abel; León, don Roberto; Pilowsky, don Jaime, y Tuma, don Joaquín. Se abstuvo la señorita Cariola, doña Karol.

Artículo 5°, que pasa a ser artículo 10

“Artículo 5°.- La ejecución de cualquier obra de edificación en la construcción regularizada, requerirá el correspondiente permiso de la Dirección de Obras Municipales, a petición del concesionario, según las reglas establecidas en la Ley General de Urbanismo y Construcciones y su Ordenanza. En tal caso, se deberá resguardar que dichas obras no atenten contra la adecuada mantención y el valor arquitectónico de las edificaciones, para cuyo efecto, el concesionario deberá cumplir con los parámetros que al efecto haya dictado el Ministerio de Vivienda y Urbanismo mediante decreto supremo suscrito además, por el Ministro del Interior y Seguridad Pública, en lo relativo a todo aquello que tenga por objeto asegurar la mantención de estas edificaciones y su valor patrimonial y cultural. Lo anterior es sin perjuicio del cumplimiento de los procedimientos especiales que contemple la normativa, en el evento que la edificación sea declarada en alguna categoría de protección oficial.

Atendida la obligación del concesionario de cumplir los parámetros que al efecto establezca el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, por la presente ley se faculta al Director de Obras Municipales para verificar el cumplimiento de los mismos, como requisito para el otorgamiento del correspondiente permiso.”.

Sobre el alcance de la norma que establece, como requisito, que el decreto supremo que fije los parámetros que han de observarse para resguardar el valor arquitectónico de las edificaciones ha de ser firmado también por el ministro del Interior y Seguridad Pública, el señor Mirosevic, de la subsecretaría para las Fuerzas Armadas, explicó que ello obedece a la participación que le cabe a la SUBDERE (dependiente de Interior) en la asignación de determinados subsidios. 
Por efecto de la aprobación de los nuevos artículos incorporados al texto de la iniciativa, el precepto en comento pasa a ser artículo 10, siendo aprobado con modificaciones formales, por asentimiento unánime. Votaron a favor las diputadas señorita Cariola, doña Karol; señoras Álvarez, doña Jenny, y Nogueira, doña Claudia; y los diputados señores Espinoza, don Fidel; Jarpa, don Carlos Abel; León, don Roberto; Pilowsky, don Jaime, y Tuma, don Joaquín. 

Disposiciones transitorias

Artículo 1°
“Artículo 1°.- Para acceder a los beneficios establecidos en la presente ley los interesados deberán presentar la solicitud de concesión marítima en los términos exigidos por el Reglamento sobre Concesiones Marítimas, contenido en el Decreto Supremo N° 2, de 2005, del Ministerio de Defensa Nacional o la normativa que lo reemplace, dentro del plazo de dos años contado desde la publicación de esta ley.”.

Artículo 2°

“Artículo 2°.- Los beneficios que dispone esta ley se aplicarán respecto de las solicitudes cuyo trámite se encontrare pendiente al momento de su publicación, siempre que reúnan los requisitos establecidos en este cuerpo legal.”.

Artículo 3°

“Artículo 3°.- Los titulares de concesiones marítimas en la Provincia de Chiloé que cumplan los requisitos de esta ley podrán acogerse a sus beneficios, en lo sucesivo. Para tal efecto, deberán solicitar, en el plazo de dos años contados desde la publicación de esta ley, la modificación de la concesión vigente de conformidad con el Decreto con Fuerza de Ley N° 340, de 1960, del Ministerio de Hacienda, Ley sobre Concesiones Marítimas, y su reglamento.”.

Artículo 4°

“Artículo 4°.- Las solicitudes que no cumplan los requisitos establecidos en la presente ley podrán tramitarse de acuerdo a las disposiciones contenidas en el Decreto con Fuerza de Ley N° 340, de 1960, del Ministerio de Hacienda, Ley sobre Concesiones Marítimas y su reglamento, o la normativa que los reemplace.”.


Los diputados señores Espinoza, Jarpa y Pilowsky, y las diputadas señorita Cariola y señoras Álvarez y Nogueira, formularon una indicación para sustituir, en los artículos 3° y 4° transitorios, la frase “el Decreto con Fuerza de Ley N° 340, de 1960, del Ministerio de Hacienda,” por el artículo gramatical “la”, a fin de simplificar la referencia a la Ley de Concesiones Marítimas contenida en ellos.


Puestos en votación conjuntamente los artículos 1°, 2°, 3° y 4° transitorios, con la indicación precedente, fueron aprobados unánimemente, con el voto conforme de las diputadas señorita Cariola, doña Karol; señoras Álvarez, doña Jenny, y Nogueira, doña Claudia; y de los diputados señores Espinoza, don Fidel; Jarpa, don Carlos Abel; León, don Roberto; Pilowsky, don Jaime, y Tuma, don Joaquín.

Se han introducido al proyecto modificaciones formales que se recogen en el texto propuesto a continuación.

V. TEXTO APROBADO O RECHAZADO POR LA COMISIÓN

En virtud de lo antes expuesto y de los antecedentes que dará a conocer oportunamente el señor diputado informante, la Comisión de Vivienda, Desarrollo Urbano y Bienes Nacionales recomienda la aprobación del siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1°.- Las ocupaciones irregulares del borde costero de la Provincia de Chiloé consistentes en construcciones denominadas palafitos, podrán ser regularizadas mediante el otorgamiento de concesiones marítimas de conformidad con lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 340, de 1960, del Ministerio de Hacienda, Ley de Concesiones Marítimas y su Reglamento; o la normativa que los reemplace. Para efectos de su tramitación, las solicitudes serán consideradas concesiones marítimas menores.

Para acogerse a los beneficios establecidos en la presente ley, el solicitante deberá acreditar, por cualquier medio legal, excluyendo la prueba testimonial, que ocupa el sector, por sí o por otra persona en su nombre, en la actualidad y desde antes del 31 de marzo de 2014. 

No será útil para tal efecto la ocupación amparada en cualquier contrato celebrado con un tercero que no importe el ánimo de enajenar o en el que se ha acordado conceder el uso y goce del inmueble o permitir dicha ocupación a título de mera tenencia, como sucede en el arrendamiento o comodato de la edificación. 

Artículo 2°.- Las solicitudes de concesiones que tengan por objeto regularizar la ocupación irregular de palafitos en los términos de la presente ley se sujetarán a las siguientes reglas:

a. Las solicitudes presentadas por personas naturales cuyo objeto sea vivienda y usos compatibles con ella, según lo definido en el artículo 162 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, tendrán una duración de 30 años y se regirán por lo dispuesto en la presente ley y, en subsidio, por lo establecido en la Ley de Concesiones Marítimas y su Reglamento.

b. Toda otra solicitud se regirá por lo dispuesto en la Ley de Concesiones Marítimas y su Reglamento, con las excepciones establecidas en los artículos 3°, 5°, 7° y 9° de la presente ley.

Estas solicitudes preferirán a toda otra solicitud de concesión marítima que se presente sobre el mismo sector y podrán ser renovadas y modificadas en conformidad con lo dispuesto en la Ley de Concesiones Marítimas y su Reglamento, o la normativa que los reemplace.

Artículo 3°.- Las concesiones marítimas que se otorguen en conformidad con lo dispuesto en la presente ley, no pagarán las rentas y, o tarifas correspondientes al periodo de ocupación irregular señalado en la Ley de Concesiones Marítimas y su Reglamento.

Artículo 4°.- Las concesiones otorgadas de conformidad al literal a. del artículo 2° de la presente ley, estarán exentas del pago de las rentas y tarifas establecidas en la Ley de Concesiones Marítimas y su Reglamento.

Artículo 5°.- El uso del sector para un objeto distinto del otorgado, será causal de caducidad de la concesión, sin perjuicio de las demás causales establecidas en la Ley de Concesiones Marítimas y su Reglamento.

Artículo 6°.- En el caso de término de la concesión por muerte del concesionario, existirá un derecho preferente respecto del sector concesionado para el legitimario que designe de consuno la comunidad hereditaria acreditada mediante resolución administrativa o sentencia judicial de posesión efectiva, según corresponda.

La referida designación deberá realizarse por escritura pública o instrumento privado autorizado ante notario, en el que los integrantes de la comunidad hereditaria, en forma colectiva o individual, designen a un legitimario para el ejercicio del derecho antes señalado.

Para ejercer este derecho preferente, el interesado deberá presentar la solicitud de concesión dentro del plazo de un año contado desde la muerte del concesionario, acompañando el o los documentos de designación y la resolución administrativa o sentencia judicial de posesión efectiva.

Artículo 7°.- Los titulares de las concesiones marítimas otorgadas en virtud de esta ley serán considerados propietarios para efectos de autorizaciones y permisos que establezcan las leyes, así como para acceder a todos los beneficios habitacionales, saneamiento sanitario, subsidios de agua potable, electricidad y otros, cumpliendo los requisitos correspondientes. 

Con todo, tendrán la obligación de permitir el acceso a otros palafitos o hacia el borde costero a través de la concesión.

Artículo 8°.- Los titulares de concesiones otorgadas en virtud de la presente ley no serán considerados propietarios para efectos de postular al subsidio habitacional para la compra de una vivienda.

No obstante, el titular de una concesión otorgada en virtud de la presente ley, una vez nominado como beneficiario de un subsidio habitacional para la compra de una vivienda, deberá optar entre mantener su derecho de concesión o aceptar dicho subsidio. En este último caso, al momento de la entrega de dicha vivienda se extinguirá su concesión de pleno derecho, sin perjuicio de poder solicitar una nueva concesión bajo las reglas generales contenidas en la Ley de Concesiones Marítimas y su Reglamento. 

Artículo 9°.- Los titulares de las concesiones otorgadas en virtud de la presente ley podrán, en el plazo de un año contado desde la notificación del decreto supremo de concesión marítima, regularizar las edificaciones construidas antes del 31 de marzo de 2014, en conformidad con los siguientes requisitos y procedimiento especial establecidos en esta ley.

Para efectos de este procedimiento especial, se entiende por regularización el acto administrativo del Director de Obras Municipales por el cual se otorga simultáneamente el permiso de edificación y la recepción final de obra.

Podrá solicitarse la regularización de las edificaciones construidas antes del 31 de marzo de 2014, cuyo destino sea asimilable a los usos de suelo residencial o de equipamiento básico.

Los interesados deberán presentar ante la Dirección de Obras Municipales respectiva, una solicitud acompañada de los siguientes documentos:

a. Plano de ubicación a escala 1:500.

b. Planos de arquitectura elaborados por un arquitecto a escala 1:50, salvo que el Director de Obras Municipales autorice una escala distinta.

c. Especificaciones técnicas en las que se certifique, por dicho profesional, que se cumplen las normas de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones referentes a condiciones de habitabilidad, estabilidad y seguridad, así como las normas técnicas sobre instalaciones interiores de electricidad y, cuando corresponda, de agua potable, alcantarillado y gas.

En todo caso, el Director de Obras Municipales podrá autorizar la regularización de la edificación sin hacerle aplicables las normas señaladas en el párrafo precedente, en consideración al impacto que podría tener el cumplimiento de dichas normas en el valor patrimonial cultural de este tipo de construcciones, siempre que se acompañe un estudio fundado, firmado por el arquitecto, que justifique la necesidad de la excepción y que señale las condiciones contempladas para resguardar la seguridad de los ocupantes del inmueble.

Las direcciones de obras municipales, con el solo mérito de los antecedentes presentados, y acreditado el pago de los derechos municipales, procederán, dentro del plazo de ciento ochenta días a contar del ingreso de la solicitud, a la que deberán acompañarse la totalidad de los antecedentes exigidos por esta ley, a otorgar, si procediere, el correspondiente certificado de regularización.

Los derechos municipales que menciona el punto anterior serán aquellos a que se refiere el artículo 130 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, en un porcentaje del cincuenta por ciento.

En lo referido a la aplicación de este procedimiento de regularización, los funcionarios municipales quedarán exentos de lo dispuesto en el artículo 22 del decreto con fuerza de ley Nº 458, de 1975, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, Ley General de Urbanismo y Construcciones, sobre responsabilidad de los funcionarios.

Con todo, en el caso de edificaciones que alberguen equipamiento, pertenecientes a las concesiones otorgadas en conformidad al artículo 2°, letra b, deberán cumplir con las normas que establezcan el Código Sanitario y sus reglamentos.

Artículo 10.- La ejecución de cualquier obra de edificación en la construcción regularizada, requerirá el correspondiente permiso de la Dirección de Obras Municipales, a petición del concesionario, según las reglas establecidas en la Ley General de Urbanismo y Construcciones y su Ordenanza. En tal caso, se deberá resguardar que dichas obras no atenten contra la adecuada mantención y el valor arquitectónico de las edificaciones, para cuyo efecto, el concesionario deberá cumplir con los parámetros que haya dictado el Ministerio de Vivienda y Urbanismo mediante decreto supremo suscrito además, por el Ministro del Interior y Seguridad Pública, en lo relativo a todo aquello que tenga por objeto asegurar la mantención de estas edificaciones y su valor patrimonial y cultural. Lo anterior es sin perjuicio del cumplimiento de los procedimientos especiales que contemple la normativa, en el evento que la edificación sea declarada en alguna categoría de protección oficial.

Atendida la obligación del concesionario de cumplir los parámetros que al efecto establezca el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, por la presente ley se faculta al Director de Obras Municipales para verificar el cumplimiento de los mismos, como requisito para el otorgamiento del correspondiente permiso.

Disposiciones transitorias

Artículo 1°.- Para acceder a los beneficios establecidos en la presente ley los interesados deberán presentar la solicitud de concesión marítima en los términos exigidos por el Reglamento sobre Concesiones Marítimas, contenido en el decreto supremo N° 2, de 2005, del Ministerio de Defensa Nacional o la normativa que lo reemplace, dentro del plazo de dos años contado desde la publicación de esta ley.

Artículo 2°.- Los beneficios que dispone esta ley se aplicarán respecto de las solicitudes cuyo trámite se encontrare pendiente al momento de su publicación, siempre que reúnan los requisitos establecidos en este cuerpo legal.

Artículo 3°.- Los titulares de concesiones marítimas en la Provincia de Chiloé que cumplan los requisitos de esta ley podrán acogerse a sus beneficios, en lo sucesivo. Para tal efecto, deberán solicitar, en el plazo de dos años contados desde la publicación de esta ley, la modificación de la concesión vigente de conformidad con el decreto con fuerza de ley N° 340, de 1960, del Ministerio de Hacienda, Ley sobre Concesiones Marítimas, y su Reglamento.

Artículo 4°.- Las solicitudes que no cumplan los requisitos establecidos en la presente ley podrán tramitarse de acuerdo a las disposiciones contenidas en el decreto con fuerza de ley N° 340, de 1960, del Ministerio de Hacienda, Ley sobre Concesiones Marítimas y su Reglamento, o la normativa que los reemplace.”.

Tratado y acordado en sesiones de fechas 20 y 27 de noviembre de 2013; 18 de diciembre de 2013; 8 de enero de 2014, con la asistencia de las diputadas señoras Cristina Girardi, Claudia Nogueira (Presidenta) y Denise Pascal, y de los diputados señores Pedro Browne, René Manuel García, Romilio Gutiérrez, Patricio Hales, Carlos Abel Jarpa, Juan Carlos Latorre e Iván Norambuena.

También asistieron la diputada señora Marta Isasi y los diputados señores Gabriel Ascencio, Carlos Montes y Alejandro Santana.

En sesiones de fechas 2, 9, y 16 de abril; 7, 19, y 23 de mayo; 4 y 11 de junio, de 2014; 6 y 13 de mayo, y 10 de junio, de 2015, con la asistencia de las diputadas señorita Cariola, doña Karol; señoras Carvajal, doña Loreto; Fernández, doña Maya; Nogueira, doña Claudia; y los diputados señores Browne, don Pedro; Espinoza, don Fidel (Presidente); Farcas, don Daniel; García, don René Manuel (Presidente Accidental); Jarpa, don Carlos Abel; León, don 


Roberto (Presidente); Norambuena, don Iván; Pilowsky, don Jaime; Tuma, don Joaquín, y Urrutia, don Osvaldo. Concurren, además, la diputada señora Jenny Álvarez y los diputados señores Claudio Arriagada y Alejandro Santana.


Sala de la Comisión, a 12 de junio de 2015.


(Fdo.): JAVIER ROSSELOT JARAMILLO, Abogado Secretario de la Comisión”.
9. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Ceroni, Saffirio y
Soto, que “Modifica la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, para
extender la responsabilidad administrativa de los funcionarios públicos hasta por tres meses después de haberse cursado su renuncia”. (boletín N° 10117-06)

“FUNDAMENTOS. El principio de probidad administrativa constituye un principio rector que inspira el funcionamiento de los órganos del Estado, en aras del bien común. La ley 18.575 Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, define dicho principio, señalando que “consiste en observar una conducta funcionaria intachable y un desempeño honesto y leal de la función o cargo, con preeminencia del interés general sobre el particular.”
Tal es la Importancia que actualmente reviste dicho principio orientador de la función pública, que el Constituyente derivado de 2005, mediante la reforma Constitucional de la ley 20.050, consagró dicho principio en el artículo 8°, capítulo I de la Constitución Política de la República, sobre las Bases de la Institucionalidad. 

El presente proyecto de ley viene a realzar dicho principio, al posibilitar hacer efectiva la responsabilidad administrativa de los funcionarios públicos, después de haber renunciado a su cargo, de modo que la renuncia intempestiva de un funcionario, con la finalidad de eludir su responsabilidad administrativa, no sea posible.

El principio general que subyace en esta iniciativa es el de poder hacer efectiva la responsabilidad de quienes han desempeñado funciones públicas, aún después haber cesado en sus cargos. En nuestro ordenamiento jurídico encontramos dicha situación, en lo preceptuado en el artículo 52 de la Carta Fundamental, en relación a la responsabilidad política del Presidente de la República, quién podrá ser acusado constitucionalmente, dentro del plazo de seis meses de terminado su mandato. Situación análoga ocurre con los Ministros de Estado, quienes podrán ser acusados constitucionalmente, hasta tres meses después de haber cesado en sus funciones.

En virtud de lo señalado precedentemente, y como forma de evitar o precaver situaciones, en que algún funcionario público, al advertir la posibilidad de ser objeto de algún sumario administrativo, con las consiguientes medidas disciplinarias que puede acarrear, decide renunciar con la finalidad de extinguir su responsabilidad administrativa. La idea matriz de este proyecto, es que la responsabilidad administrativa no se extinga por el hecho unilateral de la renuncia, sino que ésta subsista por tres meses contados desde que el decreto que la acepte concluya su tramitación. 
Es por eso que sobre la base de estos antecedentes y fundamentos venimos en proponer el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

ARTÍCULO ÚNICO.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fija el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005:

1) Agrégase al artículo 147 el siguiente inciso final nuevo:

“No obstante, haberse aceptado la renuncia, el funcionario que hubiere cesado en sus funciones, seguirá afecto al régimen de responsabilidad administrativa, hasta por tres meses, contados desde la fecha en que la renuncia haya quedado totalmente tramitada”.
2)
Sustitúyese la letra b) del artículo 157 por la siguiente:

“por haber cesado en sus funciones, a excepción de los dispuesto en los dos incisos finales del artículo 147”.
10. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Rincón; Arriagada; Chahin, Lorenzini, Ojeda, Schilling, Tarud, Teillier y Torres, y de la diputada señora Hernando, que “Elimina el carácter reservado de disposiciones legales promulgadas entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990,
y dispone su publicación”. (boletín N° 10118-07)


“En el período que media entre el 11 de septiembre del año 1973 y el 10 de marzo de 1990, fueron promulgados un conjunto importante de cuerpos normativos que no fueron publicados ni dados a conocer a la comunidad por expresa orden de las autoridades de la época.


El año 1990, y por indicación del H. Senador Máximo Pacheco Gómez, el Senado le solicitó al Contralor General de la República que se le enviaran todas las leyes dictadas en dicho período con carácter de reservadas o secretas. Mediante el oficio N° 22.402, de fecha 7 de agosto, la Contraloría remitió copia de 57 leyes, 40 decretos leyes y 28 decretos con fuerza de ley, los que fueron estudiados por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado.


De la lectura de dicho listado, podemos inferir que la principal materia de estas leyes reservadas se refiere a la planta de personal de las diferentes ramas de las fuerzas armadas y de orden, la ley del cobre, fondos del Ministerio de Defensa, autorización de contratación de créditos y la facultad del Presidente de la República para destinar los recursos derivados de ello y de exenciones tributarias de empresas del sector defensa.

IDEA MATRIZ DEL PROYECTO


Adecuar el ordenamiento jurídico chileno a los estándares de publicidad y transparencia consagrados en la Constitución Política de Chile y en los Tratados Internacionales suscritos por nuestro país, ordenando la derogación del carácter de reservado o secreto de diferentes normas dictadas por la dictadura militar entre los años 1973 y 1990.

FUNDAMENTOS JURÍDICOS


A través de las reformas constitucionales incorporadas por la Ley N° 20.050 del 26 de agosto del año 2005, se consagró en la Constitución Política el principio de la publicidad de todos los actos y resoluciones de los órganos del Estado.


De hecho, el inciso segundo del artículo 8 de la Constitución Política establece que “Son públicos los actos y las resoluciones de los órganos del Estado, así como sus fundamentos y los procedimientos que se utilicen. Sin embargo, sólo una ley de quórum calificado podrá establecer la reserva o secreto de aquéllos o de éstos, cuando la publicidad afectare el debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional.”

Por otro lado, la Disposición Cuarta Transitoria de la Carta Fundamental establece que las leyes dictadas con anterioridad a la vigencia del mencionado artículo 8, que establecen casos específicos de secreto o reserva de actos y documentos de la Administración, deben entenderse vigentes aún cuando no hubieren sido aprobadas con quórum calificado.


Todo esto hace que la derogación de la calificación de la reserva o secreto de estas normas deba hacerse mediante una nueva norma de rango legal, que es lo que venimos a realizar mediante el presente proyecto de ley.


En Chile, las leyes obligan a partir de su promulgación y publicación, tal como lo mandata el Código Civil, el que establece la forma en que deben publicarse, momento en el cual ellas se entenderán conocidas por todos.


A su vez, Chile es parte del acuerdo asociativo “Open Government Partnership”, el cual está destinado a promover en los estados partes, la adopción de diversas políticas públicas de participación ciudadana mediante la transparencia de los actos públicos. El Ministerio Secretaría General de Gobierno elaboró un plan de acción de “Gobierno Abierto”, el cual tiene como uno de sus ejes la transparencia, considerada como parte fundamental en la Agenda de Probidad y de Modernización del Estado.


Lo anterior tiene como principal objetivo el abrir la información de los organismos públicos a todas las personas, promoviendo un sistema estatal más cercano a los ciudadanos. Cumpliendo así con el Principio de Publicidad, eje rector que informa a todo nuestro sistema jurídico


Esta es la regla general en nuestro ordenamiento y tiene su piedra angular en el artículo 8° de la Constitución, el cual enunciamos anteriormente. Este principio es reafirmado por el artículo 3 de la Ley N° 18.575 Orgánica de Bases de la Administración del Estado que establece que: “La Administración del Estado deberá observar los principios de responsabilidad, eficiencia, eficacia, coordinación, impulsión de oficio del procedimiento, impugnabilidad de los actos administrativos, control, probidad, transparencia y publicidad administrativas, y garantizará la debida autonomía de los grupos intermedios de la sociedad para cumplir sus propios fines específicos, respetando el derecho de las personas para realizar cualquier actividad económica, en conformidad con la Constitución Política y las leyes”. 


También lo encontramos en el artículo 16 de la Ley N° 19.980 sobre Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los Actos de la Administración del Estado, que dispone: “Principio de Transparencia y de Publicidad. El procedimiento administrativo se realizará con transparencia, de manera que permita y promueva el conocimiento, contenidos y fundamentos de las decisiones que se adopten en él.


En consecuencia, salvo las excepciones establecidas en la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado y en otras disposiciones legales aprobadas con quórum calificado, son públicos los actos y resoluciones de los órganos de la Administración del Estado, así como sus fundamentos y documentos en que éstos se contengan, y los procedimientos que utilicen en su elaboración o dictación”.


Finalmente podemos señalar que la Ley N° 20.285, que define el referido principio, disponiendo en su artículo 4° que: “El principio de transparencia de la función pública consiste en respetar y cautelar la publicidad de los actos, resoluciones, procedimientos y documentos de la Administración, así como la de sus fundamentos, y en facilitar el acceso de cualquier persona a esa información, a través de los medios y procedimientos que al efecto establezca la ley”.

-Excepción al principio de publicidad.


Se establece que solo a través de una ley de quórum calificado se podrá establecer la reserva o secreto para actos o resoluciones públicas y los fundamentos que se utilicen para tal decisión.


En la Ley N° 20.285 se establece una excepción expresa a este principio en cuanto a la información pública que puede ser calificada como reservada y secreta en el caso de que la publicidad de ella afecte el debido cumplimiento de las funciones del órgano requerido, los derechos de la personas, la seguridad de la Nación, el interés nacional o cuando se trate de documentos, datos o informaciones que una ley de quórum calificado haya declarado reservados o secretos de acuerdo con el artículo 8 de la Constitución Política.

ANTECEDENTES DE HECHO


El 2 de agoto del año 2003, se ingresó a la Cámara de Diputados una moción parlamentaria de autoría de los diputados Gabriel Ascencio, Jorge Burgos y Rodolfo Seguel, que buscaba la publicación de las normas legales que tengan carácter de reservado o secreto. Sin embargo, a esa fecha aún no había sido publicada la Ley N° 20.050, por lo que dicho intento por hacer públicos estas normas no prosperó en su tramitación en el Congreso.


De la discusión de dicho proyecto en comisiones, podemos rescatar la opinión de la entonces Ministra de Defensa – hoy Presidenta de la República – doña Michelle Bachelet Jeria, quien señaló que en su opinión y en la del Gobierno de la época “las leyes no deben ser secretas, aún cuando deberían tener tal calidad aquellas referidas a planes, estrategias específicas o determinadas adquisiciones, pero no las de plantas o escalafones”. Siendo estas últimas el grueso de leyes con carácter de reservado o secreto dictadas entre 1973 y 1990.


Por todo lo anterior, y en consideración de los argumentos de hecho y de derechos expuestos, es que venimos a presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY


Artículo primero: Déjese sin efecto el carácter secreto o reservado de los decretos supremos, decretos con fuerza de ley y leyes promulgadas con tal calificación entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990.


Artículo segundo: Publíquense dentro de los 30 días siguientes a la promulgación de esta ley, los cuerpos legales que hayan perdido la calificación de secretos o reservados de acuerdo a la disposición anterior”.
11. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Monsalve, Andrade; Espinoza, don Fidel; Melo, Rocafull y Soto, y de las diputadas señoras Álvarez, Cicardini y Pacheco, que “Extiende el plazo contemplado en el artículo 4° de la ley N°20.816 para hacer efectiva la renuncia que habilita, a determinados
funcionarios del sector salud, a acceder a la bonificación por retiro
voluntario y bonificación adicional de la ley Nº,20.612”.
(boletín N° 10119-11)

ANTECEDENTES:

1. Con fecha 14 de febrero de 2014 se publicó en el Diario Oficial la Ley n° 20.816, que perfecciona la normativa sobre profesionales y trabajadores del sector público de salud. Dicha norma, en su artículo 4° estableció una bonificación por retiro voluntario y bonificación adicional de la Ley N° 20.612, a los funcionarios del sector salud que se indicaban.

2. Dicho artículo, reasignaba hasta un máximo de 925 cupos, que no fueron utilizados conforme a la Ley n° 20.612, para destinarlos a otorgar la bonificación por retiro voluntario, para aquellos funcionarios que beneficiaba la mencionada Ley, que hubieren cumplido la edad de 60 años, en el caso de las mujeres y 65 años en el caso de los hombres, al día 30 de junio de 2010. Estos funcionarios debían hacer efectiva su renuncia voluntaria dentro de los 90 días hábiles siguientes a la publicación de la Ley n° 20.816, siempre que cumpliesen con los demás requisitos establecidos en la Ley n° 20.612. 

3. Es del caso que los 90 días establecidos en la Ley n° 20.816 resultaron insuficientes para que todos los funcionarios que estaban en condiciones de impetrar el beneficio de la bonificación al retiro voluntario pudieran hacerlo, de manera que se ha vuelto necesario extender dicho plazo, para efectos de que todos los funcionarios que podían acogerse al beneficio efectivamente lo reciban, de forma tal que no resulten afectados los derechos de los funcionarios que hubieren renunciado en un tiempo inmediatamente posterior; e impidiendo además, que exista un tratamiento desigual entre funcionarios que se encontraban en las mismas condiciones y sólo presentaron diferencias en la fecha de presentación de su renuncia.

4. Todo lo anterior, no tiene otro objeto que evitar la afectación de los derechos previsionales de los funcionarios, que se verían fuertemente perjudicados, en una suma equivalente a un mes de remuneración imponible por año de servicio, pudiendo llegar hasta 11 años, si es que en definitiva no se extendiera el plazo establecido para impetrar la renuncia voluntaria. 

Por todas las consideraciones y fundamentos antes señalados, es que presentamos el siguiente,

PROYECTO DE LEY


Artículo Único.- Reemplácese en el inciso primer del artículo 4° de la Ley n° 20.816, que perfecciona la normativa sobre profesionales y trabajadores del sector público de salud, el guarismo “noventa”, por el guarismo “ciento veinte”.
12. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Sabag, Auth, Flores, Fuentes, Ojeda; Pérez, don Leopoldo; Rathgeb, Verdugo y Walker, y de la
diputada señora Sepúlveda, que “Declara el 4 de septiembre de cada año como día nacional del vino”. (boletín N° 10120-24)


“Considerando:

1.- La petición que hicieron al Gobierno los representantes de 18 entidades relacionadas con el sector vitivinícola para que se declare como Día Nacional del Vino el 4 de septiembre de cada año, con el fin de dar realce a una actividad que genera más de cien mil empleos directos y es una de las principales de nuestra industria agrícola y exportadora, y celebrar al mismo tiempo una historia que se extiende desde antes de la República.

2.- La necesidad que el Parlamento acoja esta inquietud y le dé curso para su materialización, ayudando con una iniciativa concreta al justo reconocimiento que todo el país debe otorgar a una actividad de particular relevancia que se vincula con la identidad nacional.

3.- La conveniencia de promover una industria que ha demostrado su competitividad en los mercados internacionales, gracias a su calidad y precio, llevando el nombre de nuestro país a prácticamente todo el mundo, con una clientela que se estima en mil 800 millones de personas, que ha llegado a constituirse en la cuarta productora mundial después de Francia, Italia, España y la primera del continente, y que ostenta incontables premios y distinciones gracias a los cuidados que se han tenido desde la contratación en 1830 del técnico agrícola francés Claudio Gay hasta nuestros días.

4.- La importancia de aprovechar la celebración de este día para promover una cultura de consumo moderado de alcohol, resaltando al mismo tiempo las virtudes específicas del vino, así como para incentivar las actividades turísticas desarrolladas en torno a las viñas e impulsar las medidas de apoyo necesarios para asegurar el crecimiento de una actividad que ha alcanzado una innegable relevancia económica, social e incluso cultural desde que se realizaron importantes inversiones en la década de 1980 y se comenzaron a suscribir Tratados de Libre Comercio en la década siguiente.

5.- Cabe señalar por último que la fecha del 4 de septiembre, propuesta por los propios interesados, corresponde a la primera mención que se hizo de la palabra “vino” en territorio nacional, a raíz de una carta enviada por Pedro de Valdivia al emperador Carlos V el 4 de septiembre de 1545, en la cual le informa que se ha acabado el vino para celebrar misa en la ciudad de Santiago de la Nueva Extremadura, fundada cuatro años antes. Como respuesta a esta carta, se enviaron al país una carga de botellas y las primeras estacas de vides viníferas plantadas en el país.


En consideración a todo lo anteriormente expuesto, se propone el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°:- Declárese el 4 de septiembre de cada año como el Día Nacional del Vino.
13. Informe de la participación de las diputadas señoras Fernández, Nogueira y Pascal, y del diputado señor Urrutia, don Ignacio, en el Consejo de
Administración y Reunión del Grupo de Mujeres Parlamentarias de
ParlAmericas, sobre el Plan de Acción para prevenir el acoso y la
violencia política contra las Mujeres, entre los días 10 al
14 de junio de 2015, en Argentina.
“Honorable Cámara.

Tengo a honra informar acerca de las reuniones de ParlAmericas, realizadas en Argentina, del 10 al 14 de junio, conforme lo anuncia el epígrafe.

La delegación estuvo compuesta por las diputadas señoras Maya Fernández, Claudia Nogueira, (Vicepresidenta del Grupo de las Mujeres Parlamentarias) y Denise Pascal, (Segunda Vicepresidenta de la Cámara de Diputados) y el diputado señor Ignacio Urrutia, (integrante del Consejo de Administración).

Las reuniones se desarrollaron de la siguiente manera:

1.-Reunión del Consejo de Administración.

Llevó a cabo su reunión 37° y concurrieron los diputados señor Urrutia y señora Nogueira, donde se prestó aprobación a la agenda e informe de la reunión anterior. Los principales acuerdos adoptados dijeron relación con el nuevo Convenio suscrito por Canadá en orden al apoyo financiero a ParlAméricas, y respecto a que esta instancia parlamentaria acoja al Parlamento Abierto, pasando a formar parte de sus principales objetivos.

La Presidenta, señora Guerra (México) informó acerca de las recientes actividades, y también se dio cuenta de un informe de la Directora General, sobre aspectos financieros, nuevos proyectos de financiamiento y trabajo de Secretaria.

Asimismo, describió la reunión del Grupo de Trabajo para el Planteamiento Estratégico, donde se dio información sobre algunos aspectos de la labor desarrollada.

2.- Inauguración de la Reunión del Grupo de las Mujeres Parlamentarias.

Se desarrolló en el Congreso de la Nación e intervinieron la diputada señora Aída Ruiz (Argentina), la senadora Marcela Guerra (México), la diputada Claudia Nogueira, Vice Presidenta del Grupo de Mujeres Parlamentarias, y otras altas autoridades locales, quienes destacaron la importancia y vigencia del tema en discusión, cual fue el “Plan de Acción para prevenir el acoso y la violencia política contra las mujeres”. Uno de los principales tópicos dijo relación con la interrogante ¿porque la política necesita de mujeres?, afirmación que encuentra su fundamento en los derechos humanos, de manera de que la democracia sea representativa, con elecciones competitivas, con una disminución de la corrupción política, aspectos que incidirían en un mayor desarrollo humano de las sociedades, incorporando las experiencias e intereses de las mujeres en el debate de los asuntos públicos.

3.-Antecedentes.

Con motivo de cumplirse 20 años de la adopción de la Declaración y Plataforma de Beijing (1995), resulta válido y pertinente efectuar un balance sobre las acciones legislativas en el tema de la igualdad y por ende de las acciones tendientes a evitar la violencia y específicamente la que se da dentro del campo de la política, tema que no ha sido regulado en forma específica por la legislación chilena, pero donde se han ido adoptado algunas medidas, básicamente entre los años 2014 y 2015, para empoderar a las mujeres y prevenir la violencia de género, aspecto que corresponde a una de las doce áreas de acción de la Declaración y Plataforma, y donde se detecta un menor grado de progreso. 

La Declaración de Beijing se sustenta en el reconocimiento de que persisten las desigualdades entre hombres y mujeres, las que son aún más evidentes en contextos de pobreza. Por su parte, la Plataforma de Acción, es un complemento a la Declaración, basado en acciones específicas, que buscan sentar las bases para alcanzar la igualdad de género. Las 12 áreas críticas son: la mujer en relación con la pobreza, con la educación, con la capacitación, con la salud, con la violencia, con los conflictos armados, con la economía, con en el ejercicio del poder, en la adopción de decisiones, mecanismos institucionales para el adelanto, los derechos humanos, los medios de comunicación, el medio ambiente y la niña.

El examen de estos aspectos resulta relevante toda vez que conforme lo ha señalado la señora Mlambo-Ngcuka, Directora Ejecutiva de ONU Mujeres, la violencia contra la mujer es una de las 12 áreas de la Plataforma de Acción de Beijing, en que se ha detectado menor grado de progreso a nivel mundial.

Del mismo modo, el monitoreo de las actividades legislativas respecto del empoderamiento de la mujer y la violencia de género resulta de vital importancia, especialmente si se considera que la Declaración y la Plataforma de Acción de Beijing 1995, reconocen que una de las maneras más eficaces para combatir la violencia de género es, justamente mediante la promulgación de leyes que tengan por objeto empoderar a las mujeres.

4.-Marco Referencial.

-He For She, es un movimiento solidario de ONU Mujeres por la igualdad de género, cuya carta de navegación consiste en una campaña, que contiene medidas simples y una lista de herramientas y recursos de fácil acceso. Está dirigido a los organismos de Naciones Unidas, sus oficinas nacionales, organizaciones de la sociedad civil y defensoras de la igualdad de género, como también a estudiantes universitarios.

Sus principales mensajes dicen relación con 3 aspectos básicos:

-Se considera que la desigualdad de género constituye una violación a los derechos humanos, más recurrente en nuestros días.

-Se trata de un movimiento solidario en favor de la igualdad de género que comprende tanto a hombres y niños, como principales actores y defensores de la causa.

-La igualdad de género, no solo atañe a las mujeres, pues afecta a todos, ya sean mujeres, niñas, hombres y niños y sus beneficios se aplican en distintos ámbitos, como el social, político y económico.

Asimismo, la igualdad no solamente libera a las mujeres, sino también a los hombres de los roles sociales pre establecidos y de los estereotipos de género.

El objetivo principal, dice relación con generar conciencia sobre el problema e incentivar la acción para eliminar toda forma de discriminación contra mujeres y niñas.

Otros objetivos complementarios, son la elaboración de programas transformadores y sostenibles que promuevan la participación igualitaria. 

Promocionar eventos y campañas, incentivar la acción de medidas en contra de la discriminación de género, la violencia contra mujeres y niñas y la creación de una plataforma que incorpore criterios para palear este tipo de discriminaciones.

Si bien es cierto, estos movimientos han logrado cierto grado de éxito, esto no se ha replicado en igual forma en todos los países y la discriminación continua existiendo, pese al reconocimiento que existe acerca de que el empoderamiento de las mujeres resulta significativo en el desarrollo económico inclusivo, la cohesión, la justicia social, el equilibrio medioambiental y el progreso en todos los ámbitos.

La plena inclusión de hombres y niños en esta campaña parece esencial, por cuanto se trata de forjar una visión conjunta del progreso humano para todos y todas y en definitiva crear un movimiento solidario para de esta manera obtener la igualdad de género.

El plan de ejecución a su vez, está integrado por seis medidas:

Designación de un punto de contacto, elaboración de un plan de ejecución localizado, asignación de recursos, organización de eventos, generación de debates a través de actividades y contenido localizado, control y evaluación.

Lo anterior, debe ser ejecutado con la participación de particulares y de la sociedad civil, utilizando los sistemas computacionales, de internet, de redes sociales y mediante la creación de asociaciones universitarias.

La finalidad última es provocar una movilización de mil millones de hombres de aquí a julio del 2015, para ayudar a las comunidades de todo el mundo a desarrollar programas sostenibles y de transformación que promuevan la igualdad de género.

-Plan estratégico del Grupo de Mujeres Parlamentarias para el período 2014-2015.

Este grupo se inició el año 2003, promoviendo el respeto por los derechos humanos de las mujeres, la inclusión desde una perspectiva de género en la agenda legislativa de los parlamentos miembros, fortaleciendo el intercambio de conocimientos desde la perspectiva de la igualdad de género, facilitando el fortalecimiento de las capacidades políticas sobre el fomento de los derechos humanos de las mujeres. De esta manera, viene llevando a cabo reuniones y seminarios sobre la temática.

El plan “palabras en acción” puede resumirse en los siguientes puntos:

-Mantener una línea de comunicación entre los parlamentarios y las parlamentarias de las distintas naciones de las Américas, en relación con temas de igualdad de género, aplicables a los problemas planteados precedentemente. 

-Facilitar la adquisición de conocimiento especializado, habilidades prácticas por parte de los parlamentarios y las parlamentarias, a fin de movilizar un cambio positivo en favor de una verdadera igualdad de género. Esto se logrará por vía electrónica, además de personalmente vía foros, conferencias y talleres. 

-Respaldar el activismo político de las mujeres y generar oportunidades de aprendizaje para las futuras líderes políticas, además de las nuevas parlamentarias y/o las parlamentarias jóvenes. 

-Reafirmar y demostrar el compromiso de lograr la participación de los hombres en la lucha por lograr una verdadera igualdad de género y desarrollo social. 

-Fortalecer las asociaciones con las organizaciones de la sociedad civil y otras que trabajan en todo el mundo a favor de los derechos de las mujeres. Colaborar con los socios en proyectos diseñados específicamente para los parlamentarios y las parlamentarias.

La diputada señora Maya Fernández, inició su participación refiriéndose a la composición de la Cámara de Diputados, donde subrayó que las mujeres alcanzan el 15,8%, en circunstancias que el promedio mundial de parlamentarias es de 21,8%, mientras que a nivel de alcaldías, la cifra llega al 12%, concluyendo que ambas cifras se encontraban muy por debajo del padrón electoral chileno, donde las mujeres ocupan, a lo menos, el 50%.

En segundo lugar, sobre los avances experimentados por nuestro país, en lo que dice relación con el plan de acción para prevenir el acoso y la violencia contra las mujeres, donde destacó la labor desarrollada por S.E. la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, durante su primer año de gestión, destacando la creación del Ministerio de la Mujer y Equidad de Género, la modificación al sistema electoral binominal, que incluyó el criterio de género. En el tema laboral, como por ejemplo, la nueva regulación de los derechos de las manipuladoras de alimentos, el acuerdo que aprobó el Convenio 189 de la OIT, sobre trabajo decente para trabajadores (as) domésticos (as) y otros tantos proyectos en actual tramitación en el Parlamento, como el que moderniza el sistema de relaciones laborales, incluyendo un enfoque de género.

En el tema salud, destacó el proyecto de ley que se está debatiendo actualmente y que regula la despenalización de la interrupción voluntaria del embarazo, estableciendo 3 causales:

-En el caso de peligro para la vida de la mujer.

-Cuando el embrión o feto padezca de una alternación incompatible con la vida extrauterina.

-En caso de violación.

Finalizó expresando que las mujeres podían efectuar un importante aporte a la sociedad, porque sustentan una visión que enriquece las discusiones en materia legislativa, en la toma de decisiones y en todas las áreas del desarrollo e instó a sus colegas a continuar desarrollando en sus parlamentos el plan elaborado por ParlAmericas, profundizando las redes de apoyo e intercambio de legislaciones que permitan avanzar en estas materias. 

Intervino, asimismo, la diputada señora Denise Pascal, quien formuló algunos comentarios sobre los avances experimentados por nuestro país en la temática, a la vez que contó algunas de sus experiencias personales y desafíos que ha debido enfrentar durante su vida en política y respecto del rol que juegan los medios de comunicación en este proceso de cambiar los hábitos culturales.

Asimismo, participó como facilitadora en el grupo de trabajo de la mesa 3, donde los asistentes expresaron cuales habían sido sus motivaciones para ingresar al mundo de la política, la experiencia de cada país sobre el tema en discusión, sobre las actividades concretas que pueden desarrollarse para la implementación de estas acciones, como también para eliminar los obstáculos detectados para la implementación del plan de acción.

El tema en discusión de la mesa 3, fue como hacer que los partidos políticos se involucren en la igualdad de género, lo que puede resumirse en los siguientes puntos:

-Se planteó la necesidad de que las normas estatutarias de los partidos políticos garanticen la efectiva participación en los órganos de decisión, con paridad de género.

-Que los partidos provean un financiamiento permanente para el desarrollo de las potenciales dirigentas, formando de esta manera, cuadros políticos que puedan acceder a la representación popular.

-Que los partidos políticos deben custodiar y ser defensores frente a la violencia política que experimenten sus candidatas o referentes (que ocupen cargos públicos), en tanto discriminaciones sexistas.

Para lograr estos objetivos, se requiere eliminar las siguientes barreras:

-Romper la falta de interés en la temática.

-La falta de voluntad política sobre estos aspectos.

-La existencia del doble discurso, en los temas de género, dado que los planteamientos públicos no guardan relación con las acciones que llevan a cabo los Partidos Políticos y por ende los Parlamentos.

Para vencer los obstáculos anteriores, se requiere incluir en la educación en todos los niveles, escolares y superiores, los temas de equidad de género.

La necesidad de impartir educación cívica en la ciudadanía.

Por último, se dieron a conocer algunas alianzas que se deberían poner en práctica, para lograr vencer las barreras ya mencionadas.

En este sentido, una primera alianza, debería concretarse con las redes de la sociedad civil para legitimar las demandas de género.

En segundo lugar, crear redes con los medios de comunicación para persuadir la eliminación del enfoque sexista en las comunicaciones.

También, resulta necesaria la creación de una alianza entre los partidos políticos, para lograr una real equidad de género.

Finalmente, crear una profunda alianza entre las mujeres.

5.-Acciones legislativas realizadas para empoderar a las mujeres y combatir la violencia de género en Chile.

-Ley Nº 20.820, creó el Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género, como órgano encargado de colaborar con el Presidente o Presidenta de la República, en el diseño, coordinación, evaluación de las políticas, planes y programas destinados a promover la equidad de género, la igualdad de derechos y de procurar la eliminación de toda forma de discriminación arbitraria en contra de las mujeres. Asimismo, velar porque todos estos aspectos se incorporen en forma transversal en la actuación del Estado.

Sin perjuicio de lo anterior, cabe destacar otras acciones adoptadas, como las que se indican a continuación:

Participación política de la mujer.

-Ley 20.840, que sustituye el sistema electoral binominal, incorporando modificaciones que promueven un criterio de paridad en la participación de hombres y mujeres, además de incentivos económicos a las candidatas y a los partidos que presenten candidatas.

Reconocimiento de derechos laborales.

-Ley 20.769, modifica el Código del Trabajo, otorgando permiso a las trabajadoras y trabajadores para efectuarse exámenes de mamografía y de próstata, respectivamente, constituyendo un reconocimiento de los derechos de salud de los y las trabajadoras.

-Ley 20.786, norma la jornada laboral y el descanso de las trabajadoras en casa particular, además de prohibir el uso de uniforme, fuera del lugar de trabajo.

-Ley 20.787, asegura los derechos de las manipuladoras de alimentos de establecimientos educacionales, estableciendo que en los procesos de licitaciones en establecimientos educacionales se deberá dar prioridad a quienes otorguen un mayor sueldo a las funcionarias, por sobre el ingreso mínimo mensual, además de establecer la duración indefinida de contratos y condiciones laborales más ventajosas. Asimismo, se estipuló que se deben mantener los sueldos durante el período de vacaciones de los escolares (meses de diciembre, enero y febrero).

-Este año el Congreso aprobó el Acuerdo (Boletín Nº 9560-10, pendiente de promulgación), que aprueba el Convenio 189, sobre el Trabajo Decente para las Trabajadoras y los Trabajadores Domésticos, adoptado por la Organización Internacional del Trabajo. El acuerdo establece normas para el trabajo doméstico y asegura el respeto a los derechos humanos de las personas que trabajan en el ámbito doméstico, incluyendo la prohibición del trabajo forzoso, la abolición del trabajo infantil, la eliminación de la discriminación en el empleo, la protección efectiva contra el abuso, acoso y la violencia, las horas de descanso diarias, semanales y el derecho a un salario mínimo, entre otros.

-Proyecto de Ley que moderniza el sistema de relaciones laborales, incluyendo el enfoque de género (Boletín Nº 9835-13). Incorpora acciones positivas en materias de negociación colectiva, por ejemplo, mediante la integración de mujeres a las comisiones negociadoras. Además, establece el deber de entregar al sindicato información respecto de igualdad o diferencias de remuneraciones entre hombres y mujeres.

Derechos sexuales y reproductivos.

-Proyecto de Ley que regula la despenalización de la interrupción voluntaria del embarazo (Boletín Nº 9895-11) bajo tres causales: en caso de peligro para la vida de la mujer; cuando el embrión o feto padezca de una alteración incompatible con la vida extrauterina; o cuando el embarazo es producto de una violación.

Apoyando la maternidad y paternidad: compartiendo responsabilidades.

-Ley 20.763, aumenta el monto de la asignación familiar y maternal para aquellas personas que califican para obtener dichas asignaciones.

-Ley 20.761, extiende a los padres trabajadores el derecho de alimentar a sus hijos y perfecciona normas sobre protección de la maternidad. Permite que las parejas puedan decidir que sea el padre quien ejerza este derecho, de modo tal que ambos padres compartan los roles del cuidado de los hijos, empoderando más a la mujer y permitiendo una mejor inserción laboral femenina.

Pese a los avances legislativos, aún resta mucho por avanzar en estas materias, específicamente, en materia laboral, es necesario seguir promulgando normativas en ámbitos que van más allá del trabajo doméstico y de manipulación de alimentos, ya que ambas son áreas que están ligadas a actividades de cuidado, las que, tradicionalmente, han sido desempeñadas por mujeres. Legislar en esas áreas podría contribuir a profundizar estereotipos de género.

Acciones legislativas para combatir la violencia de género.

En el período 2014-2015 hubo más avances en legislación en materia de empoderamiento de la mujer que en el ámbito de la violencia de género.

Existen varios Proyectos de Ley que tienen por objeto modificar las Leyes 20.066 sobre Violencia Intrafamiliar y 19.968 de Tribunales de Familia, con el propósito de aumentar la protección para mujeres y niñas, como se enumera a continuación:

-Proyecto de Ley (Boletín Nº 10045-18), garantiza la protección de personas con discapacidad e incluye explícitamente a niñas y mujeres. 

- Proyecto de Ley (Boletín Nº10044-18) modifica ambas leyes.

-Proyecto de Ley (Boletín Nº 9947-18) incrementa la protección a niñas, niños y adolescentes en casos de violencia.

-Proyecto de Ley (Boletín Nº 9715-07) incorpora medidas cautelares en favor de las víctimas de violencia intrafamiliar.

Uno de los desafíos pendientes respecto de la violencia de género es disminuir los femicidios. 

La Ley 20.480, modificó el Código Penal y la Ley 20.066 sobre Violencia Intrafamiliar, estableciendo la figura del “femicidio”, aumentando las penas aplicables a este delito y modificando las normas sobre parricidio.

Actualmente, un reto relevante es reducir el número de femicidios, que se cometen anualmente en nuestro país. Entre los años 2010 y 2013 los femicidios consumados ascendieron a 49 (2010), 40 (2011), 34 (2012), 40 (2013) y 40 (2014).

Cabe señalar que desde el año 2013 el Circuito de Femicidios – compuesto por Carabineros de Chile, la Subsecretaria de Prevención del Delito del Ministerio del Interior, el Sename y el Ministerio de la Mujer y Equidad de Género- registran los casos de femicidios frustrados, habiendo llegando en el 2013 a 78.

6.- Violencia en la política.

Sobre el particular, cabe destacar que durante los últimos años, este tema ha ido adquiriendo mayor importancia en cuanto a las inequidades de género, y uno de los principales focos de preocupación ha sido precisamente el acoso contra las mujeres en política, lo que se traduce en el hostigamiento que sufren aquellas que ocupan cargos políticos, con alusiones machistas, a la incorporación desigual que reciben las mujeres en los Parlamentos o en otros cargos de representación popular, las barreras de género que inciden en la baja participación de las mujeres en política y el hecho de contar con escasas representantes en la toma de decisiones, lo que provoca una severa merma a la calidad de la democracia.

Ambas figuras, tanto el acoso como la violencia, han experimentado avances y retrocesos, pero en general como da cuenta la resolución sobre participación de la mujer en política, aprobada por la Asamblea General de Naciones Unidas del 2011, “las mujeres continúan estando marginadas en gran medida de la esfera política en todo el mundo, a menudo como resultado de leyes, prácticas, actitudes y estereotipos de género discriminatorios, bajos niveles de educación, falta de acceso a servicios de atención sanitaria y debido a que la pobreza las afecta de manera desproporcionada.

El acoso político hacia las mujeres comprende 4 elementos, que siempre estarán presentes.

-Un actor. 

-Una acción determinada. 

-Una finalidad de dicha acción. 

-Una persona afectada.

Bolivia, ha legislado sobre la materia, tipificando ambos delitos.

Así, el acoso político contra las mujeres está definido por aquellos actos de presión, persecución, hostigamiento o amenazas en contra de una mujer candidata, electa, designada o en el ejercicio de una función político pública o de sus familiares durante o después del proceso electoral que impidan el ejercicio de sus derechos políticos. La sanción establecida va de 2 a 5 años de cárcel.

La violencia política contra las mujeres comprende actos o agresiones que causen daño físico o psicológico en contra de una mujer candidata, electa, designada o en el ejercicio de la función político pública o en contra de sus familiares para coartar, suspender o impedir el cumplimiento de sus funciones. La sanción va de 3 a 8 años de presidio.

Perú, lo ha considerado como un problema social de relevancia, donde cuatro de cada diez candidatas a cargos, alega sufrir acoso político.

Un proyecto en estudio, define este delito, como “el acto o conjunto de actos, realizados con la finalidad o resultado de limitar, anular, atentar, restringir, contrarrestar o menoscabar el ejercicio de los derechos políticos de las mujeres autoridades electas, candidatas o representantes”.

El acoso político se ha ido depurando a medida que la desigualdad de género disminuye y las manifestaciones culturales machistas, son cada vez más rechazadas por la sociedad y son objeto de normativas que las sancionan.

No solo basta que las mujeres puedan acceder a cargos de representación y de toma de decisiones, sino que también sean respetadas y tengan un trato igualitario.

Si bien es cierto, Chile no contempla estas figuras en la legislación, de un modo especial, esto no significa que no existan, por lo que es menester abrir esta discusión, para lo cual sería necesario tener en consideración la resolución de la Asamblea General de Naciones Unidas sobre la participación de la mujer en política del año 2011, que hace un llamado para aplicar algunas medidas que debieran de servir de guía para la introducción, solución y legislación sobre el acoso y la violencia en este ámbito, sobre lo cual se enumeran las siguientes:

-Examinar los diferentes efectos de los sistemas electorales en la participación política de la mujer y su representación en los órganos electivos, ajustando y reformando esos sistemas, según proceda.

-Alentar encarecidamente a los partidos políticos a que supriman todos los obstáculos que discriminen, directa o indirectamente la participación de la mujer, a que desarrollen su capacidad para analizar las cuestiones desde una perspectiva de género y a que adopten las políticas necesarias, a fin de promover la capacidad de la mujer, para participar plenamente en todos los niveles de decisión, dentro de los propios partidos.

-Promover la conciencia y el reconocimiento de la importancia de la participación femenina en el proceso político a nivel comunitario, local, nacional e internacional.

-Investigar las denuncias de actos de violencia, agresión o acoso perpetrados contra mujeres electas para desempeñar cargos públicos y candidatas a ocupar cargos políticos; crear un entorno de tolerancia cero ante esos delitos y, asegurar que los responsables rindan cuentas de sus actos; adoptando todas las medidas necesarias para enjuiciarlos.

-Alentar una mayor participación de las mujeres susceptibles de ser marginadas, en particular las mujeres indígenas, con discapacidad, las del medio rural y las que pertenecen a minorías étnicas, culturales o religiosas, en los procesos de adopción de decisiones a todos los niveles, afrontar y eliminar los obstáculos que encuentran las mujeres marginadas para acceder a la política y la adopción de decisiones en todos los niveles, así como para participar en ellas.

La traducción de este llamado de Naciones Unidas en políticas públicas y legislaciones concretas, no sólo representa una tarea fundamental para los Estados, sino en particular para los Parlamentos, institución por esencia representativa de la pluralidad de voces que hacen posible la vida democrática.

ONU Mujeres ha señalado que la participación política de las mujeres es fundamental para asegurar la gobernanza democrática.

Desde la adopción de la Declaración y Plataforma de Acción de Beijing, de 1995, hasta nuestros días, la participación femenina en la política ha experimentado un avance. Al año 1995, el porcentaje mundial de mujeres parlamentarias en los parlamentos alcanzaba al 11,3%, mientras que al año 2014, fue de 21,8%. Al año 1995, existían 3 Jefas de Estado, y al 2014, aumentaron a 9 de 152.

Sin embargo, aún resta un largo camino por recorrer en cuanto al igual acceso y la posibilidad de competir y ser electas. 

Un tema que afecta a nuestro país, es precisamente como aumentar la tasa de participación femenina en política como también en puestos de toma de decisiones.

Así, por ejemplo, durante el período legislativo 2014-2018, si bien se ha alcanzado una alta representación de mujeres parlamentarias, ocupando 25 escaños, equivalente al 15,8% del Parlamento, esta cifra continua siendo baja en relación con los promedios mundiales (21,8%), aún cuando se nota un aumento en el Senado, que ha elevado la representación femenina.

Entre los aspectos que explican la necesidad de la incorporación de la mujer en la política, se puede señalar, que esto constituye una exigencia desde el punto de vista de los derechos humanos. Lo que se explica al tenor del artículo 21 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, que establece que toda persona tiene el derecho a participar en el gobierno de su país, además de tener el derecho al acceso, en condiciones de igualdad, a las funciones públicas de su país, fundamento que da sustento a la necesidad de mayor incorporación de las mujeres en estos asuntos.

Del mismo modo, esta participación asegura una democracia representativa y de esta manera los Parlamentos pueden reflejar la real composición de la ciudadanía, debido a que las mujeres constituyen a lo menos la mitad del electorado en cada país.

A vía ejemplar, se puede señalar que en nuestro país, hay más mujeres que hombres en el padrón electoral.

De no existir la paridad en los órganos legislativos, la mitad de la población estaría sub representada y conforme lo ha señalado el National Democratic Institute (NDI), la democracia no respondería a todos los ciudadanos y ciudadanas si es que la mitad de la población se encuentra sub representada en el campo político, lo que Naciones Unidas ha denominado “argumento de justicia” que apunta a que como las mujeres representan la mitad de la población, deben tener el derecho a ser representadas.

En lo que dice relación con las elecciones, es preciso que estas sean competitivas, lo que implica que tanto las ciudadanas como los ciudadanos deben tener el mismo derecho a participar y a postular a los cargos públicos y a competir en un contexto donde se garantice la equidad en la competencia electoral. En este sentido, OEA recomienda, que debe existir equidad de género en los sistemas electorales, en los partidos políticos, en los mecanismos de postulación de las candidaturas, en los sistemas de financiamiento político y en el acceso a medios de comunicación. De no darse la paridad en estos ámbitos, el derecho de las mujeres no está totalmente asegurado para competir con los hombres en igualdad de condiciones.

Se sostiene además, que con la participación de las mujeres, podría darse un menor grado de corrupción política, lo que encuentra su aval en la opinión del National Democratic Institute (NDI), por cuanto las mujeres serían más efectivas en cuanto a promover un gobierno honesto. Existen otros estudios que dan sustento a este planteamiento por cuanto señalan que las mujeres presentan menor tolerancia a la corrupción.

La discusión acerca de si la participación de las mujeres en la toma de decisiones implica niveles menores de corrupción data del año 1999, tras la publicación de un informe que muestra la correlación entre menores niveles de corrupción y mayor cantidad de mujeres en el gobierno.

A su vez, el Banco Mundial en el año 2001, emitió conclusiones muy similares a las anteriormente planteadas.

Por otra parte, Unifem, encontró una diferencia estadísticamente significativa en la percepción de la corrupción por parte de hombres y mujeres, en cuanto estas percibirían mayores niveles de corrupción que los hombres, especialmente en el área de la provisión de servicios públicos como servicios médicos y educación, lo que ha llevado que algunos sectores promuevan que la mayor participación de la mujer en política podría incidir en un menor nivel de corrupción.

Otros estudios, concluyen que lo fundamental para disminuir los actos de corrupción seria contar con sistemas de gobierno más justos, que corresponden a democracias liberales que reconocen igualdad de derechos entre hombres y mujeres.

Por último, recordar que un informe del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), concluye que la igualdad de género es un componente esencial de las estrategias anti-corrupción, puesto que existe evidencia respecto de que cuando una porción significativa de las personas ocupan cargos públicos con mujeres o que los asuntos de igualdad ocupan parte de la agenda, normalmente incluyen agendas anti-corrupción.

Desde el punto de vista del aporte a la economías, también se constata que existe una correlación entre la participación política de mujeres y desarrollos positivos en educación, infraestructura y salud. Es así, como en países en los cuales el empoderamiento de las mujeres es más alto, se logran niveles de desarrollo y estándares de vida superiores. En este sentido, cabe destacar la opinión de la economista señora Esther Duflo, quien señala que existe una relación bidireccional entre el desarrollo económico y el empoderamiento de la mujer. Este planteamiento podría tener dos enfoques, el primero que el desarrollo podría incidir en la disminución de la desigualdad y por otro que el empoderamiento de las mujeres podría acelerar el desarrollo.

En otro orden de ideas, consignar que la participación de las mujeres en política nutre el quehacer y la discusión, pues aporta enfoques e intereses de toda la ciudadanía, incluyendo a la mitad que representa el componente femenino. Las experiencias de ambos géneros son distintas y por tanto necesariamente enriquecen todo debate.

En cuanto al tema “la lucha contra la trata de personas”, intervino como oradora principal la señora Susana Trimarco, Presidenta de la Fundación María de los Ángeles y la ex parlamentaria boliviana señora Ingrid Zabala, quien presentó el plan de acción.

También, intervinieron, la Gobernadora de Santiago del Estero, señora Claudia Ledesma y la asesora regional de Liderazgo y Participación Política ONU Mujeres-Oficina Regional para las Américas y el Caribe, señora Irune Aguirrezabal.

En seguida, se llevaron a cabo las exposiciones sobre los trabajos individuales y colectivos basados en el plan de acción.

Los distintos grupos de trabajo procedieron a informar sobre la labor desarrollada, las conclusiones y respecto de los compromisos adoptados.

Finalmente, participó del acto de clausura la diputada señora Claudia Nogueira en su calidad de Vicepresidenta del Grupo de las Mujeres Parlamentarias, quien expresó: “en mi calidad de Vicepresidenta del grupo de Mujeres Parlamentarias de ParlAmericas, resulta especialmente significativo habernos reunido en la provincia de Entre Rios, en el departamento de Rio Hondo, al cumplirse veinte años de la Declaración y Plataforma de Beijing, para efectuar un balance de los logros e implementación del plan de acción para prevenir el acoso y la violencia política contra las mujeres.

Un gran agradecimiento a nuestras anfitrionas, por la excelente hospitalidad, a nuestras panelistas por la profundidad de sus exposiciones y a todos aquellos que aportaron y elevaron el nivel de la discusión con propuestas novedosas que podrán ser replicadas en nuestros países y por cierto en nuestros parlamentos.

Hago extensivo este reconocimiento a nuestro equipo del Secretariado, quien una vez más demostró su alto grado de profesionalismo y compromiso con ParlAmericas.

EI trabajo desarrollado nos permite avanzar en el gran desafío que significa alcanzar la total eliminación de esta forma de violencia hacia las mujeres y de un modo especial, la que vivimos en mayor o menor medida todas aquellas que nos dedicamos a la política o nos desempeñamos en la esfera de la toma de decisiones, lo cual hemos alcanzado en la mayoría de los casos, con un esfuerzo adicional, pues hemos de alguna manera invadido un terreno donde prima la presencia masculina, debiendo sortear innumerables obstáculos y factores que dificultan nuestra labor profesional y familiar.

Muchas de nuestras antecesoras creyeron firmemente que la igualdad con sus pares hombres era la única vía para la construcción de sociedades más democráticas, equitativas e incluyentes en cuanto a la plena inserción laboral y de un modo especial, en la toma de decisiones, situación que se replica en la actualidad, experimentando algunos avances que aún son insuficientes para nuestra total inserción en todos los campos de la sociedad y muy especialmente en la arena política.

Si bien, hemos avanzado, lo que nos da energía y carácter para enfrentar con optimismo el futuro, también tenemos muy claro que nos encontramos a medio camino para lograr la igualdad sustantiva. 

Resulta evidente, que las nuevas generaciones no están dispuestas a aceptar inequidades tan absurdas como aquellas basadas en las diferencias de género. Por el contrario, cada vez se reconoce más el aporte de las mujeres en las distintas áreas del quehacer de la sociedad. 

Otro tema no menor, es nuestra constante preocupación en materias de relevancia y tan vigentes como la probidad y la transparencia, con que debemos actuar los políticos, pues representan valores esenciales que van de la mano con la igualdad de oportunidades para acceder a cargos de representación popular y en que como mujeres podemos aportar una visión diferente.

La violencia y el acoso contra las mujeres son cada vez menos tolerados y aceptados, socialmente inaceptables y deleznables.

Conductas como las anteriores parecen distanciarse cada vez mas de las practicas de los antiguos machistas. 

Se asume que la violencia de género debe ser combatida en todos los espacios, porque sigue siendo un hecho presente y que se manifiesta en un ataque de nuestras capacidades intelectuales, menoscabo de nuestras facultades, pasando por la violencia sicológica hasta desembocar en el femicidio.

Resulta vital instaurar sistemas de prevención, fono ayudas, casas de acogida, etc.

Por otra parte, la capacitación para lograr el empoderamiento económico resulta un elemento básico para obtener la necesaria independencia para la mantención ¿Cuántas mujeres deben sufrir actos de violencia solamente por no contar con medios adecuados para la subsistencia no solo de ellas sino de sus hijos. 

Nuestros países presentan estas problemáticas en mayor o menor medida, pero una constante uniforme es la dificultad que debemos sortear para acceder a cargos de representación popular y una vez que hemos accedido nuevamente nos encontramos con un clima adverso, y debemos enfrentar casos como los que hemos escuchado en estos días, que pasan por la propuesta que nos ha narrado nuestra colega, en cuanto a la idea de instaurar un impuesto a quienes no han tenido hijos u otras que hemos tenido la ocasión de oír durante este encuentro, lo que nos lleva a alzar la voz una vez más, para manifestar nuestro total rechazo ante cualquier acto que atente o ponga en peligro nuestro anhelado derecho a la igualdad.

Reunirnos en instancias como ParlAméricas, resulta primordial y urgente en cuanto nos permite encontrar puntos de encuentro entre sociedades diferentes, pero con muchos rasgos compartidos, porque la discriminación de género y la violencia de género se repiten en diferentes contextos y realidades. Como parlamentarias y parlamentarios, debemos alzar la voz contra quienes vulneran los derechos de las mujeres en todos los lugares en los que somos llamados a representar a nuestros ciudadanos.

Un elemento que no puedo pasar por alto, es que para el cumplimiento de estas metas, resulta indispensable trabajar en conjunto con los hombres, de manera de crear lazos que no excluyan ni a unos ni a unas.

Mis felicitaciones y agradecimientos a los colegas que nos acompañan en el día de hoy, en la idea de que las conclusiones de este encuentro puedan ser difundidas entre sus colegas y por cierto esperando que en la próxima reunión sean muchos más los que nos acompañen.

Esto no puede convertirse en una lucha de un sexo contra el otro, sino en la manera de encontrar una justa complementación, con las contribuciones de unos y unas.

En febrero, la Comisión Interamericana de las Mujeres de la OEA (CIM), se ocupó precisamente de la erradicación y prevención del acoso y violencia política.

Nos hubiera gustado que representantes de la CIM nos hubieran acompañado, para compartir las conclusiones de los ministerios y mecanismos para la igualdad de género de las Américas, pero entendemos que las agendas se han cruzado.

Por lo anterior, me comprometo a llevar nuestro plan de acción a la CIM, junto a ONU mujeres para trabajar conjuntamente en nuestro objetivo común.

Finalmente, agradezco los importantes aportes recibidos, la brillante organización de la secretaria, como la magnífica hospitalidad brindada. y los urjo a llevar este plan de acción a sus parlamentos, a trazar una hoja de ruta para comprometerse a desarrollar los pasos que hemos identificado para terminar con este fenómeno”.

7. CONCLUSIONES.

La Presidenta, señora Guerra, clausuró la reunión destacando los principales aspectos de la discusión, que pueden resumirse en los siguientes: 

-Considerar que la violencia política, y particularmente el acoso político, constituye una barrera para la democracia paritaria y por tanto debe ser erradicada.

-Reconocer que, a pesar de los avances realizados, los parlamentarios seguimos enfrentando el desafío de garantizar que las leyes que aprobemos en la materia, requieren de un seguimiento que garantice su estricta implementación.

Sobre la base de lo anterior, enumeró los principales aspectos del debate.

Se emitieron los informes nacionales de avances legislativos y de políticas públicas sobre igualdad real y efectiva, por parte de cada delegación.

Se identificaron, con el apoyo de ONU Mujeres, líneas de acción para lograr una democracia paritaria: formar una masa crítica de mujeres con medidas de paridad representativa horizontal y vertical; integrar transversalmente la perspectiva de género en leyes y políticas; fortalecer los liderazgos de las mujeres; otorgar a los partidos políticos un papel fundamental en promover la agenda de igualdad de género; y abordar la discriminación por razón de género, fundamentalmente con medios de comunicación responsables con la igualdad de género y con legislación y medidas para prevenir el acoso y la violencia política contra las mujeres.

Reconociendo los desafíos para conseguir la igualdad real, siendo el más nocivo el acoso político contra la mujer.

Erradicar este fenómeno requiere de: recursos, voluntad política, y sanciones contra quienes cometen esta práctica.

Para ello, coinciden en la urgencia de visibilizar el tema y legislar para tipificar el acoso político como delito, ya sea por medio de una nueva Ley, como lo muestra el caso de Bolivia, o incorporando secciones especiales en las leyes existentes para la erradicación de la violencia contra las mujeres.

Hacer un llamado a que estas propuestas de legislación incluyan sanciones claras y específicas para las personas que incurran en el acoso político, que contemplen multas económicas y la inhabilitación para ocupar cargos públicos.

Aceptar que el empoderamiento económico de las mujeres está directamente vinculado con la lucha contra el acoso político. Buscar el compromiso de las parlamentarias y parlamentarios presentes para legislar garantías en las leyes electorales para que las mujeres tengan el mismo acceso que los hombres al financiamiento de los partidos políticos.

Constatar la importancia de involucrar a los medios de comunicación para modificar los comportamientos sociales que promueven el acoso político y los estereotipos. Canadá dio un gran ejemplo, pues ha exigido a los concesionarios de medios de comunicación la conformación de planes de acción para eliminar la narrativa que promueve la violencia de género y el estereotipo y contempla sanciones que incluyen hasta el retiro de la concesión en caso de incumplimiento. Instan a los Parlamentos de las Américas a llevar a cabo acciones similares.

Considerando estos desafíos, se presenta el Plan de Acción para Prevenir el Acoso Político, basado en cinco acciones concretas para materializarlas en los parlamentos.

1.- Aplicar enfoques multisectoriales para la prevención del acoso político y de la violencia política por motivos de género.

2.-I ncluir a los hombres en el empoderamiento de las mujeres en la política a todo nivel.

3.- Hacer a los partidos políticos responsables por la igualdad de género.

4.- Crear un ambiente que permita presentar el tema del acoso político y de la violencia política a un debate público y parlamentario.

5.- Presentar políticas, proyectos de ley o reformas sobre acoso político o violencia política y, una vez establecidos, garantizar el cumplimiento por parte de las instituciones correspondientes. 

6.- El compromiso de los parlamentarios y parlamentarias asistentes para apoyar el Plan de Acción y llevarlo a sus respectivos Parlamentos.

7.- Constatar el testimonio de dos organizaciones de mujeres, campesinas y de la ciudad, que demostraron la importancia de incluir a la sociedad civil en los debates parlamentarios de género.

8.- Apoyar la campaña internacional He For She, para que cada uno de los participantes la traslade a su Parlamento, a fin de buscar un mayor involucramiento de los hombres en la lucha por la igualdad de género y el empoderamiento de las mujeres, como se dio en los trabajos de este Encuentro”.

(Fdo.): JACQUELINE PEILLARD G, Dirección de Asuntos Internacionales”.
*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata; IND: Independiente. PC: Partido Comunista y Partido Liberal de Chile.





